PAGE  
4

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image7.emf]
DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 361ª
Sesión 40ª, en miércoles 10 de julio de 2013
Ordinaria

(De 16:17 a 20:5)

PRESIDENCIA DE LOS SEÑORES JORGE PIZARRO SOTO, PRESIDENTE,
JOSÉ ANTONIO GÓMEZ URRUTIA, VICEPRESIDENTE, Y ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, PRESIDENTE ACCIDENTAL

SECRETARIO, EL SEÑOR MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................

V.
ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece normas para la actualización de los padrones electorales (8972-06) (se aprueba en general)............
Homenaje a Embajadora de Palestina, señora Mai Al Kaila, con motivo de término de misión (se rinde)..................................................................................................

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo al interés máximo convencional (7786-03, 7890-03 y 7932-03, refundidos) (pasa a Comisión Mixta)....................................................................................................................
Proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social contra riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (8936-13) (queda para segunda discusión)..........................................................................................
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA) (8786-27) (se aprueba en general)............................................................................................
Peticiones de oficios (se anuncia su envío)………………………………..............…..

A n e x o s

ACTAS APROBADAS:
Sesión 35ª, especial, en martes 2 de julio de 2013........................................................
Sesión 36ª, extraordinaria, en martes 2 de julio de 2013................................................
Sesión 37ª, especial, en miércoles 3 de julio de 2013.....................................................

Sesión 38ª, ordinaria, en miércoles 3 de julio de 2013...................................................

DOCUMENTOS:
1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el "Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre una Actividad Laboral Remunerada de Familiares Dependientes de Miembros de una Representación Diplomática o Consular", suscrito en Berlín el 22 de octubre de 2012 (8939-10)...........................
2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la meta todo Chile a llamada local (8787-19 y 8790-15, refundidos)............................................

3.- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad (8677-07)................................................................................................................

4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que permite la introducción de la televisión digital terrestre (6190-19)........................................................................

5.- Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (8085-29).............
6.- Informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (8085-29)............................................................................
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei Fornet. Asimismo, estuvieron presentes el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias Palau; la Directora del SERVEL subrogante, señora Elizabeth Cabrera Burgos; el Consejero del SERVEL, señor Patricio Santamaría Mutis, y el miembro del Consejo Directivo del SERVEL, señor Gonzalo Molina Ariztía.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 35ª, especial y 36ª, extraordinaria, en 2 de julio, y 37ª, especial, y 38ª, ordinaria, ambas en 3 de julio, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira la urgencia al proyecto que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales (boletín N° 7.201-08).



--Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (boletín Nº 8.085-29).



Con el tercero hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto del proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja (boletines Nos. 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que dio su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo esta Corporación, al proyecto, iniciado en moción de la Senadora señora Pérez San Martín, que modifica la ley Nº 20.340 con el objeto de extender su aplicación a los beneficios habitacionales que otorga el Estado sin otra consideración que la focalización de los recursos (boletín N° 8.527-14).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con los dos siguientes comunica que dio su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre una Actividad Laboral Remunerada de Familiares Dependientes de Miembros de una Representación Diplomática o Consular”, suscrito en Berlín el 22 de octubre de 2012 (boletín N° 8.939-10) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



2.- Proyecto de ley que establece la meta todo Chile a llamada local (boletines Nos. 8.787-19 y 8.790-15, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Con el cuarto comunica que aprobó, con las enmiendas que señala, el proyecto de ley que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad (boletín Nº 8.677-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Queda para tabla.



Con el último expone que prestó su aprobación a las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19, con urgencia calificada de “suma”), exceptuadas las recaídas en las disposiciones que el referido documento expresa, las que rechazó, y comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse según lo establece el artículo 71 de la Constitución Política de la República (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a los Comités.



Del señor Intendente de la Región de La Araucanía:


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor García, sobre estado del proyecto FNDR para diseño de edificio de administración y nuevos depósitos en el Archivo Regional de La Araucanía, ingresado en el Banco Integrado de Proyectos con el código 30128731.



--Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (boletín Nº 8.085-29) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6 ).


--Quedan para tabla.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA 

ACTUALIZACIÓN DE PADRONES ELECTORALES

El señor PIZARRO (Presidente).- En el Orden del Día, el primer asunto es el proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que establece normas para la actualización de los padrones electorales, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8972-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 27ª, en 4 de junio de 2013.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 39ª, en 9 de julio de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de esta iniciativa era actualizar los padrones electorales excluyendo a aquellas personas declaradas ausentes por desaparición forzosa, de acuerdo con la ley N° 20.377.



Ahora bien, el objetivo del proyecto despachado por la Comisión es excluir, en la elaboración del Padrón Electoral, a los electores de 80 años o más que no cuenten con documentos de identidad vigentes.



El referido órgano técnico deja constancia de que discutió este proyecto en general y en particular, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y de que aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Frei, Orpis y Bianchi.



También lo despachó en particular, con enmiendas derivadas de la aprobación de una indicación sustitutiva del Ejecutivo, con los votos de los Senadores señores Frei y Orpis y la abstención del Senador señor Sabag.



Cabe tener presente que esta iniciativa debe ser aprobada con 21 votos favorables, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



El texto que se propone aprobar se consigna en las páginas 18 y 19 del informe de la Comisión de Gobierno y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Hay varios señores Senadores inscritos para intervenir.



Tiene la palabra, en primer lugar, el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el objetivo de este proyecto de ley es efectuar ciertas correcciones y precisiones que permitan depurar el Padrón Electoral y actualizar el Registro Electoral.



En la elección municipal del año 2012 y en la reciente elección primaria quedaron en evidencia ciertas falencias de la inscripción automática, cuya implementación significó el aumento de cerca de 5 millones de electores.



Uno de los principales problemas detectados es la presencia en el Padrón Electoral de personas fallecidas o con la calidad de desaparecidos forzosos. Esta situación hace necesaria una actualización del Registro y del Padrón Electoral que nos permita ir corrigiendo el sistema de automatización de la inscripción.



En relación con las causas del problema, se han identificado tres circunstancias:



En primer lugar, todos los nacidos en Chile que se radican y fallecen en el extranjero. Si la defunción no se inscribe en nuestro país, el Registro Civil y el SERVEL no tendrán dicha constancia, por lo que seguirán apareciendo en los respectivos padrones.



En segundo lugar, las personas desaparecidas.



Y, en tercer lugar, el proceso de automatización del Registro Civil, que se inició en 1982. Todas las defunciones inscritas antes de esa fecha no contemplan el RUN de la persona fallecida, lo que ha dificultado la actualización de los registros.



Según información del Servicio Electoral, a mayo de 2013 había 565 mil 600 electores entre 80 y 139 años de edad, presumiéndose que dentro de esta cifra existe un número indeterminado de personas fallecidas.



Según proyecciones del Instituto Nacional de Estadísticas, la población chilena que supera los 80 años bordea los 360 mil individuos, por lo que se estima que en el actual Padrón Electoral figuran unas 200 mil personas fallecidas.



Las propuestas que contempla el proyecto son las siguientes:



En primer lugar, excluir del padrón electoral a los mayores de 80 años que no cuenten con sus documentos de identidad vigentes, por no haberlos renovado durante los últimos 11 años anteriores al cierre del Padrón, lapso que corresponde a la suma del período máximo de vigencia de los documentos de identidad y al plazo de extensión de su vigencia para efectos electorales.



En segundo término, se establece una nueva causal de exclusión del Registro Electoral para aquellas personas declaradas ausentes por desaparición forzada, en conformidad a la ley N° 20.377, que estableció dicho procedimiento para las desapariciones ocurridas entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.



En estos casos, el juez de letras deberá informar al SERVEL los nombres de las personas respecto de las cuales se haya dictado sentencia declarando su calidad de desaparecido forzoso.


Si dicha declaración se hubiera realizado con anterioridad a la publicación de la presente iniciativa, será el Registro Civil el que deberá informar al SERVEL sobre tal situación.



En conclusión, de la manera propuesta tendremos un Registro Electoral más real y depurado.



Además, le hemos pedido al Ejecutivo la presentación de una indicación a los efectos de que por lo menos 120 días antes del proceso electoral se pueda notificar a aquellos que, apareciendo en el Registro, no vayan a poder votar porque no reúnen las condiciones requeridas. ¿Para qué? Para evitar lo ocurrido en las primarias presidenciales, donde hubo muchas personas que, queriendo participar en el proceso, llegaron a sufragar y no pudieron hacerlo porque figuraban con problemas. 



A mi juicio, señor Presidente, este proyecto significa un adelanto, una forma de ir depurando el Padrón Electoral y de ir mejorando nuestra democracia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Eduardo Frei, quien hará la relación del proyecto en representación del Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, el día de ayer, por ausencia de su titular, me tocó presidir la Comisión de Gobierno, y ahora me gustaría dar cuenta de los dos temas básicos de que trata la iniciativa, que en parte ya señaló el colega Prokurica.



Tal como se halla establecido, hay dos temas involucrados en este proyecto.



Uno es la exclusión del Padrón Electoral de los mayores de 80 años que no cuenten con documento de identidad vigente por no haberlo renovado por un tiempo largo que supere al de su vigencia.



Las cifras son altamente significativas. En el mensaje del Ejecutivo se partía de una cantidad de más de 550 mil personas. Finalmente, hechas las depuraciones, se llegó a un número aproximado a las 200 mil.



El otro asunto tiene que ver con la exclusión del Registro Electoral de individuos declarados ausentes por desaparición forzada, que prácticamente corresponde a la parte más importante del proyecto: incide en cuatro artículos permanentes y uno transitorio. La Comisión citó al Servicio Electoral, al Registro Civil, al Instituto Nacional de Derechos Humanos y a especialistas en la materia para los efectos de dilucidar el punto.



Tras varias sesiones, a las que también asistió el Ministro Larroulet, se llegó a la conclusión de que resultaba imposible resolver el problema de la desaparición forzada. Además, existe el antecedente de un proyecto sobre el particular radicado en la Comisión de Derechos Humanos. Por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, se había oficiado al Ejecutivo para que mandara un proyecto que resolviera este inconveniente, creando un registro de personas desaparecidas, no solo para la cuestión electoral, sino para toda la otra serie de materias que conocemos.



Por lo tanto, después de discutir la normativa propuesta en un par de reuniones, finalmente la Comisión acordó con el Ejecutivo resolver únicamente el asunto de los mayores de 80 años, para lo cual se presentaron unas indicaciones que también se conversaron con el SERVEL y el Registro Civil. 



Se dejó afuera todo lo relacionado con la desaparición forzada, sin perjuicio de convenirse por unanimidad que se oficiara de nuevo al Ejecutivo pidiéndole el envío del referido proyecto, que es necesario -lo está pidiendo el Instituto de Derechos Humanos desde hace ya varios años- para solucionar la situación que afecta a esas personas y, sobre todo, a sus familias.



En resumen, señor Presidente, la Comisión de Gobierno acordó resolver solo uno de los problemas, y respecto del otro, solicitarle al Ejecutivo que definitivamente mande una iniciativa que cree un registro de personas desaparecidas, petición que -como acabo de decir- fue formulada por el Instituto de Derechos Humanos.



Eso fue lo aprobado ayer en el órgano técnico. Hay un artículo que presenta un detalle que seguramente explicará el Senador Sabag. Y, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión lo discutió en general y en particular a la vez.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ha llegado a la Mesa una solicitud para que se autorice el ingreso a la Sala de dos representantes del Servicio Electoral, los señores Patricio Santamaría y Gonzalo Molina, y de la Directora subrogante del SERVEL, señora Elizabeth Cabrera.



Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.

El señor PROKURICA.- Por supuesto.



--Acordado.
El señor PIZARRO (Presidente).- Está inscrito para hacer uso de la palabra a continuación el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, el Senador Frei ha sido muy claro al informar a la Sala en qué consiste este proyecto de ley enviado por el Ejecutivo, cuya finalidad es ir depurando el Padrón Electoral para que este se acerque cada vez más a la realidad. Porque, efectivamente, en las últimas elecciones aparecieron incluidas en él personas ya fallecidas. 



Ese tipo de cosas, aunque no alcancen porcentajes relevantes, siempre pueden significar algún tipo de problema o poner en tela de juicio un proceso electoral. Y Chile, en verdad -tenemos que sentirnos muy orgullosos de ello-, es un país que posee una tradición de elecciones transparentes y escrutinios muy reglados. Nuestros procesos electorales dan garantías a todos los sectores y son un patrimonio que debemos cuidar y preservar, por cuanto son muy importantes para la democracia. Uno de sus pilares tiene que ver, justamente, con que los procesos electorales sean transparentes y den garantías a todos.



En cuanto al proyecto, sé que hay preocupación por excluir del Padrón a los mayores de 80 años que no cuenten con sus documentos de identidad. Pero, ¡ojo!, se trata de personas de esa edad que no hayan renovado su cédula de identidad en los últimos once años. Y la gente requiere dicho documento para la realización de trámites y, la más vulnerable, para la obtención de beneficios en municipios y otras reparticiones públicas. Por lo tanto, es muy extraño que alguien pase once años de su vida sin su cédula de identidad al día, en circunstancias de que debe renovarse cada diez.



En consecuencia, se puede prever que un octogenario que en los últimos once años no renovó su carné de identidad probablemente esté muerto y haya que sacarlo del Padrón.



Ahora, como el derecho a voto es un derecho ciudadano importante, hay que ser cuidadoso y establecer mecanismos adecuados de notificación. Por eso, el Servicio Electoral procederá a notificar apropiadamente a aquellos individuos que se encuentren incorporados en este registro especial de eventuales fallecidos, por las razones que mencionaba, de manera que el afectado, si aún está vivo, tenga la posibilidad de apelar para que su nombre sea repuesto en el Padrón y pueda ejercer su derecho a sufragio.



En segundo lugar -quizás lo más importante, por cuanto nos deja una tarea para el futuro-, se halla la situación del grupo de personas que no murieron de muerte natural y se ignora su paradero. Sabemos que fueron detenidas, las razones de su detención y las circunstancias en que ello tuvo lugar, pero se desconoce dónde están. Me refiero a los detenidos desparecidos. Y nos pareció -por suerte hubo coincidencia en todos los sectores de la Comisión- que de alguna manera se pasaban a llevar derechos muy fundamentales de ellos, de su memoria y de su familia, al ser simplemente excluidos del padrón.



Lo que nos recomienda el Instituto Nacional de Derechos Humanos -ojalá lo recoja el Ejecutivo y lo podamos elaborar todos juntos en el Congreso- es contar con una ley que establezca un registro especial para aquellas personas desaparecidas de manera forzosa y que hoy día figuran en el padrón electoral.



En mi opinión, eso forma parte de la debida reparación. Es una reivindicación, es un reconocimiento, es mantener viva la memoria. 


Los países necesitan conservar viva su memoria. Y hay muchas experiencias. Respecto del holocausto judío, el esfuerzo llevado adelante por Israel para mantener viva la conciencia colectiva y traer desde el pasado al presente y proyectar al futuro incluso lo relativo a la forma en que sus correligionarios fueron muertos, hechos desaparecer o torturados.



Debemos avanzar en ese sentido. En esta ocasión no se abordó tal materia por la premura respecto del otro aspecto. Pero debiésemos contar con un registro especial que honrara la dignidad de aquellos hechos desaparecer simplemente por pensar distinto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que nos encontramos ante un proyecto importante, por cuanto tiende a actualizar los padrones electorales, fundamentalmente a raíz de lo ocurrido en los últimos procesos eleccionarios. Por ejemplo, en los comicios municipales votó menos del 50 por ciento de los ciudadanos. Se decía que el padrón no estaba depurado. ¡Hasta un ex Presidente de la República aparecía todavía con derecho a voto! Resulta evidente, entonces,  que había errores. Y se ha querido actualizar el registro de la mejor forma.



Estimo altamente pertinente la iniciativa. Mi voto de abstención en la Comisión obedeció a que tengo una duda razonable sobre el particular. Lo conversé con el Ministro y con todas las personas y autoridades que participaron en aquella. Y creo que se puede resolver. El Secretario de Estado está muy llano a buscar una salida, y yo estaré de acuerdo con ella.



Por disposición del Ejecutivo y del Congreso, aprobamos la inscripción automática, a la cual hoy se encuentran incorporados todos quienes tienen derecho a hacerlo. Entonces, mi inquietud apunta fundamentalmente a que nos acostumbramos a esto, pero ahora nos pasamos al otro lado, borrando automáticamente a quienes tienen más de 80 años, porque no han renovado su carné en once años. Y se sostiene que puede haber personas que tendrían 130 años de edad, pero, a la vez, debe suponerse que muchas de ellas están muertas. Se plantea que tales personas  para cobrar una pensión o realizar un trámite, deben de haber ocupado la cédula de identidad en alguna oportunidad. Sin embargo, muchas no tienen pensión. Son campesinos que no requieren ayuda del Estado y que se descuidaron en actualizar su carné.



Yo era partidario de mandarles una notificación en que claramente se les dijera que, por no hallarse con su carné al día, estarían impedidos de votar el 17 de noviembre, con lo cual quedarían advertidos. Pero  no me parece adecuado que el día de los comicios llegue un número importante de ciudadanos -10 mil, 20 mil-, mayores de 80 años, a los cuales no se los deje sufragar. Y resulta que pueden haber renovado su cédula quince o treinta días antes, pero la nómina de votación se envía antes. Entonces, a la luz del listado correspondiente, no puede sufragar. Por lo tanto, si se ha renovado el carné veinte días antes y no puede emitir su voto, vamos a crear malestar.



Por eso el Ministro trae ahora una propuesta.



Yo no me ciego. No estoy en contra de nada. Pero mañana o pasado se podría decir que con las leyes que aprueban el Parlamento y el Gobierno, a ciertas personas se les quita el derecho a voto. Lo vivimos recientemente en las primarias. 


Muchos sabíamos quiénes tenían derecho a voto. Podían sufragar los militantes de los partidos políticos, pero no quienes pertenecían a otras tiendas políticas. Los independientes, sí. ¡Los ciudadanos ni siquiera sabían que estaban inscritos en partidos! ¡Por Dios, qué malestar! ¡Cómo protestaron en distintas partes! Con legítimo derecho, porque seguramente algunos de ellos fueron engañados y aparecían patrocinando a partidos respecto de los cuales nunca estuvo en su afán hacerlo.



El Ministro trae una proposición debidamente legalizada. Estimo que ella puede ser pertinente. Aclarado eso, me parece que todos vamos a quedar tranquilos. Si la persona debidamente notificada no renueva su carné, será excluida de la votación. Pero, si llega con su cédula de identidad al día y la han borrado, vamos a estar en un lío, porque sencillamente no dejaremos emitir su pronunciamiento a alguien pese a tener derecho, pues su documentación se encuentra en orden.



Por eso, deseo que el Ministro dé a conocer su proposición, que tal vez puede ser la adecuada. Con ello vamos a estar todos muy tranquilos, pues nadie quedará impedido de votar.



He lamentado mucho que con los actuales avances tecnológicos todavía haya personas muertas hace muchos años y que no están borradas del padrón electoral. 


El Senador señor Prokurica decía que antes no había RUT. Por no contar con él, nos perdimos. Además, el sistema era manual. Por eso no se produce una adecuada depuración en el padrón. Hoy disponemos de elementos mucho más modernos. Pero, ¡cómo nos actualizamos sin causar un daño, sobre todo a los mayores de 80 años, que merecen todo nuestro respeto!
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, ¿cuál fue el origen o cómo se generó esta iniciativa legislativa? Se encuentra en la normativa sobre inscripción automática, la cual incorporó a cinco millones de electores adicionales. ¡Ahí está el origen del problema! Y sucede que tienen derecho a votar todas las personas vivas que cumplan ciertos requisitos. Y la dificultad surge particularmente debido a que el Servicio de Registro Civil hasta 1982 contaba con registros manuales. Y respecto de un número importante de personas fue muy difícil determinar si estaban fallecidas o no. No se podía acreditar.



¿Por qué debe depurarse el padrón electoral? Es la segunda pregunta que uno debería plantearse. Porque el sistema tiene que ser transparente. Y, cuando no está depurado, pueden producirse suplantaciones u otro tipo de irregularidades que al final terminan empañando el proceso electoral.



Ese es el origen de la iniciativa legal en debate.


Yendo al tema de fondo, debo recordar que hubo una  primera iniciativa del Ejecutivo para resolver el problema. Ingresó a tramitación el 6 de marzo del año en curso. Buscaba perfeccionar la ley No 20.568. Sin embargo, el texto que se despachó fue objetado por el Tribunal Constitucional, el que consideró que no había un mecanismo de publicidad para dar a conocer la situación a las personas excluidas del padrón electoral.



Por lo tanto, el proyecto en análisis tiene su origen precisamente en ese fallo del Tribunal Constitucional, que obliga a dictar una nueva normativa en esta materia, con lo cual se resuelve el problema. Y hay que solucionarlo, porque, como señaló la Directora subrogante del SERVEL, son 540 mil las personas mayores de 80 años.



En este punto, me gustaría, conceptualmente, dejar planteado un tema.



No es que ciertas personas sean eliminadas del registro. Esto se hace cuando fallecen. Hay una diferencia conceptual entre el registro y el padrón electoral. Mientras no se acredite el fallecimiento de una persona, no es eliminada del padrón aplicable a un acto en particular; es decir, a la elección o plebiscito respectivos.



Y yo relaciono de inmediato ese hecho con otras de las hipótesis planteadas, particularmente la de la detención forzada, porque las personas respecto de las cuales hay sentencias ejecutoriadas no se han eliminado del registro, independiente de que haya unanimidad en torno al envío de otro proyecto de ley sobre la materia.



Si el Tribunal Constitucional objetó el mecanismo de publicidad para la gente excluida, lo esencial en esta iniciativa precisamente apunta a las normas objetadas.



¿Cuáles son esas disposiciones de publicidad que establece este proyecto de ley? Básicamente tres: debe haber notificación; tiene que publicarse el padrón, que es auditado para una elección en particular, y avisar a las personas excluidas entre los 120 y los 90 días anteriores a la elección o plebiscito.



Un inciso del artículo 28 bis establece expresamente la norma sometida a la consideración de la Sala: “… el Servicio Electoral deberá notificar a los electores incluidos en la nómina especial, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral, la circunstancia de haber sido excluidos del Padrón Electoral de la elección de que se trate, en virtud de este artículo.”.


Con posterioridad, los excluidos, a diferencia de lo que ocurre en la normativa actual, pueden reclamar ante el Tribunal Electoral Regional -antes se hacía ante el Servicio Electoral- diez días después de publicado el padrón.



Lo importante es que esa exclusión -como señalaba- rige solo respecto de una elección en particular. No se trata de una eliminación permanente del registro, sino una relativa al padrón de una votación específica.



El Senador señor Sabag planteó una aprensión que comparto y que fue recogida por el Ejecutivo, relativa a los mayores de 80 años. Seguramente la norma pertinente va a ser aprobada por la unanimidad en la Sala. En cuanto a esas personas, él deseaba que se tomaran ciertos resguardos, los que, a mi juicio, no cambian en nada la arquitectura del proyecto. Por el contrario, lo perfeccionan.



Por las razones que expliqué, me parece razonable la proposición del Ejecutivo de depurar el padrón electoral. Fueron inscritas más de cinco millones de personas. No había datos concretos, porque se llevaban registros manuales hasta el año 82.



Por lo tanto, sin haber una presunción o sin que se acredite el fallecimiento, son excluidos del padrón electoral los mayores de 80 cuando hayan transcurrido 11 años del vencimiento del carné de identidad.



Por tales razones, apoyo este proyecto, ya que considero que la mayor garantía de un país durante un proceso electoral es la transparencia y la prevención de que, por distintas vías en este caso, exista una eventual suplantación de la gente que puede votar o que, a partir de tales datos, se produzcan irregularidades que atenten contra el padrón electoral.



Un padrón electoral debe ser lo más depurado posible. Y esta iniciativa contribuye a que de él se puedan excluir en elecciones concretas a personas que difícilmente puedan sufragar, por lo cual no deberían figurar en el padrón.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, me parece bien que busquemos fórmulas para mejorar el proceso de inscripción y el padrón electoral porque es una de las maneras de asegurar que las votaciones sean limpias.



Solo tengo algunas aprensiones y preocupaciones.



La Constitución establece claramente quiénes son ciudadanos y quiénes tienen derecho a votar. Además, preceptúa claramente las razones por las cuales no se puede ejercer tal derecho.



El artículo 16 dice: 



“El derecho de sufragio se suspende: 



“1º.- Por interdicción en caso de demencia;



“2º.- Por hallarse la persona acusada por delito que merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista, y 



“3º.- Por haber sido sancionado por el Tribunal Constitucional en conformidad al inciso séptimo del número 15º…”, etcétera.



Ahí se encuentran los motivos de la suspensión del derecho a sufragio.



Por su parte, el artículo 17 prescribe: “La calidad de ciudadano se pierde: 



“1º.- Por pérdida de la nacionalidad chilena; 



“2º.- Por condena a pena aflictiva, y 



“3º.- Por condena por delitos que la ley califique como conducta terrorista…”, etcétera.



Estamos hablando de un universo -según decía la Directora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera- de 540 mil personas.



Por lo tanto, debe tenerse cuidado y ojo en cómo llevar a cabo esta depuración del padrón electoral. Porque puede ocurrir que quienes no hayan renovado su carné durante 11 años en alguna oportunidad se sientan imposibilitados de votar al momento de sufragar. Porque la fórmula de publicidad que se plantea en el proyecto es enviar la notificación al último domicilio registrado 11 años atrás. 



Resulta difícil que ese mecanismo se pueda conectar con la situación de quienes son mayores de 80 años y no han ejercido su derecho a voto, pero que, en algún momento, quieran sufragar.



Por eso, me da la impresión de que se debe tener cuidado con cómo establecer este criterio y, tal vez, exigir ciertas acciones mayores de parte de los servicios pertinentes para depurarlo de buena manera, a fin de que no se vean excluidos los que quieran votar.



En una conversación con el Ministro Larroulet, le mencionaba que la norma me parecía inconstitucional. Pero él señala que el planteamiento, en definitiva, no es la eliminación del registro, sino del padrón auditado para cierta elección.



Por eso no continúo con la idea de que eventualmente lo pudiera ser.



Me preocupa que la acción del Estado para que las personas que eventualmente podrían estar vivas no puedan votar se limita simplemente a notificar de la manera establecida, pues va a ser muy difícil la conexión de ese trámite con la realidad. Estamos hablando de gente que lleva más de 11 años sin conectarse al sistema.



Lo segundo que me inquieta tiene que ver con la norma de la letra f) que se propone agregar en el numeral 1) del artículo único del proyecto: “Declaración de ausencia por desaparición forzada de una persona, efectuada en virtud de la Ley N° 20.377, que deberá ser eliminada del Registro.”.



Tal disposición obliga finalmente a los familiares a pedir esa declaración.



Recuerdo que, en algunas reuniones de la Comisión de Derechos Humanos, los representantes de las organizaciones de tales derechos pedían hacer un listado de los detenidos desaparecidos forzosos, más que obligarlos a cumplir un trámite que, para muchos, resulta inconducente. No sé si sería posible. Constituiría una fórmula mucho más fácil, desde el punto de vista de los familiares de los detenidos desaparecidos, la de no imponerles una actividad judicial, que es lo que se plantea.



Desconozco su factibilidad y lo hago presente solo como una inquietud.



Mi tercera preocupación apunta al cumplimiento de la palabra por parte del Ministro Larroulet.



Varios compatriotas habilitados para votar no pueden hacerlo -me refiero a quienes viven en el extranjero-, ya que no se ha cumplido la promesa de enviar un proyecto de ley que permita a esos chilenos votar en consulados o en lugares que se determine.



Me parece que ese compromiso hay que cumplirlo de una vez por todas. 



Entiendo que no  guste la votación de compatriotas que habitan fuera del territorio nacional porque probablemente se cree que van a pronunciarse más a favor de un sector que de otro. Pero la verdad es que la mayoría de los chilenos que viven en el extranjero viven en otros países por otras razones. Y exigen, cada vez que hay votaciones, como la última, poder ejercer ese derecho.



Entonces, yo no sé si hay motivaciones políticas o falta de voluntad para no legislar sobre el particular.



Pero aquí hubo un compromiso. ¡Y hay que cumplirlo! Todos aprobamos la iniciativa sobre inscripción automática y voto voluntario y, durante su debate, solicitamos que se tramitara un proyecto que permitiera el voto de los chilenos en el extranjero.



Para tal efecto, se estableció un criterio: que esos compatriotas se inscribieran en el consulado pertinente para que se manifestara la voluntad de votar. A muchos no nos gustaba esa solución, pero igual era un camino para sacar adelante esa iniciativa. 



¡Pero nada de ello se ha materializado!



Es el momento de que se nos diga, públicamente, si se va a avanzar o no en la materia. No hacerlo es incumplir algo que, a mi juicio, es importante tanto para los chilenos que viven en el extranjero como para quienes defendemos el derecho a sufragio de todo ciudadano, lo que está establecido en las normas vigentes y que, naturalmente, exigimos que se respete.



Deseaba exponer esos tres puntos, señor Presidente.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.



Luego de ello, se abrirá la votación.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Seré muy breve, señor Presidente.



Efectivamente, hemos presentado una indicación que recoge la inquietud que planteó, entre otros, el Senador Sabag en el sentido de ampliar el período durante el cual se notifica a las personas inhabilitadas para votar, por no cumplir el requisito de haber renovado carné en los últimos 11 años a partir de los 80 años de edad. La idea es fijar un lapso mayor (seis meses) como mecanismo permanente de notificación, de manera de disponer de tiempo suficiente para actualizar la cédula de identidad y normalizar la situación antes de cada elección.



Es una indicación muy simple, que ya fue presentada por el Ejecutivo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias, señor Ministro. 



En votación general el proyecto.



Adelanto que hay dos indicaciones que veremos después.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, por su intermedio, deseo formular una consulta al Ministro Larroulet, que dice relación, básicamente, con el caso de chilenos que nacieron fuera del territorio de la república y que, habiendo cumplido con todos los requisitos legales pertinentes, en la última elección no aparecieron en los padrones electorales. Me llegaron, al menos, diez denuncias de ese tipo en mi circunscripción. Se trata de personas que, además, residen en el país desde hace mucho tiempo. 



La dificultad, según nos señaló el experto electoral Andrés Tagle en su momento, fue que, como la residencia comenzó hace bastante tiempo, no había antecedentes de ello en Investigaciones. 



Esa gente quiso votar en las primarias, pero no pudo hacerlo porque no estaba en los registros.



Me gustaría preguntarle al Ministro -por su intermedio, señor Presidente- si con este proyecto será posible subsanar tal asunto o si se requiere presentar otra iniciativa legal.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina, para fundamentar el voto.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, también deseo hacerle una consulta al señor Ministro. Si usted lo autoriza, espero que este pueda contestar antes de que se sumen los votos.



Yo tengo una diferencia de fondo con relación a la edad establecida en el proyecto. A mi juicio, excluir del padrón electoral a personas de más de 80 años, por la sola circunstancia de que durante los últimos 11 no han renovado su carné de identidad, es simplemente desconocer lo que ocurre en el mundo del campo. En las zonas rurales existe muchísima gente mayor de 80 años  que no ha renovado su cédula. 



Y no es verdad que, cuando las personas van a hacer un trámite, una diligencia, los funcionarios a cargo miran la fecha en que vence el carné. ¡No la miran! Simplemente verifican la identidad.



Con esta iniciativa estamos excluyendo a personas. A mí me parece que vamos a pasar un bochorno. Basta que el día de una elección cualquier ciudadano diga: “Tengo 80 y tantos años de edad; efectivamente no he renovado mi carné; bajé del campo a votar, y me dicen que no tengo derecho a hacerlo”.



Días atrás planteé en la Sala de Senadores de la Alianza que lo razonable es subir el requisito a 90 años. Se me replicará: “Es que ahí va a figurar mucha gente muerta en el padrón, gente que no vota”. ¡Qué importa! El padrón electoral de la primaria, que iba a ser una debacle -muchos auguraron que generaría una crisis total, el colapso del sistema-, funcionó perfecto. ¡Perfecto! No hubo dificultades, salvo lo relativo a las personas que aparecieron registradas en partidos políticos, en circunstancias de que no se inscribieron nunca en ellos. Pero ese es un fraude de los partidos o de quienes las afiliaron ilegalmente (puede que los partidos ni siquiera hayan sabido). Con todo, eso nada tiene que ver con el tema en análisis.



Por tanto, señor Presidente, quiero pedirle a la Sala que reconsideremos el punto referido. 



No sé si se va a votar el proyecto solo en general o también en particular. En este último caso, no podría presentar indicación. 



Lo concreto es que vamos a cometer un tremendo error si excluimos del padrón electoral a las personas mayores de 80 años, por el solo hecho de que hayan pasado 11 años sin renovar el carné de identidad.



Sugiero que esa edad tope se eleve a 90 años. Y si, por esta razón, figuran en el registro ciudadanos que ya están muertos, todo el mundo entenderá la situación, pues este es un sistema nuevo, diseñado de buena fe, que está sujeto a perfeccionamientos. 



De lo contrario, vamos a pasar un chascarro. Acuérdense de esto en la próxima elección presidencial: va a concurrir a sufragar mucha gente mayor de 80 que vive en el campo y que no ha renovado su carné. Entonces se enterará que nosotros la excluimos del proceso eleccionario.



Se señala que se notificará antes a esas personas. ¡Pero si estas muchas veces no residen en el domicilio inscrito en el Registro Electoral! ¡No tiene nada que ver una dirección con otra! ¡Viven en otros lugares!



Además, las comunidades mapuches tienen como domicilio electoral “la comunidad”, no una dirección exacta.



Reitero: vamos a cometer un error. Seremos responsables de que ancianos mayores de 80 años que no han renovado su carné de identidad no puedan votar, pues en esa oportunidad se les dirá que están inhabilitados de participar en el proceso. Se trata de gente que ha recorrido a veces largas distancias para llegar al lugar de votación. 



Estamos tomando una decisión que me parece profundamente equivocada. 



No veo problemas en que se establezca como tope los 90 años, máxime cuando las personas hoy día viven mucho más. Con esa edad y el requisito de no haber renovado el carné en 10 años, bueno, el riesgo se aminora. Pero, ¿80 años?



Entonces, señor Presidente, pido que la Sala reconsidere el punto. No sé si va a fijar un plazo para la formulación de indicaciones. Si no lo hay, me abstendré. No tengo otra opción. Pero -insisto- la Sala debiera abordar esta materia y resolver de la manera como he solicitado, porque estimo que es lo correcto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Recuerdo a Su Señoría que estamos en la votación de la idea de legislar.



Después debemos analizar dos indicaciones.



Efectivamente, usted podría presentar otra -todavía dispone de tiempo para ello- o, si no, votar en contra, lisa y llanamente, del artículo 28 bis, que es donde se establece la edad a que hizo referencia. Si esa norma se rechazara, no quedaría fijado ningún límite etario.



Hay varios colegas inscritos para fundamentar el voto.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, no iba a hablar inicialmente, pero me motivó la argumentación del Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



Quiero reforzar su planteamiento en orden a que no podemos despachar este proyecto de ley si se corre el riesgo de atentar gravemente contra los derechos ciudadanos de personas mayores.



Yo preferiría que siguiera abultándose el número de quienes no concurren a votar, en lugar de correr el riesgo de impedir que un ciudadano mayor de 80 años ejerza su derecho a sufragio, por no haber renovado su carné en los últimos 10 años.



Señor Presidente, sugiero buscar una redacción que permita ir eliminando del padrón electoral a las personas que supuestamente están fallecidas, porque no han concurrido a votar o a hacer alguna gestión en el Registro Civil. 



En todo caso, me cuesta entender por qué dicho órgano no puede cruzar información con el Servicio Electoral para determinar qué personas están fallecidas. No veo por qué resulta imposible eliminarlas de manera automática del padrón electoral con los antecedentes que posee el Registro Civil. 



Ahora, si eso no fuera posible, sugeriría, mediante una indicación, realizar gradualmente la actualización. Porque se debe advertir a los ciudadanos afectados que se los excluirá del padrón electoral en el evento de que hayan pasado más de diez años sin renovar su carné en el Registro Civil.



Con todo, eliminar del padrón a las personas por sí y ante sí, sin previo aviso ni publicación alguna, cambiando la legislación de la noche a la mañana, sin advertencia, me parece un atentado contra su derecho de sufragio. 



Por lo tanto, anuncio la presentación de una indicación -no sé si aún es posible formularla considerando la urgencia del proyecto-, para graduar la aplicación del proceso que pretende limpiar el padrón electoral. Con lo propuesto, se busca hacer eso sin conocimiento ni autorización de los electores. 



He dicho. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear. 

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, en esta materia siempre he tenido dudas respecto del límite de edad de los 80 años -se lo manifesté en su momento al Honorable señor Sabag- y, también, de lo concerniente a los detenidos desaparecidos, que felizmente se excluyó del proyecto. 



Me asusta lo relativo a los 80 años; más aún, cuando en nuestra población la esperanza de vida es cada más alta. 



Es efectivo que personas mayores de esa edad no renuevan su cédula de identidad. Mujeres adultas, dueñas de casa -es muy corriente a esa edad- no han necesitado renovar su carné, pues no reciben pensión alguna.



Resulta, señor Presidente,…

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, les pido silencio, por favor. 

La señora ALVEAR.-… que estamos quitándole automáticamente a un ciudadano o a una ciudadana su derecho a sufragio. Tales personas quedan inscritas de forma automática y, de igual manera, son eliminadas del padrón electoral por razones de edad, no sabiendo si están vivas o muertas. 



Incluso más, respecto de la norma que regula este asunto tengo dudas de constitucionalidad. Estaba conversando sobre el punto con el Senador señor Zaldívar, quien comparte mi inquietud. Por ley, no podemos quitar a nadie la ciudadanía, consagrada en disposiciones constitucionales, por razones de edad. 



Esta materia no se analizó en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Pero, a mi juicio, existen reparos constitucionales en cuanto al precepto en cuestión.



En consecuencia, si no se modifica lo propuesto en ese ámbito, me voy a abstener. No quiero ser responsable con mi voto de generar una situación sobre la que tengo una duda enorme, tanto por los efectos prácticos que pueda ocasionar como por la constitucionalidad de la disposición que la contempla.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que las inquietudes que se han planteado son las mismas que nos preocupan a todos.



Entiendo y comparto el objetivo que motivó al Ejecutivo a presentar esta iniciativa: depurar el padrón electoral. Ello me parece correcto.



La pregunta es si con el mecanismo propuesto no estamos generando un nuevo problema. No actualizar el padrón significa que personas que pueden haber fallecido aún figuren en él. Hacerlo, en cambio, genera la posibilidad  de excluir del proceso a personas mayores de 80 años que quieren votar y que no han renovado su carné en más de once años.



¿Será ese el camino correcto? 



Debo confesar que no tengo claridad al respecto, por cuanto se juntan varios elementos en el análisis. 



Por lo que me he informado, el problema de constitucionalidad no sería tal, ya que el Tribunal Constitucional se pronunció sobre esta materia. Solo reparó en la necesidad de mayor publicidad a la notificación del afectado. Por tanto, corrigiéndose esa dificultad -se logra en el proyecto-, se salva la inquietud de constitucionalidad. 



Por otro lado, si a la persona se le venció el carné hace más de un año, no va a poder votar. En rigor, se autorizará a sufragar a quienes no han renovado el documento de identidad en hasta once años. En ese sentido, efectivamente, hay una norma que facilita el derecho a votar de las personas, en lugar de perjudicarlo. 



Pero insisto en que se presentará un problema el día de las elecciones -el Senador Espina lo planteó bien-: gente que concurrirá a votar se dará cuenta entonces de que está marginada del padrón.



Esa será la dificultad más compleja. Ahí ya no se tratará de tener la cédula de identidad vencida, sino de no aparecer en el padrón, derechamente. 



Tengo la impresión de que ese efecto puede ser muy contradictorio. Es muy complejo. 



Ahora, si el Ejecutivo persiste en la norma, la voy a apoyar. 



Pero quiero levantar la inquietud respecto de lo que puede ocurrir: personas que irán a votar, con el carné vencido, no aparecerán en el padrón electoral, lo cual es muy distinto de quienes concurrirán a votar y no podrán hacerlo por no tener vigente dicho documento.



Lo anterior, a mi juicio, puede ser muy complicado. 



El día de la elección será tarde para discutir si la norma es constitucional o no, porque el Tribunal Constitucional ya fijó los criterios al respecto. Y si fuera inconstitucional, la reclamación se consideraría inoportuna. La gente no se satisfará con una explicación y ese día podrían generarse altercados en muchos lugares, como los ocurridos en la última elección primaria, a propósito de los cambios de mesa y de domicilio de los votantes. 



Ese tipo de situaciones ensucia los actos electorales. 



Por ello, yo también llamo a la reflexión y a estudiar si en la discusión en particular de la iniciativa todavía es oportuno introducir alguna indicación para corregir lo propuesto, por ejemplo, aumentando la edad tope en que la situación descrita se haría efectiva. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, me asiste la misma inquietud. Me la planteó primero el Senador señor Gómez. 



Ante la duda, empecé a revisar la normativa constitucional. 



A mi entender, efectivamente nos encontramos frente a un problema constitucional delicado. Si bien la iniciativa no establece expresamente que se quita la ciudadanía a las personas mayores de 80 años que no hayan renovado su carné en 11 años, se las priva de uno de los derechos esenciales que caracterizan la calidad de ciudadano, los cuales se hallan establecidos en el artículo 13 de la Constitución. 



Dicho precepto señala: “Son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva. 



“La calidad de ciudadano otorga los derechos de sufragio, de optar a cargos de elección popular y los demás que la Constitución o la ley confieran.”.



Y el inciso segundo del artículo 28 bis propuesto, respecto de los mayores de 80 años que no han renovado su cédula de identidad en 11 años, dispone que “se considerarán inhabilitados para sufragar en la respectiva elección”.



En el fondo, se sugiere una norma que contradice el artículo 16 de la Carta, que señala las causales por las cuales se pierde el derecho de sufragio. Dicha disposición constitucional dice: 



“1º. Por interdicción en caso de demencia; 



“2º. Por hallarse la persona acusada por delito que merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista, y 



“3º. Por haber sido sancionado por el Tribunal Constitucional” en las condiciones que indica.



Y más aún, el artículo 17 estipula cuándo se pierde la calidad de ciudadano. Como lo ha señalado el Senador Gómez, ello ocurre por pérdida de la nacionalidad chilena, por condena a pena aflictiva, por condena por delitos que la ley califique como conducta terrorista.



Entonces, creo que efectivamente aquí estamos ante un problema constitucional.



Yo entiendo el sentido de lo que se pretende con esta normativa. Y concuerdo en que es bueno limpiar el padrón electoral y tratar de reducirlo a su realidad. Pero la verdad es que, tal como estamos legislando, pienso que se está cometiendo un error constitucional. Tengo una clara duda constitucional al respecto. Así también lo expresaron la Senadora Alvear, el Honorable colega Hernán Larraín, y me pareció habérselo escuchado al Senador Espina.



Se me ha planteado la posibilidad de aumentar la edad de 80 a 85 años. Yo firmé la indicación más que nada como un paliativo. Pero creo que no soluciona la cuestión de fondo. Aquí -como dije- hay un problema constitucional.



Debió haberse planteado como una disposición transitoria de la Constitución, haciendo las salvedades señaladas en los artículos 13, 16 y 17 de la Carta Fundamental. Tendría que haber sido una disposición transitoria que le diera consistencia a la normativa que estamos discutiendo ahora, incluso estableciendo una edad superior a la que se indica aquí.



Por esas razones, señor Presidente, me voy a abstener, sin perjuicio de haber firmado -como señalé- una indicación más que nada como una manera de evitar que el error constitucional sea aún mayor.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.



Como no se encuentra presente, le corresponde intervenir al Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, lo que hace este proyecto de ley es resolver un problema que planteó el Tribunal Constitucional respecto de un punto específico: establecer un mecanismo de publicidad, y en segundo lugar, consignar un procedimiento de reclamo cuando una persona haya sido excluida del padrón electoral. Es decir, pretende resolver exactamente lo expuesto por dicho organismo.



Ahora bien, a mí me parece que es muy importante depurar el padrón electoral. La Directora del Servicio Electoral subrogante mencionó una cifra: hay 540 mil personas inscritas que tienen 80 o más años de edad, y en cuanto a los fallecidos, se presume un horizonte de 100 mil. 



La verdad, señor Presidente, es que con una cifra de esa magnitud evidentemente es posible que se genere una suplantación o se produzcan irregularidades. Por tanto, lo único que garantiza que en un padrón electoral no se cometan irregularidades durante el proceso electoral es depurándolo con motivo de cada elección en particular. Por eso que el padrón es auditado.



A ello apunta exactamente esta iniciativa legal.



Por otro lado, en lo que respecta a llegar a consenso en torno al tema de los 85 años, estoy dispuesto a hacerlo. Pero para mí lo relevante es depurar ese padrón. Porque, si bien aquí se mencionó el ejemplo de una persona mayor de 80 años que concurre a votar y ha quedado excluida de ese padrón, no es menos cierto que genera mucha confusión el hecho de que en el registro aparezca gente que ya ha fallecido, que es lo que trata de resolver esta iniciativa legal.



La incorporación de 5 millones de ciudadanos, fruto de la inscripción automática, fue la que produjo el problema, porque desde el año 82 hacia delante se exigía registros computacionales para acreditar las personas fallecidas. El resto va a ser muy difícil de determinar por cuanto no hay datos conexos; solo existen antecedentes inconclusos.



En consecuencia, señor Presidente, creo que es un error dejar este tema abierto. Y, por lo tanto, lo que hace este proyecto es avanzar en la depuración del padrón electoral, en tratar de resolver el problema, de ir acotándolo.



Si se establecen 85 años, la verdad es que no tengo ningún inconveniente en ese sentido. Pero es necesario depurar el registro, sobre todo si aquí se está resolviendo aquello que planteó el Tribunal Constitucional en forma específica.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no resulta del todo claro por qué no se pueden cruzar los datos del Registro Civil con los del Servicio Electoral.



En un país donde no se logra saber cuántas personas fallecen, a mí me empiezan a entrar las dudas de que haya un control exacto de cuántas nacen.



Hace algunos años, cuando discutíamos si las pensiones del INP o las que paga el Ministerio del Trabajo tenían de verdad una contraparte real, se nos informó que el 4 por ciento del millón y medio de las pensiones que se pagaban eran para beneficiarios que no disponían de cédula de identidad, es decir, para gente que había nacido pero que sus antecedentes estaban perdidos. Y se trataba de mayores de 85 años, respecto de los cuales no existía registro; ni siquiera contaban con el carné verde con hojitas, sino que simplemente no existía documentación. Por lo tanto, delegaban poder en un tercero para que les cobrara la pensión.



En consecuencia, tenemos un problema de registro de datos. 



Cabe señalar que nuestro Servicio de Registro Civil es uno de los más modernos de América Latina; se caracteriza por ser de alto nivel y de buena calidad. No veo por qué, entonces, no existe hoy día un programa que pueda chequear todo aquello y permita que a las personas con derecho a voto este se les extinga solo con motivo de su fallecimiento. 



La exclusión a priori es tremendamente compleja en un país donde cada día la tercera edad cobra mayor significado, más vigencia. Ella es lesiva para los intereses de estas personas.



En su oportunidad, este Senado aprobó un proyecto de acuerdo donde le solicita al Presidente de la República plantear ante las Naciones Unidas el establecimiento de la Declaración Universal de los Derechos del Adulto Mayor, así como también existe la Declaración Universal de los Derechos del Niño. 



Por consiguiente, poner límites a la edad o hacer un padrón especial donde además se le enviará a la persona un mensaje a su dirección consultándole: “¿Está viva o está muerta?”; “Infórmenos si falleció o no falleció”, resulta un poco absurdo.



Eso es lo que yo desprendo de este proyecto de ley, pues dice la norma pertinente: “… el Servicio Electoral deberá notificar a los electores incluidos en la nómina especial, mediante carta certificada”. Y en esa nómina figurarán los electores excluidos en virtud de lo dispuesto en el inciso anterior, es decir, aquellos que se presumen muertos. 



Considero que es un poquito ofensivo para la familia que le llegue una carta preguntándole si ha fallecido o no su familiar, y lo es más aún si está vivo, porque puede encontrarse en una delicada situación de salud.



La actualización de los registros, señor Presidente, es necesaria porque los datos son significativos y están en el informe: “a mayo del 2013 la información del Servicio de Registro Civil da cuenta de 45.884 mayores de 100 años;” -habrá que saber dónde están, ir a preguntarles la fórmula de vida- “76.531 mayores de 90 años y menos de 100, y 443.185 mayores de 80 años y menores de 90, lo que arroja un total de electores vigentes de 565.600 personas, de las que ha de presumirse un número indeterminado de fallecidos. Si según el INE Chile tiene para el año 2018 una proyección de 359.112 personas mayores de 80 años, la cifra de potenciales fallecidos podría estimarse en 200.000 personas.”.



Señor Presidente, si bien estos antecedentes nos llaman la atención, necesitamos en forma urgente tener un control respecto de la natalidad y otro relacionado con los fallecimientos. Nuestro país cuenta con una tasa de natalidad que es inferior a los fallecimientos. Lo hemos dicho anteriormente. Ello ocurre no solo en Chile, sino también en diversas naciones de América Latina.



Por lo tanto, no me parece que la solución sea excluir a priori. Porque si alguien quiere suplantar a una persona fallecida, tendrá que conseguir su carné de identidad, y una suplantación masiva es extremadamente compleja y difícil.



Hay otros países -Venezuela, por ejemplo- cuyos padrones electorales o elecciones han sido cuestionados. Nosotros tenemos hasta Salvador Allende en los registros electorales actuales. Esta materia es altamente cuestionable dentro de los parámetros de la transparencia y de las garantías de un sistema electoral. 



Eso es lo que pasa hoy día.



Yo quiero mejorar aquello. Chile sigue siendo un país donde las posibilidades de fraude electoral son mínimas. Y cuando han existido fraudes han sido sancionados, como ocurrió hace un año en Talcahuano con la elección municipal, donde se alteraron las votaciones.



En consecuencia, señor Presidente, lo que se propone acá resulta además ofensivo para las personas mayores de 80 años. Y muchos de los que están acá aspirarán a seguir votando a esa edad, por cuanto algunos nos han calificado de “animales políticos” -por así decirlo-, o bien, de “servidores públicos”.



¡En todo caso, algunos de los señores Senadores que se encuentran cerca de esa edad tienen el legítimo derecho a plantear sus inquietudes personales…! 



Pero como aquí estamos legislando para el país y para una inmensa mayoría de chilenos, ojalá que podamos resolver este asunto de la mejor manera, sin violentar los derechos ni las sensibilidades de nadie.



Yo no sé si hay tiempo para formular una indicación. No me parece correcta la propuesta que se hace hoy, señor Presidente, y por eso la voy a votar en contra. Creo que corresponde a una determinación arbitraria que puede mejorarse. Y si no es así, que alguien lo explique en la Sala. Todo siempre es perfectible. Y este corte en los 80 o en los 85 años, sigue siendo malo.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, hay indicaciones presentadas. Por tanto, si usted lo desea, todavía puede renovar alguna. 



Estamos en la votación en general del proyecto. En seguida nos ocuparemos de analizar las indicaciones.



Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, aprovechando que la Directora del SERVEL subrogante se encuentra en este instante en la Sala, quiero consultar acerca de una situación bastante compleja. 



Me gustaría saber si en lo que respecta a los discapacitados mentales, en caso de que los tribunales los hayan declarado en interdicción, la información pertinente está llegando al SERVEL. Porque sé de algunos que se encuentran en esa condición y que hoy día figuran en los registros electorales debido a la inscripción automática, pero desconozco si la totalidad de los tribunales han informado de ello al SERVEL. 



Se trata de una situación compleja que se produjo por haber sido incorporados, al igual que todos los chilenos, mediante un registro automático para ejercer su derecho a voto.



Hago la consulta porque creo que este es uno de los puntos pendientes que debiéramos abordar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- No voy a intervenir, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, creo que varias de las inquietudes ya se han expresado. No obstante, quisiera volver sobre el planteamiento que hizo el Senador Hernán Larraín y preguntarle al respecto a la Directora del Servicio Electoral subrogante, si es que se puede.



La problemática que tenemos aquí dice relación con la existencia de un padrón que obtiene los datos del Registro Civil. Y este no tiene actualizada -por un tema tecnológico, que se inició a principios de los 80- la información antes de esa fecha, pues a partir de ella cuenta con los registros al día.



Sabemos lo importante que es tener un padrón electoral lo más depurado posible. Sin embargo, me parece bastante grave que una persona concurra a votar y no se halle inscrita en él. Esa situación es sumamente compleja. Y de hecho es “peor”, según dijo el Senador Larraín, y yo comparto esa opinión.



Decirlo ahora significa no haber escuchado todas las discusiones que tuvimos al momento de debatir la inscripción automática, porque siempre supimos que esta iba a exhibir este tipo de problemas. ¿Por qué? Porque los únicos padrones absolutamente limpios son aquellos con inscripción voluntaria. Y con relación a esta materia hay muchas legislaciones y prácticas comparadas que podemos observar en otros países.



El problema de contar con un padrón que no se encuentre cien por ciento depurado tiene que ver con que posibilita que haya fraude electoral. O sea, una persona se puede hacer pasar por otra. En el fondo, podría suplantar a alguien que hubiera fallecido y votaría igual.



Entonces, pregunto ¿qué es peor? Que una persona vaya a votar y se encuentre con que no puede hacerlo porque fue excluida del padrón electoral, dada la fórmula a que llegamos acá, o porque, como sostuvo el Senador Sabag, no renovó a tiempo su carné de identidad, pues lo hizo 15 días antes del proceso, y le quitamos su derecho a votar; o que no tengamos cien por ciento depurado el padrón. Esa es la consulta que hago al Ejecutivo o a la  Directora del SERVEL subrogante.



Cuando nos comparamos con otros países -latinoamericanos y también europeos-, que experimentan exactamente los mismos problemas, ¿con qué nos encontramos? ¿Presentan problemas de fraude cuando no tienen depurados en un cien por ciento sus padrones electorales? ¿Los tienen o no? ¿Qué tan graves son estos? Hablo de naciones que cuentan con inscripción automática desde hace mucho más tiempo que nosotros. ¿Con qué realidad nos encontramos ahí? Porque en nuestro país tenemos solo dos experiencias al respecto, si consideramos las primarias, y todo nuestro análisis se basa en ellas. Pero, ¿qué pasa en el tiempo? Le pregunté al Ministro Larroulet cuánto nos vamos a demorar para que el Registro Civil tenga ingresado el cien por ciento de esta información. Me respondió que pueden pasar veinte años. ¡Veinte años es mucho tiempo en lo que respecta a elecciones!



Quiero saber qué tan problemático puede ser que no tengamos el padrón depurado en un cien por ciento y qué experiencias hay en otros países que presentan el mismo problema. 



Quizás ahora no nos parece grave y nos resulta más delicado que una persona llegue a votar y no lo pueda hacer. Pero quizás en el tiempo, cuando se haya podido efectuar una mayor búsqueda de datos acerca de qué personas no han concurrido a ejercer su derecho -porque son poquititas las que acuden a sufragar-, se podrá llegar a saber, en cada mesa, quiénes no van a votar. Pero eso nos puede llevar a un problema mucho más grave, porque es posible que nos encontremos con que la no depuración completa del padrón ha permitido el fraude. 



Eso es lo que me gustaría saber, porque en este minuto me parece supercomplejo que a través de una legislación como la que se halla en debate dejemos a las personas sin poder votar, pero quizás sea peor el efecto final.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la idea de legislar (22 votos a favor, uno en contra y cuatro abstenciones), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido.


Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).



Votó por la negativa  el señor Navarro.



Se abstuvieron la señora Alvear y los señores Gómez, Tuma y Zaldívar (don Andrés).
El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, queda aprobado en general el proyecto.



Antes de entrar en la discusión en particular y ver las indicaciones, le voy a dar la palabra al señor Ministro para que responda las consultas que formularon los señores Senadores.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, se han hecho preguntas muy específicas. Y me gustaría cederle la palabra, si usted lo permite, a la Directora del SERVEL subrogante, pero antes, a propósito de la consulta de la Senadora Von Baer, quiero decir que el Ejecutivo ha trabajado con el Servicio Electoral en este proyecto de ley, precisamente, porque consideramos de enorme importancia contar con un registro electoral y también con un padrón electoral que no generen ningún tipo de dudas sobre los procesos electorales en la ciudadanía.



Cuando uno tiene en un registro y en un padrón electoral un número significativo de personas que por distintas razones han fallecido, dadas las complejidades de poder depurar dicho registro y ese padrón, pues toma mucho tiempo hacerlo, creemos que hay un valor superior: contar con un padrón electoral que genere la confianza suficiente en la ciudadanía.



Por eso es que hemos insistido en este trabajo. Hemos buscado un acuerdo y un consenso con el mayor respaldo técnico posible, toda vez que sabemos que este constituye un interés común del Gobierno, del Congreso, de la mayoría de la ciudadanía.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la señora Directora del Servicio Electoral subrogante.

La señora CABRERA (Directora del SERVEL subrogante).- Señor Presidente, por su intermedio pasaré a responder las consultas efectuadas por los señores Senadores.



La primera dice relación con las personas nacidas en el extranjero. 



Los chilenos nacidos en el extranjero, a efectos de ejercer el derecho a sufragio, deben cumplir constitucionalmente el requisito del año de avecindamiento, situación que solo puede ser acreditada por la Policía de Investigaciones.



Existen en la normativa dos vías a través de las cuales se puede obtener esa acreditación: de oficio, por medio de la PDI, que nos informa mensualmente sobre la situación, o mediante un requerimiento del ciudadano en el que nos señale directamente el cumplimiento del requisito; así nosotros lo incorporamos al Registro.



Entonces, está contemplada en la ley N° 18.556 la forma como se pueden incorporar al Registro Electoral las personas que se encuentran en aquella circunstancia.



Con relación a lo que señalaba el Senador García-Huidobro, debemos tener presente que una de las causales de exclusión del Registro Electoral es la interdicción por causa de demencia, solamente; es decir, la declarada por un tribunal. Y para ello debe mediar una solicitud presentada por la familia o por los encargados de aquellos que sufren esa discapacidad. Únicamente en tal caso podemos excluir del Registro a estas personas, quienes siguen figurando en él hasta que se realice el referido trámite.



Por último -me hago cargo de lo que expresaba la Senadora Von Baer-, resulta indudable que a un sistema electoral le interesa que en el Padrón se encuentren todos los que pueden votar. Esto es lo más importante.



Es factible que de repente tengamos gente de más por no haber efectuado el proceso de depuración. Pero ese no es el fuerte del Padrón. Lo que se debe garantizar es que en él figuren todos los habilitados para votar.



Los casos de fraude en Chile son mínimos. El sistema -Sus Señorías lo conocen- no permite una situación grosera en cuanto a la existencia de hechos específicos de tal índole registrados en algún momento.



Nosotros somos muy cuidadosos, y trabajamos directamente con el Registro Civil para que la información cruzada entre ambos Servicios sea lo más depurada y actualizada posible.



Lo que se plantea hoy día aquí, en el Senado, es una solución a un problema que constituyó un escándalo.



Si Sus Señorías recuerdan, nosotros estábamos muy tranquilos con nuestro Registro y con nuestro Padrón, pero bastó que figuraran personas fallecidas para que se elevara una voz fuerte relacionada con los problemas que presentaba uno u otro.



La solución diseñada por el Ejecutivo, de la cual nos hemos hecho cargo, es la depuración del Padrón en cuanto sea factible.



Nosotros nos hacemos cargo de que no se puede depurar nuestro Padrón en cien por ciento. Ello es así en todos los países, porque en la vida de las personas se registran situaciones en plazos que imposibilitan la actualización inmediata de los antecedentes. Entonces, siempre va a existir gente que el día de la votación se encuentre muerta o que por alguna situación específica no deba estar en el Padrón y figure en él.



En definitiva, la solución propuesta nos conviene como Servicio y como sistema electoral, aunque nos permita una depuración mínima.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Secretario, pasemos a las indicaciones.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Están en primer término las presentadas al artículo 28 bis, nuevo, que la Comisión de Gobierno sugiere incorporar a la ley N° 18.556.



La primera indicación, del Senador señor Tuma, recae en la parte inicial de esa norma, y propone remplazar el guarismo “80” por “95”.



La segunda sugiere sustituir “80 años o más” por  “85 años o más”. Fue formulada por los Senadores señora Alvear y señores Espina, Zaldívar y Sabag.

El señor PIZARRO (Presidente).- Vamos a pedir que se toquen los timbres, porque las indicaciones son de quórum especial.



En discusión las indicaciones recaídas en el artículo 28 bis, nuevo.



Tiene la palabra el Honorable señor  Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el objetivo de la indicación que eleva el guarismo de “80” a “95” es minimizar el número de personas que pueden quedar sin derecho a voto.



Naturalmente, el Servicio Electoral persigue depurar el Padrón. En este sentido, creo que excluyendo a las personas que hace muchos años cumplieron 95 años y a las que fallecieron podríamos limpiarlo hasta un nivel razonable sin arriesgarnos a que una inmensa mayoría de adultos mayores quede impedida de votar por no haber renovado su carné.



He dicho.

El señor ESPINA.- Votemos.

El señor ORPIS.- ¿Cuál indicación se votará?

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, nos pronunciaremos primero sobre la indicación que propone remplazar “80” por “85”. De aprobarse, es evidente que se caerá la que sustituye “80” por “95”.



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor SABAG.- ¿Cuántos votos favorables se necesitan?

El señor PIZARRO (Presidente).- Veintiuno, señor Senador.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación que remplaza el guarismo “80” por “85”, por no haberse reunido el quórum constitucional requerido (16 votos a favor, 4 en contra y 3 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Sabag y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Frei (don Eduardo), Horvath, Muñoz Aburto y Prokurica.



Se abstuvieron los señores Lagos, Tuma y Walker (don Patricio).
El señor PIZARRO (Presidente).- Queda rechazada también la indicación del Honorable señor Tuma y, en consecuencia, se mantiene el guarismo “80”.

El señor TUMA.- ¡Mi indicación no se ha votado!

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, si no se aprobó la que sustituía “80” por “85”, menos se va a acoger la que propone el guarismo “95”. Hubo votos en contra y abstenciones.

El señor TUMA.- ¡Votemos!

El señor PIZARRO (Presidente).- Está en su derecho a solicitarlo, señor Senador, pero...

El señor TUMA.- Bien.

El señor NOVOA.- ¡Transemos en 108…!

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde analizar las indicaciones presentadas por el Ejecutivo.

El señor GARCÍA.- Deseo plantear un punto de Reglamento, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Consejero del SERVEL señor Patricio Santamaría, quien solicitó autorización para intervenir.

El señor KUSCHEL.- ¡Reglamento, señor Presidente!

El señor SANTAMARÍA (Consejero del SERVEL).- Señor Presidente, Honorable Senado, recién, y en forma muy breve, la Directora del Servicio Electoral subrogante recordó la situación que se produjo en las últimas elecciones municipales, que revistió incluso caracteres de escándalo, con motivo de haberse incluido en el Padrón a personas fallecidas o desaparecidas.



Ello, además, tuvo para el Servicio Electoral un efecto institucional bastante grave.



Hasta antes de esos comicios, cuando dicho Servicio definía el Padrón, un 7 por ciento de la ciudadanía, según el “Observatorio de la Democracia”, entendía que podía haber índices de corruptibilidad en la definición de aquel y en el tema electoral.



Después de las elecciones municipales de octubre del 2012, ese índice subió al 38 por ciento. Obviamente, hubo otras razones. Pero, sin duda, una muy importante fue que aparecieran en el Padrón el ex Presidente Allende -como Sus Señorías recordarán- y muchas otras personas notables ya fallecidas.



Algunos señores Senadores se han preguntado por qué -a mí también me costó entenderlo-, con los niveles técnicos e informáticos existentes, sobre todo en el Registro Civil, no podíamos recibir la información de este Servicio.



Debo recordar que hoy día el Servicio Electoral no tiene facultades para generar el Padrón. Solamente recibe información de diferentes instituciones. A partir de ahí se elabora aquel.



¿Qué hace que 565 mil personas de entre 80 y 139 años de edad aparezcan en el Registro Civil como vivas?



Ese es el rango que hay. ¡Lejos hemos establecido uno o varios récords Guinness!



De esa cantidad de personas de entre 80 y 139 años de edad, 108 mil no han renovado su cédula de identidad desde 2002. No han cobrado una pensión. Ni siquiera podrían haber venido a visitar este Honorable Congreso.



De hecho, no votaron en las últimas elecciones.



No recibieron la votación de esas 108 mil personas dos Presidentes de la República; todos los miembros de este Senado y los de dos Cámaras de Diputados, y, probablemente, los representantes de tres gobiernos locales.



El problema estriba en que se trata de personas nacidas antes de 1982 y que no tienen RUN.



Esto parece bastante fácil; está en registros manuales.



Cuando aparece un certificado solo con el primer nombre y el primer apellido -como ocurrió en el caso del ex Presidente Allende-, por lo restrictivo de las normas -y debe ser así- que maneja nuestro Servicio, no se puede eliminar ningún registro.



En el caso del ex Presidente Allende hubo que realizar un estudio, el que abarcó tres páginas. Podemos hacerlo llegar a cada Senadora y Senador -porque no es un documento reservado- para que conozcan la investigación que se debió efectuar para poder inscribir la defunción pertinente.



Por tanto, respecto a lo que planteó el Senador Navarro, el nombre del señor Allende ya no figura en el Registro Civil ni en el Padrón Electoral.



Empero, siguen apareciendo aquellas 565 mil personas de hasta 139 años de edad.



Un caso muy concreto.



Hay un certificado de defunción aplicable a 23 primeros nombres y primeros apellidos. De alguna manera lo hemos graficado en la modernización que ha tenido nuestro país. Pero quedan algunos resabios, ciertos rezagos. Y este es uno de los importantes. Como Sus Señorías ven, afecta al sistema democrático y a un organismo tan relevante como el Servicio Electoral.



Ante eso, ¿qué se hizo?



El Ejecutivo envió una iniciativa de ley.



Hace dos meses este Honorable Senado aprobó, con menos publicidad, un proyecto que permitía exactamente lo mismo: que a personas de 80 años o más que en los últimos 15 años no habían renovado su cédula de identidad las excluyéramos del Padrón, las notificáramos y les diéramos la posibilidad de reincorporarse a través de los distintos recursos judiciales.



Además -y en esto quiero hacer hincapié-, se facultaba al Servicio Electoral para que a los menores de 80 años de edad -de 30, 40, 50, 60- que no hubieran renovado su carné en los últimos 21 años también los excluyera del Padrón, sobre la base de que era un período suficientemente largo como para que alguien, aunque viviera en el campo, no hubiera gozado de beneficios previsionales, celebrado un contrato de trabajo, etcétera.



La Cámara Alta -reitero- aprobó dicha iniciativa. Hubo -les consta a los Senadores señora Alvear y señor Zaldívar, y al propio Senador Sabag- un control de constitucionalidad en el aspecto señalado. Y el Tribunal pertinente estimó que era constitucional la posibilidad de aplicar esa solución, por una razón muy sencilla: si no, se habría objetado la obligación de acreditar la identidad en el momento de llegar a sufragar. Ese es un requisito de la ley: para poder votar, uno debe acreditar su identidad. Y ello no significa que sea inconstitucional por la existencia de normas de la Carta Fundamental que establecen el derecho a sufragio.



Veo que se acaba mi tiempo, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.

El señor SANTAMARÍA (Consejero del SERVEL).- Termino de inmediato. Excúseme. Seré muy breve.



Es la primera vez que hablo en el Senado. ¡Y a lo mejor es la última...!, me dice el Honorable señor Horvath.



Aquel es el punto, señor Presidente. El Tribunal Constitucional estimó que era constitucional porque se establecía un requisito mayor.



Si mi cédula de identidad y mi pasaporte se me quedan en la casa, no puedo votar. Con mayor razón si en los 11 años precedentes no he sufragado en ninguna elección ni he renovado mi carné.



Donde sí hubo un problema, pero muy acotado, fue en la publicidad.



Uno dice: “El Tribunal Constitucional rechazó”. Pero hubo empate entre diez miembros. Finalmente, lo que definió que faltaba publicidad en el proyecto que aprobaron el Senado y la Cámara de Diputados fue el voto dirimente del Presidente de ese órgano.



Cinco Ministros estuvieron por la constitucionalidad de la publicidad. Si el voto dirimente del Presidente se hubiese emitido en esta línea, la ley proyectada se estaría aplicando; probablemente, los señores Senadores estarían tratando otra materia, y nosotros tendríamos la posibilidad de no repetir una situación como la que se registró en las elecciones municipales de 2012, que provocó graves problemas al Servicio Electoral.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Seguiremos con las indicaciones presentadas.

El señor GARCÍA.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, le solicito que recabe la unanimidad de la Sala para repetir la votación de la indicación vinculada con los 85 años, pues hubo abstenciones y votos negativos probablemente porque algunos colegas pensaron que se trataba de la presentada por el Senador Tuma, que planteaba el guarismo “95”.



A lo mejor una nueva votación permitiría aprobar los 85 años, que me parecen más razonables que 80.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, la norma pertinente es de quórum especial: o sea, para aprobar una indicación recaída en ella es necesario reunir los votos exigidos por la Carta.



Lamentablemente, no es posible repetir la votación.



Corresponde ocuparse en las indicaciones que el Ejecutivo formuló al inciso tercero del artículo 28 bis.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Gobierno presentó dos indicaciones al inciso tercero del artículo 28 bis.



Mediante la primera remplaza el término “veinte” por “ochenta”. Por ende, de aprobarse, la primera frase diría: “Entre los ciento ochenta y los noventa días anteriores a una elección o plebiscito, el Servicio Electoral deberá notificar a los electores incluidos en la nómina especial mediante carta certificada…”.



La segunda indicación es para incluir la expresión “o de poder ser” después de “circunstancia de haber sido”. Si se acogiera, la parte correspondiente del inciso quedaría así: “deberá notificar a los electores incluidos en la nómina especial, mediante carta certificada dirigida al domicilio electoral consignado en el Registro Electoral, la circunstancia de haber sido o de poder ser excluido del Padrón Electoral de la elección de que se trate, en virtud de este artículo.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación ambas indicaciones, porque están ligadas.

El señor MUÑOZ ABURTO.- ¿Son de quórum especial?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 22 votos a favor, se aprueban las indicaciones del Ejecutivo, dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido, y queda despachado en particular el proyecto.



Votaron las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).
El señor PIZARRO (Presidente).- Agradecemos la participación del señor Ministro y de los señores representantes del Servicio Electoral.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa una solicitud de permiso constitucional del Honorable señor Pizarro para ausentarse del país entre los días 12 a 19 del mes en curso.



--Se accede.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Se encuentra con nosotros, en las tribunas, la Embajadora de Palestina, señora Mai Al Kaila, quien termina su misión diplomática en Chile, a la que esta Corporación acordó rendirle un homenaje en reconocimiento a la fructífera labor de acercamiento que ha realizado entre nuestros pueblos.



Si le parece a la Sala, ello se efectuará ahora y después proseguirá el Orden del Día.



Acordado.
HOMENAJE A EMBAJADORA DE PALESTINA, SEÑORA 
MAI AL KAILA, CON MOTIVO DE TÉRMINO DE MISIÓN
El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra, en primer lugar, al Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el Senado rinde homenaje hoy a la Embajadora de Palestina, doctora Mai Al Kaila, con motivo de concluir el tiempo de su designación en Chile, iniciada hace poco más de siete años.



Durante este período, la labor que ella ha desplegado permitió comprobar con creces las positivas expectativas que se despertaron desde el comienzo a raíz de su abultado currículum, en el cual es preciso destacar su especialización en Obstetricia y Ginecología, y su participación en Al Fatah y en la Agencia de las Naciones Unidas para los Refugiados de Palestina en Oriente Próximo, además de su condición de miembro honorario de decenas de organizaciones no gubernamentales nacionales, regionales e internacionales, con especial énfasis en movimientos de mujeres, justicia, paz y derechos humanos.



Teníamos fundados motivos, entonces, para esperar que cumpliera de manera eficiente su misión, pero lo que no podíamos prever es que importara tanto valor como persona y pudiésemos estrechar tan sólidos lazos de amistad, los cuales hacen especialmente emotiva su partida.



Confirmando con hechos su trayectoria, ha sido capaz de forjar amistades profundas y duraderas y de facilitar de manera enorme la fluidez de las relaciones de la comunidad palestina residente, así como también con otras y con los dirigentes políticos llamados a promover la causa del reconocimiento de esa nación.



Sin duda, representar a Palestina no es lo mismo que ser embajador de cualquier otro país, pues es algo que ofrece particularidades que lo convierten en un caso especial dentro de la comunidad mundial.



Y, en relación con Chile, es además uno de los lugares de donde ha surgido el mayor número de inmigrantes. En efecto, nuestros compatriotas de origen árabe llegan a unos 800 mil, y de estos, entre 450 mil y 500 mil son palestinos, básicamente provenientes de Belén, Beit Jala, Beit Sahour y Beit Safafa.



Por lo demás, cuatro de cada cinco arribaron a Chile en las tres primeras décadas del siglo pasado. Es decir, se trata de familias enteras que ya se han integrado plenamente a nuestra sociedad, de la cual son una parte importantísima tanto desde el punto de vista social como económico y político. No en vano en esta misma Sala somos varios los descendientes de árabes y ostentamos con mucho orgullo esa condición.



Es preciso sumar, por cierto, un centenar de nuevos llegados en el año 2008, quienes huían de los combates que han venido recrudeciendo en territorio palestino.



Es a un país que ya exhibía una fuerte vinculación con esas raíces, entonces, al que se trasladó la doctora Mai Al Kaila para cumplir sus funciones diplomáticas. Y en el momento de su partida es justo reconocer que lo ha hecho de manera brillante, con sabiduría y prudencia, sabiendo cuándo y cómo forjar la unidad de la colonia y apelar a las autoridades para los objetivos palestinos.



Basta recordar que fue durante su gestión que Chile apoyó la demanda de Palestina por ser reconocida como nación por la Organización de las Naciones Unidas.



Permanentemente hemos sido muchos, no solo los descendientes de árabes, los que hemos brindado apoyo a dicha exigencia y a la atención a las víctimas de un conflicto que se arrastra por demasiados años.



El ya señalado es un logro de la mayor trascendencia, porque son miles las personas, en todo el mundo, que aguardaban con ansias su materialización.



Y se manifestó, al mismo tiempo, un claro compromiso de Chile con una vocación internacional en favor de la paz y del respeto por todos los grupos, con total independencia de conveniencias o presiones.



Era una tarea sumamente difícil y la doctora Mai Al Kaila logró sortearla con pleno éxito.



Más importante aún fue que obtuviera, durante su gestión, que el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera reconociese a Palestina como Estado, con todo lo que ello implica en términos de intercambio, cooperación y apoyo entre ambas naciones, amén del posicionamiento de la propia Embajadora como representante de Palestina ante las autoridades nacionales.



Tal declaración trae consigo un amplio camino de posibilidades de desarrollar iniciativas de común interés para palestinos y chilenos, así como también de continuar mejorando las condiciones de vida de los inmigrantes y ampliando su capacidad de contribuir a la tierra que los ha acogido.



Y todo ello ha sido factible, en gran medida, por la persistencia y los buenos oficios de nuestra amiga Embajadora. Estos hitos son demostración palpable de sus logros como representante del Gobierno palestino, en especial cuando se consideran, como ya hemos dicho, las difíciles condiciones que enfrenta esa nación.



En el papel es fácil para todos decir que queremos la paz, pero se trata de encontrar soluciones, y en ese sentido nos hemos comprometido, como sociedad, con las propuestas palestinas. Cuando se tienen que enfrentar intereses contrapuestos y presiones de todo tipo, así como la necesidad de armonizar el bienestar de unos y otros, decidir el apoyo a todo un pueblo siempre ha de estar dentro de las prioridades, pero, más allá de consideraciones éticas, es preciso asumir que se trata de un asunto político, por lo que la obtención de ese respaldo es la mejor demostración de las habilidades de nuestra homenajeada.



Si a lo anterior sumamos la evidente mayor unidad de la colonia residente que se ha alcanzado durante este tiempo, se justifica con creces el presente reconocimiento.



Por todas estas razones, pero en especial porque hemos aprendido a conocerla y estimarla, le deseamos a la doctora Mai Al Kaila el mayor de los éxitos en sus nuevas responsabilidades, seguros de que obtendrá el mismo que logró entre nosotros, y aprovechamos de enfatizarle que en Chile siempre tendrá buenos amigos.



Solo nos queda agradecerle su generosidad y disposición para asistir siempre a nuestros compatriotas de origen palestino.



Le brindo este reconocimiento en mi nombre y, por supuesto, en el de toda la bancada de la Democracia Cristiana.



Muchas gracias.



--(Aplausos en Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente; Honorable Sala; integrantes de la colonia palestina que hoy nos acompañan; estimados representantes de sus organizaciones en nuestro país; queridos amigos; Embajadora y amiga Mai Al Kaila:



¡Salam aleikum!



Es un privilegio para este parlamentario rendir un merecido homenaje a la Excelentísima señora Embajadora Extraordinaria y Plenipotenciaria del Estado Palestino en Chile, doctora Mai Al Kaila, con motivo del término de su misión diplomática, caracterizada por un gran acercamiento entre nuestros pueblos al que ella ha contribuido con su trabajo integrador de tanta importancia.



La doctora Mai Al Kaila asumió su cargo en noviembre del año 2005, después de una fructífera y extensa trayectoria como médico en su país y defensora de la causa palestina, y fundamentalmente de los refugiados.



Nació en Jerusalén en 1955, cursando estudios en las escuelas católicas de Bir-Zeit y Ramallah. En 1975 se graduó como enfermera en la Escuela de la Federación Luterana Mundial en Jerusalén.



Pero sus aspiraciones eran mayores, y así fue como posteriormente se trasladó a España, donde cursó estudios de medicina en la Universidad de Granada, en la cual obtuvo el título de médico cirujano en 1983.



Durante ese período, fue Directora y Secretaria General de la filial de la Unión General de Estudiantes Palestinos, organización en la cual el Senador que habla también participó a través de la filial en nuestro país.



Una vez que regresó a su patria, y a raíz de actividades en defensa de su pueblo, Mai Al Kaila tuvo que sufrir el encarcelamiento, en 1986, en recintos penales israelíes.



Posteriormente cursó un posgrado en la Universidad de Berkeley, en California, Estados Unidos, donde obtuvo en 1992 el grado de magíster en Salubridad Pública. Más tarde, en 1997, le fue otorgado el título de especialista en ginecología y obstetricia.



En forma paralela al ejercicio profesional, en el que puso sus conocimientos a total disposición de sus compatriotas, especialmente en programas de planificación familiar y maternidad segura, destacó, desde muy joven, por su participación en la causa palestina y en la defensa de los refugiados tanto en la Franja de Gaza como en la Ribera Occidental.



Entre 1992 y 1995, después de fundar la Agencia de Naciones Unidas para los Refugiados Palestinos en Oriente Próximo, participó activamente, en representación de esa entidad, en diversas conferencias y encuentros internacionales, destacando por la defensa de los derechos humanos y del Movimiento de Mujeres de su país.



Fue miembro del Comité Superior de Al Fatah entre 1993 y 2005 y se desempeñó como Secretaria General del Movimiento de Mujeres de Al Fatah entre 1999 y 2005. De igual modo, desde 1992 hasta 2005 presidió la Asociación de Mujeres de Bir-Zeit, ciudad donde vive su familia y es alcalde su hermano, a quien tuvimos el honor de conocer hace algunos meses.



Todos estos relevantes méritos, unidos a sus diversas presentaciones en distintas instancias internacionales y a diferentes documentos que elaboró para la defensa de los derechos de su pueblo, llevaron a las autoridades de su nación a nombrarla, en 2005, Jefa de la Misión Diplomática en Chile.



Nuestro país cuenta con la comunidad palestina más numerosa en el exterior, después de Jordania, habiendo contribuido sus integrantes, en variados ámbitos de acción, a nuestro desarrollo económico y social, así como también a nuestra cultura y bienestar. Hay trescientos mil chilenos de ese origen. Por eso fue tan importante su designación.



La doctora Mai Al Kaila ha hecho grandes esfuerzos por sellar la hermandad entre ambas naciones y ha podido traer a muchos refugiados que encontraron su segunda patria en Chile, donde fueron acogidos en forma muy generosa. A ello obedece que se hayan integrado plenamente al seno de nuestra sociedad.



Quiero destacar la actividad de la Embajadora para que nuestro país pudiera acoger a refugiados que se encontraban en la frontera entre Iraq y Siria, personas en condición de apátridas que no habían sido reconocidas por el gobierno de Saddam Hussein. De esa forma, logró que en La Calera, Recoleta y Ñuñoa se recibiera a un grupo importante que se ha integrado plenamente a nuestra nación.



Ese también es un mérito muy particular suyo, Mai.



Durante el ejercicio de su misión, asimismo se preocupó de fortalecer los lazos entre Chile y el Estado Palestino, reconocido oficialmente en el año 2011. Participó activamente en organizaciones de la colectividad, tales como la Federación Palestina, la Fundación Belén 2000, la rama chilena de la Unión General de Estudiantes Palestinos y el Club Palestino.



No es menor que, durante el ejercicio diplomático de Mai Al Kaila, el Gobierno del Presidente Piñera tomara la importante decisión de reconocer al Estado Palestino. Este hecho histórico fue fruto de la voluntad de la actual Administración, de las organizaciones que coadyuvaron para tal efecto, pero, fundamentalmente, de la activa participación de la Embajadora.



Por su activa labor en favor de la integración entre ambos países, nuestro Gobierno, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, la distinguió recientemente con la Orden al Mérito de Chile, en el grado de Gran Cruz, que es la máxima condecoración con la que se premian los servicios destacados prestados por extranjeros.



Nuestro país tiene la más grande colonia de palestinos en la diáspora, y es la primera vez que el Estado otorga ese galardón, muy merecido, a una persona oriunda de Palestina, lo cual demuestra nuestro reconocimiento a la inmensa labor de la Embajadora en favor del acercamiento entre ambas naciones, de la amistad y del fortalecimiento de diversos vínculos.



Cabe recordar que, durante el mandato de la doctora Mai Al Kaila, se verificó la primera visita oficial de un Jefe de Estado chileno a Palestina, efectuada por el Presidente Sebastián Piñera. En esa oportunidad se celebraron innumerables convenios de cooperación, entre ellos uno relativo a la policía que está pronto a hacerse efectivo, los que muestran el compromiso y la cercanía entre ambos pueblos. Ello quedó rubricado en el abrazo cordial entre los Presidentes Mahmud Abbas y Sebastián Piñera.



Estamos ciertos de que la doctora Mai Al Kaila puede regresar a su patria con el legítimo orgullo de haber cumplido a cabalidad con su importante cargo y, por esta misma razón, no nos cabe duda de que el gobierno de su país la ha destinado a una importante, grata, nueva e interesante misión, esta vez en Italia, que Mai cumplirá con igual dedicación y vocación de servicio público, y de que continuará defendiendo los derechos de sus compatriotas -como siempre lo ha hecho- ante los diversos embates que ha debido enfrentar.



No puedo terminar estas palabras sin destacar antes que uno de los motivos del trabajo mancomunado que ha realizado Mai para generar una cooperación importante ha sido, sin duda, la presencia relevante de palestinos y de hijos de palestinos en nuestro país, que sienten igual compromiso con Chile y Palestina.



Eso finalmente llevó a que Mai se embarcara en una cruzada de hermanamiento de ciudades palestinas y chilenas.



Hace poco concurrimos a la firma de un convenio de hermandad entre Valparaíso y Birzeit, ciudad en la cual -ya lo señalamos- el clan, la hamûla de la Embajadora, es particularmente conocida. Y estoy muy orgulloso de que dicho convenio se haya firmado con nuestra ciudad de Valparaíso. Pero también podemos mencionar los acuerdos de hermandad de Belén con Villa Alemana y de Beit Jala con La Calera.



Doctora Mai Al Kaila, distinguida Embajadora, querida amiga, quiero felicitarla con sinceridad por la labor desempeñada en nuestro país, la cual agradecemos profundamente, y le deseamos mucho éxito en el regreso a su patria, con la satisfacción del deber cumplido.



Mai, ¡shukran!



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente; Honorables colegas; estimada Embajadora de Palestina, señora Mai Al Kaila; señores diplomáticos que la acompañan, y representantes de la comunidad palestina que se encuentran con nosotros esta tarde:



Se hace un homenaje a una persona por diferentes razones: por su trayectoria; por su esfuerzo académico o intelectual; por los descubrimientos científicos que puede haber hecho en favor de la humanidad. En este caso, el Senado de Chile le rinde homenaje a Mai Al Kaila por su brillante labor diplomática.



Efectivamente, como señalaron los Senadores Sabag y Chahuán, este no es un hecho habitual: la sola circunstancia de que representantes de las diferentes bancadas, tanto de Gobierno como de Oposición, se hermanen en este homenaje comprueba que, como embajadora, ha realizado un trabajo sagaz, lúcido, perspicaz y de una valiosa contribución a su pueblo, que espera alcanzar el gran propósito de tener su propio Estado independiente, de transformar a Palestina en una nación-estado, en consonancia con los avances de la civilización del siglo XXI.



Naturalmente, no es tarea fácil. Para que Palestina obtenga el Estado que le corresponde existen poderosos obstáculos. Son influyentes, gravitantes, tanto en la arena externa como en nuestro propio país.



Aún hay un sector en la comunidad internacional que permanece con la ceguera de pensar de acuerdo a como el mundo era antes de 1989. Desde el derrumbe del Muro de Berlín ha pasado ya casi un cuarto de siglo. El planeta ya no se divide entre Este y Oeste, o entre bloque soviético y antisoviético; ha ido evolucionando en una nueva perspectiva.



Cuando la Unión Soviética colapsó, pasamos a un mundo unipolar, con una gran y única potencia, cuya voz decidía los asuntos del orbe. Pero, en poco tiempo, se ha evolucionado a una situación de mayor normalidad. Se ha ido configurando un mundo multipolar. Han emergido con fuerza otras potencias, como el sorprendente caso de China. Y, a pesar de sus dificultades económicas en los últimos años, la Unión Europea también se ha consolidado como gran protagonista internacional.



En lo que respecta a nuestra región, América del Sur ha logrado mantener, en el curso de los últimos años, una línea de creciente gravitación. Y no hemos retrocedido hacia las épocas de las dictaduras, que tanto costo nos significaron.



Han surgido nuevas alianzas, como el entendimiento entre Brasil, Rusia, India y China, países a los que después se agregó Sudáfrica, constituyendo ahora el BRICS (con una ese final).



O sea, el mundo es diverso; muestra distintos protagonistas. Y, en él, Palestina tiene su espacio y su rol, que es insustituible.



¡Cuánto ayudaría a la paz mundial que Palestina lograra su propio Estado independiente!



¡Qué lástima que todavía haya personas -cuyas voces son muy poderosas en el mundo y, por lo tanto, decisivas- que siguen pensando que no es bueno que Palestina tenga su propio Estado!



Basta mirar lo que está pasando ahora en las naciones cercanas, en su entorno inmediato.



Estoy seguro de que la lucha que ha dado el pueblo palestino ha generado en su país líderes políticos sabios, experimentados, que han logrado superar profundas dificultades.



No es fácil vivir en la diáspora cuando se es perseguido. Es duro el exilio. Más dura todavía es la persecución interna. Y peor aún, la cárcel, que usted misma ha sufrido, señora Embajadora, por sus ideas y por el derecho a la existencia de su pueblo como Estado independiente.



Sin embargo, eso también forma políticos capaces de gobernar y de mirar hacia el futuro.



Yo estoy seguro de que un Estado independiente de Palestina en el Medio Oriente sería una poderosísima contribución al entendimiento entre esas naciones, a la paz, a la superación de las severas dificultades que hoy están enfrentando. Un Estado palestino independiente ayudaría a la superación de la intolerancia religiosa. Palestina tiene políticos sabios que contribuirían a superar el fanatismo, los enfrentamientos estériles, la confrontación irracional. 



Y usted, señora Embajadora, ha hecho un enorme aporte a que esta noción, estas ideas sean también conocidas en nuestro país, que se halla tan lejano: son miles los kilómetros que nos separan geográficamente. 



Pero con su esfuerzo y su trabajo hemos tenido aquí, por ejemplo, expresiones culturales de Palestina que nos han maravillado. En el propio Salón de Honor del Congreso Nacional nos honraron con su presencia y su participación jóvenes palestinos que nos mostraron toda su fuerza y su capacidad creativa. 



Hemos conocido de sus figuras en el mundo de la cultura, de la investigación científica; de cómo, pese a las condiciones difíciles de su pueblo, ellos igual logran dar vida a sus propios conceptos, a su propia creatividad, al ejercicio de su libertad creadora; de cómo defienden su condición de persona y, al mismo tiempo, luchan por su comunidad nacional.



Son un ejemplo.



Y usted, señora Embajadora, ha efectuado una poderosísima contribución para que Chile se haga parte en el esfuerzo que se lleva adelante en su tierra.



Como nobleza obliga, valoro lo que ha realizado el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera: el reconocimiento que ha hecho de Palestina, de su presencia en su tierra. Han sido pasos valientes los del Primer Mandatario. Y yo, como opositor, reconozco el coraje que ha habido en esas decisiones políticas, que han acercado aún más a Palestina con Chile.



Señora Embajadora, le deseamos que la tarea, tan digna pero tan firme, tan suave pero tan resuelta, que usted ha llevado adelante en nuestro territorio, continúe entregando sus frutos para su pueblo en otras latitudes, donde su patria, o su Estado -que está en formación-, la designe para que continúe trabajando por un Estado palestino independiente y por la paz y el entendimiento entre las naciones.



¡Que le vaya muy bien, estimada Embajadora!



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, Honorable Senado, estimada amiga Embajadora Mai Al Kaila, estimados representantes de la delegación palestina, estimados dirigentes de diversas organizaciones árabes que nos acompañan esta tarde:



Quiero señalar que la bancada del Partido Por la Democracia me ha designado para rendir homenaje en su nombre a la Excelentísima señora Embajadora del Estado de Palestina en Chile, doctora Mai Al Kaila, con ocasión del término de su misión diplomática en nuestro país.


Esta es la primera vez, hasta donde existe recuerdo institucional, que el Senado de la República recibe al embajador de una potencia extranjera con la finalidad de homenajearlo por terminar sus servicios en nuestra nación. Este hecho, que de por sí es excepcional, demuestra la transversalidad política que existe en este Hemiciclo para reconocer los méritos profesionales y personales de la Embajadora Al Kaila. 



Mai llegó a Chile como representante de la Autoridad Nacional Palestina el año 2005, y regresa a su país como la Embajadora saliente del Estado de Palestina en Chile. Este es, sin duda, su mayor éxito diplomático y político: haber sido una de las personas que lideraron el proceso de sensibilización de nuestras autoridades gubernamentales y políticas en orden a que Chile reconociera a Palestina, en enero de 2011, como Estado pleno y soberano, estableciendo, en consecuencia, relaciones diplomáticas plenas.



Estimados colegas, la doctora Al Kaila forma parte de una generación de palestinos de excepción, quienes, nacidos apenas iniciado el proceso de descolonización europea, debieron enfrentar la imposición de las Naciones Unidas en cuanto a la formación del Estado de Israel en territorio palestino, con lo cual se dio origen al más largo proceso de ocupación militar de un país extranjero en toda la historia contemporánea, el que a la sazón, y ante la pasividad de la comunidad internacional, ya lleva más de 60 largos años.



Sin embargo, Mai pertenece a una raza, a una cultura y a un pueblo que se resisten a desaparecer. Palestina ha sido ocupada militarmente y explotada económicamente por fenicios, romanos, hebreos, persas, cruzados, provenientes de todas las latitudes de Europa, y desde el siglo XIX, por turcos, ingleses e israelíes. Pero sepan ustedes, estimados colegas, que jamás los hijos de esa tierra han dudado siquiera un segundo sobre la autoconciencia de su identidad nacional y sobre su voluntad y vocación de constituir un Estado Pleno, Soberano e Independiente.


Nuestra homenajeada vivió en carne propia la persecución, la prisión y los abusos indecibles cometidos por la potencia ocupante. Y tal vez por ello resulta tan destacable su historia de vida individual; una vida marcada por la superación de los obstáculos, por la disciplina, por el estudio y el trabajo, y por la consecuencia ética y política, expresada en su personal compromiso con las luchas por la liberación nacional de su patria, un país que ha resistido, con dignidad y valentía, las atrocidades cotidianas de la ocupación.


Mai se formó como enfermera en Jerusalén a los 20 años. Luego partió a España, donde se graduó como médico cirujano en Granada, la ciudad más árabe de España, antigua capital del Reino Nazarí. Finalmente partió a los Estados Unidos, donde obtuvo un posgrado en salud pública en una de las diez universidades más importantes del mundo: la Universidad de California, en Berkeley.



Tras concluir sus estudios, y renunciando a la seguridad que le daba extender su permanencia en los Estados Unidos de América o continuar con una carrera como médico en prácticamente cualquier país del mundo, ella opta por regresar a los Territorios Ocupados. Fue en la Franja de Gaza donde se inserta en el programa de las Naciones Unidas para los refugiados palestinos y desarrolla un proyecto para salvaguardar la vida y la salud de los niños y las mujeres de su tierra. Esta tarea le valdría el reconocimiento nacional e internacional por sus aportes en salud materno-infantil, puesto que su trabajo permitió revertir las dramáticas tasas de mortalidad en dicho ámbito.



Paralelamente a esta labor como especialista sanitaria del más alto nivel, desarrolló una carrera política al interior de Al Fatah, llegando a ocupar la Secretaría General de Asuntos de la Mujer de la principal formación política palestina, que ha liderado los esfuerzos por la plena autonomía e independencia.


Mai Al Kaila siempre ha sido una mujer de grandes desafíos. Al poco tiempo de su llegada a Chile, supo desarrollar un trabajo diplomático digno de cualquier profesional de las relaciones internacionales. Cultivó vínculos de conocimiento y aprecio con personeros de distintos ámbitos del quehacer nacional. Políticos de todos los sectores; hombres y mujeres de empresa; trabajadores de la cultura, intelectuales y la propia comunidad diplomática asentada en el país supieron, por su boca, del mensaje de su Gobierno y de su Pueblo, que pedía de Chile, uno de los países con mayor población de origen palestino del mundo, la oportunidad de ser reconocidos como un Estado pleno. Y, con el apoyo de mucha gente de buena voluntad, lo consiguió.



Con el Senado tuvo una relación especial. Tanto así que una compuesta por nueve Senadores fue la primera delegación que concurrió, de la mano de esta embajadora, a los territorios ocupados.



Justo es reconocer en este instante al Parlamento, a nuestro Canciller y al Presidente Piñera, que supieron leer la nueva realidad del sistema internacional, en donde una Palestina soberana y autónoma constituye un requisito indispensable para la estabilización y la paz en el Medio Oriente.



El gesto de Chile iba en la misma dirección de las decisiones que comenzó a adoptar la mayor parte de los países del mundo. De esta manera, la diplomacia palestina logra su mayor éxito en el 2012, cuando por una amplísima mayoría logró que la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas admitiera a Palestina como un Estado observador, paso previo para su plena inserción en la comunidad de las naciones.



Quiero recordar esta tarde los sueños del que fue probablemente el más prominente intelectual palestino en Occidente, Edward Said, fallecido hace pocos años. Él siempre anheló la construcción de una Palestina laica, pluralista, democrática y progresista; una Palestina con ciudadanos incluso de distintas razas y credos religiosos o ideologías capaces de cohabitar en paz y concordia. Said soñaba con un país respetuoso del Derecho Internacional y constructor de un sólido Estado de Derecho.



No una, sino muchas veces pensé que ese sueño de Said era imposible, pues observaba con desazón cómo los pocos avances en el proceso de paz eran opacados por retrocesos cada vez peores. Incluso, llegué a pensar que nunca vería cumplido ese anhelo tan justo. Pero, afortunadamente, esos episodios negativos fueron solo accidentes dentro de una larga historia que se sigue escribiendo día a día, pues cada vez son más las palestinas y los palestinos que, como mi querida embajadora Al Kaila, revelan con cuanta persistencia, tesón y entusiasmo tratan de lograr la plena independencia de Palestina, requisito para conseguir la paz, que será la antesala del desarrollo económico y social de la zona.



Sin duda, falta mucho.



El mayor esfuerzo es probablemente institucional. Consiste en que las Naciones Unidas, en consonancia con la etapa de desarrollo de la humanidad, se transformen efectivamente en un organismo al servicio de la paz y la igualdad entre las naciones y no sea solo una caja de resonancia de las decisiones de potencias hegemónicas. Unas Naciones Unidas capaces de dar efectividad al Derecho Internacional serán las únicas que permitirán terminar con esa ocupación militar y con la violación sistemática de los derechos humanos y las libertades públicas en los territorios ocupados de la Franja de Gaza y la Cisjordania.



Estimados colegas, aunque parezca increíble, la nación palestina es, en el mundo, la que tiene la mayor proporción de profesionales en relación con su población. Muchísimos de ellos son de excelencia, como nuestra homenajeada. Confío en que ese enorme capital social y humano de base será el pilar sobre el cual Palestina ha de asentar su destino como Estado soberano en el futuro. Y nuestra homenajeada, la embajadora Mai Al Kaila, parte precisamente a sumarse a esa tarea titánica de seguir construyendo el futuro de Palestina.



Al despedir esta tarde a la embajadora del Estado de Palestina en Chile no solo despedimos a una diplomática que ya ha hecho historia en nuestras relaciones bilaterales, sino también a una amiga que se lleva no solo reconocimientos y condecoraciones, sino sobre todo nuestro entrañable afecto, amistad y cariño y los deseos de los mayores éxitos en sus nuevos desafíos profesionales, familiares y políticos, por el bien personal y el de la sufrida patria de Palestina.



Querida embajadora, Állah máak.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- De esta manera, querida embajadora, el Senado ha rendido un justo homenaje a su gestión de estos años en Chile.



Gracias por su talento, por su profesionalismo y, sobre todo, por su calidad humana.



Como le han reconocido todos los señores Senadores, esperamos no solo que le vaya bien, sino que podamos verla de nuevo.



¡Muchas gracias!


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una solicitud de permiso constitucional, del Senador señor Chahuán, para ausentarse del territorio nacional entre el 11 y el 16 del mes en curso.



--Se accede a lo solicitado.

NUEVA FÓRMULA DE CÁLCULO PARA INTERÉS MÁXIMO CONVENCIONAL

El señor PIZARRO (Presidente).- En el Orden del Día, corresponde tratar el proyecto, en tercer trámite constitucional, relativo al interés máximo convencional, con informe de la Comisión de Economía y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre los proyectos (7786-03, 7890-03 y 7932-03, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



1) Proyecto, boletín N° 7786-03 (moción de los Senadores señores Tuma, Bianchi, Escalona, Letelier y Zaldívar (don Andrés):



En primer trámite, sesión 34ª, en 13 de julio de 2011.



Informes de Comisión:



Economía: sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.



Economía (segundo): sesión 51ª, en 2 de octubre de 2012.



Discusión:



Sesiones 63ª, en 18 de octubre de 2011 (se aprueba en general); 64ª, en 19 de octubre de 2011 (se fija plazo para presentar indicaciones).



2) Proyecto, boletín N° 7890-03 (moción de los Senadores señores Chahuán y Prokurica):



En primer trámite, sesión 48ª, en 31 de agosto de 2011.



Informes de Comisión:



Economía: sesión 35ª, en 17 de julio de 2012.



Economía (segundo): sesión 51ª, en 2 de octubre de 2012.



Discusión:



Sesión 44ª, en 29 de agosto de 2012 (se aprueba en general).



3) Proyecto, boletín N° 7932-03:



En primer trámite, sesión 52ª, en 13 de septiembre de 2011.



En tercer trámite, sesión 7ª, en 2 de abril de 2013.



Informes de Comisión:



Economía: sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.



Economía (segundo): sesión 51ª, en 2 de octubre de 2012.



Economía (tercer trámite): sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.



Discusión:



Sesiones 64ª, en 19 de octubre de 2011 (se aprueba en general); 52ª, en 3 de octubre de 2012 (se aprueba en particular); 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión); 39ª, en 9 de julio de 2013 (queda pendiente la discusión).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ayer quedó pendiente la votación de las modificaciones correspondientes al numeral 4) del artículo 1o del proyecto, en lo relativo al artículo 6o bis. La Comisión, por unanimidad, propone rechazar los números 1 y 3. Por su parte, también por unanimidad, propone aprobar el número 2.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, recibí una detallada información acerca del proyecto, que fue lo que solicité ayer a la Sala y a los Senadores que participaron en la Comisión. 


En consecuencia, retiro mi petición de votar artículo por artículo, pues en el documento pertinente se entrega una explicación clara de cada uno de ellos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, si le parece a la Sala, podríamos proceder a votar en un solo acto el resto del informe de la Comisión, lo que significa aprobar el rechazo de los artículos respecto de los cuales se decidió que pasaran a Comisión Mixta y, lógicamente, la aprobación de aquellos donde no hubo inconveniente.

El señor GARCÍA.- ¿Votar “sí” es pronunciarse a favor del informe?

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es, señor Senador.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación del resto del informe de la Comisión de Economía relativo a las modificaciones de la Cámara de Diputados: 13 votos a favor, una abstención y un pareo.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Rincón y los señores Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Kuschel, Orpis, Pizarro, Prokurica, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Gómez.



No votó, por estar pareado, el señor Muñoz Aburto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Novoa.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, tras revisar el articulado del proyecto, solicito que agreguemos también entre las normas que debe revisar la Comisión Mixta el artículo 31 propuesto en el número 2 del numeral 8 del artículo 1°, relacionado con la información que va a recibir la Superintendencia y que entregará a las distintas instituciones financieras.



Considero que deberíamos analizar tal materia en la siguiente instancia, al objeto de asegurar que los datos que se entreguen sean compatibles con la necesidad de perfeccionar esta disposición, de hacerla transparente y de proteger la reserva de antecedentes privados de las personas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Como advierto anuencia de los miembros de la Comisión y de la Sala, podríamos acordar la aprobación en esos términos.



Dejaríamos constancia de la necesidad de incorporar al debate de la Comisión Mixta el artículo 31 propuesto en el proyecto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Tiene que darse por rechazada la norma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, si le parece a la Sala, procederemos de esa forma.



--Se aprueba el resto del informe de la Comisión de Economía, con excepción del artículo 31 nuevo contenido en el número 2 del numeral 8 del artículo 1° del proyecto, que se rechaza, y queda despachada la iniciativa en este trámite.
MODIFICACIÓN A SEGURO DE ACCIDENTES DE TRABAJO PARA AFILIADOS INDEPENDIENTES Y VOLUNTARIOS
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del Seguro Social contra Riesgos de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8936-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 23ª, en 14 de mayo de 2013.



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 32ª, en 18 de junio de 2013.
El señor PIZARRO (Presidente).- La iniciativa contiene normas de quórum calificado.



Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Entiendo que se va a solicitar segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, pero podemos hacer ahora la primera discusión.

El señor PROKURICA.- Yo voy a pedir segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- La señora Ministra ha pedido la palabra. Se la daré después de la relación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son:



1.- Establecer como anual la obligación para los trabajadores independientes que perciben honorarios de cotizar en el Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, tal como lo es la cotización para pensiones y sobre la misma renta imponible de esta, sin perjuicio de los pagos provisionales mensuales o cotizaciones voluntarias para pagar los meses sin cobertura. En este último caso, no estarán obligados a cotizar para salud hasta el año 2018.



2.- Ajustar el régimen de cotización voluntaria para el mencionado seguro de los trabajadores independientes que no perciben honorarios.



La Comisión discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar con los votos favorables de los Senadores señores Bianchi, García y Pérez Varela y la abstención del Honorable señor Muñoz Aburto.



Cabe tener presente que los artículos 1° permanente y primero y segundo transitorios son de quórum calificado, por lo que requieren para su aprobación 19 votos.



El texto que se propone se consigna en el informe de la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora MATTHEI (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, ¿será posible permitir que entre a la Sala el Subsecretario de Previsión Social?

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para autorizar el ingreso del señor Subsecretario de Previsión Social.



--Se accede.
La señora MATTHEI (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- En todos los países del mundo, el pago de cotizaciones es obligatorio. Si fuese voluntario, la inmensa mayoría de la gente no cotizaría.



Los trabajadores, en general, se empiezan a preocupar de la pensión cuando cumplen más o menos 50 años de edad. Antes no constituye un problema para ellos.



En el caso de los independientes, la cantidad de personas que estaba cotizando antes de que esto de alguna manera fuera obligatorio era muy pequeña.



Por eso en la reforma previsional se señaló que quienes den boletas por honorarios tienen la obligación de cotizar, lo que empieza a correr a partir de este año.



Sin embargo, el sistema es sui géneris, porque, al momento de pagar impuestos, alguien puede decir que prefiere no cotizar. Pero la “obligación obligación”, la perentoria -nadie podrá negarse a su cumplimiento-, empieza recién en el 2015.



Nosotros hicimos múltiples campañas para que la gente realmente pagara. Y la verdad es que de 120 mil personas que cotizaban antes de la operación renta, conseguimos aumentar esa cantidad a 310 mil, lo cual es harto.



Pero nos encontramos con una dificultad: en la reforma previsional, se estableció que los trabajadores podían cotizar en forma anual. Cuando se hace la operación renta se les retiene -hasta el 2015 eso es posible; pero, a partir de ese año será obligatorio- el pago de las cotizaciones.



En el caso de las cotizaciones previsionales (AFP y Seguro de Invalidez y Sobrevivencia) no hay problema alguno en que se cancele anualmente. En cambio, cuando se trata del Seguro Social contra Riesgos de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, la ley prescribe, de forma explícita, que debe ser mensual. Al pagar un mes, queda cubierto el próximo.



Por lo tanto, la gente que ya hizo efectiva la operación renta va a estar cubierta por el año anterior. Y cuando vuelva a pagar en 12 meses más lo estará por este año. Es lo mismo que si se cubriera ahora el seguro contra incendio de la casa con la cobertura del año pasado. Da lo mismo si la casa se incendió, ya que no estaba cubierta; si no tuvo siniestro, para qué el seguro.



En consecuencia, este proyecto señala que el pago del Seguro Social contra Riesgos de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales va a ser anual para los trabajadores, de manera que, cuando paguen en la operación renta, van a estar cubiertos desde julio de ese año hasta junio del próximo.



Se trata de un tema de justicia. Si no obligáramos a hacerlo, probablemente esas personas no pagarían en forma mensual. Por algo en la reforma previsional se trabajó en este sistema consistente en pagar en el momento de la liquidación de la declaración de renta, pues la única forma de obligar a cancelar es que se haga junto con el pago de los impuestos.



Pero el drama es que las personas acogidas a la Ley de Accidentes del Trabajo van a estar pagando sin quedar cubiertas nunca.



En suma, la iniciativa propone una adecuación para que el pago de mayo sirva para cubrir, en forma permanente a partir de julio de un año hasta junio del siguiente. Se trata de un cambio bastante pequeño. 



En verdad, el proyecto es un poco enredado; pero, en general, todo lo relativo a previsión resulta complejo.



Pero eso básicamente es lo que se pretende.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, como señaló la Ministra señora Matthei, esta iniciativa dispone que, cuando a los trabajadores independientes que en la operación renta de cada año reciben una devolución de impuestos se les descuente lo pertinente para cubrir la cotización del Seguro Social contra Riesgos de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, se entienda que cancelan el seguro hacia delante y no hacia atrás. Porque, en este segundo caso, como el riesgo no fue cubierto, no tiene sentido el pago.



Este fue, de alguna manera, un error en el que incurrimos cuando establecimos que todos los independientes debían cotizar en una administradora de fondos de pensiones. En realidad, tal medida tiene lógica: hacerlo para atrás o para adelante da lo mismo, pues lo cotizado se acumula en la respectiva cuenta individual y gana rentabilidad dependiendo del fondo inscrito. En esto no existe problema. Pero sí lo hay respecto de la cotización del seguro contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. Como se trata de un seguro, lo razonable es que se tome hacia adelante y no hacia atrás.



Por lo tanto, señor Presidente, el proyecto es simple, aunque parezca complejo. Busca hacer algo enteramente lógico y en beneficio de los trabajadores independientes, quienes, a partir de esta Operación Renta, cancelaron por primera vez la cotización correspondiente al seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.



Señor Presidente, me voy a pronunciar a favor de la idea de legislar cuando esta se ponga en votación.



Muchas gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, la verdad es que el seguro contemplado en la Ley sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales cubre los accidentes y, también, las enfermedades. Por tanto, es posible hacer uso del beneficio del seguro a causa de una enfermedad provocada tiempo atrás y manifestada en el momento en que se reclama. 



En mi opinión, la discusión acerca de este proyecto de ley debe abordar también ese aspecto. 



Y hay que ser extremadamente cuidadosos con el periodo de cobertura, porque se trata del cargo de una cotización respecto del tiempo trabajado hacia atrás, en que pudo haberse provocado una enfermedad profesional que aún no se evidencia. Esto ocurre en las labores de altura, en la minería, en fin, donde no se manifiesta la enfermedad hasta que se diagnostica. Ello, obviamente, es distinto de lo que pasa con las pensiones, en que el beneficio es futuro.



En consecuencia, tengo mis reparos a la iniciativa. Los hice presentes a través de nuestros equipos técnicos, pero no fuimos capaces de convencer a los asesores de la Superintendencia del ramo. 



Además, cabe dejar constancia de otro asunto, que dice relación con una serie de situaciones en que no se actuó oportunamente, desde el punto de vista de informar e imputar los beneficios de determinado número de trabajadores a quienes se les hizo la retención. No renunciaron, pero tampoco manifestaron a qué administrador se enviaron esos recursos. 



A mi juicio, este proyecto viene a corregir ese inconveniente. Hay que abordar y debatir el punto. Hicimos sugerencias, y espero que en la discusión en particular podamos introducir las modificaciones del caso. 



Insisto: se trata no solamente de los accidentes, sino también de las enfermedades generadas tiempo atrás y que se manifiestan en determinado momento, lo cual no necesariamente se ha recogido en lo que han expresado los colegas.



Gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora MATTHEI (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, ante una enfermedad profesional, lo importante es estar cubierto cuando efectivamente se manifiesta. Es entonces cuando se acude a determinar si ella tuvo su origen en la actividad profesional o no.



Nosotros estaremos encantados de conversar acerca de este asunto con cualquier equipo técnico y, también, con la propia Senadora Rincón, quien, por lo demás, fue Superintendenta de Seguridad Social y, por ende, sabe de este tema.



Solo quiero precisar que esto se trabajó en forma sumamente exhaustiva con todos los equipos técnicos de la SUSESO, los cuales al principio se resistieron bastante a llevar un seguro que ha operado con carácter mensual a términos anuales. Ello va muy en contra de la lógica de la ley Nº 16.744. Sin embargo, finalmente vieron que muchos independientes van a pagar de manera anual. Y lo peor de todo era la situación de pagar un seguro y no tener cobertura, porque siempre la cobertura iba a ser por eventos que o habían sucedido o no habían sucedido.



Esa fue una discusión larga y no hay problema en volver a realizarla acá. 



Entiendo el planteamiento de la Senadora Rincón en el sentido de que las enfermedades se van desarrollando a lo largo del tiempo y en algún momento se evidencian, en algún momento el trabajador se da cuenta -cae la gota que rebasa el vaso del daño- de que efectivamente está enfermo. Lo importante es estar cubierto ahí, cuando se manifiestan los síntomas de la enfermedad.



Gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, no pretendo entrar al debate en particular de la iniciativa, porque lo vamos a efectuar más adelante. 



Como recuerda la Ministra, yo fui Superintendenta de Seguridad Social durante cinco años. Entonces el asunto referido fue uno de los temas que nos tocó regular y conocer en detalle.



Ese es, precisamente, el problema: que el afectado tenga cobertura, que cuente con las cotizaciones en el período en que se originó la enfermedad profesional.



El tema de la anualidad lo discutimos con los asesores técnicos. Al respecto, entiendo la resistencia de los equipos de la Superintendencia de Seguridad Social, porque tal asunto presenta inconvenientes. Por ejemplo, ¿qué va a ocurrir con un trabajador al que, siendo independiente, se le calcule la cotización y se le impute a la declaración de impuestos si, dentro de ese período anual, pasa a ser dependiente y, como es lógico, tiene una cotización distinta por ese concepto? Ahí se vislumbra una dificultad que no logramos dilucidar.



Esa discusión la vamos a tener cuando analicemos el proyecto en particular. 



Y reitero que comprendo la reticencia mostrada por los equipos de la Superintendencia, porque obviamente tiene complejidades la cotización anual, además de todas las virtudes que describe la Ministra y que uno le reconoce.



Otros sistemas operan de esta manera. Es más, en otros países -España es el mejor ejemplo- hay un organismo estatal que se encarga de recaudar los fondos de la seguridad social y repartirlos a los administradores respectivos. En el caso de la Ley sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales es así. Recauda el Estado y, luego, entrega a los organismos administradores.



Esta es una gran discusión y, obviamente, podemos hacerla. Pero no quiero entrar en el detalle hoy. Esa materia se debatirá cuando se trate la iniciativa en particular.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en virtud del Reglamento del Senado, pido segunda discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Como no hay más inscritos, pasaremos a la siguiente iniciativa.



--El proyecto queda para segunda discusión. 

FIN DE EXISTENCIA LEGAL DE EMPRESA DE ABASTECIMIENTO DE ZONAS AISLADAS
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA), con informe de la Comisión de Economía y urgencia calificada de “suma”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (8786-27) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 17ª, en 17 de abril de 2013.



Informe de Comisión:



Economía: sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.



Discusión:



Sesión 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que en sesión de 12 de junio se solicitó segunda discusión respecto de esta materia.



El objetivo de esta iniciativa es poner término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA) y disponer su liquidación.



La Comisión de Economía discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.



El texto que se propone aprobar se transcribe en el primer informe.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA) tuvo su razón de ser, pero, con el correr del tiempo, ha dejado de ejercer su función, puesto que el concepto de “zonas aisladas” hoy día no hace necesaria su existencia.



Actualmente, la empresa cuenta con una sola funcionaria, su Vicepresidenta Ejecutiva, además de un fiscal que ejerce ad honórem; tiene un costo administrativo de mantención mensual de 5 millones y medio de pesos, y posee un bien raíz en Santiago avaluado en 330 millones de pesos. 



La idea es ponerle término a la empresa, liquidarla, por cuanto no hay motivo para su existencia. Se debe evitar un gasto fiscal carente de sentido.



En la Comisión, luego de escuchar a la funcionaria de EMAZA y al Ejecutivo, aprobamos la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, tal como señala el informe y los antecedentes conocidos, la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas es la heredera de la Empresa de Comercio Agrícola (ECA), fundada en 1960, cuyo propósito era doble: por un lado, abastecer de productos (alimentos, vestuario, herramientas necesarias) a la gente de las zonas aisladas a precios razonables y, por otro, ejercer un poder comprador de productos locales, con lo cual se establecía una mínima presencia del Estado en lugares donde, por razones evidentes de aislamiento, el sector privado y los emprendimientos locales no eran capaces de cubrir los costos de transporte ni contaban con la cantidad de personas suficiente para generar un círculo virtuoso que les permitiera financiar la actividad.



La figura cambia cuando parte de los 56 almacenes de la empresa sufre una suerte de privatización semiencubierta. En efecto, a los funcionarios de EMAZA -ya no había poder comprador, sino solo abastecimiento de productos (incluso, de combustibles)-, se les ofrece hacerse cargo de estos negocios y, para ello, se les traspasan los bienes de la empresa.



Eso funcionó bien en algunas partes, y en otras, no tan bien. Pero el proceso, pese a nuestras quejas, continuó su marcha. 



Hasta hace unos años, como señala el informe, quedaba un solo almacén en operación, el de Isla de Pascua, debido justamente a sus condiciones de aislamiento. Sin embargo, se llegó a un acuerdo con proveedores locales para que se actuara de la misma manera antes descrita. De esa forma, se cerró el último local de venta de EMAZA en funcionamiento.



Esa es la razón que justifica la presentación de este proyecto. 



Carece de sentido mantener a un grupo de personas (administrativos, directivos, Consejo) y propiedades inmuebles si, en el fondo, la empresa ya no tiene ninguna acción concreta que realizar.



No obstante, hemos conversado con el señor Ministro de Economía, Félix de Vicente, a quien le planteamos que las zonas aisladas continúan existiendo en el país. No podemos desconocer que gran parte de la zona austral, de valles interiores de montaña, de zonas costeras, como Isla de Pascua y Juan Fernández, todavía requieren una política especial de abastecimiento. Si no, se encarecen demasiado los productos. 



A mi juicio, la mínima preocupación del Estado en ese sentido no se estaría cumpliendo a cabalidad. Se precisa que el Ejecutiva asuma, independiente de los gobiernos que vengan, una postura clara y una política sobre el particular. 



De hecho, hay un trabajo sobre fronteras interiores que sigue vigente. Hubo una unidad en la Subsecretaría de Desarrollo Regional del Ministerio del Interior que evaluaba permanentemente tal situación, según  distintos indicadores, a fin de resolver condiciones de aislamiento de las personas. Solo en la Región de Aysén existen alrededor de 100 valles, que apenas cuentan con sendas para transitar a caballo, lo cual dificulta acceder a campos y localidades. 



Este proyecto se entiende en la lógica de que la institucionalidad  ya no está cumpliendo su objetivo. Pero aún se requiere generar una política especial dentro del Estado -y el Ministro manifestó estar de acuerdo, aunque, lamentablemente, no se halla presente-, para seguir yendo en auxilio de las comunidades de zonas aisladas que necesitan abastecimiento y servicios. 

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Solicito la autorización de la Sala para que me remplace en la testera el Honorable señor Zaldívar.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Zaldívar, en calidad de Presidente accidental.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, efectivamente la Comisión de Economía estudió este proyecto, que busca poner fin a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas.



EMAZA tuvo su origen en la llamada “ECA” (Empresa de Comercio Agrícola), fundada en los años sesenta, cuyo objeto era satisfacer el abastecimiento de zonas aisladas. Para ello, según indica la historia, se instalaron cerca de 56 almacenes de venta.



Dicha organización, cien por ciento estatal, prestó servicios desde 1960 hasta, aproximadamente, el 2000. Luego empezó a decaer su actividad, dado que, en la mayoría de las localidades aisladas, el sector privado empezó a satisfacer las necesidades. Posteriormente, el propio Gobierno incentivó a los funcionarios de EMAZA a hacerse cargo del negocio, lo cual llevó a la empresa a desprenderse de esas responsabilidades y de sus bienes. 



Como se ha señalado, actualmente existe una sola funcionaria, su Vicepresidenta Ejecutiva, quien no desarrolla ninguna actividad. Al contrario, produce déficit y una carga permanente para el Estado, por lo que no queda más que autorizar el cierre de la empresa. Como esta se creó por ley, debe ponérsele término también por ley. Por eso estamos discutiendo esta iniciativa legal.



Sin embargo, ello no significa que el Estado deba desentenderse de la responsabilidad de asegurar el abastecimiento de muchos sectores rurales muy aislados, que requieren mayor apoyo estatal. No estamos diciendo que, con el cierre de EMAZA, se termina la obligación del Estado de preocuparse por las zonas aisladas. 



Vamos a aprobar el cierre de dicha empresa. Yo di mi voto a favor en la Comisión, y haré lo mismo acá. 



Pero -reitero- el Estado tiene que desempeñar un rol más preponderante en muchos sectores del territorio nacional, que requieren su apoyo en cuanto al abastecimiento de productos, al menos de mercaderías de primera necesidad, como medicamentos y artículos de urgencia. Además, hay que considerar que, en muchos casos, las personas que habitan en esas regiones están haciendo patria. Y el Estado pareciera no estar ahí, no obstante lo indispensable de su presencia para brindar ayuda a esos ciudadanos. 



Señor Presidente, con esa observación, con ese llamado de atención, con ese “téngase presente”, votaré favorablemente el proyecto. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Sugiero a la Sala abrir la votación para evitar quedarnos sin quórum, sin perjuicio del derecho a fundamentar el voto de cada uno de los señores Senadores inscritos. 



¿Habría acuerdo?



--Así se acuerda. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, debo señalar que, en octubre del año recién pasado, EMAZA cerró su último local de ventas, el que abastecía a Isla de Pascua. Ello se debió, fundamentalmente, a la necesidad de entregar los terrenos que ocupaba a familias pascuenses, quienes reclamaron derechos ancestrales sobre ellos. 



El Gobierno entendió que la entrega de esos predios era una obligación de su parte, así como también lo era cerrar la única agencia de dicha empresa en funcionamiento, pues finalmente el sector privado se estaba haciendo cargo del abastecimiento de ese territorio insular. 



Por lo tanto, EMAZA, en los hechos, ha terminado sus operaciones en el país. 



Sin embargo, sigue teniendo dentro de su personal a una vicepresidenta ejecutiva y a un fiscal; continúa cumpliendo con obligaciones ante la Contraloría General de la República, y por ley debe tener un consejo y un servicio de bienestar. 



Por lo tanto, para evitar que siga cumpliendo con obligaciones de información, de control, de gobierno corporativo, sin que exista motivo para ello ni operación comercial alguna que lo justifique, lo razonable es poner fin a la existencia de la empresa, y, por supuesto, hacerlo tal como se creó. Nació mediante ley y hay que ponerle término de la misma forma.



He escuchado atentamente a Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, quienes han manifestado su preocupación por cómo se pueden abastecer las zonas aisladas, las cuales sin duda todavía existen en nuestro país, debido a su geografía y a la distribución poblacional. Y, al respecto, creo que, más que una empresa del Estado, es muy importante fortalecer aquí la iniciativa de privados, de personas que van a partir con modestos emprendimientos, pero que estoy seguro de que pondrán sus mejores esfuerzos para llevar los bienes y servicios más fundamentales a sus respectivas localidades. Y no me cabe duda de que lo harán con mucha más pertinencia y con bastante más oportunidad que una empresa del Estado, que normalmente es muy centralizada.



Por eso, señor Presidente, me parece que no debemos tener temor por el abastecimiento de las zonas aisladas. Hay que confiar en que en cada localidad, en cada lugar apartado habrá personas interesadas en llevar a cabo esta labor, y que lo harán bien, con un alto sentido patriótico, porque finalmente en las zonas aisladas es donde, quizás, más se hace patria.



Voto favorablemente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, lamento que este Senado vaya a votar a favor -espero que no, pero me da la impresión de que sí lo hará- el término de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA), y que los fundamentos sean, por ejemplo, decir que “resulta además de necesario y urgente, procedente y pertinente poner término a la actividad empresarial del Estado en este caso específico, al no existir las condiciones que justificaron su creación y fundamento de su objeto.”. O que se utilicen argumentos como el del señor Subsecretario, quien “indicó que, como ha dejado en evidencia, ya no es posible cumplir  el objeto con el que fue creada EMAZA, pues no existen comunas aisladas donde no exista abastecimiento de productos esenciales. Por lo mismo, la Empresa se transforma en un obstáculo al desarrollo del emprendimiento en las comunas que eventualmente opere, contraviniendo con ello el artículo 19 N° 21° de la Constitución.”.



O sea, lo que aquí se está haciendo es precisamente reafirmar la doctrina que ha regido desde antes de los años 80 hasta ahora, en orden a que es el mercado, el emprendimiento -entre comillas-, el que se hará cargo de problemas que son imposibles de resolver en comunas aisladas y en las cuales va a campear finalmente la especulación, los precios caros, la posibilidad de que los medicamentos se vendan a cualquier precio, el desabastecimiento, como sucede en la actualidad. 



Por eso, a mí me sorprende la declaración del señor Subsecretario de que no hay zonas aisladas en Chile. ¡En qué país vive! Si es cosa de ver lo que pasó hace poco tiempo en el sur, donde hubo un corte y la gente quedó aislada, sin ninguna posibilidad de acceder a otras zonas o comunas, debiendo recurrir al único proveedor que existe en dicho lugar, el que vende los productos al precio que se le antoja, en circunstancias de que el cometido de esta empresa era precisamente permitir el abastecimiento.



He escuchado aquí que se va a buscar la manera de que el Estado cumpla ese rol. ¿Y cómo lo va a hacer? ¿Bajo qué concepto? ¿En virtud de qué norma? ¿Conforme a qué condiciones lo hará si la única empresa con que él cuenta para abastecer a las zonas aisladas es precisamente EMAZA, que tiene por finalidad, como dice el decreto con fuerza de ley mediante el cual se creó, proveer de productos esenciales a la población de comunas aisladas?



A mí me extraña que estén a favor de ello algunos Senadores que perfectamente pueden tener la convicción de que poner término a dicha empresa constituye un gravísimo error. Y, desde el punto de vista político además, lo que estamos haciendo es aceptar que el Estado no tenga la posibilidad de abastecer y, también, de colaborar en la fijación de precios a través de la competencia.



Lo he dicho en innumerables oportunidades: en nuestro país las farmacias hacen lo que se les ocurre, porque no hay forma de establecer precios; venden al valor que se les antoja, y lo hacen al 6 mil por ciento. Y no hay manera de controlar eso, ya que no existe competencia, dado que en el mercado están presentes tres cadenas que son poderosas. Por eso los pequeños fueron desapareciendo. 



Ahora bien, con esta fórmula, con esta decisión del Senado -la cual me extraña que se tome- finalmente también se va a impedir que haya competencia, y que lleguen medicamentos, comestibles y otros enseres necesarios a las zonas aisladas. Y eso lo vamos a dejar abierto al emprendimiento -entre comillas-, lo que significa especulación -entre comillas-. Ello implica que se podrá hacer lo que se desee con la gente que no tiene otra alternativa que comprarle a determinada persona, vale decir, la que dispone de recursos para establecerse en el lugar.



Por eso, a mí me parece realmente increíble que en este Senado, teniendo mayoría nosotros, la Oposición, permitamos que finalmente logre instalarse el concepto de que el Estado no tiene ninguna función en materias tan relevantes como las que hemos estado abordando…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene un minuto más, señor Senador.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, eran diez minutos. Cuando se pidió abrir la votación se hizo sobre la base de mantener el tiempo.



En todo caso, no los voy a ocupar todos. Solo le pido que no me dé un minuto, sino el tiempo que me corresponde.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Puede continuar, Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- La verdad es que a mí me preocupa el tema, porque lo que se ha hecho, desde el Gobierno militar hasta el día de hoy, ha sido poner al Estado en una pequeña e ínfima condición. Y aquí, teniendo siempre la posibilidad de abastecer, de darles recursos a las zonas aisladas, de permitir su desarrollo, de otorgarles capacidades, se vota favorablemente para eliminar la referida empresa. 



Si al final EMAZA no existe porque la estrangularon, no porque no desarrolle funciones. ¿O alguien me va a decir que en Isla de Pascua hay competencia? ¿O que en zonas como las de Aysén, o en la misma Región de Antofagasta, en Ollagüe, existe la posibilidad de que haya competencia y emprendimiento para satisfacer las necesidades con la entrega de productos al valor que corresponde? ¡No, pues, señor Presidente!



Si lo que están haciendo aquí es destruir lo único que existía en Chile para defender a los ciudadanos, que están convertidos en consumidores. Y eso lo aceptamos.



Yo, señor Presidente, por lo menos, ¡voy a votar que no!, porque me parece increíble que se haga desaparecer a esta empresa, que sirve y ha servido por muchos años. 



Aquí se habló de la historia de la ECA. Y se dice que esto es para que surja el emprendimiento; ¡pero lo que va a surgir será la especulación y el problema grave de las zonas aisladas de no tener dónde comprar sino a quien le vende al precio más caro, porque el Estado rescinde de sus obligaciones!



Voto en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, deseo manifestar que estoy en contra de que se ponga término a dicha empresa. Me parece un hecho profundamente desafortunado. 



No quisiera ofender a ninguno de mis colegas, por el respecto que nos merecemos todos, pero creo que es una vergüenza que ella se cierre, que se acabe con esta normativa.



Me guío por lo que dice el propio informe en los antecedentes de hecho. 



La empresa se creó mediante decreto con fuerza de ley de 1960, durante el Gobierno de don Jorge Alessandri Rodríguez. O sea, se originó en un Gobierno de Derecha, que entendió que no era posible que el mercado llegara a todos los lugares del país y que resultaba indispensable resolver las carencias en las zonas apartadas y aisladas a través de la acción del Estado.



Hace muy pocas semanas, en la Comisión Especial de Zonas Extremas se estudió con detenimiento la situación de la conectividad de las Regiones Undécima y Duodécima. Se tomó conocimiento de las gravísimas dificultades que existen para llegar a esas zonas. Resulta que los transportistas tienen que hacer el viaje a través de Argentina, cubriendo enormes distancias y asumiendo costos muy elevados, entre otros motivos por el precio del combustible. 



No tenemos conectividad en esa región del país y, además, la conexión marítima no es suficiente. Existe una sola empresa que la realiza y debo decirles, estimados colegas, a quienes lamentablemente no se han informado con detenimiento, que arroja pérdidas y que si no fuera por el subsidio que le otorga el Estado no podría funcionar. 



Por lo tanto, lo que ahora estamos haciendo da cuenta de una decisión totalmente irresponsable. No existen condiciones para asegurar el abastecimiento de las zonas más apartadas del país. El conflicto de Aysén no fue casual. Los brotes que han surgido en otras regiones del país tampoco lo son. Y no se trata de llegar hasta las zonas más alejadas y extremas para darse cuenta de ello. Es cosa de mirar las situaciones que se dan en la propia zona central del país. La provincia de Arauco está aislada por la cordillera de Nahuelbuta y las dificultades de conectividad que presenta son enormes. Ahora se está construyendo una ruta que va a resolver en parte tales inconvenientes, pero los problemas de abastecimiento no se hallan completamente solucionados. 



Asimismo, se cita el caso de Isla de Pascua. Hacia el centro-norte hay zonas que, precisamente, por el aislamiento que genera el desierto, se ven afectadas. Y va a ser muy difícil que el mercado logre resolver los problemas de abastecimiento de aquellos lugares. 



Entonces, no es prudente que el Estado se mutile a sí mismo y se derogue una normativa como esta. Puede ser cierto que en este momento dicha empresa no esté operando, pero en cualquier momento podría ser necesario que lo hiciera. Es verdad lo que dice el informe: ¡la empresa no está operando! Pero, ¿alguien hizo un estudio serio respecto de los costos que significa que ella no esté operando, con relación al aumento de los precios de los alimentos, teniendo en consideración los costos que implica vivir en las zonas más apartadas y aisladas del país?



Estimados colegas, esas regiones se están despoblando. Las tensiones de crecimiento del centro son enormes, precisamente por las dificultades que tiene la gente para vivir en esas zonas. Y uno de los inconvenientes es precisamente el precio de los alimentos, cuestión que el mercado no ha podido resolver. 



No voy a mencionar solamente a la Undécima y a la Duodécima Regiones, hablemos también de la Región de Los Lagos donde, aparentemente, todo el problema estaría solucionado gracias a la ruta 5. ¡Las dificultades de abastecimiento que aquejan a los vecinos de la comuna de Cochamó son enormes! ¡Los inconvenientes para llegar allí son gigantescos! ¡Las condiciones de vida de la gente son muy duras! Porque la articulación de costos del precio de los combustibles con los de los alimentos hace que la vida sea extraordinariamente difícil y, entonces, la gente salta primero a Puerto Montt y después a Temuco, a Concepción, hasta llegar a Santiago. Al final parece que queremos que el país llegue hasta Temuco.



Siento que estamos tomando una decisión completamente irreflexiva. No se ha medido en todas sus consecuencias. 



Yo veo que los dados ya se lanzaron, pero desde mi punto de vista se trata de una decisión que por un simple aspecto formal, por decir que la ley no está operando, no mide las consecuencias que reviste el hecho de derivarla. 



A los colegas de las bancadas de la Derecha les quiero recordar que hay un estudio elaborado por el Ejército de Chile, que se llama “Fronteras Interiores”, que habla precisamente de estos temas, de las gravísimas dificultades que se observan en algunas zonas del país, las cuales ni siquiera están alejadas, como en el caso de las Regiones de Aysén o de Los Lagos, y da cuenta de los fenómenos de aislamiento que se generan dentro de Chile. Pero resulta que nosotros, como si se tratara de una decisión fácil, muy sueltos de cuerpo, vamos a derogar una ley que se aprobó en el Gobierno de don Jorge Alessandri Rodríguez y vamos a terminar con aquello que, en caso de ser necesario, nos permitía operar y actuar frente a situaciones de aislamiento que se dan en algunas regiones.



El asombro me domina, señor Presidente. 



No me explico cómo somos capaces de tomar decisiones tan irreflexivas que al final le causan un grave daño al país.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hay quienes piensan que EMAZA fue creada como una empresa del Estado para reportar utilidades. Y está claro que una empresa de esta naturaleza jamás iba a entregar utilidades, pues tenía un rol subsidiario. 



Mientras no haya conectividad con todo el país y este instrumento del Estado no sea capaz de garantizar por sí mismo, mediante alguna fórmula, que las zonas extremas o los lugares aislados no van a quedar desabastecidos, mi pregunta es ¿cuál será entonces el mecanismo que el Estado va a garantizar para que las zonas aisladas dispongan de los elementos que requieren, dado que EMAZA, que cuenta con una facultad legal, va a desaparecer?



De no aclararse ese aspecto vamos a quedar sujetos a lo que nos entreguen los emprendimientos. Aquí se ha dicho: “¡Bienvenidos los emprendimientos!”. Pero cuando ese emprendimiento sea rentable vamos a ver, entonces, que habrá productos extremadamente caros, porque la única manera de rentabilizar es mediante el sobreprecio, es decir, un precio que recargue el flete, el costo de oportunidad. 



Por lo tanto, mantener estratégicamente una empresa de esta naturaleza es siempre una virtud para el Estado. Porque si el mercado no resuelve, entonces lo hace el Estado. Si hay emprendimiento, ¡bienvenido! Pero si esos emprendimientos no aparecen, porque es extremadamente caro o porque no hay interés, el Estado dispone de un instrumento. Desprenderse de este mecanismo para resolver problemas esenciales, conforme al rol que la Constitución le asigna al Estado (garantizar el derecho a la salud, el derecho a la vida, el derecho a sobrevivir), me parece un error. 



Me dicen que estamos perdiendo 8 o 5 millones de pesos mensuales. Pero, ¡por favor!, basta revisar a cuánto ascienden los costos administrativos que generan múltiples empresas del Estado para percatarse de que no se trata de una pérdida, sino de un costo latente. Es decir, pagamos por eso, pero tenemos un instrumento. 



El Estado cuenta con muy pocos instrumentos para resolver problemas de carácter social y muchas veces se recurre a algunos que no son los más adecuados. Por ejemplo, durante la crisis pesquera se utilizaron el SENCE y SERCOTEC, que no son los instrumentos adecuados. Entonces, para abastecer a las zonas aisladas, vamos a tener que llamar a licitación. Eso es lo que va a ocurrir: tendremos que traspasar la responsabilidad del Estado a un privado, con el costo que implica una licitación, que va a ser mucho más elevado que el costo mensual que hoy día representa -entre comillas- la pérdida de esta empresa. 



Yo pregunto, ¿qué debería hacer EMAZA si hoy existen lugares cuya situación de aislamiento no se halla definida? Debiera estar evaluando para el Estado cómo funcionan los mercados en esa zona, si afectan los derechos esenciales de quienes viven allí.



La Vicepresidenta Ejecutiva o un equipo pequeño tendrían que analizar dónde existe necesidad de abastecimiento; en qué lugar ella se encuentra cubierta por el mercado, y, en este caso, si los emprendimientos de los privados respetan los derechos del consumidor.



Si en una zona aislada hay una empresa, esta pone los precios que quiere. Entonces, debería estudiarse qué regulación es adecuada para que sus precios estén acordes con sus costos -de traslado, en fin- y no sean desproporcionados.



En definitiva, el Estado tendría que disponer de un instrumento para que, de precisarse, regulara aquello, con el fin de que las empresas supieran que si cobran excesivamente y hay abuso, usura, la autoridad podrá intervenir.



Señor Presidente, la pérdida de EMAZA es innecesaria. Su creación legal en los años 60 tuvo una finalidad: que el Estado, como deber suyo, atendiera permanentemente a los sectores aislados.



Por lo tanto, si el argumento para ponerle término es que registra un déficit de 5,5 millones de pesos mensuales, ello no resulta coherente con la idea de desprenderse de un instrumento establecido por ley, que fue eficaz en su momento, pero que tiene una latencia indesmentible.



Cuando hay épocas de cobertura de mercado, una empresa de tal naturaleza debe hacer evaluaciones: ¿Cuánto cuestan los productos básicos en las zonas aisladas? ¿Su valor guarda relación con los costos del transporte y con los precios del mercado regional?



Y EMAZA puede generar una función anexa: la de revisar constantemente que el Estado o el mercado abastezcan a los lugares aislados.



La afirmación de que en Chile no hay zonas aisladas es temeraria, porque la existencia de ellas depende de la naturaleza. En este país, lleno de accidentes geográficos y sometido a un clima riguroso, siempre habrá territorios aislados.



Y quiero hacer un recuerdo, señor Presidente.



En el Alto Biobío, durante 10 años ENDESA les garantizó a los pehuenches la entrega de alimentos para sus animales en el fundo El Barco, ubicado en la cota 900. Terminó el convenio, y ahora hay que llevarles el pasto en helicóptero, a un costo que es dable imaginar; porque dicha empresa ya se desprendió del compromiso. Y algo parecido ocurre en El Huachi, con el agua y la leña.



Entonces, estas cosas funcionan cuando existe mercado. Pero cuando no lo hay, se requiere al padre Estado.



El informe de la Comisión de Economía da cuenta de que EMAZA registra un costo marginal de operaciones ascendente a 5,5 millones de pesos, entendido como costo negativo.



Sin embargo, sucede que la prevención no es un costo negativo. Cuando nuestras fuerzas de seguridad no actúan porque hay paz, uno no puede afirmar que está perdiendo plata. O sea, no es posible decir: “Hemos gastado en Carabineros, pero no ha habido ningún robo. Por lo tanto, estamos perdiendo plata”. 



Ojalá no hubiera ninguna zona aislada. Pero debe contarse con un instrumento para abastecer donde sea necesario.



Crear un mecanismo estatal o suplir el existente mediante el proceso de licitaciones a privados -estos no van a ir a hacer caridad, beneficencia, filantropía a las zonas extremas, sino que le cobrarán al Estado- tendrá, a mi juicio, un costo total muy superior al costo marginal de operaciones.



El costo marginal de operaciones que registra EMAZA se entiende hoy día como una pérdida. Sin embargo, yo lo considero un costo de mantención de un instrumento capaz de apoyar la subsistencia de los compatriotas que hacen patria en lugares aislados o donde la geografía o la propia ineficiencia del Estado impiden la conectividad.



Siento que no debemos desprendernos de este mecanismo. Se trata de un costo que podemos absorber. Y ello pasa por las funciones.



Me habría gustado que el informe hubiera indicado el número de localidades donde se afirma que hay emprendimiento, y además, incluido un análisis de precios, para garantizar que los cobrados permiten que la gente viva en los territorios aislados. 



Los Senadores que representan a las zonas extremas deben de saber que, si el precio de un kilo de pan o de un litro de leche supera cinco veces su costo, nadie podrá ni querrá vivir en ellas.



El hacer patria, el marcar presencia territorial en las zonas extremas es un deber, no de los ciudadanos, sino del Estado.



Señor Presidente, en esta materia ha habido un análisis economicista.



Uno podría decir que EMAZA cumplió un rol histórico, que tiene una sola funcionaria, en fin. Pero estimo, por un lado, que el Estado puede arrepentirse de su eliminación, y por otro, que sus costos marginales de operación pueden absorberse.



En tiempos en los que no hay aislamiento, el rol de dicha empresa puede ser el de evaluar, prevenir, asistir y estar atenta para garantizar que el papel del emprendimiento privado, que me parece bien, se cumpla sin abusar de las personas y las familias que viven en zonas aisladas.



Como pienso que vamos a perder una herramienta que en cierto momento puede ser determinante y que ello le saldrá más caro al Estado, voy a votar en contra de este proyecto de ley.



Yo habría modificado algunas de las facultades de EMAZA (aún estamos a tiempo), por una parte, para que cuando no existan grandes dificultades ni muchas localidades aisladas cumpla un rol de asistencia, de acompañamiento, de entrega de información al Estado, y por otra, para que donde no haya emprendimiento se haga presente con un equipo pequeño, de bajo costo.



Desprenderse de ese instrumento estatal nos costará caro.



No queremos un Estado grande -pueden acusarnos de estatistas-: queremos un Estado eficiente, que cumpla su rol.



Los Senadores de las zonas extremas saben cuán caro cobran los contratistas, cuánto cuesta llegar por la vía de las licitaciones para realizar tareas en las que EMAZA tiene experticia.


En definitiva, el remedio puede salir peor que la enfermedad. Se termina con la empresa como remedio para la enfermedad, consistente en un déficit que se entiende como pérdida, en circunstancias de que, a mi parecer, se trata de una provisión o prevención respecto a necesidades que el Estado debe cubrir en cumplimiento de su rol.



Por eso, señor Presidente, voto en contra del cierre de EMAZA.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, es evidente que el mercado no soluciona todos los problemas. Desde luego, es imposible que lo haga en los lugares donde no existe. Además, en algunas zonas no se dan las condiciones para desarrollar iniciativa privada.



La dificultad de los territorios aislados es precisamente esa: no hay mercado, no se dan aquellas condiciones.



Eso no está en duda.



Empero, la solución no consiste en crear una empresa, en hacerse cargo en forma directa del problema.



Lo que fue una buena salida en los 60 puede que, 53 años después, no sea adecuado para los tiempos actuales.



El Estado ha de hacerse cargo de las zonas aisladas, y para eso están los gobiernos regionales, el Ministerio del Interior, la Subsecretaría de Desarrollo Social, los municipios. El Estado dispone de varios instrumentos para posibilitar el acceso a los lugares donde no funciona el sector privado.



El problema con EMAZA, entonces, no es tener una pérdida, sino sencillamente que desde el año 2000, bajo el Gobierno del Presidente Lagos, se comenzó a desarrollar una política distinta, conforme a la cual la solución del problema no le corresponde a ella, sino a otros organismos del Estado.



Por consiguiente, no se trata de algo inconsistente, que se produzca de forma sorpresiva, sino que obedece a que desde el 2000 se ha venido siguiendo una política muy clara.



Ahora, la dificultad actual de EMAZA es su inutilidad.



Recuerdo que cuando se discutió el proyecto que dio origen a la ley N° 20.219, mediante la que se reguló el destino de sus funcionarios, en el Senado hubo una gran discusión porque muchos querían mantener su situación. Hasta que se hizo una pregunta: ¿En qué zonas aisladas están los funcionarios de EMAZA? ¡El 90 por ciento trabajaba en Santiago!



¡Ahí se fue abajo la defensa de dicha empresa!



¿Cuál es el problema principal en Isla de Pascua? ¿Que no hay locales comerciales para atender las necesidades?



La dificultad esencial de Isla de Pascua es el transporte. En él tiene que hacerse presente el rol subsidiario del Estado. Y si quisiéramos que este actuara, deberíamos tener una empresa aérea y una empresa naviera estatales, no a EMAZA.



Obviamente, hoy no se desarrollan empresas navieras para llevar elementos a Isla de Pascua: se contrata. Y lo mismo ocurre con las líneas aéreas.



Entonces, la solución del problema ha de abordarse de manera completamente distinta.



Y no estamos hablando de un costo marginal de 5 millones y medio de pesos mensuales. Porque si a mí me dijeran que las dificultades de abastecimiento en Chile se resuelven con un desembolso estatal de 5 millones y medio al mes, compraría esa solución de inmediato; sin duda, es mucho más caro el abastecimiento en las zonas aisladas.



Lo que pasa con EMAZA es que el costo asciende a 5 millones y medio de pesos mensuales porque tiene una funcionaria: la Vicepresidenta Ejecutiva.



Carece de sentido, pues, mantener esa empresa y aferrarse a una solución de los años 60, no acorde con los tiempos actuales.



Por eso, me parece conveniente aprobar este proyecto, pero señalando, sí, que el problema de abastecimiento en las zonas aisladas debiera ser preocupación del Estado, de los gobiernos regionales, del Ministerio del Interior, de las municipalidades, porque, evidentemente, el sector privado no va a resolver las dificultades de los colonos, de las personas que viven en lugares de muy difícil acceso.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, este proyecto, que en el papel aparentaba ser de despacho fácil, ha generado un debate entretenido (entretenido en el sentido sano del término; no es que sea simpático), con una mirada distinta.



EMAZA se estableció en los años 60 para proveer directamente de bienes a nuestros conciudadanos de las zonas aisladas.



Quiero hacer varias reflexiones al respecto.



Primero, en cuanto a la afirmación temeraria de que en Chile no hay regiones aisladas, debo recordar que el 13 de julio de 2010 la Cámara Alta, unánimemente, creó la Comisión Especial de Zonas Extremas, conformada por un número importante de Senadores de ellas, entre quienes me cuento, por representar a la comuna de Juan Fernández y a la provincia de Isla de Pascua.



Uno de los antecedentes que entonces tuvo en consideración esta Sala fue el de que, conforme a un informe de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, realizado en conjunto con la Universidad Católica, de 302 comunas (88 por ciento de todas las de Chile), se definen 74 como de aislamiento relativo y 25 como de aislamiento crítico.



Por tanto, en nuestro país existe aislamiento, y de muchas formas.



Segundo, la empresa fue constituida para un fin específico. Pero hoy día en algunos lugares, como consecuencia del progreso de nuestra nación, se ha registrado un desarrollo comercial y económico importante que permite que haya mercados, los que -como dijo el colega que me antecedió en el uso de la palabra- antes no existían, por lo cual no cabía sino que el Estado interviniera y se hiciera presente.



Pero lo que ocurre es que algunos mercados siguen siendo muy imperfectos.



Pues bien, Senadores que me precedieron -los colegas Navarro, Escalona y otros- preguntan si se debe cerrar EMAZA porque, de acuerdo a sus estatutos, tiene que cumplir un papel muy específico y acotado, lo que en algunos lugares de Chile “no se justificaría”.



Se plantea, de otro lado, que sus costos son muy altos y que un sinnúmero de antecedentes normativos señalan que su existencia no tiene sentido.



Yo pregunto: ¿La única opción es mantenerla? ¿O se puede replantear su existencia? ¿Hay que derogar la ley que creó a EMAZA? ¿O tal vez sería posible suspender su funcionamiento?



Lo que quiero decir es lo siguiente.



De aplicarse el criterio expuesto, en Chile no habría tenido lugar mucho de nuestro desarrollo en infraestructura y varias políticas públicas no existirían.



Para empezar, los antepasados de los colegas de enfrente -entre ellos el Senador Novoa- no habrían podido participar en las sesiones de la Cámara Alta, por la inexistencia del tren al sur, el cual no se autofinanciaba. Tampoco habrían contado con el viaducto del Malleco. ¡Menos! ¡Eso era botar la plata...! Con lo que costó se podrían haber satisfecho otras necesidades sociales básicas.



O sea, hay que tener un criterio mínimo y una mirada más amplia.



El informe de la Comisión de Economía no contiene un planteamiento razonable. Dice que, según el mensaje, su sola existencia transforma a EMAZA “en una competencia desleal, al constituirse en un obstáculo al desarrollo de estas actividades económicas emprendidas por comerciantes medianos y pequeños”.



Pongámonos de acuerdo: si no está funcionando desde hace una cantidad indeterminada de meses y tiene una sola funcionaria, no sé cuál es la competencia desleal que realiza. Ello, salvo que alguien más perspicaz me diga: “No, pues, Lagos. Lo que ocurre es que está la amenaza de una competencia desleal de una empresa del Estado”. Y mi respuesta va a ser: “No, pues, amigo. La presencia de esta empresa va a posibilitar que algunos comerciantes se autorregulen”. O sea, si -como decía el Senador Navarro- están vendiendo a precios usurarios, una herramienta estatal debe permitir que se enfrente esa situación.



Yo puedo entender el planteamiento que postula reformar los estatutos, modificar en términos de lo que se les exige hoy a las empresas. Pero no terminemos con EMAZA. No es necesario hacerlo. 



Actualmente, derogar una ley no cuesta nada: nos ponemos de acuerdo, mayoría, se elimina la legislación pertinente y se acaba EMAZA. Sin embargo, generar una empresa pública, con las condiciones existentes, con la Constitución actual, es prácticamente imposible.



Yo, además de representar a Isla de Pascua, donde queda un solo local...
El señor GARCÍA.- Y no está operativo.

El señor LAGOS.- Lo sé, señor Senador: no está operativo. Pero mi pregunta es por qué debo matar esa posibilidad futura.



Tal vez allí no sea necesario. Pero en el sur de Chile, sí. Es cosa de ver los reportajes que se transmiten a diario: los niños van a la escuela en botes o en balsas; todos los pobladores se hallan aislados; los bienes son carísimos. En Magallanes hubo un tremendo movimiento social porque iban a subir el precio del gas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.



Su Señoría dispone de un minuto adicional.

El señor LAGOS.- ¡Cómo! ¿Ya pasaron los diez minutos?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Son cinco minutos, señor Senador, pues está fundamentando el voto.

El señor NAVARRO.- Quedamos en diez.
El señor LAGOS.- Así fue.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Los diez minutos eran para quienes estaban inscritos. Y el último fue el Honorable señor Navarro.

El señor LAGOS.- No voy a hacer ningún punto,...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- No tengo inconveniente en darle más tiempo.

El señor LAGOS.-... pero escuché perfectamente cuando Su Señoría dijo que se iban a mantener los diez minutos en la votación.



No importa, señor Presidente. Somos amigos. Para qué nos vamos a hacer problemas. Por lo demás, ¡no necesito más de un minuto...! Solo quiero el mismo trato que se les da a los restantes Senadores.

El señor NAVARRO.- ¡Lagos pide igualdad...!

El señor LAGOS.- Yo exijo mis diez minutos, aunque use uno.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Su Señoría, le reitero que disponen de diez minutos los Senadores que estaban inscritos antes del cierre del debate; los restantes, de cinco, para fundar el voto.
El señor LAGOS.- Si es como dice, señor Presidente, tiene toda la razón.



Entonces, voy a concluir mi fundamentación.



Acá hay una diferencia de criterios. A algunos les encanta cercenar a las empresas públicas y terminar con ellas. Lo hicieron durante diecisiete años: las privatizaron todas, y a precio de huevo.



A EMAZA se la dejó morir. Y para mí es irrelevante que el proceso haya comenzado en la Administración del Presidente Lagos, mi viejo, porque creo que no se trata de  una buena política. 



Lo digo así, tranquilamente: el cierre no me parece sano.


Se hace un esfuerzo tremendo para unir a nuestro país de distintas formas -no solo en materia de infraestructura-, pero a EMAZA, en vez de buscarle una función diferente o de reestudiarla más a fondo para determinar el rol regulador que podría jugar para, tal vez, inhibir las malas prácticas existentes sobre todo en el sur o en nuestros sectores cordilleranos, se decide eliminarla.



Desde ese punto de vista, pienso que no es la mejor decisión.



Por eso, voy a votar en contra de este proyecto de ley.


Muchas gracias.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- También por diez minutos. Su Señoría sabe que no puedo hablar desde la testera.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Cinco minutos, señor Senador, de acuerdo con el Reglamento.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, a decir verdad, me asusté cuando en cierto momento entré a la Sala -Su Señoría, gentilmente, nos remplazaba en la Mesa al Senador Gómez y a mí-, pues pensé que se estaba hablando de algo estratégico, esencial para la soberanía del país y para poder atender a nuestros habitantes en un aspecto tan elemental como el de acceder al suministro de alimentos, de combustibles, etcétera.


Sin embargo, luego leí atentamente el informe de la Comisión de Economía. Y la verdad es que este proyecto obedece al diseño, que comparto, de un plan estratégico del Presidente Ricardo Lagos, socialista, quien lo formuló con una visión de país muy relevante.



Ahora, uno tiene que pensar en por qué se propone cerrar una empresa de esta índole.



La Empresa de Comercio Agrícola, creada en 1960, terminó en 1989, y EMAZA es heredera de la famosa “ECA”, que algunos de los colegas más antiguos recordarán. Y a partir del año 2000 se da inicio al plan estratégico de cierre.



¿Cuáles fueron las razones de la medida?



Primero, el objetivo para el cual la entidad fue establecida empezó a dejar de tener sentido: el abastecimiento a áreas adonde se suponía que tenía que llegar se estaba desarrollando sin problemas y por otros métodos.



Segundo, su costo era importante para el erario, además de estar generando pérdidas mucho más significativas todavía.



Entonces, ¿qué hizo, de manera inteligente, a mi juicio, el Presidente Lagos? En su plan estratégico, que me parece que obedeció a una buena idea, bien implementada -lamento que su hijo no se encuentre presente en este momento, aunque quizás le da lo mismo-, dijo: “Es mejor que una empresa del Estado que deja de cumplir su objetivo, que genera pérdidas y que exige recursos, escasos, de todos los chilenos para solventar su ineficiencia sea transformada en una oportunidad para sus trabajadores”.



A diferencia de lo expresado por mi colega Ricardo Lagos Weber, lo que se hizo fue justamente lo contrario de las privatizaciones realizadas en el Gobierno militar: se les dio a los trabajadores la oportunidad de transformarse en pequeños emprendedores efectuando la misma pega que sabían hacer. Y ello es lo esencial. Por eso se empezó a cerrar todos los almacenes y a modificar la estructura de distribución de alimentos y la gestión de la Empresa.



Ahora nos encontramos ante la situación absurda de que, en la práctica, producto de la implementación del plan estratégico, se fue desarrollando el cierre.



¿Cuál es la deuda actual de EMAZA, si mantenemos la continuidad? Según el informe que se ha proporcionado, registra una pérdida acumulada de 8 mil 850 millones de pesos.



En cuanto a personal, me parece que hoy se le pagan 2 millones y tanto de pesos a una persona, y no sé cuánto a otra. Son 5 millones y medio en total. La cuestión era peor hace algunos años, ya que los miembros del Consejo, nombrados por Gobiernos nuestros, recibían remuneraciones y no hacían absolutamente nada. ¡Era la mejor pega!



Entonces, ¡por favor!, sepamos bien a qué hacemos referencia.



Si el punto de fondo es que queremos tener una empresa que pueda solucionar el problema de algunas zonas aisladas, aboquémonos a eso.



El Estado dispone de otros instrumentos a través de los cuales entrega subsidios en transporte y en combustibles; destina directamente ayuda a las familias más vulnerables; distribuye alimentos cuando se registran situaciones complejas de catástrofe, de emergencia o de lo que sea. Es decir, muchas otras fórmulas garantizan una mejor focalización y no le resultan lesivas.



Quiero dejar clara esta parte, porque no me gusta que se piense que el Estado resuelve todos los problemas. ¡Si este no garantiza eficiencia ni mucho menos que a la gente le lleguen precios bajos…! Al revés. Muchas veces, su ineficiencia obliga a altos costos de producción y, por lo tanto, altos precios de venta de algunos de los artículos en que interviene.



Y me preocupa una cosa, señor Presidente.



Como Senado, estamos llegando a límites que no me parecen razonables, porque hoy estamos planteando una forma de administrar la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas. ¡Desde esta Corporación, vamos a elaborar un mecanismo que permita crear alternativas de gestión de negocios para que sea rentable…! ¡Supongo que la gente que ha estado estudiando el asunto entiende más que nosotros del funcionamiento de una empresa y de cómo manejarla…!



Y ayer nos metimos en la administración o en la forma de la toma de decisiones en Televisión Nacional.



Llamo la atención al respecto. Porque una cosa es dar una opinión, y otra, pretender gestionar o administrar desde acá empresas del Estado. Ello no le corresponde al Senado. No creo que estemos en condiciones de hacerlo ni que sea el mejor procedimiento.



Me gustaría, sí, entrar al tema de fondo, con lo cual termino, señor Presidente. Si hay alternativas que sea necesario llevar adelante para garantizar suministros esenciales a sectores aislados -no son solo los de la zona sur, en lo cual coincido con algunos señores Senadores-, tenemos que implementar las medidas con que el aparato del Estado cuenta para tal efecto. Se dispone de las oficinas de emergencia y de los subsidios que se otorgan en distintas áreas de la acción que a este le compete. Y eso es todo.



Porque no es el camino adecuado, sin perjuicio de que tampoco es la materia en análisis, la tergiversación del debate al plantearse una situación extrema en el sentido de que la gente se va a quedar sin suministros o será objeto de abusos sistemáticos si no existe la Empresa.



Voto que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, es preciso recordar que la Empresa prestó cierta utilidad inmediatamente después del terremoto de 1960. Entiendo que en esa época se fundó, con el nombre de Empresa de Comercio Agrícola, para abastecer zonas aisladas.



Y el Presidente Lagos, cuando ya habían avanzado mucho otras alternativas de integración, decidió ir reduciendo la actividad del Estado en la provisión de bienes con ese propósito.



Parece que aquí se olvidaran las leyes aprobadas, no solo ayer, sino también en fechas anteriores.



Nosotros participamos en la Comisión de Zonas Extremas, y tengo presente que en 1973 el camino de Puerto Montt a Caleta La Arena llegaba únicamente hasta Piedra Azul. En 1982 avanzó hasta un poco más allá de Chaicas, y hace dos o tres años se implementó la Ruta Bimodal, con lo cual desapareció el aislamiento de gran cantidad de comunidades. El camino de Puerto Montt a Llanada Grande y Segundo Corral está prácticamente listo. Ya no es necesaria esta clase de empresa.



Por lo demás, cuando operaba EMAZA, la gente reclamaba mucho de que no se abrían las oficinas; de que era muy poca la variedad de mercaderías; de que los artículos llegaban en forma extemporánea, como el fertilizante; de que los alimentos no se recibían en buenas condiciones, en fin. Era algo más o menos parecido a lo que sucedía con la Junta de Auxilio Escolar y Becas. 



El Congreso también ha aprobado subsidios al transporte marítimo y al traslado de estudiantes a las islas. En la provincia de Chiloé hay un poco menos de 40 habitadas; en la de Llanquihue, 12. En casi todas ellas se han construido rampas, lo que hemos aprobado aquí, en el Congreso, cuando se discute el proyecto de Ley de Presupuestos. Y a la mayor parte, sobre todo a las más grandes, se puede llegar en auto mediante transbordadores.



Entonces, la situación ha cambiado radicalmente.



Planteo, una vez más, la necesidad de terminar el camino a Chile por Chile, desde Caleta Pichanco a Caleta Gonzalo. Porque Futaleufú, en la provincia de Palena -lo he señalado otras veces y lo reitero-, tiene el combustible más caro de Chile, por ejemplo, nunca suministrado por EMAZA ni antes por la ECA. Pero cuando se concluya esa ruta -el colega Horvath también lo ha mencionado- todas estas dificultades van a desaparecer. 



Estimo que destinar los recursos existentes a subsidiar distintos medios de transporte, incluido el aéreo, por avión o por helicóptero -ello comprende el traslado de forraje y fertilizante-, es mucho mejor que mantener la Empresa.



Por eso, también voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (13 votos contra 4 y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Cantero, Chahuán, García, García-Huidobro, Kuschel, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Escalona, Gómez, Lagos y Navarro.



No votó, por estar pareada, la señora Rincón.

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde fijar plazo para formular indicaciones, pero no hay quórum para adoptar acuerdos, de modo que ello se determinará la próxima semana.



Por la misma razón, la Mesa también se encuentra impedida de recabar el asentimiento de la Sala con el objeto de prorrogar el Orden del Día y pasar después a la hora de Incidentes.



Así que al Senador señor Navarro le ofrezco las disculpas del caso.



En consecuencia, se levanta la sesión, sin perjuicio de darse curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora RINCÓN:



A la señora Ministra de Educación, solicitando CATASTRO DE ASISTENTES DE EDUCACIÓN EN COMUNAS DE MAULE SUR HASTA 1980, y al señor Gerente de Seguridad y Operación Norte, Centro y Sur de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, pidiendo atender solicitud de MANTENCIÓN DE CRUCE PEATONAL “ESTACIÓN RETIRO” Y DE GUARDIAS DE SEGURIDAD, COMUNA DE RETIRO.
)----------(



--Se levantó la sesión a las 20:5.


Manuel Ocaña Vergara,



   Jefe de la Redacción 
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SESIÓN 35ª, ESPECIAL, EN MARTES 2 DE JULIO DE 2013



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Justicia, señor Cristián Larroulet y señora Patricia Pérez, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Informe


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Gloria Ana Chevesich Ruiz (Boletín Nº S 1.581-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).



- Queda para la Tabla de esta sesión.

_________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores, respecto del asunto discutido en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Oficio de S. E. el Presidente de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para designar a la señora Gloria Ana Chevesich Ruiz como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y

Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y agrega que esta sesión especial ha sido convocada de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del artículo 67 del Reglamento de la Corporación.

El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para designar a la señora Chevesich como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema y que tiene el Boletín Nº S 1.581-05.


Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recibió en audiencia a la señora Chevesich en sesión a la que también asistió la señora Ministra de Justicia. Concurrieron, asimismo, los Honorables Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Kuschel, Letelier, Pizarro, Prokurica, Rossi y Uriarte, y los Honorables Diputados señora Pascal y señores Accorsi, Aguiló, Jiménez, Tarud y Teillier.


Señala que la Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández, Larraín Peña y Walker (don Patricio), de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por nuestro ordenamiento jurídico para la designación de los Ministros de la Corte Suprema.



Finalmente, hace presente que el Senado, para dar su acuerdo, requiere del pronunciamiento favorable de dos tercios de sus miembros en ejercicio.
- - -


En primer término, el señor Presidente señala que los representantes de dos Comités han solicitado segunda discusión de esta materia, de conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento del Senado.


Enseguida, manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.
- - -



Luego, anuncia que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 36ª, EXTRAORDINARIA, EN MARTES 2 DE JULIO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Energía, señores Cristián Larroulet y Jorge Bunster, respectivamente. Asisten, también, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Energía, señor Hernán Moya, y la abogada de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, señora María Loreto Zubicueta.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 32ª, ordinaria, de 18 de junio, y 33ª, ordinaria, y 34ª, extraordinaria, ambas de 19 de junio, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Seis de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, da inicio a la tramitación de un proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de San Vicente y las Granadinas sobre exención del requisito de visa para los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales”, suscrito en Kingstown el 30 de noviembre de 2012 (Boletín Nº 9.003-10). 


- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el segundo, en su oportunidad, retiró la urgencia al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín         N° 8.270-08).


- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 


Con el tercero, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (Boletín Nº 8.085-29).


Además, hace presente la urgencia, en idéntico carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (Boletines N°s 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).


2.- Proyecto de ley que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (Emaza) (Boletín Nº 8.786-27).


3.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


4.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


5.- Proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (Boletín Nº 8.556-10).


6.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín N° 8.493-14).


7.- Proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, ampliando el giro de la empresa (Boletín Nº 8.273-15).


8.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (Boletín N° 7.815-15).


9.- Proyecto de ley que permite ampliar plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana (Boletín N° 8.817-15).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para el despacho de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que incrementa las remuneraciones variables que indica para el personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, y otorga bonos que indica (Boletín Nº 8.903-04).


2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, firmado en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012 (Boletín Nº 8.951-10).


3.- Proyecto de ley que elimina los aranceles para la importación de bienes provenientes de países menos adelantados (Boletín Nº 8.969-10).


4.- Proyecto de ley que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social en contra de riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (Boletín             Nº 8.936-13).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Siete de la Honorable Cámara de Diputados: 


Con el primero, informa que dio su aprobación, con las excepciones que señala, al proyecto de ley que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales (Boletín     N° 7.201-08).


- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.


Con los seis siguientes, comunica que dio su aprobación a los siguientes asuntos: 


Proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín N° 8.770-23) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Economía.


Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Guyana de eliminación parcial de visa para titulares de pasaportes diplomáticos, de servicio y oficiales”, adoptado por cambio de notas, fechadas el 6 de mayo de 2011 y el 28 de septiembre de 2011, en Georgetown y Santiago, respectivamente (Boletín N° 8.835-10).


Proyecto de acuerdo que aprueba el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Emiratos Árabes Unidos sobre exención mutua del requisito de visa de ingreso para los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales/especiales”, suscrito en Nueva York, el 22 de septiembre de 2012  (Boletín N° 8.836-10).


- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Proyecto de ley que modifica el artículo 30 bis de ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en lo relativo a declaración de impacto ambiental (Boletín Nº 8.780-12).


Proyecto de ley que garantiza el uso de caminos situados en inmuebles fiscales (Boletín Nº 8.866-12). 


- Pasan a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


Proyecto de ley que establece acción popular en caso de maltrato y abandono hacia el adulto mayor (Boletines N°s 5.740-18 y 8.162-32, refundidos).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín             N° 8.924-07).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en el ejercicio del control de constitucionalidad, respecto de los proyectos de ley que se especifican a continuación: 


1.- El que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, estableciendo la facultad de excusarse de la obligación de ser vocal de mesa para las mujeres en estado de embarazo y puerperio (Boletín N° 8.644-06).


2.- El que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir propaganda electoral para las elecciones primarias presidenciales en los términos que indica (Boletín Nº 8.895-06).


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus respectivos antecedentes.


Envía copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los artículos 206 del Código Civil, y 6°, inciso quinto, de la ley N° 20.545, que modifica las normas sobre protección a la maternidad e incorpora el permiso postnatal parental. 


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Remite copia de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones: 


1.- Artículo cuarto, inciso quinto, de la ley N° 19.531, cuyo texto fue sustituido por el artículo 1° de la ley N° 20. 224, que modifica la ley Nº 19.531, y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.


2.- Artículo 28, inciso segundo, de la ley de transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Responde un acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Allende y señores Escalona, Lagos, Sabag, Tuma y Walker, don Patricio, con el que solicitan a    S. E. el Presidente de la República que formule una reclamación al Gobierno de Israel para solicitar la devolución de la carga que fue requisada a la Flotilla de la Libertad, el 30 de mayo de 2010 (Boletín Nº S 1.525-12).


Contesta solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativa al eventual cierre de la Embajada de Chile en Hungría.

De la señora Ministra de Justicia


Responde acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Chahuán, Sabag y Tuma, relativo al envío de un proyecto de ley que establezca los tribunales contencioso-administrativos (Boletín Nº S 1.524-12).

Del señor Ministro de Salud


Da contestación a una solicitud, cursada en nombre del Honorable Senador señor Escalona, relativa a la posibilidad de instalar un centro de salud familiar en la localidad de Pargua, comuna de Calbuco.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Responde solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Uriarte, referente a medidas adoptadas para el desguazamiento o traslado a un lugar seguro del buque “Don Humberto B”, varado en la Región de Coquimbo, y sobre la contaminación marina provocada por dicha embarcación.

De la señora Directora de Presupuestos


Contesta tres acuerdos adoptados por el Senado sobre las materias siguientes:


1.- El presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señoras Alvear y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Frei, Gómez, Pizarro, Ruiz-Esquide y Walker, don Patricio, sobre pago definitivo de la deuda del Estado con los docentes, originada en la asignación especial del artículo 40 del decreto ley Nº 3.551, de 1981 (Boletín N° S 1.529-12).


2. El propuesto por los Honorables Senadores señor Larraín Fernández, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Gómez, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte y Walker, don Ignacio, respecto de la adopción de medidas tendientes a dar cumplimiento a la "deuda histórica" con el magisterio. (Boletín Nº S 1.571-12).


3.- El presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi y Sabag, relativo al envío de una iniciativa legal en materia de otorgamiento de un bono permanente para combustibles domiciliarios a los habitantes de las comunas de Cabo de Hornos y Antártica (Boletín Nº S 1.528-12).

Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública,

Dirección de Presupuestos


Remite información, solicitada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del número actual de personas que se desempeñan como funcionarios de los distintos ministerios en calidad de contrata y a honorarios.

Del señor Secretario General del Consejo Nacional de Televisión


Responde un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Gómez, Letelier, Orpis y Ruiz-Esquide, en materia de los dichos antisemitas emitidos, el lunes 20 de mayo, en el programa “Hazme reír” de Chilevisión y de formalización de una denuncia ante el Consejo Nacional de Televisión (CNTV) (Boletín          Nº S 1.577-12).

De la señora Directora del Trabajo (S)


Da contestación a una solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre resultados de fiscalizaciones realizadas a empresas mineras y a los contratistas de éstas.

Del señor Superintendente del Medio Ambiente (S)


Responde petición de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre medidas adoptadas respecto de la captura de crustáceos en los procesos internos de las centrales termoeléctricas Bocamina II y Santa María.

Del señor Intendente Regional de la Región del Bío Bío


Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en lo concerniente a las medidas adoptadas respecto de los locatarios del mercado municipal de Concepción, damnificados por un incendio reciente.

Del señor Alcalde de la I. Municipalidad de Linares


Contesta dos peticiones de antecedentes, enviadas en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativas a las correspondientes postulaciones al proyecto de alarmas comunitarias por parte de las juntas de vecinos de Villa Santa Sara y de Las Rosas, así como a la habilitación del servicio de retiro de basura domiciliaria en el caso de la primera de las unidades vecinales nombradas.

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Da respuesta a solicitud, cursada en nombre del Honorable Senador señor Zaldívar, relativa al envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que sustituya el sujeto del impuesto al valor agregado en el caso de las micro y pequeñas empresas.


Contesta solicitud, cursada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre la factibilidad de implementar una iniciativa tendiente a compensar los mayores costos que en combustibles e insumos afectan a los transportistas de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07) (con urgencia calificada de “suma”).


Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural, modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las Direcciones de Obras Municipales (Boletín Nº 8.139-14) (con urgencia calificada de “simple”).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).


- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señor Walker, don Patricio, con la que se inicia un proyecto de reforma constitucional que garantiza el derecho de sufragio para los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero (Boletín N° 9.004-07). 


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio, y Escalona, con la que inician un proyecto de ley que tipifica como delito la infracción de las obligaciones, en caso de operaciones con personas relacionadas, por parte de los directores, gerentes y administradores de instituciones de educación superior (Boletín Nº 9.011-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.
- - -


Posteriormente, la Honorable Senadora señora Allende solicita recabar la autorización de la Sala a fin de fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre fomento forestal, que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (Boletín  N° 8.603-01).


La Sala acuerda fijar dicho término hasta las 12:00 horas del día 17 de julio de 2013.
- - -


Enseguida, la misma señora Senadora pide obtener idéntico acuerdo para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre protección de glaciares (Boletín N° 4.205-12).


La Sala accede a la solicitud planteada estableciendo un plazo hasta las 12:00 horas del día 17 de julio de 2013, debiendo las indicaciones ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

- - -


Luego, el señor Presidente saluda a una delegación del Liceo Polivalente San Andrés de la comuna de Colina, Región Metropolitana, que se encuentra en las tribunas.
- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas, con segundo informe de la Comisión de

Minería y Energía

El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose de la iniciativa de la referencia y solicita la autorización para el ingreso a la Sala del Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Energía, señor Hernán Moya, y de la abogada de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, señora María Loreto Zubicueta. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.270-08 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.
- - -


Enseguida, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio) consultan al señor Secretario General sobre una eventual inhabilidad que pudiera afectarles para votar disposiciones sobre energías renovables no convencionales.


El señor Secretario General señala que, en virtud de lo establecido en el inciso segundo del artículo 8° del Reglamento del Senado, no se encuentran inhabilitados.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación la admisibilidad de las indicaciones números 13, 14, 15 y 15 A, renovadas, que es rechazada por 21 votos en contra y 5 a favor.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar.

Fundamenta su rechazo, el Honorable Senador señor Orpis.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Bianchi, Gómez, Horvath, Letelier y Tuma.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Horvath y Gómez.

- - -


Seguidamente, con la misma votación anterior, se rechaza la admisibilidad de la indicación número 15 B, renovada.

- - -


A continuación, se pone en votación la admisibilidad de la indicación número 16, renovada, que es rechazada por 21 votos en contra, 4 a favor y una abstención.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Walker (don Ignacio).


Fundamenta su rechazo, el Honorable Senador señor Orpis.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Gómez, Horvath, Rossi y Tuma.

Fundamenta su voto a favor, el Honorable Senador señor Horvath.


Se abstiene, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.
- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Letelier.
- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión la modificación de la Comisión para suprimir la oración final del inciso primero del artículo 20, propuesto en la letra a) del número 3) del artículo único del proyecto, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Letelier, señora Rincón y señores Navarro y Horvath.


Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda señalada, es aprobada por 22 votos a favor y 9 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Orpis, Prokurica, Larraín Peña, Novoa y García. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Gómez, Rossi, Navarro, Girardi, Tuma, Letelier y Horvath. 

- - -


Terminada la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Energía.
- - -


Enseguida, se pone en discusión la indicación número 19, renovada, y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar y Novoa.


Queda pendiente el debate de la señalada indicación.

- - -


Inmediatamente, el señor Presidente pone en votación la modificación propuesta por la Comisión para incorporar un inciso segundo, nuevo, al artículo 20 a que se refiere el número 3) del artículo único del proyecto, que es aprobada por 19 votos a favor y 9 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Orpis y Prokurica. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro y Horvath.

- - -

Durante la votación, interviene la Honorable Senadora señora Allende.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Larraín Peña.

- - -


Enseguida, se pone en votación la indicación número 23, renovada, que es rechazada por 20 votos en contra y 11 a favor.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica, señora Rincón y señor Frei. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Cantero, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Horvath, Navarro, Girardi, Gómez, Letelier y Tuma.

- - -


En su intervención, los Honorables Senadores señores Horvath y Navarro hacen expresa reserva de constitucionalidad sobre esta materia.

- - -

Posteriormente, el señor Presidente pone en discusión la modificación propuesta por la Comisión para sustituir el ordinal iv. de la letra b) del número 3) del artículo único del proyecto, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis, Horvath y Navarro.


Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda, es aprobada por 20 votos a favor y 6 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Frei y Orpis, señora Rincón y señor Sabag. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Navarro y Tuma.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez y Horvath.

- - -


En su intervención, el Honorable Senador señor Horvath hace expresa reserva de constitucionalidad sobre esta materia.

- - -


Luego, con la misma votación anterior, se aprueba la modificación propuesta por la Comisión para suprimir el ordinal v. contenido en la letra b) del número 3) del artículo único del proyecto.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la modificación propuesta por la Comisión, recaída en la letra c) del número 3) del artículo único del proyecto, que es aprobada por 17 votos a favor, 3 en contra y 2 abstenciones.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Gómez, Horvath y Navarro.

Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Navarro.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Letelier y Tuma.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de abstenerse el Honorable Senador señor Lagos.

- - -


Seguidamente, se ponen en votación las indicaciones números 32, 33, 34 y 34 A, de idéntico tenor, renovadas, que son rechazadas por 17 votos en contra, 3 a favor y una abstención.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Gómez, Horvath y Navarro.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Lagos.
- - -

A continuación, el señor Presidente pone en votación la modificación propuesta por la Comisión para suprimir los incisos cuarto y quinto, contenidos en la letra b) del número 5) del artículo único del proyecto, que es aprobada por 16 votos a favor, 8 en contra y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Chahuán, Orpis y Prokurica, señora Rincón y señores García-Huidobro y García. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Cantero, Espina, Gómez, Horvath, Letelier, Navarro y Quintana.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Horvath, Letelier, Navarro, Quintana, Gómez y Espina y señora Pérez San Martín.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Lagos.
- - -


Durante la votación, interviene el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


En consecuencia, la indicación número 43, renovada, es rechazada con la misma votación anterior, pero en sentido inverso.

- - -


Luego, la Sala resuelve dejar pendiente -para la sesión ordinaria de mañana- el análisis de las modificaciones e indicaciones renovadas recaídas en los siguientes temas:


- Observaciones y oposiciones (artículo 27 ter, contenido en el número 9) del artículo único del proyecto).


- Divisibilidad de la concesión (letra c) del número 11) del artículo único del proyecto).


- Duración de la concesión (artículo 31 de la ley vigente).


- Lo relativo al Convenio N° 169, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, de la Organización Internacional del Trabajo (artículo 34, inciso segundo, nuevo, contenido en el número 12 bis), nuevo, del artículo único del proyecto).


- Entrega material del predio (artículo 67, contenido en el número 21) del artículo único del proyecto).


- Nueva redacción para la indicación número 19, renovada.

- - -


Intervienen, a este respecto, los Honorables Senadores señores Letelier, Horvath, Navarro y Prokurica.

- - -


Enseguida, se ponen en votación todas las modificaciones restantes propuestas por la Comisión, que no se relacionan con los temas previamente enumerados, las que son aprobadas por 15 votos a favor y 5 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Gómez, Horvath, Letelier, Navarro y Quintana.

- - -


En consecuencia, con la misma votación anterior, pero en sentido inverso, se dan por rechazadas o declaradas inadmisibles, según corresponda, las restantes indicaciones renovadas que no se vinculan con los temas que han quedado pendientes.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.
_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende y señor Horvath, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 37ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 3 DE JULIO DE 2013



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Justicia, y de Energía, señor Cristián Larroulet, señora Patricia Pérez y señor Jorge Bunster, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto del asunto discutido en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Oficio de S. E. el Presidente de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para designar a la señora Gloria Ana Chevesich Ruiz como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y

Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde iniciar la segunda discusión del asunto de la referencia, y agrega que esta sesión especial ha sido convocada de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del artículo 67 del Reglamento de la Corporación.

El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para designar a la señora Chevesich como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema, que tiene el Boletín Nº S 1.581-05 y la urgencia establecida en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


Luego, hace presente que el Senado, para dar su acuerdo, requiere del pronunciamiento favorable de dos tercios de sus miembros en ejercicio.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en segunda discusión la solicitud de S.E. el Presidente de la República y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Walker (don Patricio).


Cerrado el debate y puesta en votación dicha solicitud, es aprobada por 26 votos a favor, 5 en contra y 5 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Chahuán, Espina, Escalona y Rossi.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Lagos, Letelier, Navarro y Quintana, quienes fundamentan su voto en contra.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, Girardi, Gómez y Tuma.


Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señor Tuma y señora Rincón. 

- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 114 del Reglamento del Senado.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -



Finalmente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 38ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 3 DE JULIO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Energía, señores Cristián Larroulet y Jorge Bunster, respectivamente. Asisten, también, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Energía, señor Hernán Moya, y la abogada de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, señora María Loreto Zubicueta.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 32ª, ordinaria, de 18 de junio, y 33ª, ordinaria, y 34ª, extraordinaria, ambas de 19 de junio, todas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Tres de S. E. el Presidente de la República:


Con los dos primeros, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento (Boletín Nº 8.771-01).


2.- Proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín Nº 8.770-23).


3.- Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05).


4.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


5.- Proyecto de ley que regula la actualización de los padrones electorales (Boletín N° 8.972-06).


6.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


7.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


8.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


9.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07).


10.- Proyecto de ley que modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas con resultado de lesión o muerte (Boletín N° 8.809-07).


11.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo  del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


12.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular (Boletines N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


13.- Proyecto de ley que modifica el Estatuto Orgánico de las Mutualidades de Empleadores (Boletín N° 8.573-13).


14.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley  N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 8.813-15).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las iniciativas que a continuación se señalan:


1.- Proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (Boletín N° 6.355-01).


2.- Proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (Boletín Nº 8.612-02).


3.-. Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).


4.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


5.-  Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que informa que dio su aprobación  a los siguientes asuntos: 


1.- Proyecto de ley que otorga a los funcionarios del Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP), condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario, por el período que indica, y otros incentivos al retiro (Boletín Nº 8.815-01) (con urgencia calificada de “suma”). 


- Pasa a las Comisiones de  Agricultura y de Hacienda.


2.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (Boletín Nº 8.828-14) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo. 

Moción


De los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte, con la que se inicia un proyecto de ley que incorpora en la ley            N° 19.496, sobre protección a los derechos de los consumidores, la obligación de disponer en los centros comerciales de desfibriladores externos portátiles (Boletín Nº 9.014-03).


- Pasa a la Comisión de Economía.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente señala que se ha solicitado recabar el acuerdo de la Sala para la fijación de sendos plazos, nuevos, para presentar indicaciones a los siguientes proyectos de ley: 


- El que crea el Ministerio del Deporte (Boletín 8.085-29), y 

- Sobre Probidad en la Función Pública (Boletín 7.616-06).

Al respecto, la Sala acuerda fijar, para el primer proyecto, un plazo hasta el día 8 de julio próximo, a las 12:00 horas, y las indicaciones deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Hacienda; en tanto que en el segundo caso, el término se extiende hasta el 15 de julio próximo, a las 12:00 horas, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas, con segundo informe de la Comisión de

Minería y Energía


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose de la iniciativa de la referencia y solicita la autorización para el ingreso a la Sala del Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Energía, señor Hernán Moya, y de la abogada de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, señora María Loreto Zubicueta. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.270-08 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

- - -

En primer término, el señor Presidente manifiesta que el Ejecutivo presentó una indicación respecto del tema a que se refería la indicación número 19, renovada, del siguiente tenor:

“AL ARTÍCULO 20


“Para modificar la letra a) del numeral 3):

a) Agrégase, en el inciso primero del artículo 20, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, deberá comunicar un extracto de la solicitud por medio de tres mensajes radiales que deberán emitirse dentro del plazo de 15 días en diferentes días por una o más radioemisoras que transmitan o cubran en la capital de la o las provincias señaladas en la respectiva solicitud.”.

b) Intercálase en el inciso segundo del artículo 20, entre las expresiones “enviar” y “a los respectivos municipios”, la frase “al Ministerio de Bienes Nacionales y”.”.

Enseguida, se pone en votación la indicación transcrita, que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación la admisibilidad de la indicación número 69, renovada, que es rechazada por 20 votos en contra, 9 a favor y un pareo. 

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Prokurica, Orpis, Coloma, Pérez Varela, Larraín Peña, Frei y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Cantero, Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro y Quintana.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Horvath, Gómez, Girardi, Letelier y Navarro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


Durante su alocución, los Honorables Senadores señores Horvath y Gómez hacen expresa reserva de constitucionalidad de esta materia.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la modificación propuesta por la Comisión para reemplazar el inciso primero del artículo 27 ter, contenido en el número 9) del artículo único del proyecto, que es aprobada por 21 votos a favor, 6 en contra y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Orpis, Larraín Peña y García-Huidobro.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto y Navarro.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Letelier, Gómez, Navarro, Girardi y Horvath.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


Durante su alocución, el Honorable Senador señor Letelier hace expresa reserva de constitucionalidad de esta materia.

- - -


Luego, se pone en votación la indicación número 70, renovada, que es rechazada por 17 votos en contra y 6 a favor.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro y Rossi.

Fundamenta su voto a favor, el Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Con la misma votación, en sentido inverso, se aprueba la modificación propuesta por la Comisión al inciso segundo del artículo 27 ter, contenido en el número 9) del artículo único del proyecto.

- - -

A continuación, el señor Presidente pone en discusión la admisibilidad de la indicación número 77, renovada, y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Horvath.


Cerrado el debate y puesta en votación la admisibilidad de la mencionada indicación, es rechazada por 18 votos en contra, 7 a favor y un pareo.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Uriarte y Zaldívar.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Cantero, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Muñoz Aburto y Navarro.

Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor Navarro.


No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.
- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación el inciso cuarto del artículo 27 ter, contenido en el número 9) del artículo único del proyecto, que es aprobado por 19 votos a favor, 5 en contra y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Uriarte y Zaldívar.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto y Navarro.

No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.

- - -


Enseguida, se pone en votación el inciso quinto del artículo 27 ter, contenido en el número 9) del artículo único del proyecto, que es aprobado por 18 votos a favor y 3 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Uriarte y Zaldívar.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Girardi, Horvath y Navarro.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente pone en votación la modificación de la Comisión consistente en reemplazar el inciso sexto del artículo 27 ter, contenido en el número 9) del artículo único del proyecto, que es aprobada por 17 votos a favor, 6 en contra y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Uriarte y Zaldívar.

Fundamenta su voto a favor, el Honorable Senador señor Orpis.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Cantero, Girardi, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto y Navarro.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Horvath y Girardi.


No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.

- - -


En su alocución, el Honorable Senador señor Horvath hace expresa reserva de constitucionalidad de esta materia.

- - -


Con la misma votación, en sentido inverso, es rechazada la indicación número 81, renovada.

- - -


Enseguida, con la misma votación relativa al inciso sexto, ya consignada, es aprobada la modificación de la Comisión para reemplazar el inciso séptimo del artículo 27 ter, contenido en el número 9) del artículo único del proyecto.

- - -


También, con la misma votación, pero en sentido inverso, es rechazada la indicación número 83, renovada.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación la modificación de la Comisión consistente en reemplazar el inciso final del artículo 27 ter, contenido en el número 9) del artículo único del proyecto, que es aprobada por 19 votos a favor, 5 en contra, una abstención y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Uriarte y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Orpis, señora Rincón y señores Frei y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Cantero, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto y Navarro.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Navarro y Horvath.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Girardi.

No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.

- - -


Con la misma votación, pero en sentido inverso, es rechazada la indicación número 87, renovada.

- - -


Enseguida, se ponen en discusión los incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo -y la modificación respectiva-, contenidos en la letra c) del número 11) del artículo único del proyecto, y se otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath.


Cerrado el debate y puestas en votación las materias antedichas, son aprobadas por 16 votos a favor y 6 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Uriarte y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Prokurica, Zaldívar y Orpis. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Cantero, Girardi, Gómez, Horvath, Navarro y Quintana.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Navarro y Horvath. 

- - -

Con la misma votación, pero en sentido inverso, se rechaza la admisibilidad de la indicación número 100, renovada.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación la admisibilidad de las indicaciones números 101, 102, 102 A, 103 y 104, que es rechazada por 17 votos en contra y 4 a favor.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Espina, Frei, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Novoa y Prokurica y señora Rincón. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Horvath y Navarro.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Gómez y Navarro.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en votación la modificación propuesta por la Comisión para intercalar un número 12 bis), nuevo, al artículo único del proyecto, que es aprobada por 17 votos a favor, 7 en contra y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Zaldívar, Novoa, Sabag y García y señora Rincón.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Cantero, Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Navarro y Quintana.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Girardi y Quintana.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Lagos.
- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación la modificación de la Comisión referida al número 21) del artículo único del proyecto, que es aprobada por 16 votos a favor y 6 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Orpis, Prokurica, Larraín Peña, Sabag, Zaldívar y Frei. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Navarro y Quintana.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Horvath, Gómez, Girardi y Quintana.

- - -


Durante su alocución, el Honorable Senador señor Horvath hace expresa reserva de constitucionalidad de esta materia.

- - -


En consecuencia, se dan por rechazadas las indicaciones números 130, 131, 132 y 132 A, renovadas, con la misma votación precedente, en sentido inverso.

- - -


También, con la misma votación anterior, se dan por rechazadas las indicaciones números 133, 134 y 134 A, renovadas.

- - -


Concluida la votación, se otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 114 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Luego, hace uso de la palabra el señor Ministro de Energía.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:



1) Incorpórase al artículo 11° el siguiente inciso segundo:



“El otorgamiento de las concesiones no eximirá al concesionario del cumplimiento de todas las normas legales y reglamentarias pertinentes, en especial las que regulan materias medioambientales.”.


1 bis) Incorpórase, en el artículo 15°, el siguiente inciso segundo:


“El concesionario o los órganos de la Administración del Estado deberán dar debido cumplimiento a las normas legales, tratados internacionales debidamente suscritos y ratificados por Chile y reglamentos vigentes en materia de áreas silvestres protegidas del Estado.”.



2) Modifícase el artículo 19° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el literal d) por el siguiente:


“d) En el caso de líneas de transmisión y de distribución, un trazado y la franja de seguridad adyacente, ambos preliminares, y la ubicación preliminar de las subestaciones, con indicación del área en la que se estime necesario efectuar los estudios y mediciones, cuyos vértices serán graficados mediante coordenadas UTM, indicándose el huso utilizado para estos efectos. La solicitud deberá incluir la mención precisa de la o las regiones, provincias y comunas en las cuales se efectuarán los estudios y mediciones e indicar aquellas localidades, contempladas en el último censo, que se encuentren dentro del área. La solicitud deberá incluir un mapa en que se destaque el área preliminar de la concesión solicitada.”.


b) Sustitúyese, en el literal e), el disyuntivo “o”, entre los términos “secciones” y “para su terminación total”, por la conjunción “y”.”.



c) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“La Superintendencia tendrá un plazo de quince días, contado desde la presentación de la solicitud de concesión provisional, para revisar los antecedentes presentados por el solicitante, lo que sólo hará en base al cumplimiento de las exigencias señaladas en el inciso anterior. De cumplirse las señaladas exigencias, la Superintendencia declarará admisible la solicitud, publicando en su sitio electrónico el texto íntegro de la misma, con indicación de su fecha de presentación.



Si de la revisión de los antecedentes la Superintendencia advirtiera el incumplimiento de alguna de las exigencias antes mencionadas, comunicará dicha situación al solicitante. Dicha comunicación señalará los antecedentes que hayan sido omitidos o que requieran complementarse. El solicitante deberá acompañarlos o complementarlos dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la comunicación anterior, pudiendo solicitar en la oficina de partes su prórroga por un nuevo plazo de siete días, antes del vencimiento del primero. En caso que los antecedentes fueren insuficientes o no fueren presentados dentro de los correspondientes plazos, la Superintendencia desechará la solicitud de plano mediante resolución, lo que pondrá fin al procedimiento. De resultar los antecedentes suficientes, la Superintendencia declarará admisible la solicitud, publicándola en su sitio electrónico conforme a lo señalado en el inciso anterior.”.



3) Modifícase el artículo 20° de la siguiente forma:



a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes:



“Artículo 20°.- Dentro de los quince días siguientes a la declaración de admisibilidad referida en el artículo precedente, la solicitud de concesión provisional será publicada por cuenta del solicitante tres días consecutivos en un diario de circulación nacional y tres días consecutivos en un diario de circulación regional correspondiente a los territorios comprendidos en la solicitud de concesión. Asimismo, deberá comunicar un extracto de la solicitud por medio de tres mensajes radiales que deberán emitirse dentro del plazo de quince días, en diferentes días, por una o más radioemisoras que transmitan o cubran en la capital de la o las provincias señaladas en la respectiva solicitud.


Tanto la solicitud como el mapa incluido en ésta serán publicados en la página web u otro soporte de la Superintendencia y en un lugar destacado de los municipios afectados. Para este último efecto, la Superintendencia deberá enviar al Ministerio de Bienes Nacionales y a los respectivos municipios, dentro de un plazo de tres días contado desde la declaración de la admisibilidad de la solicitud, copia de ésta y del mapa del área solicitada, las que los municipios deberán exhibir dentro de los tres días siguientes a su recepción, por un plazo de 15 días seguidos. El hecho de que la Superintendencia o los municipios no efectúen las anteriores publicaciones no afectará el procedimiento concesional sino sólo la responsabilidad de estos organismos.”.



b) Modifícase el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, como sigue:



i. Sustitúyese la expresión “contado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial” por la frase “contado desde la última publicación en un diario de circulación nacional, la que no podrá ser posterior a la última publicación en un diario de circulación regional”.



ii. Intercálase, entre la coma que sigue al vocablo “interesados” y la expresión “podrán”, la expresión “por sí o debidamente representados,”.



iii. Sustitúyese la frase “los reclamos en aquello que los afecte.” por “sus observaciones a la solicitud de concesión, las que deberán fundarse en el incumplimiento de alguno de los requisitos señalados en el artículo anterior.”.


iv. Reemplázase la oración “La Superintendencia pondrá al solicitante en conocimiento de los reclamos para que los conteste en un plazo máximo de treinta días.” por “La Superintendencia pondrá al solicitante en conocimiento de las observaciones para que las conteste en un plazo máximo de treinta días, debiendo desechar de plano aquellas alegaciones distintas de éstas.”.



c) Reemplázase el inciso final por el siguiente:



“La Superintendencia resolverá fundadamente acerca de las solicitudes de concesiones provisionales, en un plazo máximo de veinte días contado desde el vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior, previa autorización de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, si corresponde de acuerdo a las disposiciones de los decretos con fuerza de ley   Nº 4, de 1967, Nº 7, de 1968, y Nº 83, de 1979, todos del Ministerio de Relaciones Exteriores. La resolución que dicte la Superintendencia será reducida a escritura pública.”.



4) Modifícase el artículo 21° en el siguiente sentido:



a) Intercálase en el inciso primero, entre la coma que sigue a los términos “Diario Oficial” y los vocablos “se fijará”, la expresión “a cuenta del solicitante,”.



b) Intercálase en el literal a) del inciso primero, entre la palabra “provisional” y el punto y coma que le sigue, la frase “, el que se contará desde la publicación de la resolución que la otorga”.



c) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:



“Las concesiones provisionales se otorgarán por un plazo máximo de dos años, prorrogable por un nuevo período de hasta dos años. La solicitud de prórroga deberá presentarse a lo menos seis meses antes del vencimiento del plazo de la concesión cuya prórroga se solicita, y se tramitará de acuerdo a lo indicado en el artículo anterior.”.



d) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo: 



“En caso de solicitarse la ampliación del área otorgada en una concesión provisional, dicha petición se tramitará como una nueva solicitud respecto del área adicional que se pretenda afectar. La solicitud deberá acompañarse de los antecedentes relacionados con el área que se estime necesario ocupar, conforme a lo establecido en las letras c) y d) del artículo 19º precedente, entendiéndose incorporados a ella los demás antecedentes considerados para la concesión original.”.



5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22°:



a) En el inciso segundo:



i. Intercálase, entre la coma que sigue al término “determinará” y la expresión “cuando”, la frase “en conformidad al procedimiento contemplado en el Título XI del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil,”.



ii. Sustitúyese la palabra “afectados” por la frase “dueños de las propiedades afectadas u otros interesados”.



b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:



“En casos calificados, previo a otorgar el permiso a que se refiere el inciso primero, el juez podrá exigir al concesionario, a solicitud del dueño u otros interesados, la entrega de una o más cauciones para asegurar el pago de las indemnizaciones que correspondan en conformidad al inciso anterior. La medida decretada caducará conjuntamente con el vencimiento del plazo de la concesión o su prórroga.”.



6) Modifícase el artículo 25° de la siguiente manera:



a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “al Ministro de Energía con copia a la Superintendencia para que ésta” por la frase “ante la Superintendencia con copia al Ministerio de Energía para que aquella”.



b) Reemplázase, en el párrafo segundo del literal d) del inciso segundo, la coma que sigue a la palabra “referida” por un punto seguido y reemplázase la palabra “pero” que le sigue, por la locución “Sin perjuicio de lo anterior,”.


c) Intercálase, en la letra e) del inciso segundo, a continuación de las palabras “En el caso”, la expresión “de centrales hidráulicas,” y sustitúyese el término “transporte” por la palabra “transmisión”.



d) Intercálase en la letra h) del inciso segundo, entre la expresión “impondrán” y el punto y coma que le sigue, la frase “y, si procediere, copias autorizadas de las escrituras o documentos en que consten las servidumbres prediales voluntarias constituidas en favor del peticionario”.



e) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:



“La Superintendencia tendrá un plazo de quince días, contado desde la presentación de la solicitud, para revisar los antecedentes presentados por el solicitante, lo que hará sólo en base al cumplimiento de las exigencias señaladas en el inciso anterior. De cumplirse las señaladas exigencias, declarará admisible la solicitud mediante resolución, publicando en su sitio electrónico el texto íntegro de la misma, con indicación de su fecha de presentación.



Si de la revisión de los antecedentes la Superintendencia advirtiera el incumplimiento de alguna de las exigencias antes mencionadas, comunicará dicha situación al solicitante. Dicha comunicación señalará los antecedentes que hayan sido omitidos o que requieran complementarse. El solicitante deberá acompañarlos o complementarlos dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la comunicación anterior, pudiendo solicitar su prórroga por un nuevo plazo de siete días, antes del vencimiento del primero. En caso de que los antecedentes fueren insuficientes o no fueren presentados dentro de los correspondientes plazos, la Superintendencia desechará la solicitud de plano mediante resolución, que se informará al Ministerio de Energía, lo que pondrá fin al procedimiento. De resultar suficientes los antecedentes, la Superintendencia declarará admisible la solicitud, publicándola en su sitio electrónico conforme a lo señalado en el inciso anterior.



En aquellos casos en que otras leyes requieran la calidad de concesionario para solicitar autorizaciones o permisos especiales, se entenderá que el solicitante a que se refiere el presente artículo cuenta con la calidad de concesionario para el solo efecto de iniciar los trámites que correspondan a dichas autorizaciones o permisos, debiendo acreditar que la respectiva concesión se encuentra en trámite ante la Superintendencia. Lo anterior se verificará mediante una comunicación de la Superintendencia al organismo respectivo, a petición del solicitante.”.



7) Reemplázase el artículo 27° por el siguiente:



“Artículo 27º.- Declarada la admisibilidad, los planos especiales a que se refiere la letra h) del artículo 25º serán puestos por el solicitante, a su costa, en conocimiento de los dueños de las propiedades afectadas. La notificación podrá efectuarse judicial o notarialmente. Cuando se trate de bienes fiscales, la Superintendencia pondrá directamente en conocimiento del Ministerio de Bienes Nacionales dichos planos especiales.



En la notificación deberá constar que los planos fueron entregados a todos aquellos que fueron notificados en conformidad al inciso anterior.



En el acto de notificación o certificación, junto al plano, se entregará un documento informativo elaborado por la Superintendencia que describa las menciones que deberá contener el plano especial de las servidumbres, el procedimiento para presentar observaciones u oposiciones dentro del procedimiento concesional y el nombre, domicilio y rol único tributario del solicitante y de su representante legal.


Cuando haya de notificarse a personas cuya individualidad o residencia sea difícil determinar, o que por su número dificulten considerablemente la práctica de la diligencia, el solicitante podrá recurrir al Juez de Letras competente para que ordene notificar en conformidad al artículo 54 del Código de Procedimiento Civil.



El solicitante deberá demostrar la circunstancia de haberse efectuado la notificación de los planos que contemplen las servidumbres, remitiendo a la Superintendencia copia del certificado notarial, de la certificación del receptor judicial que efectuó la notificación judicial o las publicaciones correspondientes, en caso de haberse practicado la notificación, de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior.”.



8) Incorpórase el siguiente artículo 27° bis:



“Artículo 27º bis.- Dentro de los quince días siguientes a la declaración de admisibilidad de la solicitud de concesión definitiva, un extracto de la misma será publicado por cuenta del solicitante, tres días consecutivos en un diario de circulación nacional y tres días consecutivos en un diario de circulación regional correspondiente a los territorios comprendidos en la solicitud de concesión. El extracto deberá contener la fecha de presentación de la solicitud de concesión; la identificación del peticionario; el nombre del proyecto; la ubicación del proyecto, con indicación de la(s) región(es), provincia(s) y comuna(s) donde se ubicará; el listado de predios afectados, donde conste la información requerida en la letra e) del artículo 25°; y las menciones de las letras i) y k) del artículo 25°, según corresponda, y la circunstancia de encontrarse la información relativa a la solicitud de concesión en la página web de la Superintendencia u otro soporte.

El solicitante deberá comunicar, además, y a su costa, un extracto de la solicitud, por medio de siete mensajes radiales. El extracto que se comunique deberá contener la fecha de presentación de la solicitud de concesión; la identificación del peticionario; el nombre del proyecto; la ubicación del proyecto, con indicación de la(s) región(es), provincia(s) y comuna(s) donde se ubicará; la zona de concesión solicitada, si corresponde, de acuerdo a lo señalado en la letra k) del artículo 25°; y la circunstancia de encontrarse la información relativa a la solicitud de concesión en la página web de la Superintendencia. Estos mensajes deberán emitirse dentro del plazo que establece el inciso primero de este artículo en diferentes días por una o más radioemisoras  que transmitan o cubran en la capital de la o las provincias señaladas en la respectiva solicitud. El representante legal del medio de comunicación, o quien éste designe, deberá entregar al solicitante una constancia de la emisión de los mensajes, con indicación de la fecha y hora de cada emisión, reproduciendo el texto efectivamente difundido y el nombre, frecuencia y domicilio del medio radial. En todo caso, el último mensaje radial deberá ser emitido al menos un día antes de la última publicación contemplada en el inciso primero.



El solicitante deberá acompañar las publicaciones de la solicitud de concesión efectuadas de acuerdo a lo establecido en el inciso primero. De la misma forma, deberá entregar a la Superintendencia los certificados en que consten las emisiones radiales.



La Superintendencia certificará la fecha en que el solicitante acredite haber efectuado las notificaciones a que se refiere el artículo anterior y las publicaciones establecidas en el presente artículo.”.



9) Incorpórase el siguiente artículo 27° ter:


“Artículo 27° ter.- Los dueños de las propiedades afectadas notificados en conformidad al inciso primero del artículo 27º podrán, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de notificación, formular ante la Superintendencia sus observaciones u oposiciones a la solicitud de concesión. En caso de que hubieran sido notificados de acuerdo al artículo 54 del Código de Procedimiento Civil, podrán solicitar a la Superintendencia una copia de los planos especiales a que se refiere la letra h) del artículo 25º, dentro del plazo de quince días contado desde la notificación por avisos. La Superintendencia deberá poner los planos a su disposición, a más tardar dentro del día hábil siguiente, contado desde que se hubieran solicitado. En tal caso, el plazo de treinta días señalado en este inciso, se contará desde que la Superintendencia ponga los planos a disposición de quien los hubiera solicitado.


Por su parte, los interesados podrán formular ante la Superintendencia sus observaciones u oposiciones, dentro del plazo de treinta días, contado desde la última publicación efectuada según lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior. Para estos efectos, a contar de dicha publicación podrán, asimismo, solicitar los planos especiales de servidumbre, de acuerdo a lo establecido en el inciso precedente. En tal caso, el plazo de treinta días señalado en este inciso, se contará desde que la Superintendencia ponga los planos a su disposición.


El solicitante podrá requerir a la Superintendencia que certifique el vencimiento de los plazos anteriores.


Las observaciones sólo podrán basarse en la errónea identificación del predio afectado por la concesión o del dueño del mismo, en el hecho de que la franja de seguridad abarque predios no declarados en la solicitud de concesión como afectados por la misma o en el incumplimiento de alguno de los requisitos señalados en el artículo 25º.


Las oposiciones deberán fundarse en alguna de las circunstancias establecidas en los artículos 53° y 54º, debiéndose acompañar los antecedentes que las acrediten.


Las observaciones u oposiciones que presenten tanto los dueños de las propiedades afectadas u otros interesados que no cumplan con lo señalado en los incisos anteriores, en cuanto a las causales en que estas deben fundarse y al plazo dentro del cual deben formularse, serán desechadas de plano por la Superintendencia.


Los dueños u otros interesados que hubieren formulado observaciones u oposiciones, se tendrán por notificados, para todos los efectos legales, de la solicitud de concesión respectiva.


Para efectos de este Capítulo, se entenderá por interesados a aquellos señalados en el numeral 2 del artículo 21° de la ley N° 19.880.”.



10) Reemplázase el artículo 28° por el siguiente:


“Artículo 28°.- La Superintendencia pondrá en conocimiento del solicitante, dentro de los cinco días siguientes a la fecha de su presentación, las observaciones y oposiciones de los dueños de las propiedades afectadas o de otros interesados, que se funden en las causales indicadas en el artículo anterior y que hayan sido presentadas dentro de plazo, para que aquél, a su vez, haga sus descargos u observaciones a las mismas o efectúe las modificaciones al proyecto que estime pertinentes en un plazo de treinta días.



En caso de requerirse alguna modificación de la solicitud, los nuevos antecedentes se tramitarán de acuerdo a lo señalado en los artículos 25º y siguientes.



Una vez vencido el plazo para responder a todas las observaciones u oposiciones que se hubieren presentado, el solicitante podrá requerir a la Superintendencia que certifique dicha circunstancia, fecha desde la cual se computará el plazo de ésta para evacuar su informe.”.



11) Modifícase el artículo 29° en el siguiente sentido:



a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “máximo de ciento veinte días a contar de la fecha en que se efectuó la solicitud” por “de quince días contado desde la fecha de recepción del informe de la Superintendencia”, y suprímese la frase final, que reza “El informe de la Superintendencia se pronunciará sobre las observaciones y oposiciones que hayan formulado los afectados por las servidumbres.”.



b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 



“Para evacuar su informe, la Superintendencia dispondrá de sesenta días, contados desde el vencimiento del plazo para responder a todas las observaciones u oposiciones que se hubieren presentado, o desde el vencimiento del plazo para presentarlas, si no se hubiere hecho, o desde la constancia de haberse constituido servidumbre voluntaria respecto de todos los propietarios de predios afectados que no hubieren sido notificados, según corresponda. El informe de la Superintendencia sólo se pronunciará sobre aquellas observaciones y oposiciones fundadas en causales establecidas en esta ley que hubieren sido formuladas por los dueños de las propiedades afectadas o por otros interesados dentro de plazo.”.



c) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo:



“El decreto de otorgamiento, que contendrá las indicaciones de las letras a) y siguientes del artículo 25º y la aprobación de los planos de servidumbres que se impondrán, deberá ser publicado en el sitio electrónico del Ministerio de Energía en el plazo de quince días, contado desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial y deberá ser reducido a escritura pública por el concesionario antes de quince días contados desde esta última publicación.



Tratándose de proyectos para establecer líneas de transmisión de energía eléctrica, el solicitante podrá dividir en cualquier momento la concesión que solicita en dos o más tramos. Las notificaciones practicadas con anterioridad a la división de la solicitud de concesión se entenderán válidas para todos los efectos, siempre y cuando el trazado en el predio afectado y notificado no haya variado a propósito de dicha división.



El decreto que se pronuncie sobre cada tramo, señalará la concesión a la que pertenece.



El decreto también consignará que, si por cualquier circunstancia, alguno de los tramos no pudiere ejecutarse, el retiro de las instalaciones que ocupen bienes nacionales de uso público, terrenos fiscales o particulares, deberá hacerse dentro del plazo y en las condiciones que fije la Superintendencia.



La división a que se refiere este artículo no afectará en modo alguno la prohibición de fraccionamiento contemplada en la ley N° 19.300.”.



12) Agrégase el siguiente artículo 31º bis:


“Artículo 31° bis.- Las dificultades que se susciten entre dos o más titulares de concesiones eléctricas, o entre éstos y titulares de concesiones mineras, de concesiones de energía geotérmica, de permisos de exploración de aguas subterráneas o de derechos de aprovechamiento de aguas, de concesiones administrativas o contratos especiales de operación para el aprovechamiento de sustancias no susceptibles de concesión minera conforme con el artículo 7º del Código de Minería, con ocasión de su ejercicio o con motivo de sus respectivas labores, serán sometidas a la decisión de un árbitro de los mencionados en el inciso final del artículo 223 del Código Orgánico de Tribunales. En la determinación de las costas a que el juicio dé lugar, el juez árbitro considerará como criterios para determinar si ha existido motivo plausible para litigar, entre otros, la existencia de proyectos u obras en ejecución en el área objeto de la concesión, derecho o permiso, o la realización o desarrollo de actividades relacionadas directamente con las concesiones, los derechos o permisos otorgados, que son objeto del litigio.


En todo caso, no constituirá un obstáculo para el otorgamiento y ejercicio de concesiones o servidumbres eléctricas la existencia de otros derechos, permisos o concesiones constituidos en el o los predios por terceros.”.


12 bis) Incorpórase al artículo 34° el siguiente inciso segundo:


“En el caso que las obras de una concesión ya obtenida atraviesen tierras pertenecientes a comunidades indígenas, antes de comenzar su construcción se deberá acreditar haber realizado el procedimiento de consulta contemplada en el artículo 6° del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, por una sola vez, en la oportunidad y forma que establezca el reglamento correspondiente.”.


12 ter) Incorpórase el siguiente artículo 34° bis, nuevo:


“Artículo 34° bis.- Toda vez que en un juicio cualquiera, incluyendo los juicios posesorios sumarios a que se refiere el Título IV del Libro III del Código de Procedimiento Civil, el juez decrete la suspensión o paralización de las obras que se llevan a cabo en virtud de una concesión eléctrica, se suspenderán los efectos de dicha orden de paralización o suspensión de obras si el concesionario consigna en la cuenta corriente del tribunal caución suficiente para responder de la demolición de la obra o de la indemnización de los perjuicios que, de continuarla, pudieran seguirse al contendor en tales juicios, en caso que a ello sea condenado por sentencia firme, según corresponda. Para estos fines, dentro del plazo de tres días a contar de la fecha de la resolución que decretó la paralización de las obras, o dentro del plazo de tres días a contar de la fecha de la resolución a que se refiere el artículo 565 del Código de Procedimiento Civil, según corresponda, el juez fijará el monto de la caución antes referida. La suspensión de los efectos de la orden de paralización o suspensión de obras tendrá lugar desde el momento en que se consigne el monto de la referida caución en el tribunal.


Las cuestiones que se susciten en relación al monto de la caución fijada por el juez se tramitarán como incidente, lo que en todo caso no afectará la suspensión de la orden de paralización o suspensión de las obras si el concesionario hubiere consignado la caución inicialmente fijada por el juez. En caso que en la tramitación del incidente se solicite el informe de peritos, los gastos y honorarios que en tal caso se originen serán de cargo del titular de la concesión o permiso, debiendo designar al perito el juez competente. Con todo, si el demandante ha sido vencido en el juicio, será condenado al pago del peritaje señalado, sin perjuicio del pago de las demás costas a las que pueda ser condenado conforme las reglas generales.


Si al fallar el incidente se determina que el monto de la caución sea mayor al inicialmente fijado, el concesionario deberá consignar dentro de los quince días hábiles siguientes la diferencia en el tribunal, so pena de levantarse la suspensión de la orden de paralización. En caso que el monto de la caución sea menor al inicialmente fijado por el tribunal, el juez pondrá a disposición del concesionario el excedente, cuando corresponda, dentro del plazo de tres días contado desde la respectiva resolución.”.



13) Sustitúyese el artículo 39° por el siguiente:



“Artículo 39°.- Las concesiones definitivas de servicio eléctrico caducarán, antes de entrar en explotación:



1. Si el concesionario no redujere a escritura pública el decreto de concesión dentro del plazo establecido en el inciso tercero del artículo 29º.



2. Si no se iniciaren los trabajos dentro de los plazos señalados y no mediare fuerza mayor o caso fortuito u otra causal grave y calificada que exima de responsabilidad al concesionario, la que deberá ser fundada por la Superintendencia.



3. Si no se hubiesen ejecutado por lo menos los dos tercios de las obras dentro de los plazos establecidos y no mediare fuerza mayor o caso fortuito u otra causal grave y calificada que exima de responsabilidad al concesionario, la que deberá ser fundada por la Superintendencia.



La caducidad será declarada por el Presidente de la República mediante decreto supremo fundado.



El decreto supremo que rechace la solicitud de caducidad será expedido por el Ministro de Energía bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República.”.



14) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 54°, su oración final, por la siguiente:



“Si al constituirse una servidumbre quedaren terrenos inutilizados para su natural aprovechamiento, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 69°.”.



15) Sustitúyese el artículo 63º por el siguiente:



“Artículo 63°.- Si no se produjere acuerdo entre el concesionario y el dueño de los terrenos sobre el valor de éstos, el Superintendente, a petición del concesionario o del dueño de los terrenos, designará una o más comisiones tasadoras compuestas de tres personas, para que, oyendo a las partes, practiquen el o los avalúos de las indemnizaciones que deban pagarse al dueño del predio sirviente. En estos avalúos no se tomará en consideración el mayor valor que puedan adquirir los terrenos por las obras proyectadas.



Sin perjuicio de lo anterior, el solicitante podrá requerir la designación de una o más comisiones tasadoras desde el vencimiento del plazo para presentar observaciones u oposiciones del último notificado. Los honorarios de las comisiones tasadoras serán de cargo del concesionario y serán fijados por el Superintendente.



La comisión tasadora que para cada caso designe el Superintendente, mediante resolución, deberá estar compuesta por tres profesionales inscritos en el Registro a que se refiere el artículo siguiente y no podrá ser integrada por más de un miembro que pertenezca a la administración centralizada o descentralizada del Estado.


Corresponderá al Superintendente designar a los miembros por sorteo en un procedimiento público, bastando para esto último que el sorteo sea anunciado con cinco días de anticipación en la página web de la Superintendencia. En el mismo sorteo deberá el Superintendente nombrar a tres miembros suplentes, y determinar su orden de preferencia, para el caso que alguno de los primeros no acepte el cargo.


Quien siendo designado tasador se encontrare en alguna causal de inhabilidad de las señaladas en el artículo 63° ter deberá declararlo expresamente e inhabilitarse de conformar la comisión tasadora correspondiente. Dicha declaración deberá entregarse a la Superintendencia en el plazo señalado en el inciso anterior. En tal caso, la Superintendencia designará, en su remplazo, al tasador suplente.”.



16) Incorpórase el siguiente artículo 63° bis:



“Artículo 63° bis.- La Superintendencia llevará un Registro donde se inscribirán las personas interesadas en integrar las comisiones tasadoras referidas en el artículo anterior. El Registro será electrónico y los nombres de sus integrantes se encontrarán publicados en el sitio electrónico de la Superintendencia.



La solicitud de inscripción deberá ser enviada a la Superintendencia, en la forma que establezca el reglamento, debiéndose cumplir con los siguientes requisitos:



a) Acompañar una certificación de no haber sido condenado por un delito que merezca pena aflictiva.



b) Acreditar, mediante declaración jurada, los datos de su empleador o actividad que desarrolla, y los vínculos profesionales que tuvieren con alguna empresa del sector eléctrico.


c) Poseer título, otorgado por una universidad o instituto profesional o técnico del Estado o reconocido por éste, según corresponda, o centros de formación técnica, y acreditar una experiencia mínima de tres años en el sector público o privado, en total, en el avalúo de bienes raíces urbanos o rurales.



Habiéndose cumplido con los requisitos señalados anteriormente, el Superintendente procederá a incorporar en el registro al tasador, sin más trámite.



La acreditación de los requisitos señalados en las letras a) y b) del presente artículo, deberá actualizarse anualmente.”.


17) Incorpórase el siguiente artículo 63° ter:


“Artículo 63° ter.- No podrán integrar una comisión tasadora aquellos que, a la fecha de su designación o en cualquier momento dentro de los 12 meses anteriores a dicha fecha, tengan o hubieren tenido interés en la tasación. Se entiende que existe interés de un tasador en toda tasación en que sea beneficiado, de cualquier forma, (i) él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad; (ii) las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital; (iii) las sociedades o empresas en las cuales alguna de las personas antes mencionadas sea director o dueño, directo o indirecto, del 10% o más de su capital, y (iv) el controlador de la sociedad o sus personas relacionadas, si el director no hubiera resultado electo sin los votos de aquél o aquéllos.


Asimismo, no podrán integrar una comisión tasadora aquellos que tengan un vínculo laboral o de prestación de servicios con la empresa concesionaria o con los dueños de los predios sirvientes que deban avaluarse.


Lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63° no será considerado causal de conflicto de interés. 


En caso de que por cualquier causa deba efectuarse una nueva tasación y el monto de la indemnización fijada en ésta sea mayor a la anterior, el concesionario no podrá continuar con las obras mientras no consigne la diferencia en conformidad al artículo 66°.”.



18) Modifícase el artículo 64° de la siguiente forma:



a) Sustitúyese la expresión “de Hombres Buenos” por la voz “tasadora”.



b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero:



“En caso de que el informe de la comisión tasadora no se evacue dentro de los veinte días siguientes a la última visita a terreno de acuerdo al programa aprobado por la Superintendencia, se aplicará a cada uno de los integrantes de la comisión que hayan provocado el retraso, una multa de diez UTM.



Sin perjuicio de la multa indicada en el inciso anterior, en caso que la comisión tasadora no entregue su informe dentro de plazo, el concesionario o el dueño de los terrenos podrán solicitar al Superintendente la designación de una nueva comisión.”.



19) Modifícase el artículo 65º en el siguiente sentido:



a) Sustitúyense las expresiones “de Hombres Buenos” por la voz “tasadora” y “los interesados y de los afectados” por “los concesionarios y de los dueños de las propiedades afectadas”.



b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“De no existir servicio de correos que permita la entrega de la tasación mediante carta certificada, el solicitante podrá encomendar la notificación de la tasación a un notario público del lugar, quien certificará el hecho. En caso de no poder practicarse la notificación por carta certificada, la Superintendencia ordenará al concesionario que notifique el avalúo a través de los medios de notificación establecidos en el artículo 27°.



En caso de que el avalúo no pueda ser puesto en conocimiento de los propietarios por alguna de las vías señaladas en los incisos precedentes, ya sea porque no fue posible determinar la residencia o individualidad de los dueños de las propiedades afectadas o porque su número dificulte considerablemente la práctica de la diligencia, el concesionario podrá concurrir ante el juez de letras competente para que ordene notificar en conformidad al artículo 54 del Código de Procedimiento Civil.”.



20) Sustitúyese el artículo 66º por el siguiente:



“Artículo 66°.- El valor fijado por la comisión tasadora, más el veinte por ciento de que trata el artículo 70º, será entregado al propietario y, en caso de que este se encontrare ausente o se negare a recibirlo, será consignado en la cuenta corriente del Tribunal respectivo a la orden del propietario.”.



21) Reemplázase el artículo 67º por el siguiente:


“Artículo 67°.- Sin perjuicio de la existencia de cualquier reclamación pendiente, sea del concesionario o del dueño del predio, la exhibición del comprobante de pago o de la consignación del valor fijado por la comisión tasadora servirá al concesionario para obtener del Juez de Letras respectivo que lo ponga, sin más trámite, en posesión material de los terrenos.


A petición del concesionario, el juez podrá decretar además el auxilio de la fuerza pública para hacer cumplir el decreto de concesión, con facultad de descerrajamiento, facultad esta última de la que se hará uso si existiere oposición a la toma de posesión material de los terrenos o para el evento de encontrarse sin moradores los predios sirvientes, cuestiones que deberán ser constatadas por el agente de la fuerza pública que lleve a cabo la diligencia y de la que deberá dejarse constancia en el expediente. Para proceder de acuerdo a lo dispuesto en este inciso, el juez ordenará que previamente se notifique al dueño del predio sirviente, en el terreno consignado en el decreto de concesión, para lo cual se dejará una copia de la resolución que decretó el auxilio de la fuerza pública, la que contendrá además una referencia a dicho decreto. La notificación será practicada por un receptor judicial o por un notario público, según determine el juez, en calidad de ministro de fe, pudiendo ser también practicada por un funcionario de Carabineros de Chile, en la misma calidad, y se perfeccionará en el momento en que dicha copia se entregue a cualquier persona adulta que se encuentre en el predio. Si el ministro de fe certifica que en dos días distintos no es habida alguna persona adulta a quien notificar, bastará con que tal copia se deposite en el predio, entendiéndose así efectuada la notificación aunque el dueño del predio no se encuentre en dicho lugar o en el lugar de asiento del tribunal.”.



22) Sustitúyese el artículo 68º por el siguiente:



“Artículo 68°.- Los concesionarios o los dueños de las propiedades afectadas podrán reclamar del avalúo practicado por la comisión tasadora dentro del plazo de treinta días, a contar de la fecha de su notificación.



Desde ese momento, las cuestiones que se susciten se ventilarán de acuerdo con las reglas establecidas en el Título XI del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil.”.



Artículo transitorio.- Las personas inscritas en el Registro de Hombres Buenos establecido en el decreto supremo N° 113, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, pasarán a formar parte del Registro a que se refiere el artículo 63º bis del decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
PETICIONES DE OFICIOS

El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Alvear y señor García, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL "CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA FEDERAL DE ALEMANIA SOBRE UNA ACTIVIDAD LABORAL REMUNERADA DE FAMILIARES DEPENDIENTES DE MIEMBROS DE UNA REPRESENTACIÓN DIPLOMÁTICA O CONSULAR", SUSCRITO EN BERLÍN, EL 22 DE OCTUBRE DE 2012
(8939-10)
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Oficio Nº 10.820

VALPARAÍSO, 9 de julio de 2013
[image: image2.emf]Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 8939-10.

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre una Actividad Laboral Remunerada de Familiares Dependientes de Miembros de una Representación Diplomática o Consular”, suscrito en Berlín, el 22 de octubre de 2012.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda,
Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMRA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE LA META TODO CHILE A LLAMADA LOCAL 
(8787-19 Y 8790-15, REFUNDIDOS)
[image: image3.emf]Oficio Nº 10.821
VALPARAÍSO, 9 de julio de 2013
Con motivo de las mociones, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente a los boletines Nos 8787-19 y 8790-15.
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 4° transitorio de la ley N° 19.302 por el siguiente:

“A partir de los ciento veinte días de la entrada en vigencia de esta norma, y para los efectos del servicio público telefónico, excluida la telefonía móvil, el país se constituirá en una zona primaria, en la forma y progresión que la Subsecretaría de Telecomunicaciones defina mediante la correspondiente norma técnica; proceso que en todo caso deberá concluir en el plazo máximo de ciento ochenta días. Para efectos de la implementación de lo señalado en esta ley, no se considerará el plazo establecido en el inciso segundo del artículo 24 de la ley N° 18.168.”.

Artículo 2°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:

1) En el artículo 3°, letra e), después de las palabras “larga distancia” agrégase el vocablo “internacional”.

2) En el artículo 24 bis:

a) En el inciso primero, suprímense los vocablos “nacional e” y la coma que les precede, y después de las palabras “larga distancia”, la segunda vez que aparecen, incorpórase la palabra “internacional”.

b) En el inciso segundo, después de las palabras “larga distancia”, incorpórase el vocablo “internacional”.

c) En el inciso tercero, suprímense los vocablos “nacional o” y la coma que les precede.

d) En el inciso cuarto, después de las palabras “larga distancia”, incorpórase el vocablo “internacional”.

e) En el inciso quinto, después de las palabras “larga distancia”, incorpórase el vocablo “internacional”.

f) En el inciso sexto, después de las palabras “larga distancia”, incorpórase el vocablo “internacional”.

g) En el inciso séptimo, suprímense los vocablos “nacional e” y la coma que les precede.
h) En el inciso octavo, después de las palabras “larga distancia”, incorpórase el vocablo “internacional”.

i) En el inciso noveno, después de las palabras “larga distancia”, incorpórase el vocablo “internacional”.

j) En el inciso décimo, después de las palabras “larga distancia”, las dos veces que aparecen, incorpórase el vocablo “internacional”.

3) En el artículo 26:

a) Suprímense los incisos segundo y cuarto.

b) En el inciso tercero, después de las palabras “larga distancia”, la primera vez que aparecen, incorpórase la palabra “internacional”, y sustitúyense los vocablos “nacionales e internacionales” por la palabra “internacional”.

c) En el inciso quinto, sustitúyese la coma después de la palabra “permiso” por la letra “y”, y elimínase la expresión “y sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo de este artículo”.

d) En el inciso final sustitúyese la frase “que exceda una zona primaria” por la frase “que exceda el territorio nacional”, e intercálase entre la palabra “distancia” y la preposición “para” la palabra “internacional”.

4) En el artículo 29, inciso segundo, suprímense los vocablos “nacional e”.

Artículo 3°.- Esta ley comenzará a regir desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial. Con todo, las normas contenidas en ella que eliminan de la ley N° 18.168 la larga distancia nacional comenzarán a regir una vez que el país esté constituido en una zona primaria, conforme a lo establecido en el artículo 1°.
Artículo transitorio: 
Si concurre lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 30 I de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, y se encontraren vigentes decretos tarifarios de concesionarias a las cuales aplicaría dicho inciso, éstas se irán adecuando a la nueva fijación tarifaria a medida que sus decretos expiren. Si, por el contrario, por aplicación del mismo inciso, se extendiere por parte de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, Fomento y Turismo la vigencia de decretos tarifarios más allá del quinquenio correspondiente con el objeto que las nuevas tarifas comiencen a regir para todas las concesionarias involucradas de manera simultánea, no resultarán aplicables las reglas sobre reliquidación.”.

***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.-Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AGRAVA PENAS Y RESTRINGE BENEFICIOS PENITENCIARIOS EN MATERIA DE DELITOS SEXUALES CONTRA MENORES DE EDAD 
(8677-07)
[image: image4.emf]Oficio Nº 10.827

VALPARAÍSO, 10 de julio de 2013
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad, correspondiente al boletín No 8677-07, con las siguientes enmiendas:
AL ARTÍCULO 3°

Letra a)

Ha introducido las siguientes modificaciones en la oración final que se propone agregar en el inciso primero del artículo 368 del Código Penal:

1) Ha sustituido la expresión “pena se impondrá” por “regla se aplicará”.
2) Ha suprimido la expresión “, en calidad de autor o cómplice,”.

3) Ha eliminado la frase “, en esas mismas calidades,”.

***

Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 431/SEC/13, de 22 de mayo de 2013.
Acompaño la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.
(Fdo.):Joaquín Godoy Ibáñez, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.-Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE PERMITE LA INTRODUCCIÓN DE LA TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE 
(6190-19)
[image: image5.emf]Oficio Nº 10.823

VALPARAÍSO, 9 de julio de 2013
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, correspondiente al boletín Nº 6190-19, con excepción de las recaídas en las siguientes disposiciones, que ha rechazado:

En el artículo único (artículo 1° del H. Senado):

-el inciso séptimo propuesto en el literal d) del número 1;

-los incisos tercero, cuarto y quinto de la letra m) que se propone agregar en el artículo 12, contenidos en el literal f) del número 8;

-el inciso cuarto del artículo 13, contenido en el número 9;

-el número 11, nuevo, propuesto por el H. Senado;

-el número 12 (14 del H. Senado);

-el artículo 15 quáter propuesto en el número 13 (15 del H. Senado);

-el número 14 (16 del H. Senado);

-el número 18, nuevo, introducido por el H. Senado;

-el número 16 (20 del H. Senado);

-el literal a) del número 20 (24 del H. Senado);

El artículo 2°, nuevo, introducido por el H. Senado.

Los artículos segundo, tercero y cuarto transitorios.

La supresión del artículo sexto transitorio.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los señores diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:
-don Ramón Farías Ponce.

-don Gustavo Hasbún Selume.

-don Juan Carlos Latorre Carmona.

-don Leopoldo Pérez Lahsen.

-don Ignacio Urrutia Bonilla.

Me permito hacer presente a V.E. que las modificaciones recaídas en los artículos que se indican a continuación, fueron aprobadas con el quórum que en cada una de ellas se señala, en todos los casos de 120 señores diputados en ejercicio:

En el artículo único (1° del H. Senado):

N° 1 letra a), por 94 votos a favor;

N° 1 letras b) y c), por 99 votos a favor;

N° 1 letra d), con excepción del inciso séptimo propuesto, por 89 votos a favor;

N° 2 letra a), por 98 votos a favor;

N° 2 letras c) y d), nuevas, introducidas por el H. Senado, por 99 votos a favor;

N° 2 letra c), que ha pasado a ser e), por 88 votos a favor;

N° 3, por 100 votos a favor;

N° 4, por 98 votos a favor;

N° 5, por 81 votos a favor;

N° 8 letra a), por 100 votos a favor;

N° 8 letra b), por 101 votos a favor;

N° 8 letra c), nueva, introducida por el H. Senado, por 94 votos a favor;

N° 8 letra c), que ha pasado a ser d), por 99 votos a favor;

N° 8 letra e), que ha pasado a ser f), por 98 votos a favor;

N° 8 letra f), que ha pasado a ser g), con la salvedad de los incisos tercero, cuarto y quinto de la letra m) propuesta, por 76 votos a favor;

N° 9, con la salvedad del inciso cuarto del artículo 13 propuesto, por 99 votos a favor;

N° 11 (12 del H. Senado), por 99 votos a favor;

N° 13, nuevo, introducido por el H. Senado, por 97 votos a favor;

N° 13 (15 del H. Senado), con la salvedad del artículo 15 quáter propuesto, por 66 votos a favor;

N° 17, nuevo, introducido por el H. Senado, por 98 votos a favor;

N° 19 (23 del H. Senado) letra b), por 98 votos a favor;

N° 20 (24 del H. Senado) letra b), por 100 votos a favor;

N° 22 (25 del H. Senado) letra a), por 101 votos a favor;

N° 22 (25 del H. Senado) letra c), nueva, introducida por el H. Senado, por 97 votos a favor;

N° 22 (25 del H. Senado) letra d), que ha pasado a ser e), por 99 votos a favor;

N° 29, nuevo, introducido por el H. Senado, letra a), por 98 votos a favor;

N° 24 (30 del H. Senado), por 62 votos a favor, y

Artículo sexto transitorio, nuevo, introducido por el H. Senado, por 101 votos a favor.

De este modo, se ha dado cumplimiento a lo establecido en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política.

Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 472/SEC/13, de 4 de junio de 2013.

Devuelvo los antecedentes respectivos.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA EL MINISTERIO DEL DEPORTE 
(8085-29)
HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas: 

Del Ministerio Secretaría General de Gobierno: la Ministra, señora Cecilia Pérez; el Jefe de Gabinete, señor Pablo Urquizar; los Asesores, señoritas Katia Aguilera y Catherina Rodríguez y señores Juan Diego Montalva y Juan Manuel Arroyo; y los Asesores Comunicacionales, señorita Bárbara Covarrubias y señor Javier Canales.
Del Instituto Nacional de Deportes: el Subsecretario de Deportes, señor Gabriel Ruiz-Tagle y el Asesor Jurídico, señor Juan Andrés Dezulovic.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Marcelo Núñez.
De la Dirección de Presupuestos, DIPRES: la Abogado, señorita Catalina Rizo.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Luis Castro.
De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: la Asesora, señora Macarena Lobos.
De la oficina del Honorable Senador Quintana: el Asesor, señor Alberto Espinoza y la Periodista, señorita Nicole Morandé.

De la oficina del Honorable Senador Cantero: el Asesor, señor Rolando Neira.
De la oficina del Honorable Senador Ignacio Walker: el Asesor, señor Gustavo Guerra.

De la Asociación de Funcionarios de Chile Deportes, ANFUCHID: el Presidente, señor Álvaro Muñoz y las señoras Gloria Berrios y Magaly Sáez.

De Asociación de Funcionarios del Instituto Nacional del Deporte, ASOFIND: la Presidenta, señora Jacqueline Andalaft y el señor Víctor Donoso.

De Asociación de Funcionarios del Instituto Nacional del Deporte, AFINDEP: el Presidente, señor Antonio Leiva.

De la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, ANEF: el Secretario General, señor Bernardo Jorquera y la Vicepresidenta de Comunicaciones, señora Orietta Fuenzalida.

Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite dispuesto por la Sala del Senado.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículo 1°; numerales 6), 10), 11), 12), 15), 16) y 17) del artículo 2°; artículo 5°; y numerales 1), 3), 5), 6), 7), 9), 10), 11), 12), 13), 14), 15), 16), 17) y 18) del artículo 6°. Además, las disposiciones segunda, cuarta, sexta y séptima transitorias. 

2.-Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 2, 11, 15, 21, 29, 31, 32, 33, 35, 37, 38, 47, 50, 51, 52 y 53.

3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 5 y 28.

4.-Indicaciones rechazadas: números 3, 14, 23, 34 y 36.

5.-Indicaciones retiradas: No hubo.

6.-Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1, 4, 6, 7, 8, 9, 10, 12, 13, 16, 17, 18, 19, 20, 22, 24, 25, 26, 27, 30, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 48 y 49.

- - -

Previo al estudio pormenorizado de las indicaciones, es necesario recordar que el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados y aprobado en general por el Senado constaba de nueve artículos permanentes y siete disposiciones transitorias. Las normas de carácter permanentes se agrupaban, a su vez, en cinco títulos que llevaban por epígrafe “Del Ministerio del Deporte”, “Modificaciones a la ley N° 19.712, Ley del Deporte”, “Modificaciones a la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional”, “Modificaciones a la ley N° 19.863, sobre Remuneraciones de Autoridades de Gobierno y Cargos Críticos de la Administración Pública y Da Normas sobre Gastos Reservados” y “Modificaciones a la ley N° 20.557, Ley de Presupuestos para el Sector Público, correspondiente al año 2012”, respectivamente.

Dicho texto fue objeto, inicialmente, de cincuenta indicaciones, de las cuales 15 fueron presentadas por Su Excelencia el Presidente de la República, 2 por la Honorable Senadora señora Alvear, 19 por el Honorable Senador señor Escalona y 14 por los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz y Rossi.


Con posterioridad, y por acuerdo de la Sala, se abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta el día 15 de abril del año en curso. En virtud de lo anterior, el número total de indicaciones presentadas a esta iniciativa legal aumentó a cincuenta y tres, debiendo procederse a efectuar una nueva enumeración de ellas, en la forma en que se consigna en este informe. De las tres indicaciones presentadas en este espacio de tiempo, dos corresponden al Honorable Senador señor Letelier y una al Honorable Senador Larraín, don Hernán.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una relación de los artículos del proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado sobre los que recayeron indicaciones. Asimismo, se realiza una transcripción o descripción, según el caso, de las indicaciones formuladas a dichos preceptos, de la discusión surgida con ocasión de ellas y de los acuerdos adoptados.
- - -


Cabe hacer presente que al inicio de la discusión en particular de esta iniciativa de ley, y conforme a la propuesta formulada por los representantes del Ejecutivo, en especial, de la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, la Comisión efectuó un examen de la admisibilidad de varias de las indicaciones presentadas. Como consecuencia del referido examen, y según consta en el cuadro inserto al inicio de este informe, hubo una serie de indicaciones que fueron declaradas inadmisibles como consecuencia de la votación que se realizó respecto de este punto. 


El fundamento esgrimido por el Ejecutivo para ello fue que los contenidos de las indicaciones respectivas recaían en materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, ya sea porque se referían a la administración financiera o presupuestaria del Estado, a la creación de servicios públicos o determinación de sus funciones, o bien a la fijación y modificación de las remuneraciones del personal de la Administración Pública.

- - -

Artículo 2°

El artículo 2° del proyecto de ley en estudio determina, en 17 numerales, las funciones que deberá asumir el Ministerio del Deporte. Debe tenerse en consideración que de ellas muchas corresponden actualmente a las atribuciones del Instituto Nacional de Deportes de Chile, según lo establece el artículo 12 de la ley N° 19.712, de 2001, Ley del Deporte. 

Respecto del precepto referido se presentaron 20 indicaciones. De ellas, como también de los numerales en los cuales éstas recayeron, se deja constancia a continuación.

Número 1)

El numeral encarga al Ministerio del Deporte la función de elaborar y evaluar la Política Nacional del Deporte y los planes generales en materia deportiva, además de informar periódicamente sobre sus avances y cumplimiento.

Este numeral fue objeto de las indicaciones números 1), del Honorable Senador señor Escalona, y 2), de Su Excelencia el Presidente de la República.
La indicación número 1), del Honorable Senador señor Escalona, considera esta atribución con otra redacción, de manera de encargar al Ministerio del Deporte la función de elaborar y controlar la aplicación de la política nacional del deporte, y aprobar los planes generales en materia deportiva del Estado e informar sobre sus avances y cumplimiento en cuenta pública ejecutada anualmente por el Ministerio del Deporte.

La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez, hizo presente que la indicación en estudio, tal como se señaló en la constancia precedentemente transcrita, debiera ser declarada inadmisible, toda vez que ella modifica la atribución que se le entrega al Ministerio del Deporte e, incluso, le impone una nueva función, lo que vulnera lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. En efecto, puntualizó que, según lo señala el numeral 2 de ese precepto, la determinación de las atribuciones o funciones de los servicios públicos es una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.

-Recogiendo la solicitud formulada por la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 1). La unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, se pronunció a favor de la inadmisibilidad.

La indicación número 2), de Su Excelencia el Presidente de la República, en tanto, apunta a sustituir el vocablo “elaborar”, utilizado en el numeral 1, por el de “proponer”.

La señora Ministra Secretaria General de Gobierno explicó que la indicación encuentra su fundamento en que, de conformidad a lo dispuesto en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, los Ministerios sólo pueden “proponer” al Presidente de la República las distintas políticas nacionales y no efectuar su elaboración. En razón de lo anterior y con el objeto que exista coherencia entre este numeral y el resto del ordenamiento jurídico, afirmó que debiera acogerse la indicación a fin de efectuar la referida sustitución de la expresión verbal que utiliza este numeral.

-Puesta en votación la indicación número 2), ésta resultó aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 2)

El inciso primero de este numeral dispone que el Ministerio del Deporte deberá formular programas y acciones para el desarrollo de la actividad física y deportiva de la población. El inciso segundo, en tanto, agrega la misión de formular programas y acciones, con el mismo objeto, destinados al deporte de alto rendimiento.

En relación con el aludido numeral, se presentó la indicación número 3), de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz y Rossi, para reemplazarlo por uno del siguiente tenor:

“Formular programas y acciones destinadas al desarrollo de la actividad física y deportiva de la población en los ámbitos del deporte recreativo, de competición, de alto rendimiento y de la formación para el deporte.”

Sobre el particular, el Asesor Jurídico del Instituto Nacional de Deportes, señor Juan Andrés Dezulovic, explicó que la indicación transcrita, si bien es cierto, recoge las distintas dimensiones deportivas que actualmente reconoce la Ley del Deporte.
, ello no se condice con la tendencia actual buscada por el Ejecutivo, que es alcanzar una visión más amplia en relación con esta actividad, cuestión que el numeral aprobado en general recoge adecuadamente. A mayor abundamiento, enfatizó que de acogerse la indicación en debate, ámbitos trascendentales del deporte como el laboral y el universitario no quedarían comprendidos dentro de la realidad deportiva del país.

La Honorable Senadora señora Von Baer compartió la explicación anterior, toda vez que, resaltó, puede ocurrir que el desarrollo deportivo de nuestro país cambie con el transcurso del tiempo y el Ministerio del Deporte no cuente con las atribuciones legales para adaptarse a las nuevas exigencias. En el mismo sentido, remarcó la necesidad de crear un Ministerio que sea sustentable en el tiempo y no uno cuya estructura jurídica deje de estar en sintonía con la realidad en el corto tiempo.

Por su lado, el Honorable Senador señor Quintana destacó que de seguir el criterio del Ejecutivo los distintos ámbitos del deporte sólo quedarían recogidos en la ley N° 19.712.

El señor Asesor Jurídico del Instituto Nacional de Deportes, deteniéndose en la intervención del Honorable Senador señor Quintana, aseguró que la ley N° 19.712 merece ser analizada y modificada en lo que respecta a los diversos ámbitos del deporte. Con todo, subrayó que el objeto de la iniciativa legal en estudio es otro, como es la creación del Ministerio del Deporte.

Por otro lado, recordó que el numeral en análisis fue debatido también en la Comisión de Deportes de la Cámara de Diputados, ocasión en la cual los integrantes de la instancia solicitaron separar en dos incisos diferentes los programas y acciones destinadas al desarrollo de la actividad física y deportiva de la población de la de los destinados al deporte de alto rendimiento.
El Subsecretario de Deportes, señor Gabriel Ruiz-Tagle, reafirmando los dichos del Asesor Jurídico del Instituto Nacional de Deportes, afirmó que las dimensiones deportivas que reconoce la Ley del Deporte no responden, a cabalidad, a la realidad imperante y, por lo tanto, coincidió con la necesidad de modificar el cuerpo legal citado. En atención a lo anterior, hizo ver la inconveniencia de precisar en el proyecto de ley en discusión una enumeración que pueda quedar obsoleta en poco tiempo.

El Honorable Senador señor Cantero, en tanto, puso de relieve que si la redacción del texto legal aprobado en general por el Senado es más amplia que la contenida en la indicación en debate nada justificaría la aprobación de esta última.

-Puesta en votación la indicación número 3), resultó rechazada por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Cantero, uno a favor, del Honorable Senador señor Quintana, y una abstención, del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.

Asimismo, el citado numeral fue objeto de la indicación número 4), del Honorable Senador señor Escalona, para reemplazar la función en él señalada por la de desarrollar programas y acciones destinados al crecimiento de la actividad física y deportiva de toda la población nacional.

La señora Ministra Secretaria General de Gobierno hizo presente que la indicación sustituye una de las funciones del Ministerio del Deporte e impone una nueva, lo que vulnera lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República
, por lo que ella debiera ser declarada inadmisible. 

-Recogiendo el planteamiento formulado por la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 4). Por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, la indicación número 4) fue declarada inadmisible.

Número 3)

Este numeral encomienda al nuevo Ministerio la función de coordinar las acciones vinculadas al deporte que lleven a cabo, en sus respectivos ámbitos de competencias, las distintas Carteras de Estado y servicios públicos, debiendo considerarse las diversas perspectivas regionales en su implementación.

Respecto de este numeral, el Honorable Senador señor Escalona, formuló la indicación número 5), a fin de sustituir la referida atribución por una que tenga también en consideración las diferentes perspectivas comunales. La redacción propuesta por la indicación para este número es del siguiente tenor:

“Coordinar las acciones vinculadas al deporte que todos los Ministerios y los servicios públicos desarrollen en sus respectivos ámbitos de competencia, considerando las distintas perspectivas regionales y comunales en su implementación.” 

El señor Asesor Jurídico del Instituto Nacional de Deportes y el señor Subsecretario de Deportes afirmaron que el Ejecutivo compartía la necesidad de incorporar en la redacción de este número la dimensión comunal. 

La Honorable Senadora señora Von Baer, si bien estimó indispensable incorporar la citada dimensión, aseguró que debiera preferirse la redacción de la disposición aprobada en general agregando la mencionada perspectiva, en lugar de acogerse la indicación del Honorable Senador señor Escalona. De ser así, señaló que la redacción del numeral 3 sería la siguiente:

“3) Coordinar las acciones vinculadas al deporte que los Ministerios y los servicios públicos desarrollen en sus respectivos ámbitos de competencia, considerando las distintas perspectivas regionales y comunales en su implementación.”

Por su lado, el Honorable Senador señor Quintana compartió la propuesta anterior y enfatizó que actualmente algunos Gobiernos Regionales disponen del Fondo Nacional del Deporte para fines distintos de aquellos a los cuales estos están destinados, cuestión que llamó a desterrar.
- Puesta en votación la indicación número 5), en los términos propuestos por la Honorable Senadora señora Von Baer, ésta resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio. 
Número 4)

Encarga a la nueva Cartera de Estado la atribución de informar al Ministerio de Educación la pertinencia de los planes y programas del sector de aprendizaje de Educación Física, Deportes y Recreación con el diseño de políticas para el mejoramiento de la calidad de la formación para el deporte y de la práctica deportiva en el sistema educacional, en todos sus niveles.

Sobre este numeral recayeron las indicaciones números 6, 7 y 8.

La indicación número 6), del Honorable Senador señor Escalona, reemplaza la referida atribución, a fin de que el nuevo Ministerio no tenga la misión de informar al Ministerio de Educación respecto de la pertinencia de los planes y programas señalados, sino la de analizarlos y concordarlos con dicha cartera.

La señora Ministra Secretaria General de Gobierno hizo presente, al igual como lo señalara precedentemente respecto de otras indicaciones, que la proposición en estudio debiera ser declarada inadmisible, toda vez que al sustituirse una de las funciones del Ministerio del Deporte e imponerse una nueva se vulnera lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, norma que señala que la determinación de las atribuciones o funciones de los servicios públicos es una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.

-Recogiendo lo expresado por la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 6). Por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, la indicación número 6) fue declarada inadmisible.
Por su parte, la indicación número 7), de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz y Rossi, apunta a sustituir la citada atribución por el deber de asesorar a los Ministerios de Salud y de Educación, a requerimiento de éstos, en asuntos relacionados con el deporte. Además, añade la posibilidad de solicitar de dichas carteras asesorías específicas que permitan mejorar diversos aspectos de la práctica deportiva.
La señora Ministra Secretaria General de Gobierno reiteró el argumento expuesto con ocasión de la anterior indicación, por lo que solicitó al señor Presidente declarar inadmisible esta proposición, por los mismos fundamentos que se expusieron precedentemente.

-Recogiendo la solicitud formulada por la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 7). Por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, la indicación número 7) fue declarada inadmisible.

Por su lado, la indicación número 8), de la Honorable Senadora señora Alvear, propone agregar un nuevo párrafo al numeral en estudio, el que establecería lo siguiente:

“Presentar al Ministerio de Educación, un Programa Anual de contenidos para los planes y programas del sector de aprendizaje Educación Física, Deportes y Recreación, que procure un adecuado equilibrio entre las pedagógicas horas que se destinen a enseñar dichos planes y programas y las que se destinen a la educación física, de manera de contribuir a la formación de ciudadanos deportivamente cultos, que comprendan con la mayor cabalidad posible la importancia del deporte y las consecuencias para una vida saludable, física y mentalmente. El Ministerio de Educación, deberá considerarla.”
La señora Ministra Secretaria General de Gobierno, al igual como lo hiciera respecto de las dos indicaciones anteriores, y por las mismas razones enunciadas, solicitó que se declarara inadmisible.

-Recogiendo la solicitud formulada por la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 8). Por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, la indicación número 8) fue declarada inadmisible.

Número 5)

Este número encomienda al Ministerio del Deporte el establecer mecanismos que fomenten la ejecución de programas de interés sectorial, con organizaciones públicas y privadas.

La indicación número 9) del Honorable Senador señor Escalona, sustituye el deber citado por el de revisar, aprobar y materializar todo tipo de mecanismos y acciones que promuevan la ejecución de planes, programas y proyectos de interés sectorial con organizaciones públicas y privadas.

La señora Ministra Secretaria General de Gobierno, al igual como lo hiciera respecto de otras indicaciones, hizo presente que, por los mismos fundamentos expuestos precedentemente, ella debiera ser declarada inadmisible, toda vez que sustituye una de las funciones del Ministerio del Deporte e impone una nueva carga, lo que vulnera lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

-Recogiendo lo expresado por la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 9). Por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, la indicación número 9) fue declarada inadmisible.

Número 7)

Traslada al Ministerio del Deporte una labor actualmente radicada en el Instituto Nacional de Deportes, según lo dispone la letra b) del artículo 12 de la ley N° 19.712, y que consiste en definir las estrategias para difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, y para el fomento de su práctica a lo largo de la población.

Sobre este numeral recayó la indicación número 10), de autoría del Honorable Senador señor Escalona, para reemplazarlo por uno en donde no sólo se obligue a la nueva Cartera de Estado a definir las referidas estrategias, sino también a aplicarlas.

La señora Ministra Secretaria General de Gobierno hizo presente que la indicación en estudio debiera ser declarada inadmisible, toda vez que al imponerle una nueva función al Ministerio del Deporte vulnera lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. En efecto, puntualizó que, según lo señala claramente el numeral 2 del referido inciso, la determinación de las atribuciones o funciones de los servicios públicos es una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.

-Recogiendo el planteamiento formulado por la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 10). Por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, la indicación número 10) fue declarada inadmisible.

Número 8)

Este numeral, reubicando la atribución que actualmente contempla la letra f) del artículo 12 de la ley N° 19.712, encomienda al Ministerio de Educación la elaboración de las normas preventivas para la práctica del deporte y la prevención del dopaje, además de todas aquellas materias relativas a la salud física y mental de los deportistas, debiendo requerirse, en todo caso, la aprobación del Ministerio de Salud.

Respecto de este numeral, se formuló la indicación número 11), de Su Excelencia el Presidente de la República, a fin de sustituir el verbo “elaborar”, en él utilizado, por el de “proponer”.

La señora Ministra Secretaria General de Gobierno, en un sentido similar al señalado con ocasión de la indicación número 2), explicó que la sugerencia del Ejecutivo encuentra su fundamento en que, de conformidad a lo dispuesto en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, a los Ministerios sólo les corresponde la proposición de las normas y no su elaboración, lo que es una atribución propia del Jefe de Estado. En razón de lo anterior y con el objeto que exista coherencia entre este numeral y el resto del ordenamiento jurídico, afirmó que debiera sustituirse la expresión “elaborar” por la de “proponer”.

-Puesta en votación la indicación número 11), resultó aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.
Número 9)

Encarga al nuevo Ministerio que se crea por este proyecto de ley la función de administrar el catastro de infraestructura deportiva tanto a nivel nacional como regional, debiendo diferenciarse aquellas cuya construcción, reparación, mantención o administración se financie con recursos públicos, ya sea de manera total o parcial.

En relación con este numeral, los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz y Rossi presentaron la indicación número 12), contemplando esta función de manera diversa, al disponer que el Ministerio del Deporte deberá además elaborar la política nacional de infraestructura deportiva, la que incluirá la construcción, reparación y mantención de recintos deportivos.

La señora Ministra Secretaria General de Gobierno hizo presente, al igual como lo planteó respecto de otras proposiciones, que la indicación en estudio debiera ser declarada inadmisible, toda vez que al sustituir una de las funciones del Ministerio del Deporte e imponerle una nueva se vulnera lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. En efecto, puntualizó que, según lo señala el numeral 2 del referido inciso, la determinación de las atribuciones o funciones de los servicios públicos es una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.

-Recogiendo lo expresado por la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 12). Por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, la indicación número 12) fue declarada inadmisible.

Por otro lado, sobre el numeral citado recayó también la indicación número 13), planteada por el Honorable Senador señor Escalona, para sustituir el deber referido por uno que comprenda la elaboración, administración y actualización de un catastro de infraestructura deportiva, a nivel nacional, regional y comunal, tanto de carácter público como privado, distinguiendo según si se financió o no con recursos públicos.

La señora Ministra Secretaria General de Gobierno hizo presente que la indicación en estudio debiera ser declarada inadmisible, toda vez que al sustituir una de las funciones del Ministerio del Deporte e imponerle una nueva se vulnera lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. En efecto, puntualizó que, según lo señala claramente el numeral 2 del referido inciso, la determinación de las atribuciones o funciones de los servicios públicos es una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.

-Recogiendo el planteamiento formulado por la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 13). Por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, la indicación fue declarada inadmisible.

Número 13)

Este numeral incluye como obligación del Ministerio del Deporte el sugerir planes y programas que incentiven la práctica deportiva, incluso competitiva, de determinadas personas, entre las que se enumeran las que se encuentran en proceso de rehabilitación por drogadicción y alcoholismo en instituciones especializadas, las con discapacidad, las privadas de libertad en recintos penitenciarios y la población menor de edad considerada en situación de riesgo social que esté bajo el cuidado o protección de organismos dependientes del Ministerio de Justicia o de instituciones privadas de beneficencia.
Respecto de este numeral, se presentaron dos indicaciones. 

La indicación número 14), de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz y Rossi, apunta a suprimir el numeral en estudio.

El señor Asesor Jurídico del Instituto Nacional de Deportes indicó que si bien la indicación en estudio era admisible, toda vez que se limitaba a rechazar una función de un servicio público, no existía razón alguna que justificara la supresión de esta facultad. A mayor abundamiento, advirtió que el único efecto que tendría la aprobación de la indicación mencionada consistiría en que dicha atribución quedaría radicada en el Instituto Nacional de Deportes de conformidad a lo dispuesto en la letra q) del artículo 12 de la ley n° 19.712.

En ese mismo orden de consideraciones, aseguró no comprender la intención de los autores de la indicación y agregó que la única diferencia de la letra q) del artículo 12 de la ley N° 19.712 con el numeral 13 del artículo 2° de la propuesta de ley radica en la exclusión de las mujeres dueñas de casa de las personas beneficiadas, lo que, precisó, obedece a que su incorporación en dicho grupo objetivo no era adecuada.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la visión del Ejecutivo y añadió que de suprimirse esta facultad para el Ministerio del Deporte se eliminaría la atribución para esta cartera de sugerir planes y programas deportivos para los grupos vulnerables en ella enumerados.

-Puesta en votación la indicación número 14), ésta resultó rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.

Por su lado, la indicación número 15), del Honorable Senador señor Escalona, compartiendo la necesidad de proponer planes y programas para incentivar la práctica deportiva de las personas citadas, busca eliminar la posibilidad de fomentar la de carácter competitivo, para lo cual propone suprimir del referido numeral la expresión “incluso competitiva.”

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la indicación presentada por el Honorable Senador señor Escalona.

Por su lado, el señor Asesor Jurídico del Instituto Nacional de Deportes afirmó que el Ejecutivo también compartía la indicación en estudio, toda vez que, de eliminarse la expresión aludida, la redacción de la atribución alcanzaría un carácter más genérico.

-Puesta en votación la indicación número 15), ésta resultó aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.
Número 14)

Este número encomienda al Ministerio que se crea la función de ejecutar las acciones y ejercer las facultades necesarias para realizar los fines asignados, para lo cual puede celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, sean éstas de derecho público o privado.

En relación con este numeral, el Honorable Senador señor Escalona formuló la indicación número 16), a fin de agregar la toma de razón de dichos convenios por parte de la Contraloría General de la República. Para ello, sugirió agregar a continuación de la voz “privado”, la frase “con toma de razón por la Contraloría General de la República.”

La señora Ministra Secretaria General de Gobierno hizo presente que la indicación en estudio debiera ser declarada inadmisible, toda vez que regula la forma en que se debe ejercer esta función por el Ministerio del Deporte, lo que vulnera lo dispuesto en el número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

-Recogiendo el planteamiento formulado por la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 16). Por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, la indicación fue declarada inadmisible.

- - -

A continuación, se presentó la indicación número 17), de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz y Rossi, para consultar un nuevo numeral para el artículo 2° del proyecto en estudio, con el objeto de incluir dentro de las atribuciones del Ministerio del Deporte el diseño de modelos técnicos y pedagógicos para apoyar tanto los procesos de enseñanza aprendizaje como los de entrenamiento deportivo. A lo anterior se suma el deber de elaborar planes de supervisión técnica metodológica para controlar la aplicación de los modelos de referencia, asegurar la calidad de los procesos y retroalimentar el sistema.
La señora Ministra Secretaria General de Gobierno, del mismo modo como lo puntualizara respecto de otras indicaciones, hizo presente que la indicación en estudio debiera ser declarada inadmisible, ya que le impone una nueva función al Ministerio del Deporte lo que vulnera lo dispuesto en número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 

-Recogiendo lo expresado por la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 17). Por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, la indicación número 17) fue declarada inadmisible.

Enseguida, los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz y Rossi formularon la indicación número 18) para consultar un nuevo numeral que incluya dentro de las funciones de la referida Cartera de Estado el facilitar la práctica y desarrollo de actividades lúdicas de carácter deportivo que formen parte de la tradición histórica e identidad cultural de los pueblos originarios.

Del mismo modo como lo hiciera respecto de otras indicaciones, la señora Ministra Secretaria General de Gobierno hizo presente que la indicación en estudio debiera ser declarada inadmisible, toda vez que al imponerle una nueva función al Ministerio del Deporte vulnera lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. En efecto, puntualizó que, según lo señala claramente el numeral 2 del referido inciso, la determinación de las atribuciones o funciones de los servicios públicos es una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.

-Recogiendo lo expuesto+++ por la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 18). Por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, la indicación número 18) fue declarada inadmisible.

Asimismo, los parlamentarios autores de las dos indicaciones anteriormente consignadas presentaron la indicación número 19), para incorporar un nuevo numeral que incluya como función del Ministerio del Deporte la calificación de los fines deportivos de los proyectos a que se refiere el número 2) del artículo 62 de la ley N° 19.712.

- Del mismo modo como lo hiciera respecto de otras indicaciones, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 19). Por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, la indicación fue declarada inadmisible.

Finalmente, con relación al artículo 2° del proyecto en debate, los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz y Rossi, a través de la indicación número 20), propusieron incorporar un nuevo numeral, que incluye dentro de las funciones de la nueva cartera el deber de fiscalizar el uso y destino de los dineros fiscales recibidos - sean estos aportes monetarios directos o provenientes de la franquicia tributaria del artículo 62 de la ley N° 19.712- por parte de las organizaciones para la realización de proyectos, programas o actividades deportivas, no obstante las atribuciones fiscalizadoras que pudieren corresponder al Servicio de Impuestos Internos o a otros órganos de la Administración del Estado.
- El señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de la indicación número 20). Por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, la indicación fue declarada inadmisible.

- - -

Artículo 3°

El artículo 3° aprobado en general constituye una de las disposiciones que comprende el Párrafo 2 del Título I del proyecto en estudio. Dicho precepto establece la organización que tendrá el Ministerio del Deporte, la que comprenderá el Ministro del ramo y su respectiva Subsecretaría.

El inciso segundo del mencionado artículo dispone que un reglamento será el encargado de determinar la distribución temática de las distintas divisiones de la nueva cartera, de conformidad a lo señalado en la Ley General de Bases de la Administración del Estado. 

El inciso tercero, por su parte, precisa que en la referida organización no tendrá aplicación lo dispuesto en el artículo 26 del referido cuerpo legal, vale decir, esta cartera no se desconcentrará territorialmente mediante Secretarías Regionales Ministeriales.

En relación con este precepto, se presentaron cinco indicaciones - número 21 a 25 - las que se detallan a continuación.

La indicación número 21), de Su Excelencia el Presidente de la República, apunta a reemplazar el referido precepto a fin de que la organización del Ministerio referido no sólo comprenda al Ministro del Deporte y a su respectiva Subsecretaría, sino también Secretarías Regionales Ministeriales. Asimismo, dispone que un decreto supremo del nuevo Ministerio, el que deberá ser suscrito, además, por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, será el instrumento encargado de determinar las regiones que serán sede de cada una de las Secretarías Regionales Ministeriales. Agrega que en las demás regiones del país, vale decir, en aquellas en donde no existan Secretarías Regionales Ministeriales de Deporte con dedicación exclusiva, el nombramiento de los Secretarios Regionales Ministeriales de Deporte se efectuará de conformidad con lo señalado en el artículo 62 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. En otras palabras, en este último caso, el Secretario Regional de otro ministerio estará a cargo de la Secretaría Regional Ministerial del Deporte. 

El tenor de la indicación referida es el siguiente:

“Artículo 3°.- La Organización del Ministerio será la siguiente:

1. El Ministro del Deporte.

2. La Subsecretaría del Deporte.

3. Las Secretarías Regionales Ministeriales.

Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Mediante decreto supremo del Ministerio del Deporte, además, suscrito por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, se fijará las regiones en las que los Secretarios Regionales Ministeriales del Deporte, pertenecientes a la planta de ese Ministerio, actuarán como sus representantes y la ciudad capital de región que será la sede de cada una de las Secretarías Regionales.

En las demás Regiones del país, el nombramiento de los Secretarios Regionales Ministeriales de Deporte se efectuará de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 62 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.”.
En relación con esta indicación, la señora Ministra Secretaria General de Gobierno explicó que, por medio de ella, el Ejecutivo pretende dar cumplimiento al compromiso contraído durante la discusión en general del proyecto de ley, en orden a incorporar Secretarios Regionales Ministeriales con dedicación exclusiva a la estructura institucional.

Agregó que esta alternativa implica, además, la posibilidad de que en aquellas regiones en donde no existan estos funcionarios con dedicación exclusiva, existirá otro afín que asuma como “Biseremi” la representación de la nueva cartera.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo ver que esta norma fue uno de los puntos más discutidos durante el estudio en general de la iniciativa de ley y estimó indispensable que se definiera, a lo menos, el número de Secretarios Regionales Ministeriales con dedicación exclusiva que existirá a lo largo del país.
En lo que atañe a las demás Secretarías Regionales Ministeriales, recordó que el compromiso del Ejecutivo fue que la labor de ellas quedara radicada en los Secretarios Regionales del Ministerio de Desarrollo Social.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana puso de manifiesto que el compromiso del Ejecutivo fue incorporar, durante la discusión en particular del proyecto de ley, 4 ó 5 Secretarios Regionales Ministeriales a la estructura institucional, independientes de los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes.

La señora Ministra Secretaria General de Gobierno, deteniéndose en las intervenciones recientemente mencionadas, aseveró que los compromisos asumidos fueron los señalados y que, en consecuencia, existirán 4 Secretarios Regionales Ministeriales del Deporte a lo largo del país con dedicación exclusiva y en aquellas regiones en donde no exista esta figura, el Secretario Regional del Ministerio de Desarrollo Social será quien llevará a cabo estas funciones.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó a la señora Ministra Secretaria General de Gobierno informar las regiones en las cuales existirán Secretarios Regionales Ministeriales del Deporte con dedicación exclusiva.

El Honorable Senador señor Cantero subrayó que si bien la mención de las regiones en las cuales existirán Secretarios Regionales Ministeriales del Deporte con dedicación exclusiva podía discutirse, ello no debiera quedar establecido en la ley. En efecto, estimó que la redacción actual del artículo 3° era la adecuada si se tiene en consideración que, a largo plazo, el referido órgano debiera existir en cada una de las regiones del país.

La Honorable Senadora señora Von Baer coincidió con la opinión del Honorable Senador señor Cantero. Con todo, consideró necesario dejar establecido en la ley que en aquellas regiones en donde no se constituirán Secretarías Regionales Ministeriales del Deporte, sus funciones serán asumidas por el Secretario Regional Ministerial de Desarrollo Social.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, refiriéndose a la intervención de la Honorable Senadora señora Von Baer, puntualizó que no creía necesario precisar en la ley las regiones en las que existirán Secretarios Regionales Ministeriales del Deporte como tampoco que en aquellas zonas en las cuales ellos no existan sus funciones sean asumidas por el respectivo Secretario Regional del Ministerio de Desarrollo Social. Concluyó señalado que bastaría que ello quedara claramente establecido en las discusión legislativa para los efectos de la historia de la ley, como, de hecho, se esta realizando.

La señora Ministra Secretaria General de Gobierno aseveró que las regiones en las cuales existirán Secretarios Regionales Ministeriales del Deporte con dedicación exclusiva serán definidas cuando se presente a esta Comisión el “modelamiento” del nuevo Ministerio. 

-Puesta en votación la indicación número 21), fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.

Por su lado, la indicación número 22), de los Honorables Senadores señores Navarro, Letelier, Muñoz y Rossi, propone sustituir el precepto aludido por uno nuevo, cuyo texto es el siguiente:

“Artículo 3°.- La Organización del Ministerio será la siguiente:

1.-El Ministro del Deporte.
2.-La Subsecretaría del Deporte.
La organización de ésta contemplará los niveles jerárquicos de división, departamentos, secciones y oficinas, las que estarán establecidas en un reglamento, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.575.

Para los efectos de establecer las demás unidades de la referida estructura interna, se considerarán áreas funcionales tales como la encargada de estudiar y elaborar la política nacional del deporte; desarrollar la investigación, aplicar la supervisión técnico metodológica; elaborar programas y acciones en materia de deporte recreativo, competitivo, de alto rendimiento y formativo, fiscalizar el uso y destino de aportes fiscales directos e indirectos y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio del Deporte.”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, estimó que la indicación en comento debía ser declarada inadmisible toda vez que abordaba materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República. Además, añadió que dicha indicación se contraponía al contenido de la indicación número 21), recientemente aprobada.

La Honorable Senadora señora Von Baer compartió el análisis efectuado anteriormente y, en consecuencia, estimó pertinente poner en votación la admisibilidad de la indicación en estudio.

-Puesta en votación la admisibilidad de la indicación número 22), la instancia la declaró inadmisible a la luz de lo dispuesto en el numeral 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República y de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional existente al respecto, por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

La indicación número 23), en tanto, de autoría de los Honorables Senadores señores Navarro, Letelier, Muñoz y Rossi, sugiere suprimir los incisos primero y segundo del artículo 3°.

-Puesta en votación la indicación número 23), ésta fue rechazada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

El fundamento que esgrimió la mayoría de la Comisión para votar en contra de esta indicación fue que su contenido resultaba incompatible con lo dispuesto en la indicación número 21), recientemente aprobada.

Por otra parte, la indicación número 24), de autoría de los mismos parlamentarios anteriormente mencionados, busca consultar un nuevo inciso final para el artículo 3°. La intención de la citada indicación consiste en que en todas las regiones del país exista una Secretaría Regional Ministerial dependiente del Ministerio del Deporte, la que tendrá a su cargo las funciones de asesorar al Intendente en materia deportiva, velar por la coordinación de los programas deportivos que se desarrollen a nivel regional, coordinar la ejecución de la política nacional del deporte con otros ministerios en la región y asesorar a la Dirección Regional del Instituto Nacional de Deportes en la Región, sin perjuicio de las demás funciones y atribuciones que le correspondan de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.175 y en otros cuerpos legales.
Al respecto, el Honorable Senador señor Navarro señaló que si bien la indicación en estudio podía ser declarada inadmisible a la luz de lo dispuesto en el numeral 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, su contenido era plausible, razón por la cual solicitó para ella el patrocinio del Ejecutivo.

El señor Subsecretario de Deportes, deteniéndose en la intervención del Honorable Senador señor Navarro, resaltó que la organización del Ministerio del Deporte constituye una materia ya abordada por la Comisión. En efecto, recordó que ello es un asunto que se encuentra contenido en el artículo 3° del proyecto de ley, precepto que recogió íntegramente la indicación número 21), presentada por Su Excelencia el Presidente de la República. 

Agregó el representante del Ejecutivo que, de conformidad a lo dispuesto en la indicación referida, sólo en algunas regiones del país habrá Secretarios Regionales Ministeriales del Deporte con dedicación exclusiva y en las demás regiones será otro funcionario afín quien asuma como “Biseremi” la representación de la nueva Cartera. Con todo, afirmó que la determinación de las regiones en las que tendrá presencia el nuevo Ministerio será una materia que se dará a conocer a los integrantes de esta instancia, como se señaló con antelación, cuando se presente el modelamiento del mismo.

-Puesta en votación la admisibilidad de la indicación número 24), la instancia la declaró inadmisible a la luz de lo dispuesto en el numeral 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República y de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional existente al respecto, por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

Por último, la indicación número 25), del Honorable Senador señor Letelier, apunta a sustituir la redacción de los incisos segundo y tercero del artículo 3°. Concretamente, a través de un nuevo inciso segundo se deja establecido que en la distribución temática de la nueva Cartera se estará a lo dispuesto en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado. Por su parte, el nuevo inciso tercero consigna que para los efectos de establecer las demás unidades de la referida estructura interna, se considerarán las siguientes áreas funcionales: la encargada de estudiar y elaborar la política nacional del deporte; la de desarrollar la investigación, la de aplicar la supervisión técnico metodológica; la de elaborar programas y acciones en materia de deporte recreativo, competitivo, de alto rendimiento y formativo, la de fiscalizar el uso y destino de aportes fiscales directos e indirectos. Asimismo, se considerarán las demás áreas que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio del Deporte.

Además, la indicación en estudio propone incluir un inciso cuarto nuevo al artículo 3° por medio del cual, como lo establecía la indicación número 24), establece que en cada región del país exista una Secretaría Regional Ministerial del Deporte, a cargo de un secretario regional ministerial dependiente de la nueva Cartera. Dicho representante tendrá la función de asesorar al Intendente respectivo, la de velar por la coordinación de los programas deportivos que se desarrollen a nivel regional, la de coordinar la ejecución de la política nacional del deporte con otros ministerios en la región y la de asesorar a la Dirección Regional del Instituto Nacional de Deportes en la Región, sin perjuicio de las demás atribuciones que pudiere contemplar la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional u otros textos legales.

-Puesta en votación la admisibilidad de la indicación número 25), se declaró inadmisible por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

- - -

Una vez votada la admisibilidad de la indicación número 25), y siguiendo el mismo procedimiento utilizado respecto de varias de las indicaciones comprendidas entre las número 1) y 25), la Secretaría de la Comisión, a petición de sus miembros, enumeró las indicaciones que, en su opinión, abarcaban materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República y, en consecuencia, debían ser declaradas inadmisibles. Lo anterior con el objeto de hacer más expedito el estudio en particular de esta iniciativa de ley. Se encuentran en la situación descrita las indicaciones números 26, 27, 30, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 48 y 49.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Navarro puso de relieve que la declaración de inadmisibilidad, si bien constituía una atribución del Presidente de la Comisión, su decisión podía ser reconsiderada por dicha Instancia.
 Precisado lo anterior, lamentó la forma en que se llevaba a cabo el estudio en particular de esta  propuesta de ley. En efecto, sentenció que dicha discusión constituía la oportunidad en la cual se podría analizar en detalle las distintas regulaciones contenidas en el proyecto, como asimismo, las proposiciones de modificación de las mismas planteadas por el Ejecutivo y los señores Senadores por lo que  hizo ver la necesidad de conocer la opinión del Ejecutivo respecto de cada una de ellas así como también los argumentos que conducirían a una posible declaración de inadmisibilidad por constitucionalidad. 

Por otro lado, puntualizó que una de las materias que para él reviste mayor preocupación dice relación con la situación en la que quedarán los funcionarios del Instituto Nacional de Deportes luego de aprobado este proyecto de ley.


En relación con la intervención anterior, el Honorable Senador señor Quintana resaltó que, en su calidad de Presidente de la Comisión, a él le correspondía efectuar la referida declaración de inadmisibilidad de una indicación o bien ponerla en votación. En relación con la forma en que se llevaba a cabo la discusión del proyecto de ley, hizo presente que la labor de asesoría de la Secretaría de la Comisión consiste, precisamente, en advertir a la Mesa y a los señores Senadores integrantes de la Comisión los problemas de admisibilidad que puedan presentar las indicaciones formuladas, a fin que se declare la inadmisibilidad o ella sea puesta en votación, conforme lo dispone la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
Añadió que si, además, esa opinión resultaba coincidente  con la del Ejecutivo no existía razón alguna para detenerse de manera detallada en ello, bastando con señalar los fundamentos. A mayor abundamiento, puso de relieve que si la inadmisibilidad de una indicación no era declarada en esta instancia, probablemente, en la Sala del Senado ella correría una suerte distinta.

El Honorable Senador señor Navarro, insistiendo en sus planteamientos, hizo hincapié en que cada una de las indicaciones presentadas refleja el trabajo y la opinión de sus autores, razón por la cual el análisis de ellas no podía realizarse de manera superflua, requiriéndose necesariamente una discusión más profunda al respecto.

Asimismo, estimó fundamental que los actores involucrados, como es el caso de los funcionarios del Instituto Nacional de Deportes, pudieran participar a lo menos en calidad de oyentes del debate del proyecto de ley que los afectará en los próximos meses. Añadió que de lo contrario la sesión adquiriría carácter de secreta. 

Al respecto, el Honorable Senador señor Cantero consideró que el procedimiento descrito y aplicado por el señor Presidente de la Comisión era el adecuado y que ello evitaría malgastar tiempo en aspectos en los que tanto el Ejecutivo como esta Comisión coincidían. Por lo tanto, solicitó no entrabar la discusión de la iniciativa legal.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, criticó las palabras del Honorable Senador señor Navarro y puso de relieve que a la primera sesión destinada al estudio en particular del proyecto de la referencia, el citado parlamentario no concurrió, mientras que a la sesión en curso lo hizo de manera tardía. A mayor abundamiento, recordó que la instancia debatió en su oportunidad, y con la presencia de los representantes de las asociaciones de funcionarios del Instituto Nacional de Deportes, las razones que conducirían a declarar inadmisibles algunas de las indicaciones presentadas.

En el mismo sentido, hizo ver su molestia por las afirmaciones del aludido legislador y sentenció que las declaraciones de inadmisibilidad realizadas no responden a meros caprichos de esta Comisión sino que a normas reglamentarias, legales  y constitucionales que no pueden ser pasadas por alto.

Asimismo, destacó que durante el estudio en general de la propuesta de ley, oportunidad en la que se recibió en audiencia a los representantes de las diversas asociaciones que agrupa el Instituto Nacional de Deportes, tanto el Ejecutivo como los integrantes de la Comisión recogieron gran parte de los planteamientos de los referidos funcionarios, entre los que destacan el que el proyecto de ley haya pasado de ser uno que se limitaba a crear un Ministro del Deporte a uno en que se crea un Ministerio del ramo descentralizado territorialmente y en donde los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes serían elegidos por medio del Sistema de Alta Dirección Pública. Añadió que tal ha sido la acogida de las propuestas de los referidos trabajadores que el señor Anselmo Leiva, representante de la Asociación de Funcionarios del Instituto Nacional del Deporte (AFINDEP), con fecha 14 de enero del año en curso, en forma escrita le agradeció la representación y defensa de sus intereses.
El Honorable Senador señor Navarro, por su parte, explicó que su principal disgusto radicaba en la decisión adoptada por los miembros de la Comisión en orden a no permitir la entrada de los representantes de las distintas asociaciones de funcionarios de ChileDeportes a la sesión en curso. En este sentido, puntualizó que con una decisión tal, la tramitación de las leyes pareciera tener el carácter de secreta en circunstancias que ello no es así.

Finalmente, deteniéndose en las posibles inadmisibilidades que adolecen algunas de las indicaciones presentadas, solicitó que en lugar de limitarse a efectuar una enumeración de las mismas, el Honorable Senador señor Quintana, sometiera, caso a caso, dicha declaración a votación.

En tanto, el Honorable Senador señor Cantero, discrepando del Honorable Senador señor Navarro y con el objeto de hacer más expedita la discusión de la iniciativa, pidió que se votara en conjunto la declaración de admisibilidad de las indicaciones precedentemente enumeradas.

-Recogiendo la solicitud anterior, el Presidente de la Comisión puso en votación la petición del Honorable Senador señor Cantero de votar en conjunto la declaración de admisibilidad de las indicaciones precedentemente enumeradas. Ésta resultó aprobada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

- A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la admisibilidad de las indicaciones números 26, 27, 30, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 48 y 49, las que fueron declaradas inadmisibles por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

Cabe hacer presente que sin perjuicio de la declaración de inadmisibilidad de las indicaciones anteriormente consignada, para los efectos de este informe, cada una de ellas será descrita  con ocasión del análisis del artículo en el cual ellas recayeron.

- - -

Artículo 4°

Dispone que la conducción del Ministerio del Deporte corresponderá al Ministro del ramo, quien deberá ceñirse a las políticas e instrucciones que imparta el Presidente de la República para estos efectos. Añade que, en el ejercicio de sus atribuciones, el titular de la Cartera contará con la colaboración de la Subsecretaría del Deporte, órgano de cooperación del Ministro en el ejercicio de las funciones que competen al Ministerio dentro del ámbito deportivo. Finalmente, establece las funciones del Subsecretario de Deportes las que consistirán en subrogar al Ministro en primer orden, administrar el Ministerio y coordinar la acción de éste con el Instituto Nacional de Deportes de Chile.

Esta disposición fue objeto de la indicación número 26), del Honorable Senador señor Escalona, que agrega, en el inciso final, a continuación de la expresión Instituto Nacional de Deportes de Chile, la frase “y con las Secretarías Regionales Ministeriales que crea esta ley”. En consecuencia, a la Subsecretaría de Deportes no sólo le competería la labor de coordinar la acción del Ministerio con el Instituto Nacional de Deportes de Chile, sino también con las Secretarías Regionales Ministeriales del Deporte.
- Como se indicó con antelación, la referida indicación fue declarada inadmisible por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro. 

- - -

A continuación, la Honorable Senadora señora Alvear presentó la indicación número 27) para incorporar un párrafo 3°, nuevo, modificándose la numeración correlativa, a fin de crear el Comité Interministerial de Desarrollo del Deporte y Salud Física y Mental. Dicho Comité, que sesionará anualmente, será presidido por el Ministro del Deporte e integrado por los titulares de Salud, Educación y Medio Ambiente, y propondrá al primero la presentación del Programa Anual al Ministerio de Educación referido en el inciso segundo del artículo 4° de la ley.

Agrega que cada Ministerio definirá su propuesta al Comité de acuerdo a sus competencias, considerando la incidencia específica que tales atribuciones pueden implicar en los planes y programas del sector de aprendizaje Educación Física, Deportes y Recreación.
- Como ya se consignó con antelación, la referida indicación fue declarada inadmisible por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro. 

- - -

Enseguida, Su Excelencia el Presidente de la República formuló la indicación número 28) para incorporar un párrafo 4° al Título I, corrigiéndose la numeración correlativa. Este nuevo párrafo, que considera los artículos 6° y 7°, incorpora al Ministerio del Deporte el Consejo Nacional de Deporte, instancia que no contempla el proyecto aprobado en general, según lo dispone el numeral 5° del artículo 6° del mismo.

La primera de las disposiciones citadas está referida a la integración del aludido Consejo. Sobre el particular, es posible advertir que el artículo 6°mantiene el contenido del artículo 15 de la ley N° 19.712, salvo su letra a).
 En consecuencia, en lugar de ser presidido por el Director Nacional del Instituto de Deportes, se sugiere que lo haga el Ministro del Deporte.

Al igual que el artículo 15 recientemente aludido, éste precepto dispone en su inciso tercero que los miembros del Consejo, a excepción de su presidente, durarán cuatro años en el ejercicio de sus cargos, posibilitándose su designación en nuevos períodos. Ellos se renovarán cada dos años en grupos de seis y cinco consejeros por vez.

En lo que respecta a las vacantes que se produzcan, esta norma sigue la misma regla que actualmente contempla el artículo 15 de la ley N° 19.712. Igual criterio sigue respecto de las incompatibilidades y de las causales que motivan la pérdida de la calidad de miembro del Consejo.

El nuevo artículo 7°, en tanto, precisa las funciones del Consejo Nacional de Deporte, señalando que le corresponderá asesorar, absolver consultas y elaborar informes e iniciativas a solicitud del Ministro, para el mejor cumplimiento de las funciones del Ministerio del Deporte establecidas en el artículo 2° de la iniciativa de ley.

Cabe hacer presente que el nuevo párrafo 4°, propuesto, a diferencia de lo que ocurre en el párrafo 3° del Título II de la Ley del Deporte, no considera regulación alguna respecto de si los consejeros tendrán derecho a percibir alguna asignación por las sesiones a las que asistan, como tampoco en relación con el tipo de sesiones, número, citación, ni quórum que se exigirán para las mismas.

Al explicar esta indicación, el señor Subsecretario de Deportes afirmó que el Consejo Nacional de Deporte es una institución que existe desde la creación de la Ley del Deporte y se encuentra radicado en el Instituto Nacional de Deportes. Aseguró que los miembros de este Consejo, que representan a distintos sectores de la sociedad, han tenido una muy destacada actuación, especialmente en la elaboración de las políticas destinadas al desarrollo de la actividad física y el deporte.

Agregó que en atención a que en el proyecto actualmente en discusión, las funciones relativas a la proposición de las políticas deportivas son encomendadas al nuevo Ministerio reservándose al Instituto Nacional de Deportes sólo la ejecución de las mismas, el Ejecutivo originalmente no estimó necesaria la mantención de este organismo. Sin embargo, precisó que habida consideración de la experiencia con la que cuenta este Consejo, especialmente en materia de elaboración de las políticas destinadas al desarrollo de la actividad física y el deporte, y de los planteamientos efectuados por el señores Senadores integrantes de esta Comisión durante la discusión en general de esta iniciativa, se estimó pertinente, en lugar de proponer su supresión, trasladarlo a la nueva Cartera de Estado, como organismo asesor, despojándolo, lógicamente, de las funciones que deberá asumir el Ministro del Deporte a partir de la entrada en vigencia de la ley. 

Apuntó que el referido organismo, que, insistió, tendrá un carácter meramente asesor y sus miembros no recibirán remuneración alguna por el desempeño de las funciones que les son encomendadas, sin lugar a dudas, y gracias a su vasta experiencia, constituirá un gran aporte para el nuevo Ministerio.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó, de la misma manera como lo hizo el señor Subsecretario, que el proyecto de ley aprobado en general proponía eliminar el Consejo del Instituto Nacional de Deportes, proposición que motivó las críticas parlamentarias, entre ellas la suya. Por lo mismo, celebró la idea de reponer este organismo y el cumplimiento de los compromisos asumidos por el Ejecutivo con ocasión de la discusión en general del proyecto de ley.

Con todo, hizo ver la necesidad de precisar en la ley ciertas normas de funcionamiento para él, como también, en caso de decidirse que las labores encomendadas no se realizarán a título oneroso, dejar constancia en el texto que el ejercicio de las mismas será ad honorem.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana consultó si la composición del Consejo aludido experimentaría alguna variación o no.

El señor Subsecretario de Deportes, con relación a la intervención del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, indicó que con el objeto de precisar que las funciones de los miembros del Consejo no serán remuneradas, no se ha reproducido en la indicación la redacción del actual artículo 17 de la ley N° 19.712. 
Respecto de la consulta formulada por el Honorable Senador señor Quintana, en tanto, informó que la composición propuesta para el citado Consejo es la misma que existe en la actualidad. A mayor abundamiento, aseveró que ella no ha presentado inconvenientes durante su existencia y que, por el contrario, ha resultado exitosa.

El Honorable Senador señor Navarro aseguró no compartir la propuesta del Ejecutivo en orden a trasladar el Consejo, en los mismos términos actuales, desde el Instituto Nacional de Deportes al nuevo Ministerio. Dando razón de sus dichos, sostuvo que la nueva Cartera de Estado que se propone crear tendrá una estructura más vigorosa y mayores dimensiones que las del primero, lo que hace necesario revisar su composición, estructura y funciones.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, observó que todos sus integrantes, a excepción de los dos consejeros nombrados por el Plenario de Federaciones del Comité Olímpico, son designados por el Presidente de la República, lo que limita la diversidad de un Consejo que debiera ser reflejo de la ciudadanía. Además, estimó indispensable que los diversos deportistas de nuestro país, y no las instituciones, fueran quienes estuvieran representados en él.

En el mismo sentido anterior, hizo notar que la necesidad de masificar la práctica del deporte en el país hace indispensable que toda la ciudadanía tenga representación en el Consejo. A modo de ejemplo, solicitó que las comunidades indígenas, las juntas de vecinos y los clubes amateur tuvieran cabida en esta instancia.

Respecto del tiempo por el cual desempeñarán sus funciones los miembros del Consejo, discrepó de la propuesta de mantener la posibilidad que ellos pudieran ser designados por nuevos períodos, toda vez que consideró vital evitar su perpetuidad. 

Abocándose a la pérdida de la calidad de miembro del Consejo, en tanto, hizo presente que la indicación número 28) sólo contempla la renuncia voluntaria y la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas del Consejo, o a cinco alternadas. Al respecto, juzgó necesario agregar otras como, por ejemplo, el caso en que el consejero fuere condenado por algún delito. 

Deteniéndose en la propuesta de hacer de las funciones de los miembros del Consejo una labor de carácter gratuito, la criticó, pues consideró que la remuneración de las labores aseguraría dedicación al cargo. Además, resaltó que esta característica adquiriría especial relevancia si lo que se busca es que toda la ciudadanía tenga representación.

El Honorable Senador señor Quintana coincidió con la observación formulada por el Honorable Senador señor Navarro en orden a mejorar la integración del Consejo de modo de hacerlo más representativo de la ciudadanía. Sin embargo, resaltó que ello necesariamente debe ser una propuesta del Ejecutivo para evitar una posible declaración de inadmisibilidad.

La Honorable Senadora señora Von Baer, por su lado, hizo ver que durante la discusión en general de esta iniciativa de ley una de las demandas formuladas por los señores Senadores se refirió a la necesidad de mantener la existencia y funcionamiento del Consejo Nacional de Deportes, petición que fue recogida por el Ejecutivo en esta indicación, pese a haberse mostrado en su oportunidad contrario a ello por estimarse que la participación ciudadana se lograba por medio de la ley N° 20.500.

Complementando su argumento, expresó que si además de ello, se creía necesario modificar su integración, dicha observación debió realizarse durante la discusión en general de manera de presentar las indicaciones que se estimaren pertinentes, cuestión que no ocurrió, y, por lo tanto, la discusión debía centrarse en la indicación que se ha presentado.

Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero recordó que el proyecto de ley en estudio cumplía en esta Comisión su segundo trámite constitucional y segundo reglamentario y, por lo tanto, la discusión debía quedar acotada a las indicaciones presentadas.

El señor Subsecretario de Deportes, en relación con la intervención del Honorable Senador señor Navarro, recordó que en la estructura del Instituto Nacional de Deportes existe, además del Consejo Nacional, los Consejos Consultivos Regionales, instancias que mantienen su vigencia, al igual como ha ocurrido hasta ahora. En consecuencia, observó que la representación de los organismos de base, como es el caso de las juntas de vecinos, se encuentra resguardada.

Asimismo, aseguró que si bien la composición del organismo pudiera ser discutida, ella en la práctica ha demostrado funcionar bien a lo largo de su historia. En efecto, subrayó que en los momentos de crisis por los que ha atravesado el Instituto Nacional de Deportes, éste ha demostrado ser uno de los organismos que ha contribuido a mantener y corregir los inconvenientes que se han presentado.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó al señor Subsecretario de Deportes, si el Consejo Nacional referido ha cumplido adecuadamente las labores que le han sido encomendadas a lo largo de su historia.

El señor Subsecretario de Deportes, aseguró que la presencia del citado Consejo ha dado los resultados que de él se esperaban y, en consecuencia, no existiría motivo alguno para alterar su composición. En el mismo sentido, puso de relieve que la presencia de este organismo ha constituido un aporte para el desarrollo del deporte en nuestro país y que esa enorme colaboración debiera mantenerse.

Asimismo, informó que quienes lo integran reflejan la diversidad que caracteriza a la sociedad y son personas que poseen grandes conocimientos respecto del deporte y están conscientes de los problemas que él enfrenta en nuestro país.

Sin perjuicio de la explicación anterior, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la inquietud manifestada por el Honorable Senador señor Navarro, en el sentido que debía modificarse la composición del actual Consejo en orden a lograr una mejor representación de la sociedad civil en la composición de dicho organismo. Sin embargo, discrepó del planteamiento realizado por el aludido legislador respecto a que la decisión de quienes integraban el Consejo, a excepción de los dos casos ya referidos con anterioridad, quedaba radicada en el Presidente de la República. En este punto, precisó que los casos que contemplan los literales c), e) y g) reflejan que si bien el nombramiento recae en el Jefe de Gobierno, éste lo hace a propuesta de algún organismo, no quedando, por lo tanto, a su mero arbitrio.

Asimismo, solicitó que en el decreto supremo dictado para la determinación de las entidades a que se refieren las letras g) h) e i), se dejara expresa constancia de ese espíritu, de manera de hacer del Consejo un órgano realmente participativo e inclusivo.

En otro orden de consideraciones, insistió en la necesidad de dejar plasmado en el texto legal que el ejercicio de sus funciones por  los consejeros no será remuneradas teniendo el carácter de ad honorem.

El Honorable Senador señor Navarro, haciendo alusión al planteamiento del Honorable Senador señor Cantero, insistió que sus observaciones radicaban en la indicación número 28) presentada por Su Excelencia el Presidente de la República y ellas tenían por finalidad objetar el contenido de la propuesta. Explicando sus dichos, reiteró que al cambiar la naturaleza del órgano en el cual quedará radicado el Consejo, debiera cambiarse su composición, de manera de alcanzar una representación social más diversa para esta instancia asesora. Asimismo, agregó, debiera establecerse el carácter remunerado de las labores de los consejeros para asegurar la participación de quienes, por ejemplo, residen fuera de la Región Metropolitana.

Finalmente, insistió en la necesidad de incorporar nuevas causales para poner fin al carácter de consejero, toda vez que, explicó, no existe, por ejemplo, causal alguna que permita separar de sus funciones a alguno de los miembros que no realizan de manera adecuada sus labores.

El Honorable Senador señor Quintana, concordando con el Honorable Senador señor Navarro, compartió la idea de que no necesariamente por el hecho que el Consejo Nacional de Deportes haya funcionado de manera adecuada desde su creación asegure que ello se mantenga así en el futuro. Al respecto, señaló que la ciudadanía, día a día, demanda más representación y requiere ser escuchada, especialmente, en materia deportiva. En consecuencia, consideró indispensable darle a ella mayor cabida y consultó al señor Subsecretario si existiría disposición para ello de parte del Ejecutivo.

Al respecto, el señor Subsecretario de Deportes reiteró la necesidad de no olvidar que se mantendrá en la legislación vigente la figura de los Consejos Regionales, instancias en las cuales se posibilita una amplia representación pública. 

Fuera de ello, y en términos similares a los planteados por la Honorable Senadora señora Von Baer, recordó que la indicación en estudio encuentra su origen en una demanda formulada por los integrantes de la instancia, especialmente del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, quienes hicieron ver la necesidad de conservar en la legislación la figura del Consejo Nacional. Aseguró que el Ejecutivo sólo se limitó a recoger la inquietud señalada.

Establecido lo anterior, solicitó poner en votación la indicación en estudio y puntualizó que en caso de ser rechazada, seguirían existiendo los Consejos Regionales y aquellos que deben crearse a la luz de la ley 20.500, asegurándose así la participación ciudadana.

El Honorable Senador señor Cantero, al igual que el señor Subsecretario, solicitó poner término a la discusión de la indicación en estudio y proceder a su votación. Subrayó que la única decisión que debe adoptar la Comisión es si se quiere o no conservar la presencia del referido Consejo en la legislación. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, indicó que si bien el mantenimiento del Consejo Nacional en la institucionalidad del deporte resultaba indispensable, era también imperioso tomar el tiempo necesario para analizar detalladamente si la composición del mismo requería o no modificaciones. Agregó que de ser así, ésta sería la oportunidad para hacerlo.
Adentrándose en el análisis de la inquietud planteada, resaltó que, según lo establece la ley N° 19.712, los Consejos Consultivos Regionales incorporan a los Consejos Locales de Deportes de la Región, a las organizaciones deportivas de nivel regional, provincial y comunal, a los representes de las municipalidades de la región y a las Instituciones de Educación Superior, siendo ella la instancia que está más relacionada con la política del deporte aplicada a cada una de las regiones.

Agregó que, quizás, una alternativa sería que en lugar que sea el Presidente de la República quien designe a los consejeros, sea el nuevo Ministro quien asuma esta función. 

Prosiguiendo con su intervención, preguntó al señor Subsecretario de Deportes si en la integración que contemplaría el artículo 6° falta algún representante relevante del mundo del deporte. De ser así, puntualizó, debiera incorporarse.

Por otro lado, propuso ampliar a dos, en vez de uno, el número de consejeros designados por las organizaciones no afiliadas al Comité Olímpico, que se contempla en la letra c) del artículo 6°, para así recoger la diversidad de las organizaciones deportivas nacionales no afiliadas al Comité Olímpico.

Finalmente, en el inciso tercero del nuevo artículo 6° del proyecto de ley, sugirió dejar claramente establecido que los consejeros sólo podrán ser designados hasta por dos períodos adicionales, de manera de no hacer de ellos figuras vitalicias.

Enseguida, el Honorable Senador señor Navarro propuso incorporar dentro de los miembros del Consejo Nacional de Deporte un representante de los Consejos Consultivos Regionales por cada una de las “macrozonas” del país en las cuales existirá un Secretario Regional Ministerial del Deporte con dedicación exclusiva.

El Honorable Senador señor Quintana, recogiendo los planteamientos de los Honorables Senadores señores Navarro y Walker, don Ignacio, solicitó al señor Subsecretario de Deportes analizar la posibilidad de incorporar los aspectos que ellos han planteado en el artículo en comento, para mejorar la indicación en estudio y recoger las demandas formuladas. De ser así, precisó, podría aprobarse la referida indicación con modificaciones.

El señor Subsecretario de Deportes, dando acogida a los planteamientos anteriores, presentó una nueva redacción para el párrafo cuarto, nuevo, propuesto, en la cual se recogen las cinco enmiendas demandadas por los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio. Dichas rectificaciones dicen relación con a) el aumento de uno a dos consejeros designados por el Presidente de la República, a propuesta en terna de las organizaciones deportivas nacionales no afiliadas al Comité Olímpico de Chile, de los nombrados a propuesta en terna de la Asociación de Municipalidades y de los designados por la central sindical que el Presidente de la República determine de entre las más representativas a nivel nacional; b) con la limitación del número de períodos por los cuales es posible designar a los consejeros; c) con la precisión que el ejercicio de estos cargos se realizará ad honorem y d) con la ampliación del número de causales por las cuales se pierde dicha calidad.

La redacción propuesta para el referido párrafo es la siguiente:

“Artículo 6°.- El Ministerio tendrá un Consejo Nacional, el cual estará integrado por los siguientes miembros:
a) El Ministro del Deporte, quien lo presidirá;

b) Dos consejeros designados por el Plenario de Federaciones del Comité Olímpico de Chile;

c) Dos consejeros designados por el Presidente de la República a propuesta en terna de las organizaciones deportivas nacionales no afiliadas al Comité Olímpico de Chile, las que serán convocadas por el Ministro del Deporte para tal efecto;

d) Dos consejeros designados por el Presidente de la República que sean personas de destacada trayectoria en el ámbito deportivo;

e) Un consejero designado por el Presidente de la República a propuesta en terna de las instituciones de educación superior formadoras de profesionales y técnicos de la educación física y el deporte, las que serán convocadas por el Ministro del Deporte para tal efecto;

f) Un consejero designado por el Presidente de la República perteneciente a los ámbitos de las ciencias o la salud;

g) Dos consejeros designados por el Presidente de la República a propuesta en terna de la Asociación de Municipalidades que aquél determine de entre las más representativas a nivel nacional;

h) Un consejero designado por la organización gremial de carácter empresarial que el Presidente de la República determine de entre las más representativas a nivel nacional;

i) Dos consejeros designados por la central sindical que el Presidente de la República determine de entre las más representativas a nivel nacional, y

j) Un consejero designado por el Presidente de la República perteneciente a la Confederación Deportiva de la Defensa Nacional, a propuesta del Ministro de Defensa Nacional.

Para los efectos de la determinación de las entidades a que se refieren las letras g), h) e i), el Presidente de la República dictará un decreto supremo expedido a través del Ministerio del Deporte, con una antelación mínima de treinta días a la fecha en que deban hacerse las respectivas designaciones.
Los miembros del consejo, con excepción de su presidente, durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser designados hasta por dos nuevos períodos, y se renovarán por mitades, cada dos años. Para estos efectos, la integración del consejo se formalizará mediante decreto supremo del Presidente de la República, expedido a través del Ministerio del Deporte.
Las vacantes que se produzcan serán llenadas y formalizadas según lo dispuesto en los incisos anteriores, y se extenderán sólo por el tiempo que reste para completar el período del consejero que provocó la vacancia.
El ejercicio del cargo de consejero será ad honorem e incompatible con cualquier cargo directivo de organizaciones deportivas.
La calidad de miembro del Consejo se pierde por cualquiera de las siguientes causales:
a) Renuncia voluntaria;

b) Inasistencia injustificada a tres sesiones ordinarias consecutivas del Consejo, o a cinco alternadas;
c) Por haber sido condenado a una pena de crimen o simple delito, y
d) Por haber sido nombrado en un cargo incompatible.
Artículo 7°.- Corresponderá al Consejo Nacional asesorar, absolver consultas y elaborar informes e iniciativas a solicitud del Ministro, para el mejor cumplimiento de las funciones señaladas en el artículo 2°."

El Honorable Senador señor Quintana, al analizar la nueva integración del Consejo, consultó si ella era compatible con lo dispuesto en la ley N° 20.500, sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública. En otro orden de consideraciones, preguntó si se integraría en su composición a los representantes de los Consejos Consultivos Regionales de aquellas regiones en las cuales existirá un Secretario Regional Ministerial del Deporte con dedicación exclusiva, como fue sugerido por el Honorable Senador señor Navarro.
El señor Subsecretario de Deportes, respondiendo la pregunta anterior, afirmó que la nueva redacción propuesta no impedía la aplicación del cuerpo legal citado ni constituye un reemplazo de las normas en él contenidas. 

En relación con la segunda interrogante, sostuvo que, tal como se señaló en su oportunidad, los Consejos Consultivos Regionales seguirán teniendo cabida en la ley N° 19.712, instancia en la cual participarán los representantes citados. En el mismo sentido, estimó que incorporar a dichos representantes hará más complejas las labores de este Consejo asesor.

El Honorable Senador señor Navarro insistió en su planteamiento y lamentó la falta de representación de las regiones en el Consejo Nacional. Agregó que esta situación refleja que, la mayoría de las veces, éstas quedan impedidas de participar en las decisiones nacionales, dando cuenta de la visión centralista que existe en nuestro país.

Consideró que debiera posibilitarse una instancia a la cual los Consejos Consultivos Regionales pudieran hacer llegar sus opiniones, pues agregó que de lo contrario su suerte a nivel nacional quedará entregada a la labor que desempeñe cada Intendente.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en cambio, aseguró que la nueva propuesta del Ejecutivo, sin lugar a dudas, constituía un avance. En efecto, recalcó la mantención de la figura del Consejo y el perfeccionamiento de su representación. 

Con todo, a fin de posibilitar una mayor participación de las regiones, propuso mejorar la redacción del literal g) del artículo 6°, de modo de asegurar que a lo menos uno de los dos consejeros designados por el Presidente de la República a propuesta en terna de la Asociación de Municipalidades que aquél determine deberá provenir de una región distinta de la Metropolitana. Apuntó que de acogerse el planteamiento referido la redacción del referido literal g) sería la siguiente:

“g) Dos consejeros designados por el Presidente de la República a propuesta en terna de la Asociación de Municipalidades que aquél determine de entre las más representativas a nivel nacional; uno de los cuales tendrá que ser de una región distinta a la Metropolitana.”

Asimismo, y con el mismo objeto, sugirió establecer algún sistema de vinculación entre el Consejo Nacional y los Consejos Consultivos Regionales.
El señor Subsecretario de Deportes celebró las propuestas formuladas por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puesto que, aseveró, posibilitarán avanzar hacia la dirección planteada por el Honorable Senador señor Navarro. Por lo mismo, estuvo de acuerdo con enmendar la redacción de la letra g), en la forma en que se ha transcrito precedentemente, y añadir al artículo 7° un inciso nuevo que considere la vinculación entre el Consejo Nacional y los Consejos regionales para el ejercicio de sus funciones.

-Puesta en votación la indicación número 28), ésta resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, con las modificaciones que se han consignado con anterioridad.

Para una mejor comprensión de los contenidos de este nuevo párrafo, se transcribe a continuación en la forma que ha quedado aprobado:
“Párrafo 4°

Del Consejo Nacional de Deporte

Artículo 6°.- El Ministerio tendrá un Consejo Nacional, el cual estará integrado por los siguientes miembros:
a) El Ministro del Deporte, quien lo presidirá;

b) Dos consejeros designados por el Plenario de Federaciones del Comité Olímpico de Chile;

c) Dos consejeros designados por el Presidente de la República a propuesta en terna de las organizaciones deportivas nacionales no afiliadas al Comité Olímpico de Chile, las que serán convocadas por el Ministro del Deporte para tal efecto;

d) Dos consejeros designados por el Presidente de la República que sean personas de destacada trayectoria en el ámbito deportivo;

e) Un consejero designado por el Presidente de la República a propuesta en terna de las instituciones de educación superior formadoras de profesionales y técnicos de la educación física y el deporte, las que serán convocadas por el Ministro del Deporte para tal efecto;

f) Un consejero designado por el Presidente de la República perteneciente a los ámbitos de las ciencias o la salud;

g) Dos consejeros designados por el Presidente de la República a propuesta en terna de la Asociación de Municipalidades que aquél determine de entre las más representativas a nivel nacional, uno de los cuales tendrá que ser de una región distinta a la Metropolitana; 
h) Un consejero designado por la organización gremial de carácter empresarial que el Presidente de la República determine de entre las más representativas a nivel nacional;

i) Dos consejeros designados por la central sindical que el Presidente de la República determine de entre las más representativas a nivel nacional, y

j) Un consejero designado por el Presidente de la República perteneciente a la Confederación Deportiva de la Defensa Nacional, a propuesta del Ministro de Defensa Nacional.

Para los efectos de la determinación de las entidades a que se refieren las letras g), h) e i), el Presidente de la República dictará un decreto supremo expedido a través del Ministerio del Deporte, con una antelación mínima de treinta días a la fecha en que deban hacerse las respectivas designaciones.
Los miembros del Consejo, con excepción de su presidente, durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser designados hasta por dos nuevos períodos, y se renovarán por mitades, cada dos años. Para estos efectos, la integración del Consejo se formalizará mediante decreto supremo del Presidente de la República, expedido a través del Ministerio del Deporte.
Las vacantes que se produzcan serán llenadas y formalizadas según lo dispuesto en los incisos anteriores, y se extenderán sólo por el tiempo que reste para completar el período del consejero que provocó la vacancia.
El ejercicio del cargo de consejero será ad honorem e incompatible con cualquier cargo directivo de organizaciones deportivas.
La calidad de miembro del Consejo se pierde por cualquiera de las siguientes causales:
a) Renuncia voluntaria; 
b) Inasistencia injustificada a tres sesiones ordinarias consecutivas del Consejo, o a cinco alternadas;

c) Por haber sido condenado a una pena de crimen o simple delito; y
d) Por haber sido nombrado en un cargo incompatible.
Artículo 7°.- Corresponderá al Consejo Nacional, asesorar, absolver consultas y elaborar informes e iniciativas a solicitud del Ministro, para el mejor cumplimiento de las funciones señaladas en el artículo 2°.
En el desempeño de su labor, el Consejo Nacional deberá considerar las observaciones o proposiciones de los Consejos a que se refiere el Párrafo VI, del Título II, de la ley N° 19.712”.

- - -

Artículo 6°

El artículo 6°, inserto en el Título II del proyecto de ley, introduce modificaciones a la Ley del Deporte. Dichas innovaciones buscan, a grandes rasgos, adecuar el referido cuerpo legal a la nueva institucionalidad dada al deporte. Así, por ejemplo, se reemplazan en el referido cuerpo normativo las referencias a la Secretaría General de Gobierno, Cartera de la cual depende el deporte en nuestro país, por “Ministerio del Deporte”; se despoja al Instituto Nacional de Deportes de Chile de la función de proponer la política nacional sobre la materia, reservándose sólo la de ejecutarla y se suprime el párrafo tercero del Título II dedicado al Consejo Nacional, a fin sustraer a dicha instancia de CHILEDEPORTES y posibilitar su transformación en un organismo asesor del nuevo Ministerio, como fue aprobado por la Comisión.

Número 2)

Este numeral por medio de su literal a) tiene por objeto dejar de manifiesto en la ley N° 19.712 que el Instituto Nacional de Deportes de Chile, servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, se vinculará con el Presidente de la República, a partir de la entrada en vigencia de esta futura ley, a través del Ministerio del Deporte y no por medio de la Secretaría General de Gobierno.

Por medio de su literal b), en tanto, que reemplaza el inciso tercero del citado precepto, se sugiere que los Directores Regionales del Instituto sean funcionarios de exclusiva confianza del Director Nacional del Servicio.

Sobre este numeral recayeron las indicaciones números 29 y 30. La indicación número 29), de Su Excelencia el Presidente de la República, tiene por objeto precisar que el Instituto Nacional de Deportes estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

En relación con la indicación en estudio, el señor Subsecretario de Deportes hizo presente que el espíritu de ella consiste en que tanto el Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes como sus Directores Regionales deberán ser designados por medio del Sistema de Alta Dirección Pública.

-Puesta en votación la indicación número 29), ésta resultó aprobada, en sus mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio.
La indicación número 30), del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, en términos similares a los consignados en la indicación anterior, apunta a sustituir la redacción propuesta para el inciso tercero del artículo 10 de la ley N° 19.712 por una nueva en la cual se establece que los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes serán seleccionados por el Director Nacional del servicio a partir de una terna elaborada por el Sistema de Alta Dirección Pública.

- No obstante la votación anterior, y como se indicara precedentemente con ocasión de votación en conjunto de la admisibilidad de las indicaciones que recaían en materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, esta indicación fue declarada inadmisible por cuatro votos, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, contra uno, del Honorable Senador señor Navarro.

Número 4)

Este numeral introduce algunas modificaciones al actual artículo 12 de la Ley del Deporte, precepto encargado de describir las funciones que corresponden al Instituto Nacional de Deportes.
 

Entre las principales enmiendas que se proponen está la de eliminar de las atribuciones de este órgano la labor de proponer al Presidente de la República las políticas destinadas al desarrollo de la actividad física y el deporte, función que asumirá la nueva Secretaría de Estado según lo consigna el artículo 2° de la propuesta legal en estudio. Además, en lugar de encomendarle la función de difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, incentivando su práctica permanente y sistémica en todos los sectores de la población, se le confía la de ejecutar las estrategias destinadas a difundir dichos valores, ideales y conocimientos. Así, corresponderá al Ministerio del Deporte la definición de las estrategias para dar a conocer los valores, ideales y conocimientos -numeral 7 del artículo 2° del proyecto de ley- y al Instituto la misión de ejecutar dichas estrategias.

Asimismo, persigue suprimir las funciones consignadas en los literales d), f), i), p) y q), y modificar la contemplada en la letra s).

Por último, plantea reemplazar la letra m) del artículo 12, a fin de despojar al Instituto de la función de participar en programas de cooperación internacional en materia deportiva, y actuar como contraparte nacional en convenios y acuerdos deportivos bilaterales o multilaterales, y asignarle la de vincularse con organismos nacionales así como también con toda institución o persona cuyos objetivos se relacionen con los asuntos de su competencia, además de celebrar con ellos convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés común.

Respecto de este numeral, Su Excelencia el Presidente de la República presentó la indicación número 31), de manera de consultar una nueva letra d), ajustándose la numeración correlativa.

Dicho literal d) sustituye la letra h) del artículo 12, literal que consagra como función del referido Instituto la de fomentar la construcción de recintos e instalaciones deportivas, su modernización y desarrollo, y contribuir con la información técnica para estos efectos, así como la gestión eficiente de la capacidad instalada. Por su parte, el nuevo literal contemplaría una redacción del siguiente tenor:

“h) Actuar como unidad técnica mandataria de otros organismos públicos en la construcción de recintos e instalaciones deportivos, funciones todas que deberán cumplirse en los términos establecidos en el artículo 16 de la ley N° 18.091. Le corresponderá, asimismo, fomentar la modernización y el desarrollo de la infraestructura deportiva nacional, así como la gestión eficiente de la capacidad instalada.”

Al respecto, el señor Subsecretario de Deportes, explicando el sentido de la indicación transcrita, señaló que actualmente una de las funciones del Instituto que encabeza consiste en fomentar la construcción de recintos e instalaciones deportivas, lo que motiva a que, frecuentemente, muchas instituciones, entre ellas Municipalidades de sectores rurales, que no cuentan con los elementos técnicos para desarrollar proyectos de índole deportivo, soliciten la ayuda del organismo. Sin embargo, agregó que de acuerdo al actual texto de la ley no existe una disposición que autorice expresamente a esta institución para realizar funciones técnicas que permitan el desarrollo de los proyectos. Sentenció que para facilitar la colaboración del Instituto con instituciones públicas que requieren el apoyo técnico con el que éste cuenta, se persigue dejar consignado en la ley que él puede ser una unidad técnica para la construcción de infraestructura deportiva.

El Honorable Senador señor Quintana observó que para que el Instituto Nacional de Deportes pueda cumplir esta función éste requiere contar con la capacidad técnica necesaria.

Sobre el particular, el señor Subsecretario de Deportes aseguró que la institución que representa cuenta con la capacidad requerida y agregó que, en la práctica, se ha transformado, como lo ha señalado, en una unidad técnica que apoya a los organismos públicos que lo soliciten. Así, precisó, ocurrió en el caso del Estadio de la ciudad de Calama y en el del Estadio Elías Figueroa, en la ciudad de Valparaíso.

En sintonía con lo anterior, aseveró que el aporte que realiza el Instituto es fundamental, especialmente, en el caso de los Municipios más pequeños que enfrentan problemas, generalmente, en la etapa de diseño y desarrollo de sus proyectos deportivos.

El Honorable Senador señor Navarro puso de relieve que la misión encomendada por la indicación en estudio al Instituto Nacional de Deportes se aleja de las actividades propias de un organismo de esta naturaleza y agregó que la unidad técnica en materia deportiva debiera corresponder a una instancia diferente, como por ejemplo al Ministerio de Obras Públicas.

En el mismo sentido, remarcó que incluir esta atribución conducirá a la necesidad de externalizar este servicio, a menos que el citado organismo cuente con profesionales contratados para ello como arquitectos, ingenieros civiles y constructores.

El Honorable Senador señor Quintana, coincidiendo con el legislador anterior, estimó que el IND no constituía el organismo adecuado para cumplir la labor de ser una unidad técnica para la construcción de recintos deportivos, toda vez que ello necesariamente implica labores como acompañar a los organismos públicos y hacerse responsable de la entrega final de los proyectos.

Abocándose a las intervenciones recientemente consignadas, el señor Subsecretario de Deportes indicó que en la actualidad el órgano que encabeza realiza funciones de esa índole, posibilitando disminuir el tiempo y los costos asociados tradicionalmente a los proyectos deportivos.

En la misma línea argumental, subrayó que el Instituto que representa ha adquirido una vasta experiencia en la materia a lo que se suma la presencia de profesionales ad hoc para asumir la función propuesta, aspectos que no convendría desaprovechar.

Por otro lado, resaltó que la Dirección de Arquitectura del Ministerio de Obras Públicas, en razón de la enorme carga de trabajo con la que cuenta y de la complejidad de sus procedimientos, no pareciera ser el organismo idóneo para dar solución, por ejemplo, a los problemas que pudiera enfrentar una cancha de fútbol rural. A mayor abundamiento, hizo hincapié que el Instituto que representa, organismo dedicado al deporte, especializado en la materia, que cuenta con una gran experiencia en el diseño y construcción de áreas deportivas, se presenta como la mejor alternativa frente a un determinado caso. 

Finalmente, insistió en la necesidad de aprovechar la especialización con la que cuenta el IND, aprobando, en consecuencia, la indicación en debate que permitirá ahorrar costos y tiempo, especialmente, a los Municipios más pequeños.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, expresó su acuerdo con la indicación en debate. Argumentó su decisión en que la actual redacción del literal h) del artículo 12 de la ley N° 19.712 
pareciera ser una disposición meramente programática. A ello sumó el hecho que si dentro de las capacidades con las que cuenta actualmente el Instituto aludido está la descrita en el literal propuesto, no existiría razón alguna para desperdiciar este servicio. Además, resaltó que esta atribución no implicaría externalizar la referida función, sino dotar de capacidad propia al citado Instituto.

El Honorable Senador señor Navarro estimó que necesariamente el servicio ofrecido deberá externalizarse en la práctica, razón por adelanto su discrepancia con el contenido de la indicación.

Sobre el particular, el señor Subsecretario de Deportes insistió en que los profesionales necesarios para desarrollar esta labor ya forman parte de los funcionarios del Instituto que encabeza. A mayor abundamiento, informó que hay quienes trabajan en las labores de diseño, otros en el desarrollo y otros en la ejecución de proyectos, sumando un total de 20 profesionales.

Asimismo, añadió, además del hecho de contar con el personal necesario para cumplir esta función, deber sumarse que el servicio ofrecido es gratuito para quienes lo soliciten y precisó que la función descrita se realiza, en la práctica, en virtud de una glosa de la Ley de Presupuestos para el Sector Público.

La Honorable Senadora señora Von Baer, reforzando las palabras del señor Subsecretario de Deportes, puso de relieve que si existen las capacidades para llevar a cabo la misión en debate, nada justificaría desaprovecharlas. Por lo demás, añadió que los diseños y construcciones deportivas requieren necesariamente de conocimientos especiales y técnicos con los cuales, sin lugar a dudas, cuenta el Instituto.

El Honorable Senador señor Quintana puso de relieve que los Consejos Regionales pueden ser también unidades técnicas frente a casos como los descritos.

En relación con la afirmación anterior, el señor Subsecretario aseveró que los Gobiernos Regionales no cumplen funciones de unidad técnica para el desarrollo de proyectos deportivos y, en la práctica, solicitan al IND ayuda en la materia.

El Honorable Senador señor Navarro comentó que muchas veces los Municipios por falta de conocimientos toman decisiones erradas en materia de infraestructura deportiva, situación que es indispensable erradicar. Para ello, y a partir de las explicaciones dadas por el representante del Ejecutivo, acogió la idea de que el IND fuera el órgano rector y el encargado de informar si un proyecto se ajusta o no a las necesidades y a lo buscado. En sintonía con lo anterior, solicitó reforzar al Instituto referido, de modo de hacer obligatoria la consulta al mismo.

El señor Subsecretario de Deportes subrayó que la facultad a la que hace referencia el Honorable Senador señor Navarro está contenida en la iniciativa legal dentro de las atribuciones de la nueva Cartera de Estado. Explicando su aseveración, indicó que el numeral 10 del artículo 2° del proyecto de ley en estudio contempla como función del nuevo Ministerio del Deporte la de informar al Ministerio de Desarrollo Social, a requerimiento de éste, si las iniciativas de inversión en infraestructura deportiva, sometidas a evaluación, son coherentes con la política nacional de infraestructura deportiva, y acerca de la disponibilidad de recintos para la práctica del deporte en el sector territorial de cada una de las referidas iniciativas.
El Honorable Senador señor Quintana, en razón del argumento recientemente señalado por el señor Subsecretario de Deportes, expresó su apoyo a la indicación en estudio. Con todo, estimó pertinente y aconsejable que la Honorable Cámara de Diputados, al dar cumplimiento al tercer trámite constitucional de esta iniciativa de ley, recibiera en audiencia a la Asociación Chilena de Municipalidades a fin de conocer su opinión respecto de la materia contenida en la indicación.
-Puesta en votación la indicación número 31), ésta resultó aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio.
Número 8)

El numeral referido introduce innovaciones en el artículo 21 de la Ley del Deporte, norma inserta en el párrafo 5° del Título II del citado cuerpo legal. El mencionado precepto reza de la siguiente manera:

“Artículo 21.- En cada una de las Regiones del país existirá una Dirección Regional del Instituto, a cargo de un Director Regional, quien representará al Servicio en la respectiva Región y será nombrado por el Director Nacional, a propuesta en terna del Intendente Regional respectivo.”
Por medio del literal a) del numeral 8 se persigue alterar la forma en que serán designados los Directores Regionales del Instituto, proponiendo que ellos sean nombrados por el Presidente de la República a partir de una terna elaborada por el Intendente respectivo, oyendo previamente al Ministro del ramo.

Por su parte, el literal b) agrega un nuevo inciso al artículo 21 con el objeto de señalar que los Directores Regionales del Instituto cumplirán, para todos los efectos legales, a la vez, las funciones que corresponderían a los Secretarios Regionales Ministeriales del Ministerio del Deporte en la respectiva región.

En relación con el numeral citado, Su Excelencia el Presidente de la República presentó la indicación número 32) para sustituir en el artículo 21 de la ley la expresión "a propuesta en terna del Intendente regional respectivo” por “conforme al procedimiento establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.”. 
Como es posible advertir, por medio de esta indicación el Ejecutivo da cumplimiento al compromiso asumido durante la discusión en general del proyecto de ley en orden a que los Directores Regionales del referido Instituto sean nombrados a través del Sistema de Alta Dirección Pública y no por el Presidente de la República a partir de una terna elaborada por el respectivo Intendente.

En relación con esta indicación, el Honorable Senador señor Navarro hizo presente que el mecanismo que contempla el Sistema de Alta Dirección Pública supone altos costos para el Estado. En efecto, precisó que, por ejemplo, la selección de un Director Nacional puede conllevar costos de hasta $ 40.000.000. Añadió que a la enorme cantidad de dinero muchas veces se suma el hecho que los cargos a proveer se caracterizan por su alta rotación. 

Asimismo, sentenció que cada vez que se impone el uso del sistema aludido, se incrementa la carga de trabajo del personal. En consecuencia, estimó indispensable acrecentar el número de funcionarios que en él se desempeñan.

-Puesta en votación la indicación número 32), ésta resultó aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio.
- - -

Enseguida, se presentó la indicación número 33), de autoría de Su Excelencia el Presidente de la República, para intercalar en el artículo 6° de la iniciativa legal un numeral 13, del siguiente tenor:

“13) Reemplázanse, en el inciso segundo del artículo 49, las expresiones “Instituto” por “Ministerio del Deporte” y “Dirección Regional” por “Secretaría Regional Ministerial”.

De esta manera, para cambiar el destino de las zonas calificadas como aptas para el deporte y la recreación por los planes reguladores comunales e intercomunales y demás instrumentos de planificación y desarrollo urbano, se requerirá oír previamente al Ministerio del Deporte, a través de su respectiva Secretaria Regional Ministerial.
-Puesta en votación la indicación número 33), ésta resultó aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio.
- - -

Título III
El Título III de la iniciativa de ley en estudio lleva por epígrafe “Modificaciones a la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.”, y considera solamente al artículo 7°.

Este precepto modifica la redacción del artículo 65 de la citada ley orgánica, a fin de que integren el gabinete regional, por derecho propio, además del respectivo Director Regional del Servicio Nacional de la Mujer, el Director Regional del Instituto Nacional de Deportes de Chile.
Es necesario hacer presente que la modificación anterior encuentra su razón en que, de conformidad a la redacción propuesta por la iniciativa de ley aprobada en general para el artículo 21, los aludidos Directores Regionales serán también, para todos los efectos legales, Secretarios Regionales Ministeriales del Ministerio del Deporte en la respectiva región.

Sobre este título recayeron las indicaciones número 34 y 35. La indicación número 34), del Honorable Senador señor Escalona, propone suprimirlo. 

-Puesta en votación la indicación número 34), ésta resultó rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio.
La indicación número 35), de Su Excelencia el Presidente de la República, apunta a reemplazarlo por el siguiente:

“TÍTULO III

Modificaciones a La ley N°19.882, que regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos que indica.
Artículo 9°.- Suprímese, en el artículo trigésimo sexto de la ley N°19.882, la frase “Instituto Nacional de Deportes de Chile.”
De este modo, se deja expresa constancia en la ley N° 19.882 que el Sistema de Alta Dirección Pública tendrá aplicación en los servicios públicos regidos por el Título II de la ley N° 18.575, incluido el Instituto Nacional de Deportes de Chile.”

-Puesta en votación la indicación número 35), ésta resultó aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio.
Título IV

El Título IV sólo está integrado por el artículo 8° del proyecto de ley. Dicho Título lleva por epígrafe “Modificaciones a la Ley N° 19.863, sobre Remuneraciones de Autoridades de Gobierno y Cargos Críticos de la Administración Pública y da normas sobre Gastos Reservados”.

El citado artículo 8° propone reemplazar la letra f) del artículo 1° del cuerpo legal referido, a fin de eliminar de la lista de quienes tienen derecho a percibir una Asignación de Dirección Superior al Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile.

Respecto de este Título, el Honorable Senador señor Escalona formuló la indicación número 36) para suprimirlo.
El señor Subsecretario de Deportes estimó que la indicación en estudio debía ser rechazada, toda vez que de suprimirse el Título en el que ella incide se mantendría vigente para el Director Nacional del IND, además de la asignación referida, la asignación que le correspondería en virtud de su designación de acuerdo al Sistema de Alta Dirección Pública.

El Honorable Senador señor Navarro afirmó que votaría a favor de la indicación en debate, toda vez que no existía garantía alguna de que las remuneraciones del Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes no se verán disminuidas.

-Puesta en votación la indicación número 36), ésta resultó rechazada por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio, y uno a favor, del Honorable Senador señor Navarro.

Título V
El Título de la referencia lleva por epígrafe “Modificaciones a la Ley Nº 20.557, Ley de Presupuestos para el Sector Público, correspondiente al año 2012.”
Al igual que los títulos anteriores, éste sólo comprende un precepto, que es el artículo 9° del proyecto de ley. A través de él se modifica la Partida N° 20, correspondiente al Ministerio Secretaría General de Gobierno. Concretamente, se altera la Glosa N° 4 del Programa 01 del Capítulo 03, de manera de aumentar de 18 a 33 el número correspondiente al máximo de personas que conforme a la ley N° 19.882 podrán tener asignación por funciones críticas.

Además, el referido precepto plantea suprimir el literal f) de la citada glosa presupuestaria que reza de la siguiente manera: 

“f) Los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes serán seleccionados de acuerdo al procedimiento establecido para la selección de los altos directivos públicos de los servicios adscritos al Sistema de Alta Dirección Pública, sujetándose, en todo, a las reglas establecidas, al efecto, en el Título VI de la Ley N°19.882. Los funcionarios así seleccionados tendrán derecho a la asignación del artículo sexagésimo quinto de la ley precitada, de conformidad a las normas que la regulan.”

El Título fue objeto de dos indicaciones, las números 37 y 38, del Honorable Senador señor Escalona y de Su Excelencia el Presidente de la República, respectivamente, que proponen su supresión.

-Puestas en votación ambas indicaciones, fueron aprobadas, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio.
- - -

Enseguida, los Honorables Senadores señores Navarro, Letelier, Muñoz y Rossi presentaron la indicación número 39) para consultar un artículo nuevo que fija las plantas de personal de la siguiente manera:

	Plantas/Cargos
	Grados

E.U.S. cargos
	Número

	Ministro
	
	

	Subsecretario de Deportes
	
	

	Planta de Directivos
	
	

	Jefes de División
	
	

	Jefes de Departamento
	
	

	Planta de profesionales
	
	

	Planta de fiscalizadores
	
	

	Planta de técnicos
	
	

	Planta de administrativos
	
	

	Planta de auxiliares
	
	

	
	
	

	TOTAL CARGOS
	
	



Además, se establecen los siguientes requisitos para el ingreso y promoción en las plantas y cargos de la Subsecretaría de Deportes:


Planta directivos: Título profesional o grado académico de licenciado otorgado por una Universidad del Estado o reconocida por éste.


Planta profesional y fiscalizadora: Título profesional o grado académico de licenciado otorgado por una Universidad del Estado o reconocida por éste.


Planta técnicos: Título técnico otorgado por un Instituto Profesional o Centro de Formación Técnica reconocida por el Estado.


Planta administrativos: Licencia de Educación Media o equivalente.


Planta auxiliar: Licencia de Enseñanza Básica.
- Como se indicara precedentemente con ocasión de votación en conjunto de la admisibilidad de las indicaciones que recaían en materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, esta indicación fue declarada inadmisible por cuatro votos, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, contra uno, del Honorable Senador señor Navarro.

Asimismo, se presentó, por parte de los parlamentarios recientemente mencionados, la indicación número 40). Dicha indicación tiene por objeto incorporar un precepto al proyecto de ley en el cual se deje consignado que existirá un Consejo Asesor que tendrá por misión prestar asesoría en materia de las ciencias del deporte a la nueva Cartera.
Agrega que un reglamento dictado por el Presidente de la República será el instrumento encargado de determinar la integración, funciones y atribuciones del referido Consejo, el que deberá ser dictado en un plazo no superior a 60 días contados desde la entrada en vigencia de la ley.

- Al igual como la indicación anterior, fue declarada inadmisible por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

- - -

Disposiciones Transitorias

Artículo primero

En términos generales, esta norma transitoria encomienda al Presidente de la República la labor de dictar uno o más decretos con fuerza de ley a través de los cuales deberán regularse las siguientes materias:

- Fijación de la planta de personal del Ministerio del Deporte.

- Traspaso, sin solución de continuidad, de funcionarios titulares de planta y a contrata desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile al Ministerio del Deporte.

- Adecuación, estructuración y funcionamiento de la planta que fije.

- Fijación de la dotación máxima de personal del Ministerio del Deporte.

- Determinación de una fecha única para la entrada en vigencia de la ley, de la planta que fije, el traspaso y encasillamiento que se practique y la iniciación de actividades del Ministerio del Deporte.
- Fijación para el cargo de Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, de la asignación de dirección superior a que tiene derecho, conforme lo señalado en el artículo 1° de la ley N° 19.863.
- Traspaso, en lo que corresponda, de los bienes que determine, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile al Fisco, para que sean destinados al Ministerio del Deporte.
Además, se establecen, en esta disposición, algunas restricciones respecto del personal afectado.

- - -

Antes de iniciar la discusión de las indicaciones formuladas a este precepto, y al resto de los artículos transitorios de esta iniciativa de ley que contemplan el denominado “modelamiento institucional” de la nueva Cartera de Estado que se crea por medio de esta legislación, el Honorable Senador señor Navarro consultó al señor Subsecretario de Deportes si existía acuerdo entre el Ejecutivo y las asociaciones de funcionarios en relación con la disposición primera transitoria del proyecto de ley que, recordó, incide en la estabilidad laboral y la carrera funcionaria de los trabajadores.

A mayor abundamiento, puso de relieve que materias tan importantes como la determinación del número y tipo de cargos de exclusiva confianza, los requisitos para la aplicación de la asignación de modernización, el número de cargos a contrata y su proporción con respecto a los de planta, quedan entregados, en virtud de este precepto, a la discrecionalidad del Presidente de la República. 
Finalmente, solicitó, antes de continuar con el estudio de los artículos transitorios del proyecto, recibir en audiencia a las tres asociaciones de funcionarios del Instituto Nacional de Deportes.

Sobre el particular, el señor Subsecretario de Deportes, afirmó que las indicaciones recaídas en las disposiciones transitorias presentadas por el Ejecutivo recogen las observaciones formuladas por las asociaciones de funcionarios del Instituto que encabeza durante la discusión en general.

Con todo, hizo notar que, evidentemente, no es posible recoger en el articulado la totalidad de las demandas de los trabajadores.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, estimó indispensable analizar de manera pormenorizada los artículos transitorios, razón por la cual compartió la propuesta del Honorable Senador señor Navarro en orden a recibir en audiencia a los representantes de las asociaciones de funcionarios del Instituto Nacional de Deportes y luego de ello continuar el estudio de los citados preceptos.

Además, sostuvo que con ocasión de ese análisis, y conforme fue el compromiso asumido por el Ejecutivo, se debería conocer el modelamiento propuesto para la nueva Cartera de Estado. 

El Honorable Senador señor Navarro enfatizó que la asociación de funcionarios de CHILEDEPORTES –ANFUCHID- sostuvo en su oportunidad que el artículo 1° transitorio adolecía de inconstitucionalidad al encomendar a un decreto con fuerza de ley materias que deben ser objeto de una ley de carácter orgánico constitucional.

Al respecto, el señor Subsecretario de Deportes consignó que el requerimiento de inconstitucionalidad presentado sobre el particular fue resuelto por el Tribunal Constitucional, instancia que lo rechazó al estimar que el precepto aludido se ajustaba a las disposiciones de nuestra Carta Fundamental.

Recogiendo la solicitud del Honorable Senador señor Navarro, la Comisión recibió en audiencia a las asociaciones de funcionarios del Instituto Nacional de Deportes con el objeto de conocer sus opiniones respecto de las disposiciones transitorias del proyecto de ley.

La Presidenta de la Asociación de Funcionarios del Instituto Nacional de Deportes, señora Jacqueline Andalaf, hizo ver que la mayor preocupación de las asociaciones de funcionarios presentes en el organismo del que forma parte radica en el artículo primero transitorio del proyecto de ley en estudio. En efecto, comentó que este precepto otorga la facultad a Su Excelencia el Presidente de la República para dictar uno o más decretos con fuerza de ley por medio de los cuales se fijará la planta del nuevo Ministerio, su organización y su estructura. 

Agregó que si bien la referida disposición ordena que los funcionarios que sean traspasados desde el Instituto Nacional de Deportes a la nueva Cartera deberán serlo en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha de efectuarse el aludido traspaso y que ello no podrá significar disminución de remuneraciones, ya que cualquier diferencia que respecto de estas últimas se produzca deberá ser pagada por planilla suplementaria, ésta última no tiene el carácter de reajustable.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, aseguró que otro tema que los inquieta radica en que la iniciativa de ley disminuye la dotación del personal del Instituto Nacional de Deportes. Además, puntualizó que esta medida afecta los niveles jerárquicos que los funcionarios tienen en la actualidad.

Enfatizó que a los factores anteriormente mencionados se suma la ambigüedad que rodea a la propuesta de ley en estudio. En este punto, remarcó que no se ha dejado claro por parte del Ejecutivo cómo se estructurará el nuevo Ministerio, generándose la legítima creencia que la estabilidad laboral y los derechos de los funcionarios no serán resguardados de manera adecuada, tal como ocurrió con ocasión de la creación del Ministerio de Desarrollo Social. Al respecto, estimó que es deber del Congreso Nacional lograr que en el proyecto en estudio se contemple, de manera concreta, la planta y la estructura de la nueva Cartera de Estado.

Por otro lado, advirtió que el numeral 4° del artículo primero transitorio dispone claramente que en la fijación de la dotación máxima de personal del Ministerio del Deporte no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo. Así, resaltó, el número de funcionarios a contrata de una institución podrá exceder del veinte por ciento del total de los cargos de la planta de personal de ésta, posibilitando, incluso, que todos sus funcionarios se desempeñen a contrata. Sobre el particular, consideró que un requisito indispensable es que el Estado asegure estabilidad laboral y responsabilidad administrativa. 

Finalmente, puso de relieve la intención de las asociaciones de funcionarios del Instituto Nacional de Deportes en orden a contribuir en el diseño de la planta del Ministerio, de modo de asegurar los derechos de los trabajadores, figuras indispensables para asegurar el éxito de la nueva Cartera. 

Por su lado, el Presidente de la Asociación de Funcionarios de Chiledeportes, ANFUCHID, señor Álvaro Muñoz, recordó que en el mes de diciembre del año 2012, durante la discusión en general del proyecto de ley, el entonces Ministro Secretario General de Gobierno, señor Chadwick, se comprometió a escuchar las inquietudes y planteamientos de las asociaciones de funcionarios presentes en el Instituto Nacional de Deportes. Sin embargo, remarcó que ello nunca ocurrió y que sólo la semana pasada la Cartera citada invitó a los trabajadores a reunirse con la nueva Ministra del ramo para discutir el modelamiento de la nueva Secretaría de Estado y escuchar los planteamientos de los funcionarios al respecto. Destacó que la conducta anterior da cuenta de la poca consideración que ha tenido el Ejecutivo respecto de los trabajadores.

En otro orden de consideraciones, dijo ver con preocupación que la propuesta de ley deje sin efecto la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo. En este punto, remarcó que todos los proyectos de ley ingresados a tramitación por el Ejecutivo traen dentro de sus disposiciones transitorias una norma similar a la contenida en el numeral 4° del artículo primero transitorio, trayendo como consecuencia el aumento de los funcionarios que se desempeñan a contrata y a honorarios. En efecto, notó que un caso tal es posible observar en el Ministerio de Desarrollo Social, Cartera que a la fecha no tiene estructura legal y en la cual los cargos de confianza superan a los de cualquier organismo existente. En él, advirtió, 584 personas se desempeñan de planta y a contrata, mientras que 630 lo hacen a honorarios, poniendo en riesgo la estabilidad laboral de los trabajadores.

Asimismo, lamentó que la fijación de la planta del Ministerio del Deporte quedara entregada al Presidente de la República de turno, pues estimó que esa materia debiera encomendarse al Congreso Nacional.

Por último, se detuvo en las Secretarías Regionales Ministeriales del Deporte. Al respecto, destacó que, a diferencia de lo que ocurre en el caso en estudio, tanto el Ministerio de Desarrollo Social como el proyecto de ley que crea el Ministerio de la Cultura contemplan secretarías con dedicación exclusiva en cada una de las regiones del país. Lo anterior, sentenció, refleja el poco interés del Gobierno hacia una materia tan trascendental como es el deporte y, en consecuencia, hizo un llamado a reformar en este punto la iniciativa de ley en estudio.
Por su parte, el Secretario General de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, señor Bernardo Jorquera, aseguró que la organización que representa respalda plenamente las observaciones de los trabajadores del Instituto Nacional de Deportes, toda vez que el proyecto de ley en estudio no satisface las demandas de los funcionarios de la referida institución. 

Establecido lo anterior, hizo presente que las exigencias de los trabajadores del referido organismo radican en la protección de la estabilidad laboral y la carrera funcionaria, aspectos que no están garantizados en el artículo primero transitorio de la iniciativa legal en debate. En efecto, puntualizó que dicha disposición deja al arbitrio de la autoridad de Gobierno de turno la conformación de la planta del personal. En este punto, aseguró que la opción seguida en la propuesta en estudio adolecía de inconstitucionalidad y que existen resoluciones del Tribunal Constitucional que así lo han hecho ver.

Asimismo, puso de relieve que el proyecto de ley se aleja de las funciones fiscalizadora y reguladora del Estado. Sobre el particular, resaltó la necesidad de asegurar que los dineros destinados al deporte sean utilizados realmente para este fin, evitando así situaciones como las conocidas en el pasado.

Por último, en atención a los argumentos manifestados recientemente, solicitó a los Honorables Senadores integrantes de la Comisión rechazar los artículos primero, segundo y tercero transitorios de la iniciativa legal, a los cuales, afirmó, se opone el 80% de los funcionarios del Instituto Nacional de Deportes.

Luego de escuchar las intervenciones precedentemente transcritas, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que una de las demandas por él formuladas durante la discusión en general del proyecto de ley fue que en el traspaso de los funcionarios desde el IND al Ministerio del Deporte no se afectaran sus derechos. 

Dicho ello, lamentó que el ex Ministro Secretario General de Gobierno no hubiera dado cumplimiento a su compromiso de reunirse con las asociaciones de funcionarios del referido Instituto para discutir las disposiciones que a ellos afectan. Al respecto, aseguró que era indispensable escuchar sus planteamientos y asegurar los derechos de los trabajadores.
Continuando con la exposición de sus planteamientos, hizo notar que si bien en algunos puntos de la propuesta en estudio se han logrado avances significativos, como la posibilidad de que existan Secretarías Regionales Ministeriales del Deporte, que los Directores Regionales del Instituto sean elegidos por medio del Sistema de Alta Dirección Pública y la creación de un Ministerio del Deporte y no sólo de un Ministro del ramo, en materia de resguardo de los derechos de los trabajadores existen aún temas pendientes. A fin de dar solución a este punto, propuso las siguientes medidas.

1.-Que el traspaso de los trabajadores desde el Instituto Nacional de Deportes al nuevo Ministerio se realice sin solución de continuidad, y en el mismo grado y calidad jurídica.

2.-Que el modelamiento del Ministerio del Deporte quede en la historia de la ley, de modo que exista constancia del compromiso asumido por el Ejecutivo sobre el particular.

3.-Que el uso de las facultades delegadas al Presidente de la República tenga algunas restricciones. En primer lugar, que no pueda ser considerada causal de término de los servicios; en segundo lugar, que no pueda importar un cambio de residencia habitual del funcionario, a menos que éste consienta en ello; en tercer lugar, que no signifique pérdida del empleo o disminución de las remuneraciones; en cuarto lugar, que los funcionarios traspasados conserven su asignación de antigüedad a la que hoy tienen derecho; y, finalmente, que se resguarde la posibilidad de los funcionarios traspasados de permanecer afiliados o de afiliarse al servicio de bienestar del Instituto Nacional de Deportes.
El Honorable Senador señor Navarro insistió en la necesidad que el Ejecutivo alcanzara los acuerdos pertinentes con las asociaciones de funcionarios presentes en el Instituto Nacional de Deportes. Aseguró que ello constituiría el único límite posible a las amplias facultades que el artículo primero transitorio entrega al Gobierno de turno.
El Honorable Senador señor Quintana, sumándose a las demandas de los dos parlamentarios que le precedieron en el uso de la palabra, recalcó el llamado al Ejecutivo de encontrar los acuerdos necesarios con las asociaciones de funcionarios del Instituto Nacional de Deportes.

Además, lamentó la tardanza en la celebración del encuentro entre los funcionarios del Instituto Nacional de Deportes y el Ministerio Secretaría General de Gobierno.
Por su lado, la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, refiriéndose al incumplimiento del compromiso asumido por el ex titular de la cartera que encabeza, hizo presente que el Ejecutivo se había reunido en cinco oportunidades con las asociaciones de funcionarios del Instituto Nacional de Deportes, ocasiones en las que, aseguró, se debatió la estructura del Ministerio del Deporte, los traspasos que se realizarán desde el Instituto a la nueva Cartera y el servicio de bienestar. Asimismo, destacó que a la última cita, celebrada el viernes pasado, los representantes de las asociaciones no concurrieron.

Luego de ello, puso de relieve que en el proyecto de ley en estudio no existe intención alguna por parte del Gobierno de perjudicar a los trabajadores y agregó que todas las disposiciones de la iniciativa legal buscan garantizar la permanencia de los cargos que existen. A mayor abundamiento, acotó que si se quisieran hacer innovaciones respecto de la planta no bastaría con las disposiciones del proyecto, ya que ello supondría, además, modificaciones a la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.

En la misma línea argumental, apuntó que el Gobierno del que forma parte ha buscado asegurar que no haya cambios en las remuneraciones, en las calificaciones jurídicas y que se respeten las plantas y la carrera funcionaria.
Finalmente, hizo ver la necesidad de avanzar en este proyecto de ley que abarca una materia a la que transversalmente se le da importancia y que permitirá al Deporte contar con una institucionalidad autónoma.

- - -


A continuación, la Comisión analizó las indicaciones presentadas a los artículos transitorios.

Como se indicó con antelación, el artículo primero transitorio fue objeto de diversas indicaciones, varias de las cuales fueron declaradas inadmisibles. Sin perjuicio de la votación que sobre el particular se consignó en este informe de manera precedente, a continuación se describen las distintas proposiciones que se presentaron a este precepto.

La indicación número 41), de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier y Muñoz, para sustituirla de manera integral. La proposición, en términos generales, mantiene el contenido de la norma transitoria, efectuando ciertas precisiones y enmiendas. De acuerdo a la indicación en análisis, las materias que deberán ser reguladas a través de la potestad legislativa delegada son las siguientes:
1) Disponer, sin solución de continuidad el traspaso de funcionarios de planta y a contrata al Ministerio del Deporte desde el Instituto Nacional de Deportes. El traspaso del personal, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y encasillado, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno.

2) El personal traspasado no deberá ser inferior al 75% de la dotación establecida en el artículo 5º de la presente ley.

3) El cargo de que era titular el funcionario traspasado no se extinguirá de la planta del Instituto Nacional de Deportes ni tendrá por consecuencia una reducción presupuestaria o de personal del IND.

4) Dictar las normas necesarias para el requisito de los cargos, denominaciones y carácter de carrera o exclusiva confianza en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 19.553. Estos requisitos no serán exigibles, en todo caso, a los funcionarios que se traspasen del IND en virtud de lo dispuesto en el numeral anterior.

5) En ningún caso la planta de personal del Ministerio del Deporte transgredirá la limitación impuesta en el inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834.

6) Determinar una fecha única para la entrada en vigencia de la ley que fije el traspaso y encasillamiento y la iniciación de actividades del Ministerio.

7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b. No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

c. Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

8) Fijar para el cargo de Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, la asignación de dirección superior a que tiene derecho, conforme lo señalado en el artículo 1° de la ley N° 19.863.

9) Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile al Fisco, para que sean destinados al Ministerio del Deporte.

Cabe hacer presente que, en relación con la norma aprobada en general, una de las principales modificaciones que sugiere la indicación es eliminar la facultad presidencial de fijar la Planta de personal del Ministerio del Deporte a través del ejercicio de la facultad delegada.

-En razón de la votación en conjunto precedentemente consignada, la referida indicación fue declarada inadmisible por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier presentó la indicación número 42). El contenido de esta indicación de ley es el mismo de la indicación anterior. La única diferencia radica en la supresión de los numerales 7, 8 y 9.

- De la misma manera, la referida indicación fue declarada inadmisible por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 1)

Como se indicó con antelación, este numeral establece como una de las materias que tendrá que regular el Presidente de la República a través de un decreto con fuerza de ley es la fijación de la planta de personal de la nueva Cartera de Estado. Ordena este numeral, además, que el encasillamiento en esta planta considerará sólo personal titular de la correspondiente al Instituto Nacional de Deportes.

Sobre este numeral recayó la indicación número 43), del Honorable Senador señor Escalona, con la finalidad de establecer como condición para la referida fijación de la planta del nuevo Ministerio, que previamente ella sea aprobada por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado. Asimismo, agrega que deberá considerarse la opinión de las asociaciones de funcionarios presentes en el Instituto Nacional de Deportes.

- En el mismo sentido anterior, y por igual fundamento, la referida indicación fue declarada inadmisible por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 2)

Establece que en el ejercicio de la potestad legislativa delegada, el Presidente de la República deberá disponer el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata al Ministerio del Deporte, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile, sin solución de continuidad. Agrega el citado numeral que dicho traspaso de personal y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha del mismo. Asimismo, añade que deberá transferir los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. Por otro lado, deja de manifiesto que, a contar de esa misma fecha, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen y que la dotación máxima de personal del Instituto Nacional de Deportes de Chile se disminuirá en el número de funcionarios traspasados.
Respecto de este numeral, el Honorable Senador señor Escalona formuló la indicación número 44) con el objeto que éste se limite a disponer que el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata desde el Instituto Nacional de Deportes al nuevo Ministerio se realizará sin solución de continuidad.

- Como se ha señalado con antelación, y por la razón esgrimida, esta indicación fue declarada inadmisible por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 3)

Exige la dictación de las disposiciones que sean necesarias para el correcto funcionamiento y estructuración de la planta que fije. El contenido del numeral en estudio es del siguiente tenor:

“3) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta que fije y, en especial, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Asimismo, determinará el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. 

En todo caso, los requisitos que se fijen para el desempeño de los cargos no serán exigibles a los funcionarios que se traspasen conforme lo señalado en el numeral anterior, en la medida que continúen ejerciendo los empleos a los que fueron transferidos.”

En relación con el citado numeral, se presentó la indicación número 45), del Honorable Senador señor Escalona, para eliminar su párrafo primero.

- Al igual que las anteriores, esta indicación fue declarada inadmisible por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 4)

Este numeral obliga al Presidente de la República, al ejercer la potestad de legislación delegada, a fijar la dotación máxima de personal de la nueva Cartera de Estado. El decreto con fuerza de ley respectivo deberá dictarse dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley. Agrega que en esta materia no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834.

Respecto del aludido numeral, el Honorable Senador señor Escalona formuló la indicación número 46) a fin de eliminarlo.

- Por los mismos fundamentos expresados precedentemente, la indicación fue declarada inadmisible por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro. 

Numeral 5)

El numeral referido obliga a Su Excelencia el Presidente de la República a determinar, por medio del citado decreto con fuerza de ley, una fecha única para la entrada en vigencia de la ley, para la planta que fije, para el traspaso y el encasillamiento que se practique y para la iniciación de actividades del Ministerio del Deporte. 

Respecto de este numeral, Su Excelencia el Presidente de la República formuló la indicación número 47) con el objeto de que la fecha única para entrada en vigencia del cuerpo legal no rija respecto de las disposiciones transitorias, sino sólo respecto de su articulado permanente. 

-Puesta en votación la indicación número 47), resultó aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.

Numeral 6)

Establece ciertas restricciones al uso de las facultades delegadas que el artículo primero transitorio otorga al Presidente de la República. 

Letra b

Dispone que el ejercicio de esta facultad no podrá significar pérdida de empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Agrega, además, que cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, exceptuando los derivados de reajustes generales que pudieran corresponder a los trabajadores del sector público. Finalmente, establece que la referida planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.
Sobre el literal en estudio recayó la indicación número 48), del Honorable Senador señor Escalona, para eliminar la posibilidad que la planilla suplementaria se absorba por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios. De aprobarse la indicación analizada, la redacción del literal b del numeral 6) del artículo primero transitorio sería la siguiente:

“b. No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.”

-En razón de la votación en conjunto ya consignada, la indicación número 48) fue declarada inadmisible por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro. 
- - -

Enseguida, el Honorable Senador señor Escalona presentó la indicación número 49) para agregar al numeral 6 del artículo primero transitorio dos nuevos numerales, incorporando así dos limitaciones para el ejercicio de la potestad legislativa delegada del Presidente de la República. La primera de ellas asegura que el ejercicio de la atribución encomendada no podrá traducirse en la disminución de la carrera funcionaria del Instituto Nacional de Deportes. Además, añade que tampoco podrá significar la eliminación de aquellos cargos estipulados en la Ley del Deporte. La segunda, en tanto, garantiza que los funcionarios que se desempeñen de planta y a contrata en el citado Instituto no podrán ser traspasados obligatoriamente a la nueva Secretaría de Estado.

- Al igual que la indicación anterior, fue declarada inadmisible por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

- - -

Numeral 7)

Establece que una de las materias que deberá regular el Presidente de la República a través del respectivo decreto con fuerza de ley será la fijación de la asignación de dirección superior para el Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes. Dicha asignación encuentra su justificación legal en el artículo 1° de la ley de Remuneraciones de Autoridades de Gobierno y Cargos Críticos de la Administración Pública y que da Normas sobre Gastos Reservados.

Al respecto, es necesario recordar que el artículo 8° del proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado eliminó la referida asignación para la citada autoridad.

Con relación al numeral aludido, Su Excelencia el Presidente de la República presentó la indicación número 50), de manera de sustituir su redacción. En esta propuesta se dispone que por medio de un decreto con fuerza de ley se deberá precisar, para el Instituto Nacional de Deportes, los niveles jerárquicos para la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8° del Estatuto Administrativo. Agrega que los funcionarios que a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley se encuentren desempeñando cargos calificados de alta dirección pública o de carrera, conservarán su nombramiento y remuneraciones en tanto no se produzca la vacancia, por cualquier causa, de los cargos de los que son titulares.

-Puesta en votación la indicación número 50), ésta resultó aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo tercero

Considera el gasto fiscal que supone la aplicación de lo dispuesto en los numerales 1 a 7 del artículo primero transitorio. Dispone la norma en estudio que, considerando su efecto año completo, dicho gasto no podrá exceder la suma de $ 626.053 miles.

En relación con este precepto, Su Excelencia el Presidente de la República presentó la indicación número 51), de manera de aumentar los recursos señalados a $ 881.604 miles.

- Puesta en votación, fue aprobada, en sus mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo quinto

Señala que los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes de Chile que hubieren sido seleccionados y nombrados conforme a las reglas establecidas en el Titulo VI de la ley N° 19.882 y cuyas designaciones y nombramientos se encuentren vigentes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, se mantendrán en sus cargos, conforme a lo establecido en los artículos quincuagésimo séptimo y quincuagésimo octavo de la ley N° 19.882. Asimismo, añade que sus nombramientos no podrán ser objeto de renovación y que durante este periodo, dichos funcionarios tendrán derecho a continuar percibiendo las remuneraciones inherentes a sus cargos, incluida la asignación del artículo sexagésimo quinto de la ley precitada.

En relación con este precepto, Su Excelencia el Presidente de la República formuló la indicación número 52) de modo de permitir la renovación de los nombramientos de los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes que hubieren sido seleccionados y nombrados conforme a las reglas establecidas en el Titulo VI de la ley N° 19.882 y cuyas designaciones y nombramientos se encuentren vigentes a la fecha que se determine en virtud de lo dispuesto en el numeral 5) del artículo primero transitorio. Además, la aludida indicación apunta a eliminar la posibilidad que los Directores que se mantengan en sus cargos puedan continuar percibiendo la asignación que contempla el artículo sexagésimo quinto de la ley N° 19.882.

-Puesta en votación la indicación número 52), ésta resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

Finalmente, se presentó la indicación número 53), de Su Excelencia el Presidente de la República, a fin de incorporar una nueva disposición transitoria compuesta, a su vez, de dos incisos. Por medio de inciso primero se busca dar la posibilidad que los funcionarios de la nueva Cartera de Estado, mientras no se cree su Servicio de Bienestar, podrán continuar afiliados o afiliarse al del Instituto Nacional de Deportes. A través del inciso segundo, en tanto, se asegura que los funcionarios de planta y a contrata del Ministerio del Deporte que hubiere sido traspasados desde el Instituto Nacional de Deportes podrán continuar afiliados a algunas de las tres asociaciones de funcionarios presentes en él, la que se mantendrá vigente hasta que la nueva Secretaría de Estado haya constituido su propia asociación. Con todo, añade que transcurridos dos años contados desde la fecha contemplada en el N°5) del artículo primero transitorio, cesará, por el solo ministerio de la ley, su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.

El señor Subsecretario de Deportes puso de relieve que la indicación en estudio surge a partir de las inquietudes planteadas por las asociaciones de funcionarios del Instituto Nacional de Deportes las que recoge en su mayoría.

-Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

Concluido el análisis de las indicaciones formuladas al proyecto de ley, y conforme fue el compromiso gubernamental, el señor Subsecretario de Deportes presentó a los integrantes de la Comisión el modelamiento del nuevo Ministerio del Deporte. La exposición del personero de Estado así como las interrogantes formuladas al respecto por los Parlamentarios de la instancia se consignan a continuación.

El señor Subsecretario de Deportes hizo presente, en primer término, que el nuevo Ministerio, como toda organización, debe estructurarse organizacionalmente para asegurar su funcionamiento de acuerdo a las atribuciones establecidas en el proyecto de su creación así como también su sustentabilidad.

Añadió que la estructura básica está representada por el Ministerio, instancia constituida por el Ministro y sus seis asesores quienes se abocarán a las diversas materias que puedan ser necesarias dentro del desarrollo de la nueva Secretaría de Estado. A ellos, adicionó, se suma la secretaria del Ministro, su Jefe de Gabinete y el Subsecretario. El esquema, en consecuencia, sería el siguiente:

[image: image6.emf]
Apuntó que la Subsecretaría del ramo se compone del señor Subsecretario, de su secretaria, de su Jefe de Gabinete, del Departamento de Comunicaciones, del de Auditoría Ministerial, del de Planificación y Control de Gestión y de las 4 Secretarías Regionales Ministeriales con dedicación exclusiva. En relación con estas últimas, informó que para la determinación de las regiones en las que ellas estarán emplazadas se ha atendido a cinco factores: descentralización, cantidad de población y potenciales deportistas, contribución al producto geográfico del país, nivel de participación en organizaciones deportivas y la representatividad por zona. Aseguró que la combinación de los criterios anteriormente consignados condujo a la necesidad de nombrar Secretarios Regionales Ministeriales con dedicación exclusiva en la II Región de Antofagasta, en la V Región de Valparaíso, en la VIII Región del Biobío y en la IX Región de la Araucanía. 

Continuando con el desarrollo del punto anterior, indicó que al interior de la Subsecretaría es posible encontrar 3 grandes divisiones funcionales: la de Política y Gestión Deportiva, la de Administración y Finanzas y la Jurídica. Agregó que cada una de ellas, a su vez, cuenta con departamentos. La estructura propuesta para la referida Subsecretaría sería, en consecuencia, la siguiente:




Deteniéndose en la figura de las Secretarías Regionales, informó que ellas se compondrán de un equipo de seis funcionarios según se advierte en el siguiente gráfico:


Sobre el particular, hizo presente que si bien el número de funcionarios que en ellas se desempeñarán puede parecer pequeño, llamó a no olvidar que se conservarán las Direcciones Regionales del Instituto Nacional de Deportes, instancias en donde se desempeñan alrededor de 45 personas. 

Refiriéndose a la totalidad de trabajadores que se contemplarán en la nueva Cartera, aseguró que ellos ascenderán a la suma de 80 funcionarios, cifra que incluye a seis trabajadores que se desempeñarán a honorarios. Asimismo, comentó que, descontando a estos últimos trabajadores referidos, el 50% de los funcionarios de la nueva Secretaría se desempeñará de planta y el 50% restante lo hará a contrata. El detalle de la dotación aludida es el siguiente:


Por último, subrayó que pese a la creación del nuevo Ministerio, el Instituto Nacional de Deportes se mantendrá y, en consecuencia, los trabajadores que actualmente se desempeñan en él continuarán en sus funciones. Además, resaltó que se garantiza la estabilidad laboral y los derechos de los trabajadores, aspectos que, remarcó, han sido ratificados por el Tribunal Constitucional.

Se hace presente que el señor Subsecretario de Deportes acompañó su presentación con un documento el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y que se contiene en un Anexo único que se adjunta al original del informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión. 

Luego de escuchar la presentación del señor Subsecretario de Deportes, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, celebró los criterios elegidos para determinar las regiones en las cuales existirá un Secretario Regional Ministerial del Deporte con dedicación exclusiva y las regiones elegidas. 

Por otro lado, alabó el aumento de funcionarios que al interior de la nueva Cartera se desempeñarán de planta. Sobre el particular, recordó que la propuesta original del Ejecutivo consistía en que 1/3 de los trabajadores lo haría en dicha calidad jurídica y los 2/3 restantes lo harían a contrata. 

Por último, consultó al titular del Instituto Nacional de Deportes cuántos funcionarios se desempeñaban actualmente en dicho organismo.

Sobre el particular, el señor Subsecretario de Deportes informó que ellos ascendían a la suma de 608. Agregó que de ellos 63 serían trasladados al nuevo Ministerio.

Por su lado, el Honorable Senador señor Quintana consultó si, antes de presentar el modelamiento en estudio, el Ejecutivo había tenido alguna reunión con las asociaciones de funcionarios presentes en el Instituto Nacional de Deportes.

El Jefe de Gabinete de la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, señor Pablo Urquizar, respondiendo la interrogante formulada por el Honorable Senador señor Quintana, señaló que el Ejecutivo se reunió con las tres asociaciones de funcionarios del Instituto Nacional de Deportes la última semana del mes de mayo, ocasión en la cual se les presentó el modelamiento de la nueva Cartera y se les respondió todas las inquietudes formuladas por ellos. Agregó que en aquella oportunidad se acordó que, luego de estudiar detalladamente la propuesta del Gobierno, se reunirían nuevamente el día lunes 3 de junio. Sin embargo, aseguró que dicho encuentro no tuvo lugar, toda vez que el día señalado, durante la mañana, ASOFIND, en representación de todas las asociaciones de funcionarios, envió un correo electrónico en el cual se indicaba que ellas no continuarían las conversaciones con el Ejecutivo mientras el modelamiento propuesto para el nuevo Ministerio no quedara establecido en la ley.

En relación con el punto anterior, recordó que el Tribunal Constitucional por medio de una sentencia recaída en el proyecto en estudio fue enfático en señalar que no adolecía de inconstitucionalidad que el modelamiento de la nueva Secretaría de Estado fuera determinado por medio de un decreto con fuerza de ley.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que las demandas de las asociaciones de funcionarios radicaban, en primer lugar, en las funciones y atribuciones de la nueva Cartera, aspecto ya resuelto; en segundo lugar, en la necesidad que la estructura interna del Ministerio del Deporte no quedara entregado a un Reglamento, porque ellos adolecía de inconstitucionalidad, argumento descartado por el Tribunal Constitucional; y, en tercer lugar, que la planta de la nueva Secretaría de Estado no quedara radicada en un decreto con fuerza de ley. En relación con esta última demanda, resaltó que si bien la decisión del Ejecutivo constituye una anomalía, dicha práctica se ha repetido en los últimos 23 años. Además, subrayó que la fijación de ellas no quedará al arbitrio del Gobierno de turno, toda vez que éste, al presentar el modelamiento, ha asumido importantes compromisos que quedarán consignados en la historia fidedigna de la ley.

Finalmente, el Honorable Senador señor Quintana, en relación con el traspaso de 63 funcionarios desde el Instituto Nacional de Deportes al nuevo Ministerio, consultó qué criterios se utilizaría para ello.

Además, consultó si dicho traspaso tendría el carácter de obligatorio.

Respondiendo las interrogantes del Parlamentario anterior, el señor Subsecretario de Deportes aseguró que para el traspaso el criterio rector será la determinación de los perfiles de los cargos requeridos. 

Respecto de la segunda pregunta, en tanto, indicó que si bien en principio no se puede obligar a un funcionario a ser traspasado, ello tampoco es un tema absolutamente resuelto, toda vez que el cargo creado en la nueva Secretaría de Estado desaparecerá en el instituto que encabeza.
- - -

MODIFICACIONES
En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 2º

Número 1)
Sustituir el vocablo “Elaborar” por “Proponer”.

(Indicación número 2, unanimidad 4x0)
Número 3)
Reemplazarlo por el siguiente:

“3) Coordinar las acciones vinculadas al deporte que los Ministerios y los servicios públicos desarrollen en sus respectivos ámbitos de competencia, considerando las distintas perspectivas regionales y comunales en su implementación.” 

(Indicación número 5, unanimidad 4x0)
Número 8)
Reemplazar la voz “Elaborar” por “Proponer”.

(Indicación número 11, unanimidad 4x0)
Número 13)
Suprimir la expresión “, incluso competitiva,”.

(Indicación número 15, unanimidad 4x0)
Artículo 3º

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 3°.- La Organización del Ministerio será la siguiente:

1. El Ministro del Deporte.

2. La Subsecretaría del Deporte.

3. Las Secretarías Regionales Ministeriales.

Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Mediante decreto supremo del Ministerio del Deporte, además, suscrito por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, se fijará las regiones en las que los Secretarios Regionales Ministeriales del Deporte, pertenecientes a la planta de ese Ministerio, actuarán como sus representantes y la ciudad capital de región que será la sede de cada una de las Secretarías Regionales.

En las demás Regiones del país, el nombramiento de los Secretarios Regionales Ministeriales de Deporte se efectuará de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 62 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.”.
(Indicación número 21, unanimidad 4x0)
- - -

Incorporar el siguiente párrafo 4°, nuevo, al Título I, corrigiéndose la numeración correlativa:

“Párrafo 4°

Del Consejo Nacional de Deporte

Artículo 6°.- El Ministerio tendrá un Consejo Nacional, el cual estará integrado por los siguientes miembros:
a) El Ministro del Deporte, quien lo presidirá;
b) Dos consejeros designados por el Plenario de Federaciones del Comité Olímpico de Chile;
c) Dos consejeros designados por el Presidente de la República a propuesta en terna de las organizaciones deportivas nacionales no afiliadas al Comité Olímpico de Chile, las que serán convocadas por el Ministro del Deporte para tal efecto;
d) Dos consejeros designados por el Presidente de la República que sean personas de destacada trayectoria en el ámbito deportivo;
e) Un consejero designado por el Presidente de la República a propuesta en terna de las instituciones de educación superior formadoras de profesionales y técnicos de la educación física y el deporte, las que serán convocadas por el Ministro del Deporte para tal efecto;
f) Un consejero designado por el Presidente de la República perteneciente a los ámbitos de las ciencias o la salud;
g) Dos consejeros designados por el Presidente de la República a propuesta en terna de la Asociación de Municipalidades que aquél determine de entre las más representativas a nivel nacional, uno de los cuales tendrá que ser de una región distinta a la Metropolitana; 
h) Un consejero designado por la organización gremial de carácter empresarial que el Presidente de la República determine de entre las más representativas a nivel nacional;
i) Dos consejeros designados por la central sindical que el Presidente de la República determine de entre las más representativas a nivel nacional, y
Un consejero designado por el Presidente de la República perteneciente a la Confederación Deportiva de la Defensa Nacional, a propuesta del Ministro de Defensa Nacional.

Para los efectos de la determinación de las entidades a que se refieren las letras g), h) e i), el Presidente de la República dictará un decreto supremo expedido a través del Ministerio del Deporte, con una antelación mínima de treinta días a la fecha en que deban hacerse las respectivas designaciones.
Los miembros del Consejo, con excepción de su presidente, durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser designados hasta por dos nuevos períodos, y se renovarán por mitades, cada dos años. Para estos efectos, la integración del Consejo se formalizará mediante decreto supremo del Presidente de la República, expedido a través del Ministerio del Deporte.
Las vacantes que se produzcan serán llenadas y formalizadas según lo dispuesto en los incisos anteriores, y se extenderán sólo por el tiempo que reste para completar el período del consejero que provocó la vacancia.
El ejercicio del cargo de consejero será ad honorem e incompatible con cualquier cargo directivo de organizaciones deportivas.
La calidad de miembro del Consejo se pierde por cualquiera de las siguientes causales:
i) Renuncia voluntaria; 

ii) Inasistencia injustificada a tres sesiones ordinarias consecutivas del Consejo, o a cinco alternadas;
iii) Por haber sido condenado a una pena de crimen o simple delito, y

iv) Por haber sido nombrado en un cargo incompatible.

Artículo 7°.- Corresponderá al Consejo Nacional, asesorar, absolver consultas y elaborar informes e iniciativas a solicitud del Ministro, para el mejor cumplimiento de las funciones señaladas en el artículo 2°.

En el desempeño de su labor, el Consejo Nacional deberá considerar las observaciones o proposiciones de los Consejos a que se refiere el Párrafo VI, del Título II, de la ley N° 19.712”.
(Indicación número 28, unanimidad 3x0)
- - -

Artículo 6º

Pasa a ser artículo 8°.

Número 2)
Reemplazarlo por el siguiente:

“2) En su artículo 10:

a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 10, la expresión "Secretaría General de Gobierno" por "del Deporte" y agregar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: "El Instituto estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley Nº 19.882.”.
b) Suprímese el inciso tercero.”

(Indicación número 29, unanimidad 4x0)
Número 4)
Agregar la siguiente letra d), nueva, ajustándose la numeración correlativa.

“d) Reemplázase su letra h) por la siguiente:

“h) Actuar como unidad técnica mandataria de otros organismos públicos en la construcción de recintos e instalaciones deportivos, funciones todas que deberán cumplirse en los términos establecidos en el artículo 16 de la ley N° 18.091. Le corresponderá, asimismo, fomentar la modernización y el desarrollo de la infraestructura deportiva nacional, así como la gestión eficiente de la capacidad instalada.”.”.
(Indicación número 31, unanimidad 4x0)
Literales d), e) y f)
Pasan a ser literales e), f) y g), respectivamente, sin enmiendas.
Número 8)
Sustituirlo por el que se señala a continuación:

“8) Reemplázase, en el artículo 21, la expresión "a propuesta en terna del Intendente regional respectivo” por “conforme al procedimiento establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.”.
(Indicación número 32, unanimidad 4x0)
- - -

Intercalar un numeral 13), del siguiente tenor:

“13) Reemplázanse, en el inciso segundo del artículo 49, las expresiones “Instituto” por “Ministerio del Deporte” y “Dirección Regional” por “Secretaría Regional Ministerial”.”.

(Indicación número 33, unanimidad 4x0)
- - -

Numerales 13), 14), 15), 16), 17) y 18)
Pasan a ser numerales 14), 15), 16), 17), 18) y 19), respectivamente, en sus mismos términos.

TÍTULO III
Reemplazarlo por el siguiente:

“TÍTULO III

MODIFICACIONES A LA LEY N°19.882, QUE REGULA NUEVA POLÍTICA DE PERSONAL A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS QUE INDICA

Artículo 9°.- Suprímese, en el artículo trigésimo sexto de la ley N°19.882, la frase “Instituto Nacional de Deportes de Chile.”.”.

(Indicación número 35, unanimidad 4x0)
TÍTULO V
Suprimirlo.

(Indicaciones números 37 y 38, unanimidad 4x0)
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Número 5)


Reemplazar la expresión “de la ley” por “del articulado permanente de la presente ley”.

(Indicación número 47, unanimidad 4x0)
Número 7)


Sustituirlo por el siguiente: 


“7) Determinar, para el Instituto Nacional de Deportes, los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en artículo 8° de la ley Nº 18.834, cuyo texto  refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. Los funcionarios que, a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública o de carrera, acorde con las referidas normas, mantendrán su nombramiento y remuneraciones mientras no se produzca la vacancia, por cualquier causa, de los cargos de los que son titulares.”.

(Indicación número 50, unanimidad 4x0)
Artículo tercero


Reemplazarlo por el que se señala a continuación:


“Artículo tercero.- El mayor gasto que se derive de la aplicación de lo dispuesto en los numerales 1) a 7) del artículo primero transitorio, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 881.604 miles.”.

(Indicación número 51, unanimidad 4x0)
Artículo quinto


Suprimir la expresión “de entrada en vigencia de la presente ley” y las dos oraciones finales.

(Indicación número 52, unanimidad 4x0)
- - -


Agregar el siguiente artículo octavo transitorio, nuevo:


“Artículo octavo.- En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar del Ministerio del Deporte, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al del Instituto Nacional de Deportes de Chile.


Los funcionarios de planta y a contrata del Instituto Nacional de Deportes de Chile, que sean traspasados al Ministerio del Deporte, podrán conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios del señalado Instituto. Dicha afiliación se mantendrá vigente hasta que en el Ministerio del Deporte haya constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años contados desde la fecha única de entrada en vigencia a que se refiere el N°5) del artículo primero transitorio, cesará, por el solo ministerio de la ley, su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.”.”.
(Indicación número 53, unanimidad 4x0)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En caso de aprobarse las modificaciones anteriores, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY

“TITULO I

DEL MINISTERIO DEL DEPORTE

Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones

Artículo 1°.- Créase el Ministerio del Deporte, que será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas a la Política Nacional del Deporte.

Artículo 2°.- Corresponderá especialmente al Ministerio del Deporte:

1) Proponer y evaluar la Política Nacional del Deporte y los planes generales en materia deportiva e informar periódicamente sobre sus avances y cumplimiento.

2) Formular programas y acciones destinadas al desarrollo de la actividad física y deportiva de la población.

De igual forma, formular programas y acciones, con este mismo objeto, destinados al deporte de alto rendimiento.

3) Coordinar las acciones vinculadas al deporte que los Ministerios y los servicios públicos desarrollen en sus respectivos ámbitos de competencia, considerando las distintas perspectivas regionales y comunales en su implementación.
4) Informar al Ministerio de Educación la pertinencia de los planes y programas del sector de aprendizaje de Educación Física, Deportes y Recreación con el diseño de políticas para el mejoramiento de la calidad de la formación para el deporte y de la práctica deportiva en el sistema educacional, en todos sus niveles.

5) Establecer mecanismos que promuevan la ejecución de programas de interés sectorial, con organizaciones públicas y privadas.

6) Estudiar y proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas conducentes al fomento y desarrollo de la actividad deportiva y, en general, todo otro tipo de normas e iniciativas que tiendan a mejorar las bases del desarrollo de la educación física y del deporte.

7) Definir las estrategias para difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, y para el incentivo de su práctica permanente y sistemática en todos los sectores de la población.

8) Proponer las normas preventivas para la práctica del deporte, la prevención del dopaje y todas aquellas materias relativas a la salud física y mental de los deportistas, requiriendo su aprobación por parte del Ministerio de Salud.

9) Administrar un catastro de infraestructura deportiva a nivel nacional y regional, distinguiendo aquellas cuya construcción, reparación, mantención o administración se financie total o parcialmente con recursos públicos. 

10) Informar al Ministerio de Desarrollo Social, a requerimiento de éste, si las iniciativas de inversión en infraestructura deportiva, sometidas a evaluación, son coherentes con la política nacional de infraestructura deportiva, y acerca de la disponibilidad de recintos para la práctica del deporte en el sector territorial de cada una de las referidas iniciativas.

11) Participar en programas de cooperación internacional en materia deportiva y actuar como contraparte nacional en convenios y acuerdos bilaterales o multilaterales sobre dichas materias.

12) Reconocer fundadamente para los programas de su sector y para todos los demás efectos legales, una actividad física como especialidad o modalidad deportiva.

13) Proponer programas y planes tendientes a fomentar la práctica deportiva de personas en proceso de rehabilitación por drogadicción y alcoholismo en instituciones especializadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad en recintos penitenciarios y la población menor de edad considerada en situación de riesgo social que esté bajo el cuidado o protección de organismos dependientes del Ministerio de Justicia o de instituciones privadas de beneficencia.
14) Ejecutar las acciones y ejercer las facultades que sean necesarias para el cumplimiento de los fines que la ley le asigna, pudiendo al efecto celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

15) Elaborar, ejecutar y difundir estudios y programas de investigación y metodología sobre las distintas modalidades deportivas y sobre la actividad física de la población.

16) Velar por el cumplimiento de las políticas sectoriales por parte del Instituto Nacional de deportes de Chile, asignarle recursos y fiscalizar sus actividades.

17) En general, cumplir y ejercer las atribuciones que le encomiende la ley.

Párrafo 2°

De la organización

Artículo 3°.- La Organización del Ministerio será la siguiente:

1. El Ministro del Deporte.

2. La Subsecretaría del Deporte.

3. Las Secretarías Regionales Ministeriales.

Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Mediante decreto supremo del Ministerio del Deporte suscrito, además, por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, se fijará las regiones en las que los Secretarios Regionales Ministeriales del Deporte, pertenecientes a la planta de ese Ministerio, actuarán como sus representantes y la ciudad capital de región que será la sede de cada una de las Secretarías Regionales.

En las demás Regiones del país, el nombramiento de los Secretarios Regionales Ministeriales de Deporte se efectuará de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 62 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

Artículo 4°.- La conducción del Ministerio corresponderá al Ministro del Deporte, en conformidad con las políticas e instrucciones que imparta el Presidente de la República.

En el ejercicio de sus atribuciones, el Ministro del Deporte contará con la colaboración inmediata de la Subsecretaría del Deporte.

La Subsecretaría del Deporte será el órgano de colaboración del Ministro en el ejercicio de las funciones que competen al Ministerio dentro del ámbito deportivo. El Subsecretario del Deporte subrogará al Ministro en primer orden, tendrá a su cargo la administración y servicio interno del Ministerio y coordinará la acción del Ministerio con el Instituto Nacional de Deportes de Chile.

Párrafo 3°

Del personal

Artículo 5°.- El personal del Ministerio del Deporte estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Párrafo 4°

Del Consejo Nacional de Deporte


Artículo 6°.- El Ministerio tendrá un Consejo Nacional, el cual estará integrado por los siguientes miembros:

a) El Ministro del Deporte, quien lo presidirá;
b) Dos consejeros designados por el Plenario de Federaciones del Comité Olímpico de Chile;
c) Dos consejeros designados por el Presidente de la República a propuesta en terna de las organizaciones deportivas nacionales no afiliadas al Comité Olímpico de Chile, las que serán convocadas por el Ministro del Deporte para tal efecto;
d) Dos consejeros designados por el Presidente de la República que sean personas de destacada trayectoria en el ámbito deportivo;
e) Un consejero designado por el Presidente de la República a propuesta en terna de las instituciones de educación superior formadoras de profesionales y técnicos de la educación física y el deporte, las que serán convocadas por el Ministro del Deporte para tal efecto;
f) Un consejero designado por el Presidente de la República perteneciente a los ámbitos de las ciencias o la salud;
g) Dos consejeros designados por el Presidente de la República a propuesta en terna de la Asociación de Municipalidades que aquél determine de entre las más representativas a nivel nacional, uno de los cuales tendrá que ser de una región distinta a la Metropolitana; 
h) Un consejero designado por la organización gremial de carácter empresarial que el Presidente de la República determine de entre las más representativas a nivel nacional;
i) Dos consejeros designados por la central sindical que el Presidente de la República determine de entre las más representativas a nivel nacional, y
j) Un consejero designado por el Presidente de la República perteneciente a la Confederación Deportiva de la Defensa Nacional, a propuesta del Ministro de Defensa Nacional.

Para los efectos de la determinación de las entidades a que se refieren las letras g), h) e i), el Presidente de la República dictará un decreto supremo expedido a través del Ministerio del Deporte, con una antelación mínima de treinta días a la fecha en que deban hacerse las respectivas designaciones.

Los miembros del consejo, con excepción de su presidente, durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser designados hasta por dos nuevos períodos, y se renovarán por mitades, cada dos años. Para estos efectos, la integración del consejo se formalizará mediante decreto supremo del Presidente de la República, expedido a través del Ministerio del Deporte.
Las vacantes que se produzcan serán llenadas y formalizadas según lo dispuesto en los incisos anteriores, y se extenderán sólo por el tiempo que reste para completar el período del consejero que provocó la vacancia.

El ejercicio del cargo de consejero será ad honorem e incompatible con cualquier cargo directivo de organizaciones deportivas.

La calidad de miembro del Consejo se pierde por cualquiera de las siguientes causales:

i) 
Renuncia voluntaria; 

ii) 
Inasistencia injustificada a tres sesiones ordinarias consecutivas del Consejo, o a cinco alternadas;

iii) Por haber sido condenado a una pena de crimen o simple delito, y
iv) Por haber sido nombrado en un cargo incompatible.

Artículo 7°.- Corresponderá al Consejo Nacional, asesorar, absolver consultas y elaborar informes e iniciativas a solicitud del Ministro, para el mejor cumplimiento de las funciones señaladas en el artículo 2°

En el desempeño de su labor, el Consejo Nacional deberá considerar las observaciones o proposiciones de los Consejos a que se refiere el Párrafo VI, del Título II, de la ley N° 19.712.

TÍTULO II

MODIFICACIONES A LA LEY Nº 19.712, LEY DEL DEPORTE

Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.712:

1) En su artículo 5°:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión "de la Secretaría Regional Ministerial respectiva" por "del Ministerio del Deporte".

b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión "Instituto Nacional de Deportes de Chile" por "Ministerio del Deporte".

2) En su artículo 10:

a)
Reemplázase, en el inciso primero del artículo 10, la expresión "Secretaría General de Gobierno" por "del Deporte" y agrégase, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “El Instituto estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.”. 

b)
Suprímese el inciso tercero.

3) Reemplázase en su artículo 11 la expresión “proponer” por “ejecutar”. 

4) En su artículo 12:

a) Reemplázase la letra a) por la siguiente:

"a) Ejecutar las políticas destinadas al desarrollo de la actividad física y el deporte en sus diversas modalidades, en coordinación con las organizaciones deportivas, las municipalidades y los demás organismos públicos y privados pertinentes;".

b) Reemplázase la letra b) por la siguiente:

"b) Ejecutar las estrategias destinadas a difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, incentivando su práctica permanente y sistemática en todos los sectores de la población;".

c) Suprímense las letras d), f) e i).

d) Reemplázase su letra h) por la siguiente:

“h) Actuar como unidad técnica mandataria de otros organismos públicos en la construcción de recintos e instalaciones deportivos, funciones todas que deberán cumplirse en los términos establecidos en el artículo 16 de la ley N° 18.091. Le corresponderá, asimismo, fomentar la modernización y el desarrollo de la infraestructura deportiva nacional, así como la gestión eficiente de la capacidad instalada.”
e) Reemplázase la letra m) por la siguiente:

"m) Vincularse con organismos nacionales y, en general, con toda institución o persona cuyos objetivos se relacionen con los asuntos de su competencia y celebrar con ellos convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés común;".

f) Suprímanse las letras p) y q).

g) Suprímase en la letra s) la expresión “N°2) del”.

5) Suprímase el Párrafo 3° del Título II.

6) Suprímase, en el inciso primero del artículo 19, la frase: “y tendrá el rango y atribuciones de Subsecretario".

7) En su artículo 20:

a) Reemplázase, en la letra d), la expresión "acuerdo del Consejo Nacional" por "autorización del Subsecretario de Deportes".

b) Suprímase la letra f).

c) Reemplázase la letra g) por la siguiente:

"g) Dar cuenta pública anual de la memoria y balance del ejercicio anterior;".

d) Suprímanse las letras h) e i).

8) Reemplazáse, en el artículo 21, la expresión "a propuesta en terna del Intendente regional respectivo” por “conforme al procedimiento establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.”.
9) Reemplázase en la letra a) del artículo 22, la expresión "políticas y metas" por "acciones a ejecutar".

10) Reemplázase la letra b) del artículo 23 por la siguiente:

“b) Proponer al Director Nacional el plan de actividades e inversiones de la región, así como el presupuesto anual necesario para su financiamiento;”.

11) Reemplázase en la letra a) del artículo 26 la expresión “Subsecretaría de Guerra” por “Subsecretaría para las Fuerzas Armadas”.

12) Reemplázase en el inciso tercero de su artículo 44 la frase "Consejo Nacional del Instituto, a propuesta de su Director Nacional" por "Ministerio del Deporte". 

13) Reemplázanse, en el inciso segundo del artículo 49, las expresiones “Instituto” por “Ministerio del Deporte” y “Dirección Regional” por “Secretaría Regional Ministerial”.

14) Reemplázase, en el inciso final del artículo 51, la frase "ministerio respectivo" por "Ministerio del Deporte".

15) Reemplázase, en el inciso final del artículo 68, la frase "Consejo Nacional del Instituto, a propuesta de su Director Nacional" por "Ministerio del Deporte".

16) Reemplázase, en el artículo 69, la expresión "Instituto" por "Ministerio del Deporte".

17) En su artículo 70:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "Instituto" por "Ministerio del Deporte".

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "deportista de destacada trayectoria, designado por el Presidente de la República" por "representante del Ministro del Deporte, designado por éste, que la presidirá".

18) Reemplázase, en el artículo 71, letra e), la frase "Director Nacional del Instituto" por "Ministro del Deporte".

19) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 79, la frase "de Educación" por "del Deporte, quien la presidirá".

TÍTULO III

MODIFICACIONES A LA LEY N°19.882, QUE REGULA NUEVA POLÍTICA DE PERSONAL A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS QUE INDICA

Artículo 9°.- Suprímese, en el artículo trigésimo sexto de la ley N°19.882, la frase “Instituto Nacional de Deportes de Chile.”
TÍTULO IV

MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.863, SOBRE REMUNERACIONES DE AUTORIDADES DE GOBIERNO Y CARGOS CRITICOS DE LA ADMINISTRACION PUBLICA Y DA NORMAS SOBRE GASTOS RESERVADOS

Artículo 10°.- Reemplázase la letra f) del artículo 1° de la ley N°19.863, por la siguiente:

“f) Director del Servicio Nacional de la Mujer: 135% de dicha remuneración, quien no tendrá derecho a percibir los montos señalados en el inciso siguiente.”. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal del Ministerio del Deporte. El encasillamiento en esta planta considerará sólo personal titular de la correspondiente al Instituto Nacional de Deportes de Chile. 

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata al Ministerio del Deporte, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile. El traspaso del personal, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. Del mismo modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. A contar de esa misma fecha, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Asimismo, la dotación máxima de personal del Instituto Nacional de Deportes de Chile se disminuirá en el número de funcionarios traspasados.

En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y encasillado cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno.

3) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta que fije y, en especial, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Asimismo, determinará el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.

En todo caso, los requisitos que se fijen para el desempeño de los cargos no serán exigibles a los funcionarios que se traspasen conforme lo señalado en el numeral anterior, en la medida que continúen ejerciendo los empleos a los que fueron transferidos. 

4) Fijar la dotación máxima de personal del Ministerio del Deporte, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la citada ley N° 18.834.

5) Determinar una fecha única para la entrada en vigencia del articulado permanente de la presente ley, de la planta que fije, el traspaso y encasillamiento que se practique y la iniciación de actividades del Ministerio del Deporte.

6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b. No podrá significar pérdida  del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

c. Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7) Determinar, para el Instituto Nacional de Deportes, los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en artículo 8° de la ley Nº 18.834, cuyo texto  refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. Los funcionarios que, a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública o de carrera, acorde con las referidas normas, mantendrán su nombramiento y remuneraciones mientras no se produzca la vacancia, por cualquier causa, de los cargos de los que son titulares.
8) Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile al Fisco, para que sean destinados al Ministerio del Deporte.

Artículo segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio del Deporte y transferirá a éste los fondos del Instituto Nacional de Deportes de Chile necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo tercero.- El mayor gasto que se derive de la aplicación de lo dispuesto en los numerales 1) a 7) del artículo primero transitorio, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 881.604 miles.
Artículo cuarto.- El mayor gasto fiscal  que signifique la aplicación de esta ley en su primer año de vigencia, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio del Deporte, de conformidad a lo dispuesto en el artículo segundo transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.

Artículo quinto.- Los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes de Chile que hubieren sido seleccionados y nombrados conforme a las reglas establecidas en el Titulo VI de la ley N° 19.882 y cuyas designaciones y nombramientos se encuentren vigentes a la fecha que se determine acorde con lo prescrito en el numeral 5) del artículo primero transitorio, se mantendrán en sus cargos, conforme a lo establecido en los artículos quincuagésimo séptimo y quincuagésimo octavo de la ley N° 19.882.

Artículo sexto.- El funcionario que, a la data señalada en el artículo anterior, se encuentre desempeñando el cargo de Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile y mientras mantenga dicho nombramiento, continuará percibiendo las remuneraciones que por ley le correspondían, incluida la asignación de dirección superior del artículo 1° de la ley N° 19.863.

Artículo séptimo.- Los miembros del Consejo Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, cuyas designaciones se encuentren vigentes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, cesarán en sus cargos por su solo ministerio y a contar de la fecha que se fije en virtud del numeral 5) del artículo primero transitorio.”.

Artículo octavo.- En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar del Ministerio del Deporte, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al del Instituto Nacional de Deportes de Chile.

Los funcionarios de planta y a contrata del Instituto Nacional de Deportes de Chile, que sean traspasados al Ministerio del Deporte, podrán conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios del señalado Instituto. Dicha afiliación se mantendrá vigente hasta que en el Ministerio del Deporte haya constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años contados desde la fecha única de entrada en vigencia a que se refiere el N°5) del artículo primero transitorio, cesará, por el solo ministerio de la ley, su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.”.
- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 2 de abril; 8, 14 y 22 de mayo y 4 de junio de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Carlos Cantero Ojeda, Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 7 de junio de 2013.



(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart

                                      Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA EL MINISTERIO DEL DEPORTE 
(8085-29)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A una o más de las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de la presente iniciativa asistió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Sabag.

 Asimismo, concurrieron, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, el Jefe de Gabinete de la Ministra, señor Pablo Urquizar, y los asesores, señorita Katia Aguilera y señor Juan Diego Montalva.
Del Instituto Nacional de Deportes, el Subsecretario de Deportes, señor Gabriel Ruiz-Tagle; el asesor jurídico, señor Juan Andrés Dezulovic; el Jefe del Departamento de Personal, señor Francisco Oliva, y la Jefa de la División Administración y Finanzas, señora Catalina Anfossi.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señorita Pamela Andrade, y señor Luis Sánchez.

De la Dirección de Presupuestos, la abogada, señora Pamela Tapia.

De la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, el Presidente Nacional, señor Raúl de la Puente; el Vicepresidente Nacional, señor Jorge Consales; la Directora Nacional, señora Orietta Fuenzalida; el Director Nacional, señor René Arizmendy, y el periodista, señor Claudio Pérez.

De la Asociación Nacional de Funcionarios de Chiledeportes, ANFUCHID, el Presidente, señor Álvaro Muñoz; la Secretaria General, señora Magaly Sáez, y la abogada asesora, señora Alejandra Miranda.

De la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Desarrollo Social, la Presidenta Nacional, señora Delia Arneric.
De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

La asesora del Honorable Senador Novoa, señorita Bernardita del Río.

El asesor del Honorable Senador señor Escalona, señor Jaime Romero.

- - -

Cabe señalar que el proyecto de ley en informe fue analizado previamente por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en segundo informe. 

Se hace presente, asimismo, que habiendo iniciado la Comisión de Hacienda su conocimiento de la iniciativa en informe, la Sala del Senado, en sesión de 3 de julio de 2013, acordó la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, para ser presentadas en la secretaría de la antedicha Comisión hasta las 12:00 horas del día 8 de julio del corriente.

Las indicaciones que en esta oportunidad se formularon, fueron signadas con los números 1 bis, 2 bis y 3 bis.
- - -

Para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda realizó  enmiendas sobre las siguientes disposiciones del proyecto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe:
Artículo 3°, incisos tercero y cuarto. Lo hizo en virtud de la indicación número 1 bis.

Artículo primero transitorio, inciso primero, número 2), párrafo segundo. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Artículo tercero transitorio. Lo hizo en virtud de la indicación número 2 bis.

Artículo cuarto transitorio, inciso segundo, nuevo. Lo hizo en virtud de la indicación número 3 bis.
Se hace presente que esta  constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y sólo dicen relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1°; 2°, numerales 9), 14) y 15); 3°; 5°; 6°, inciso quinto; 8°, numerales 2), letra a), 4), letra e), 5) y 8); 9° y 10 permanentes, y los artículos primero, segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, como reglamentariamente corresponde de acuerdo al artículo 41 del Reglamento del Senado.

- - -

DISCUSIÓN

Previo a la discusión de las normas de competencia de la Comisión, el Subsecretario de Deportes, señor Gabriel Ruiz-Tagle, efectuó una presentación del proyecto en la que señaló que fue ingresado a tramitación a fines del año 2011, superando a la fecha varias instancias legislativas.
Indicó que consiste, básicamente, en una mejora de la institucionalidad deportiva del país que encuentra algunos obstáculos en la estructura del Instituto Nacional de Deportes, que está encargado de la elaboración de las políticas deportivas y también de ejecutarlas, lo que ha creado situaciones conflictivas. Asimismo, se ha detectado que se requiere una estructura jerárquica diferente para lograr una adecuada coordinación intersectorial en la aplicación de los planes deportivos del Estado.

Manifestó que también se ha comprobado la inconveniencia de que el deporte dependa de un ministerio político como la Secretaría General de Gobierno, y que tiene varias tareas ajenas al quehacer deportivo.

Explicó que el proyecto de ley aborda dos grandes temas, uno relativo a modificaciones y adecuaciones a la Ley del Deporte, desplazando las funciones de proposición y elaboración de políticas deportivas del Instituto al Ministerio, e incluyendo a los Directores Regionales del IND, y al Instituto en general, en el Sistema de Alta Dirección Pública, cuestión esta última en la que se recogió el parecer de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. Asimismo, expresó que se crean cuatro secretarías regionales ministeriales de deportes en carácter exclusivo, y el resto serán compartidas con otros ministerios.

En cuanto a las disposiciones transitorias, planteó que se recoge la práctica normativa de los últimos 15 años en orden a conferir al Presidente de la República la facultad de expedir decretos con fuerza de ley y reglamentos en los que se adecuen las plantas del Ministerio y del Instituto y se produzcan los encasillamientos correspondientes, así como también la distribución temática en la que se organizará la repartición del Estado. Añadió que se efectuó un requerimiento ante el Tribunal Constitucional de fecha 6 de diciembre de 2012, Rol 2367/12, firmado por 54 Honorables Diputados, el que fue fallado el 16 de enero de 2013, por el cual se reafirmó la plena constitucionalidad de la práctica normativa precedentemente descrita. Asimismo, señaló que se garantiza la plena protección de los derechos funcionarios en este proceso.

Concluyó afirmando que, dada la larga tramitación de la iniciativa legal, es urgente lograr su pronta aprobación en virtud de los beneficios que traerá para la actividad deportiva.


El Honorable Senador señor Kuschel manifestó su interés por escuchar a representantes de los funcionarios del Instituto Nacional de Deportes de la Región de Los Lagos. Asimismo, indicó que se le ha planteado la preocupación por la existencia de dos líneas de actividad o de mando paralelas, constituidas por el Ministerio y el Instituto, y señaló que en el caso de la Región de Los Lagos se están ejecutando gran cantidad de proyectos en forma fluida y eficaz, situación que se teme pueda cambiar con la aprobación del proyecto de ley, y que se superpongan las funciones ejecutiva, normativa y de control.

El señor Subsecretario de Deportes explicó que el Ministerio asume todas las tareas de planificación y elaboración de políticas de desarrollo deportivo, y el IND conserva la misma estructura actual pero sólo con la función ejecutiva. Agregó que se incorpora una segunda plataforma de control en que el Ministerio fiscaliza el cumplimiento de las actividades del IND dentro de su función. 

A continuación, la Comisión escuchó a representantes de las asociaciones de funcionarios públicos. En primer lugar, el Presidente Nacional de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), señor Raúl de la Puente, expuso que consideran relevante la existencia de un ministerio que se ocupe del deporte, destacó que el proyecto de ley se enmarca en un contexto de al menos diez iniciativas legales referidas a cambios en la estructura de la institucionalidad del Estado, y que ha sido construida sin la participación de los trabajadores y delegando funciones en los jefes de servicio para cambiar las plantas y establecer su funcionamiento.

Señaló que les preocupa que no se especifique en la ley la estructura del nuevo ministerio, ni el lugar que ocuparán los funcionarios, ni la situación de los funcionarios que se mantendrán en el IND. Agregó que en reparticiones que ya han experimentado la situación descrita se han verificado resultados desastrosos para los funcionarios, como ocurrió en el Ministerio de Desarrollo Social, cuya experiencia será expuesta más adelante.

Solicitó, a nombre de la ANEF, que se rechace, en especial, el artículo primero transitorio del proyecto de ley, que entrega a la regulación de decretos con fuerza de ley la determinación del número y tipo de cargos de exclusiva confianza, los requisitos para la aplicación de la asignación de modernización y el número de cargos a contrata y su proporción con respecto a la planta, entre otras materias relativas al personal. 

El Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios de Chiledeportes, señor Álvaro Muñoz, señaló que en esta ocasión representa, además, a las otras asociaciones que coexisten en el IND (Asociación de Funcionarios de Chile Deportes, ANFUCHID, y Asociación de Funcionarios del Instituto Nacional del Deporte, ASOFIND).

Expresó que los funcionarios comparten la necesidad de que exista un Ministerio del Deporte, pero quieren que sea un buen Ministerio. Indicó que en los dos años de existencia de la iniciativa legal no se ha escuchado a los trabajadores, ni a los académicos, técnicos y deportistas del sector.

Piensan que el único objetivo del proyecto de ley es crear la figura del Ministro del Deporte, dado que las funciones que se le asignan son idénticas a varias de las que actualmente tiene el Instituto Nacional de Deportes.

Agregó que en el trámite seguido ante la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, el Ejecutivo se opuso a todas las indicaciones impulsadas por las asociaciones de funcionarios para mejorar el proyecto de ley, las que resultaron rechazadas.

Consideró que existe un problema en cuanto a la fiscalización que debe realizar el Ministerio, puesto que se contempla la tarea pero no se contempla la existencia de un cuerpo de fiscalizadores para desarrollarla. Se ha planteado que la fiscalización la haría el Servicio de Impuestos Internos, pero estimó que ello no es posible dado que dicho Servicio no cuenta con personal suficiente para realizar dicha función en instituciones adicionales.

Solicitó que, por las razones expuestas precedentemente, se rechace el artículo 2°. Asimismo, planteó, respecto del artículo 3°, que será un reglamento el que determine la estructura interna del Ministerio, lo que rechazan. Además, consideró que atenta contra la descentralización del país y la importancia que tiene cada región, el que se disponga la creación solamente de cuatro secretarías regionales ministeriales del deporte, las que se ubicarían en las regiones de Antofagasta, Valparaíso, Biobío y Araucanía.

Respecto del artículo primero transitorio, compartió lo expuesto por el Presidente de ANEF, y reiteró la solicitud de que se rechace, en especial por la nefasta experiencia que se verificó en el Ministerio de Desarrollo Social en base a las mismas regulaciones contenidas en la disposición citada.    

La Asesora de la Asociación Nacional de Funcionarios de Chiledeportes, señora Alejandra Miranda, planteó, en primer lugar, respecto del citado fallo del Tribunal Constitucional, que resulta incompleto decir sólo que el requerimiento contra el artículo 3° del proyecto de ley fue rechazado, dado que se trató de un fallo dividido, en que el Presidente del Tribunal votó a favor de declarar la inconstitucionalidad del precepto. Acotó que el fallo se pronuncia acerca de la estructura orgánica del Ministerio y nada dice acerca de los derechos de los trabajadores.

En segundo lugar, expresó que los funcionarios del IND tienen temor por su fuente laboral por una cuestión meramente matemática, derivada de constatar que si el Instituto traspasa prácticamente la mitad de sus funciones al Ministerio, resulta lógico pensar que la dotación del Servicio se reducirá.

En tercer lugar, consideró que efectivamente pueden producirse conflictos por la duplicidad de funcionarios que existirán, como serán el Secretario Regional Ministerial de Deportes y el Director Regional del IND en una región dada, cuestión que ya se produce, por ejemplo, con el Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo y el Director Regional del Servicio de Vivienda y Urbanismo, debido a que las atribuciones de cada uno no se encuentran bien delimitadas.

En cuarto lugar, recordó que la institución fue objeto de muchas críticas debido al escándalo de los años 2006-2007 que se conoció como “Chilerecortes”, y que dio lugar a una Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados, la que concluyó en su análisis final que lo importante es: 1) transformar al Instituto Nacional de Deportes en Ministerio, no hacer que coexistan las dos figuras; 2) reforzar la infraestructura destinada a fiscalización de recursos públicos, que es justamente la función que no se está traspasando y se mantiene en el organismo ejecutor, y 3) delimitar claramente las funciones y atribuciones del personal, en razón de que existían funcionarios sin responsabilidad administrativa que participaron directamente en situaciones negativas desde el punto de vista de la opinión pública.

El Honorable Senador señor Kuschel consultó cuál fue el fondo del fallo del Tribunal Constitucional que se ha venido citando, así como también las razones del voto disidente en dicho fallo.
La Asesora, señora Miranda, señaló que la discrepancia se produce sobre qué se considera como diseño básico de la organización del Ministerio, el voto de mayoría considera que el mismo se respeta en el artículo 3°, y el voto disidente sostiene lo contrario, indicando que, cuando menos, el nivel de divisiones debiera contemplarse en la ley.
La Presidenta de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Desarrollo Social, señora Delia Arneric, expresó su intención de dar a conocer la experiencia en el cambio de nombre y traspaso de funciones del Ministerio de Planificación al Ministerio de Desarrollo Social, para lo cual hay que remontarse al momento en que ODEPLAN se transformó en el Ministerio de Planificación, lo que, en su opinión, fue el comienzo del fin del Servicio como uno de excelencia.
Indicó que los problemas enunciados por el Presidente de la Asociación de Funcionarios de Chile Deportes, son exactamente los mismos que vivieron en su momento con el Ministerio de Desarrollo Social, en que se negó la participación de los funcionarios en el proceso de elaboración del proyecto de ley y no se incluyen las plantas y organización básica del Ministerio en la ley.  

Expresó que han pasado más de dos años y el Ministerio aun no cuenta con estructura orgánica, y se mantiene el diseño mínimo que incluye al ministro, dos subsecretarios y quince secretarios regionales ministeriales, aunque en Gobierno Transparente aparecen al menos diez jefes de división, los que no tienen sustento en ninguna disposición normativa autorizada por la ley. Agregó que no ha existido la capacidad de responder las observaciones que la Contraloría General de la República ha realizado al reglamento orgánico, y al parecer, concluirá el actual Gobierno sin que el mismo se encuentre aprobado.

Señaló que en materia de personal, a raíz de que el traspaso y encasillamiento del personal también se dejó entregado a la regulación de un decreto con fuerza de ley, se perdieron en la planta entre un 17% y un 34% de los cargos respecto de los que se contemplaban en el Ministerio de Planificación. Explicó que los cargos se han perdido en la medida que se dejan vacantes cargos de planta y los recursos presupuestarios existentes se destinan a cargos a contrata y contratos a honorarios.

Manifestó que no existe promoción ni concursos para ascender respecto de directivos de carrera. Además, ingresan personas a contrata con remuneraciones de $1.600.000, frente a funcionarios con la misma calificación, con 15 ó 20 años de antigüedad, que obtienen $1.200.000.

Observó que existen más de 1.000 personas con contrato de honorarios, 650 de ellas destinadas al llamado “Ingreso Ético Familiar”, todas con honorarios de entre $1.000.000 y $1.600.000.

Señaló que originariamente la repartición no era un Servicio ejecutor, pero ahora se ha transformado básicamente en uno de ese tipo.

Consideró preocupante que once secretarías regionales ministeriales del Ministerio de Desarrollo Social pudieran verse sometidas a hacerse cargo de la planificación deportiva, entre otras cosas, porque el Ministerio ya no tiene labores de planificación debido a lo dispuesto en la ley N° 20.530 que lo creó, y que entregó las políticas de planificación regional a los Gobiernos Regionales. Estimó que existiría una colisión de leyes de verificarse la situación descrita anteriormente, y peor aún, el Ministerio de Desarrollo Social debe analizar las iniciativas de inversión presentadas por ministerios y servicios, entre los que están el IND, postulando a fondos sectoriales o fondos de desarrollo regional, por lo que se constituiría en juez y parte al ser la secretaría regional ministerial la misma para ambas reparticiones.

Observó que el Ministerio de Desarrollo Social ha sido llamado “Ministerio árbol de pascua” en razón de que incluye los servicios encargados de discapacitados, pueblos originarios, los emprendedores a través de FOSIS, adultos mayores, pobres y niños en riesgo social, a lo que ahora se sumarían los deportistas, agravando la situación descrita.

El señor Subsecretario de Deportes manifestó que existe una diferencia radical entre la situación de creación del Ministerio de Desarrollo Social y el Ministerio del Deporte, dado que en el proyecto de ley que se discute no desaparece ninguna institución como sí ocurrió en el caso de MIDEPLAN, por lo que todos los cargos no provistos en el IND permanecerán en esa situación, así como el resto de la estructura orgánica, traspasándose únicamente las funciones que se han indicado y que se han indicado en detalle ante la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, especificando que existen 57 funcionarios que se traspasan al Ministerio, indicando además el nivel jerárquico al que pertenece cada cargo, e incluyendo 6 personas contratadas en base a honorarios, lo que da un total de 63 personas (páginas 63 a 67 del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología).

Citó parte del considerando quincuagésimosegundo del fallo del Tribunal Constitucional que se viene mencionando, y que ratifica que no se producirá ningún cambio en la situación funcionaria del personal del IND: “Al contrario, el proyecto regula minuciosamente las garantías para los funcionarios en los decretos con fuerza de ley que deben dictarse. Así, el personal que es traspasado del Instituto Nacional de Deportes al Ministerio, lo hace en el mismo grado y calidad que tenía a la fecha de traspaso. Tampoco, la fijación de la planta, el traspaso de personal y el encasillamiento que se practiquen, pueden tener como consecuencia ni pueden ser considerados como causal de término de servicio, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral. Tampoco puede significar cambio de residencia habitual de los funcionarios, ni puede significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni la modificación de derechos previsionales (artículo 1° transitorio). Por tanto, la flexibilidad organizacional del proyecto no afecta ni puede afectar derechos laborales del personal del Instituto Nacional de Deportes.”.

Respecto de la tarea de fiscalización, señaló que los procesos llevados por el Instituto seguirán de la misma forma que hasta ahora, agregando una nueva plataforma de fiscalización que será la del Ministerio respecto de la labor del IND, por lo que, contrario a lo expuesto, existe un fortalecimiento de la fiscalización. 

En relación a las secretarías regionales ministeriales, expuso que permanecen con igual desarrollo al actual todas las direcciones regionales del IND, incorporándolas al sistema de Alta Dirección Pública, y se incorporan, en regiones que cumplen determinados criterios de población, de nivel de pobreza y descentralización, cuatro secretarías regionales ministeriales del deporte, y en el resto de las regiones se compartirá la secretaría regional con algún otro Ministerio, como podría ser Desarrollo Social. Justificó la ausencia de secretarías regionales ministeriales exclusivas del deporte en todas las regiones del país en atención a que los recursos del Ministerio deben tratar de que sean utilizados siempre en el deporte y no en cargos públicos que no esté comprobada fehacientemente la necesidad de su existencia para mejorar el deporte en el país.

Por último, expresó que la participación de los funcionarios se verifica en reuniones con representantes de una o todas las asociaciones a partir del 18 de junio de 2012, y siguiendo el 9 de julio, 10 de julio y 24 de septiembre, en que se acoge planteamiento sobre servicios de bienestar, todas del mismo año, finalizando el 3 de junio de 2013, en que recibió correo electrónico de la Asociación Nacional de Funcionarios de Chiledeportes en que expresan que analizado el documento sobre modelamiento, estiman que cualquier sugerencia u observación que puedan formular no sirve de nada, por lo que no asisten a la reunión fijada para esa fecha.

Manifestó que el proyecto de ley se ha discutido largamente en la Cámara de Diputados y en el Senado, habiéndosele realizado varias modificaciones, provenientes de diversos sectores, que lo han enriquecido, por lo que consideró que en este momento sería mejor que se sinceraran las posiciones y quienes estén contra el proyecto de ley como tal, lo expresen, y no que se disfrace la postura con argumentos que ya han sido discutidos y despejados latamente.

El Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios de Chiledeportes, señor Muñoz, indicó que efectivamente se reunieron con el Subsecretario, sus asesores y el Jefe de Gabinete de la Ministra Pérez, pero no llegaron a ningún acuerdo. Respecto de la propuesta sobre el servicio de bienestar para los funcionarios que sean traspasados al Ministerio, acotó que la misma partió del asesor jurídico del Subsecretario y no de las asociaciones. 

La Presidenta de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Desarrollo Social, señora Arneric, señaló que el fallo del Tribunal Constitucional menciona varios aspectos de los derechos funcionarios que se encuentran protegidos, lo que se ha cumplido también respecto de los funcionarios del Ministerio de Desarrollo Social, pero esos aspectos no son los que ellos cuestionan, sino que el derecho a la carrera funcionaria, el que no se encuentra protegido y no ha sido respetado. Explicó que a menos que exista un modelamiento de los cargos y los grados que se ocupan, no existe promoción, y la situación es más dramática ahora que los funcionarios no se jubilan debido a las bajas pensiones que recibirían. 

Consultó al Subsecretario cuáles serían las funciones de planificación que cumplirían las secretarías regionales ministeriales de desarrollo social en once regiones del país, y cuál es la razón de que no existan secretarías específicas en todas las regiones.

El Honorable Senador señor Lagos expresó que están discutiendo un proyecto de ley largamente anhelado por distintos sectores, y en su experiencia como Ministro de la cartera encargada de la materia vivió todas las situaciones problemáticas que se verificaron, siendo su opinión que el deporte no puede estar a cargo de un ministerio eminentemente político, y además encargado de las comunicaciones. 

Agregó que por mucho tiempo no se concretó su formulación, discutiéndose en el intertanto si no debería ser más bien un Servicio que dependiera del Ministerio de Planificación, o del Ministerio de Educación o del Ministerio de Salud, cuestionándose la necesidad de crear una nueva cartera con una nueva planta y una nueva orgánica que se adicione al resto de las existentes en la Administración, siendo que se discute fuertemente la modernización del Estado y sus instituciones.

Manifestó que cuando se discuten iniciativas que crean nuevos ministerios o nuevos servicios siempre se termina debatiendo sobre los derechos de los funcionarios, las plantas y la carrera funcionaria. Asimismo, planteó que no se entiende la razón de que no existan secretarías regionales ministeriales del deporte en todas las regiones. Añadió que si en este caso no se justifica crear secretarías en cada región, debiera discutirse el resto de los casos en que sí existen y quizás tampoco se justifican, lo que da cuenta, adicionalmente, de que falta hacer un debate completo sobre la modernización del Estado y no estar discutiendo por separado la creación, o no, de nuevos Servicios.

El Presidente Nacional de ANEF, señor Raúl de la Puente, consultó al señor Subsecretario cuántos trabajadores a contrata y en base a honorarios se desempeñan en el Instituto Nacional de Deportes, dato que serviría para saber si con este proyecto de ley no se está institucionalizando la precariedad y la flexibilidad del empleo en la Administración Pública, dado que en la creación y establecimiento de un Ministerio no se está respetando la proporción que establece la ley para funcionarios de planta y a contrata en la Administración. 

Agregó que el año 2012 se firmó un Acuerdo con el Ministro de Hacienda y la Ministra del Trabajo y Previsión Social para que no se siguiera despidiendo a los funcionarios bien calificados, lo que no se cumplió en el caso del IND, lo que fue denunciado por ANEF. Observó que los Servicios Públicos que obtienen los premios al mejor desempeño de la función son los que, como por ejemplo el Servicio de Impuestos Internos, tienen el 75% de su personal de planta, con concursos bien organizados para la promoción.

Concluyó reiterando su llamado a rechazar el artículo primero transitorio, mientras no se aclaren todas las materias que en esta sesión han sido cuestionadas.

La Honorable Senadora señora Rincón suscribió lo planteado precedentemente por el Honorable Senador señor Lagos, y en particular hizo suya la preocupación por la situación de las secretarías regionales ministeriales del deporte, y si bien los recursos son escasos y preferentemente deben destinarse a la actividad deportiva, no queda claro con esa razón el porqué de las cuatro secretarías que sí se crean.

El Honorable Senador señor Novoa observó que se han mencionado algunos artículos que los representantes de los funcionarios desearían que se rechazaran, y en realidad son disposiciones que forman parte de la estructura y del diseño del Ministerio, por lo que la pregunta que surge es si, desde ese punto de vista, vale la pena tener un Ministerio o no. Agregó que en el diseño original del proyecto de ley no se contemplaba la existencia de secretarías regionales ministeriales.
 El Honorable Senador señor Lagos valoró que se reconozca el buen desempeño de funcionarios públicos, y aclaró que lo que trató de plantear antes es que es difícil, en el Sistema Público, cambiar la situación de las personas que no se desempeñan correctamente.
Respecto del proyecto de ley, planteó que, si se está creando un Ministerio, porqué al menos en este caso no se comienza respetando la ley que dice que al menos el 80% de los funcionarios de una repartición deben pertenecer a la planta.

La Honorable Senadora señora Rincón señaló que la modernización del Estado, la carrera funcionaria y las plantas de los Servicios son temas que se repiten recurrentemente y que no han sido capaces de solucionar como conjunto de actores que participan de las instituciones del Estado. Así como los mencionados, existen otros temas que no han podido avanzar como el fuero y la negociación colectiva de los funcionarios públicos, por lo que consideró difícil que el Subsecretario del Deporte pueda solucionar este problema global para el caso de este nuevo Ministerio. 

El señor Subsecretario de Deportes expresó que la discusión sobre la carrera funcionaria y las plantas de la Administración trasciende el marco del proyecto en discusión, por lo que la mejor manera de oponerse al mismo es instalando el cuestionamiento de la iniciativa legal en base a esos puntos.

Respecto de las secretarías regionales ministeriales, explicó que en un principio la idea era potenciar a los directores regionales del IND asignándoles el rango de SEREMI, pero durante la discusión legislativa se fue cambiando de opinión y se estimó necesario crear un número reducido de ellas.

La Honorable Senadora señora Rincón indicó que mantenía la duda de qué razón justifica la creación de sólo cuatro secretarías regionales ministeriales y cómo se va a operar en las regiones que no tengan una secretaría específica con la duplicidad de funciones de un mismo SEREMI.

La Asesora, señora Miranda, expresó que el artículo primero transitorio del proyecto de ley no sólo mantiene la precariedad del empleo sino que la profundiza, dado que sólo se establece un 50% de cargos de planta y un 50% de cargos a contrata respecto del traspaso de funcionarios del IND al Ministerio, y en la disposición mencionada, numeral 4), se prescribe expresamente que no se aplica más la norma del inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834, que establece la limitación de que los funcionarios a contrata no pueden exceder del 20% del total de los cargos de planta de personal.

En la siguiente sesión, el Honorable Senador señor Kuschel señaló que ha conversado con funcionarios del Instituto Nacional de Deportes de la Región de Los Lagos, y su preocupación pasa porque, actualmente, las inversiones que se ejecutan en materia deportiva en la región que representa funcionan muy bien, con fluidez, masividad y claridad sobre quiénes son los responsables respecto de ellas, y con el proyecto de ley existirán varios Consejos y dos líneas jerárquicas que afectarían la ejecución y la fiscalización.
El señor Subsecretario de Deportes afirmó que el IND cumple con las funciones de planificación de políticas deportivas, la ejecución de las mismas y el control correspondiente, por lo que el proyecto de ley lo que hace es separar la función de planificación y la radica en el Ministerio, quedando exactamente como hasta ahora la ejecución de las políticas a cargo del IND y sus direcciones regionales.

Asimismo, acotó que se mantiene la existencia de los Consejos Consultivos Regionales en la forma que se contempla en la Ley del Deporte.

El Honorable Senador señor Kuschel consultó si se modifica de alguna forma la postulación de proyectos por parte de las oficinas municipales de deportes y los clubes deportivos que tan exitosa ha resultado en el último tiempo.
El señor Subsecretario de Deportes sostuvo que la relación con los usuarios se mantiene exactamente igual como hasta ahora, seguirá bajo la administración de las direcciones regionales del Instituto Nacional de Deportes.

El Honorable Senador señor Kuschel manifestó su conformidad respecto de las explicaciones entregadas y solicitó que las mismas se den a conocer adecuadamente a los funcionarios del Instituto Nacional de Deportes.

El Honorable Senador señor Novoa señaló que en general es bastante reacio a la creación de nuevas estructuras administrativas, y cuando se describe el Ministerio del Deporte se hace definiéndolo como un organismo de planificación y de control del IND. Pero luego, al analizar el organigrama de funcionarios del Ministerio se ve que hay 3 personas asignadas a Planificación y Control de Gestión, 11 a Política y Gestión Deportiva, y nada menos que 19 funcionarios para Administración y Finanzas y 24 para las cuatro secretarías regionales ministeriales, por lo que se ve muchas más personas dedicadas a administrar que a planificar políticas deportivas.

Observó que si de lo que se trata es que exista una planificación de políticas deportivas para el país, las divisiones regionales pueden implicar sólo más burocracia, y lo recalca porque pueden aparecer presiones para que de 4 se suba a 15 secretarías regionales ministeriales, cuando en realidad lo que importa es desarrollar y gestionar buenas políticas que ayuden y mejoren al deporte en el país y no que existan más personas sentadas en sus escritorios. En ese sentido, acotó, puede que sea mejor tener 10 ó 12 personas más dedicadas a la elaboración de políticas y no crear un Ministerio completo, o al menos volver al proyecto de ley original que no contemplaba la creación de nuevas secretarías regionales ministeriales, o dar rango de Ministro al Jefe Superior del IND.

El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que una de las críticas que se le ha hecho al proyecto de ley es que la estructura que propone tiene poco de Ministerio y que podría habérsele dado al Jefe Superior del Servicio el carácter de Ministro. También representa un problema el que sólo se creen 4 secretarías regionales ministeriales, lo que provoca molestia en el resto de las regiones que no contarán con Secretaría Regional de Deportes.

Otra materia debatida respecto de la estructura, indicó, tiene que ver con la provisión de cargos en la que se ha logrado llegar a un 50% de cargos de planta y 50% de cargos a contrata, y lo que la ley impone es respetar una proporción de 80% y 20%, respectivamente.

Agregó que en la circunscripción que representa existen dos estadios, La Granja de Curicó y Fiscal de Talca, remodelados por el Estado que se encuentran sin terminar.

El Honorable Senador señor Kuschel planteó que, si se mantiene la estructura de las direcciones regionales del IND, podrían perfectamente eliminarse las 4 secretarías regionales ministeriales que se contemplan en el proyecto de ley.
El Honorable Senador señor Lagos reiteró que su opinión es que al menos en la creación de un nuevo Ministerio debería respetarse la norma legal que plantea que los empleos a contrata no deben superar el 20% del total de cargos de la dotación.
Respecto de las 4 secretarías regionales ministeriales que se crean, manifestó que no le parece que algunas regiones ameriten su creación y otras no, además que en aquellas 11 que sean compartidas con otro Ministerio se pueden producir duplicación de funciones, tal como planteó la dirigenta del Ministerio de Desarrollo Social en la sesión anterior. Agregó que las referidas Secretarías desnaturalizan la función primordial del nuevo Ministerio que es planificar y elaborar políticas.  

El señor Subsecretario de Deportes señaló, respecto del organigrama del Ministerio, que se sacan funciones desde el IND y se traspasan a la nueva repartición, función de planificación que el Instituto no tiene capacidad de cumplir a cabalidad con su estructura actual, además que depende de un Ministerio político, por lo que su relación intersectorial es bastante compleja. Agregó que la estructura de la que se dota al Ministerio es mínima y no se puede reducir más porque existen tareas administrativas que deben efectuarse.

En relación a las secretarías regionales ministeriales, indicó que el proyecto nace sin dichos órganos y se otorgaba el rango de Seremi al Director Regional del Instituto Nacional de Deportes para que integraran el gabinete del Intendente. Después de un largo debate en ambas Cámaras legislativas, se decidió establecer Secretarías en todas las regiones del país, dejando -por razones económicas- sólo a cuatro de ellas con carácter de exclusividad en cuanto a ser secretarías regionales ministeriales del deporte, las que fueron determinadas en base a 6 criterios que son: de desconcentración, por lo que se descarta a la Región Metropolitana, dado que allí existe la Dirección Nacional; de población; de contribución al PIB regional o tamaño económico de la región respectiva; de nivel de participación de organizaciones deportivas; de vulnerabilidad de la población, y de distribución geográfica.

Agregó que la incorporación de las secretarías es fruto de una discusión de muchos meses y corresponde a una solución afinada, por lo que eliminarlas probablemente represente un retroceso para el destino del proyecto de ley.

Sobre la relación de empleos de planta y a contrata, expresó que el Ministerio será pequeño, de no más de 74 funcionarios, de los cuales 63 se traspasan desde el Instituto Nacional de Deportes. Actualmente dos tercios de los empleos en el IND son a contrata y un tercio de planta, y para equilibrar la situación se hizo un esfuerzo para que en el Ministerio la proporción sea 50% de planta y 50% a contrata, sin perjuicio de que existe una discusión de fondo sobre la materia que involucra a toda la Administración Pública.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que la circunscripción que representa es más vulnerable que algunas de las regiones que sí contarán con Secretaría Regional, y que en cuanto a tamaño económico debiera favorecerse a las más pobres, por lo que le parece que los criterios utilizados son bastante debatibles en relación a las regiones seleccionadas. En virtud de lo anterior, propuso que, o se hace un planteamiento similar para todas las regiones o no se hace nada, y una solución intermedia sería establecer, en el proyecto de ley, un cronograma de creación de las 15 secretarías regionales ministeriales en un plazo de dos, tres o cuatro años.

El Honorable Senador señor Novoa acotó que el proyecto de ley tiene un articulado breve, que entrega atribuciones al Ministerio del Deporte, señala que la Subsecretaría es un órgano colaborador del Ministro y crea el Consejo Nacional de Deportes que debe considerar la opinión de los Consejos Regionales que funcionan en la línea del IND, por lo que nace la duda de que rol cumplirán las secretarías regionales ministeriales en esta estructura y cuál es su labor, y que probablemente se producirán dualidades que provocarán conflictos entre las diversas autoridades, por lo que estimó más conveniente el proyecto de ley original que no contemplaba las mencionadas secretarías.
El Honorable Senador señor Lagos planteó que quizás deba considerarse volver al proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados que no contempla las secretarías regionales ministeriales, e incluso simplificar aún más la iniciativa otorgando el rango de Ministro al Jefe de la Repartición y dotándolo de la institucionalidad nueva mínima indispensable.

El Honorable Senador señor Zaldívar puso de manifiesto que el Ministerio que se propone no tiene la estructura típica o tradicional de una institución de esta clase, y propuso que se debe optar entre la eliminación de las cuatro secretarías regionales ministeriales consideradas o establecer un mecanismo que permita la instalación de dichos organismos en todas las regiones del país.
El señor Subsecretario de Deportes indicó que la historia del proyecto de ley nos muestra que hubo un proyecto anterior sobre la materia, que daba rango de Ministro al Director Nacional del IND, y fue el Congreso Nacional el que planteó que no bastaba con eso y se debía avanzar a un Ministerio del Deporte, lo que es compartido por la actual Administración.

Señaló que actualmente se gastan muchísimos recursos del Estado en el deporte y que no existe ninguna comunicación intersectorial entre las diversas instituciones que deciden el destino de los fondos, por lo que resulta imperioso que exista una planificación nacional de políticas deportivas intersectorial que coordine a los diversos ministerios y servicios.

Recogió el punto referido a los Consejos Consultivos Regionales, en el sentido que parece más lógico que dichos entes tengan una relación directa con el Ministerio, dado que se dedican a recibir información sobre las necesidades globales del deporte en la región. En virtud de lo anteriormente expuesto, comprometió la presentación de una indicación que relacione directamente a los Consejos Consultivos con el Ministerio.

Insistió en que han sido años de debate los que han afirmado la necesidad de contar con un Ministerio y de contar con las secretarías regionales ministeriales.

El Honorable Senador señor Zaldívar sostuvo que en el Congreso Nacional varios proyectos de ley han contemplado gradualidad en el establecimiento de servicios o reparticiones públicas en las regiones del país, por lo que no debiera ser inviable plantear un mecanismo de este tipo respecto de las Secretarías Regionales Ministeriales del Deporte.
El señor Subsecretario de Deportes respondió que debía consultar con otras autoridades de Gobierno antes de dar a conocer una decisión al respecto.

En la siguiente sesión, la Comisión escuchó al Primer Vicepresidente Nacional de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), señor Jorge Consales, quien expresó su intención de exponer tres planteamientos principales:

1) Han hecho llegar a todos los Honorables Senadores una minuta en que explican su disconformidad respecto del fondo y de la forma de la iniciativa legal.

2) El proyecto de ley tampoco respondería a las expectativas de los usuarios del sistema, sean deportistas de alto rendimiento o no, y de los ciudadanos en general.

3) Que la delegación de facultades para regular lo relativo a las estructuras orgánicas del Servicio y el encasillamiento del personal, más allá que se indique que no puede significar detrimento alguno respecto de los derechos funcionarios del personal del actual IND, no es compartida por las diversas asociaciones de funcionarios, y reiteran su petición de que sean rechazados los artículos 2° y 3° permanentes y, en especial, el artículo primero transitorio respecto de la delegación de facultades y el encasillamiento del personal, debido a que estiman que debiera ser decidido por los parlamentarios en el debate efectuado en el Congreso Nacional.

Finalizó manifestando su preocupación por la situación de los funcionarios que, manteniéndose en el IND, ven como las funciones a las que ellos estaban asignados son traspasadas al nuevo Ministerio, estimando, por tanto, que su situación laboral queda en peligro. Por lo anterior, solicitan que se explicite que los funcionarios, sean de planta, a contrata, con contrato a honorarios o dependientes regidos por el Código del Trabajo, verán inalterada su situación laboral.

La Secretaria General de la Asociación Nacional de Funcionarios de Chiledeportes, ANFUCHID, señora Magaly Sáez, señaló que, habiéndose planteado todas las objeciones de las asociaciones respecto del proyecto de ley, sólo queda reiterar que la preocupación fundamental tiene que ver con los funcionarios del IND y su fuente laboral, respecto de lo cual necesitan imperiosamente que quede resguardada su continuidad en el trabajo.

El Primer Vicepresidente Nacional de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, señor Consales, planteó su solicitud en orden a que cualquier acuerdo que se tome respecto de las condiciones laborales de los funcionarios sea comunicado y tratado con las asociaciones de funcionarios del IND.

En relación a otra materia, el Honorable Senador señor Novoa observó que, después de analizar la situación de los Consejos Consultivos Regionales con el señor Subsecretario, verificaron que por el tipo de funciones que cumplen parece mejor que se mantengan vinculados al Instituto Nacional de Deportes y no al Ministerio.

---

De las disposiciones pertinentes, transcritas o reseñadas, según el caso, y de los acuerdos adoptados a su respecto por la Comisión de Hacienda, se da cuenta a continuación:
Artículo 1°

Crea el Ministerio del Deporte, que será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas a la Política Nacional del Deporte.
El Honorable Senador señor Novoa manifestó que, habiéndose resuelto crear secretarías regionales ministeriales en prácticamente todas las regiones del país, dicha solución se aleja completamente de la que es su opinión sobre la materia, por lo que se abstendrá en las votaciones correspondientes.

Puesto en votación, fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos y Zaldívar, y la abstención del Honorable Senador señor Novoa.
Artículo 2°
Indica, mediante 17 numerales, cuáles son las principales atribuciones y funciones del Ministerio.

Número 9)
Establece como tarea del Ministerio administrar un catastro de infraestructura deportiva a nivel nacional y regional, distinguiendo aquellas cuya construcción, reparación, mantención o administración se financie total o parcialmente con recursos públicos.

El Honorable Senador señor Kuschel planteó la situación de infraestructura deportiva, como el Gimnasio de Puerto Varas, de la que no se hace cargo nadie y se encuentra deteriorada y abandonada.
El señor Subsecretario de Deportes respondió que el numeral se refiere a la administración de un catastro pero no a la administración de los propios recintos deportivos. Agregó que el catastro será una herramienta útil para lograr que la infraestructura deportiva no se pierda.

El Honorable Senador señor Kuschel sugirió que el catastro indique qué persona o institución es la encargada de la administración del recinto deportivo y bajo qué condiciones.
Número 14)
Corresponde al Ministerio ejecutar las acciones y ejercer las facultades que sean necesarias para el cumplimiento de los fines que la ley le asigna, pudiendo al efecto celebrar convenios con personas naturales o jurídicas de todo tipo.

Número 15)
Es función del Ministerio elaborar, ejecutar y difundir estudios y programas de investigación y metodología sobre las distintas modalidades deportivas y sobre la actividad física de la población.

Puestos en votación los numerales 9), 14) y 15) del artículo 2°, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 3°
Su texto es el siguiente:

“Artículo 3°.- La Organización del Ministerio será la siguiente:

1. El Ministro del Deporte.

2. La Subsecretaría del Deporte.

3. Las Secretarías Regionales Ministeriales.

Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Mediante decreto supremo del Ministerio del Deporte suscrito, además, por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, se fijará las regiones en las que los Secretarios Regionales Ministeriales del Deporte, pertenecientes a la planta de ese Ministerio, actuarán como sus representantes y la ciudad capital de región que será la sede de cada una de las Secretarías Regionales.

En las demás Regiones del país, el nombramiento de los Secretarios Regionales Ministeriales de Deporte se efectuará de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 62 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.”.

En este artículo recayó la indicación 1 bis de Su Excelencia el Presidente de la República, del siguiente tenor:

- Para eliminar el inciso tercero. 

- Para reemplazar el inciso cuarto por el siguiente:

“En la Región Metropolitana, no tendrá aplicación lo dispuesto en el artículo 26 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.
En votación, la indicación fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos y Zaldívar, y la abstención del Honorable Senador señor Novoa.
Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos y Zaldívar, y la abstención del Honorable Senador señor Novoa.
Artículo 5°

Establece que el personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones del Estatuto Administrativo y en materia de remuneraciones a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 6°

Dispone que el Ministerio tendrá un Consejo Nacional integrado de la forma que se indica en diez literales.
Inciso quinto

Prescribe que el ejercicio del cargo de consejero será ad honorem e incompatible con cualquier cargo directivo de organizaciones deportivas.
El señor Subsecretario de Deportes aclaró que la inhabilidad será para ejercer conjuntamente el cargo de consejero y de directivo de organizaciones deportivas, pero no habrá ningún problema para que un ex dirigente deportivo desempeñe el cargo de consejero.
Puesto en votación el inciso, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 8°

Introduce, mediante diecinueve numerales, modificaciones en la ley N° 19.712, Ley del Deporte.
Número 2)

Modifica el artículo 10 que crea el Instituto Nacional de Deportes.
Letra a)
Reemplaza en el inciso primero la expresión "Secretaría General de Gobierno" por "del Deporte" e incorpora, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “El Instituto estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.”.
Número 4)

Modifica el artículo 12 que indica funciones del Instituto Nacional de Deportes.
Letra e)
Reemplaza el literal m) del artículo 12 por el siguiente:

“m) Vincularse con organismos nacionales y, en general, con toda institución o persona cuyos objetivos se relacionen con los asuntos de su competencia y celebrar con ellos convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés común;”.
Número 5)

Suprime el Párrafo 3° del Título II, artículos 15 a 18. 

El artículo 17 dispone que los miembros del Consejo Nacional, con excepción de su Presidente, tienen derecho a percibir, con cargo al presupuesto del Instituto, la asignación que allí se indica.

Número 8)

Reemplaza, en el artículo 21, que se refiere a las Direcciones Regionales del Instituto y al cargo de Director Regional, la expresión "a propuesta en terna del Intendente regional respectivo” por “conforme al procedimiento establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.”.
Puestos en votación los numerales 2), letra a); 4), letra e); 5) y 8) del artículo 8°, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 9°

Suprime, en el artículo trigésimo sexto de la ley N° 19.882, referido a los servicios públicos a los que se aplica el Sistema de Alta Dirección Pública, la frase “Instituto Nacional de Deportes de Chile,”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 10

Reemplaza en la ley N° 19.863, sobre remuneraciones de autoridades de gobierno y cargos críticos de la administración pública y da normas sobre gastos reservados, la letra f) del artículo 1°, referida a la Asignación de Dirección Superior del Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes y el Director del Servicio Nacional de la Mujer, por la siguiente:

“f) Director del Servicio Nacional de la Mujer: 135% de dicha remuneración, quien no tendrá derecho a percibir los montos señalados en el inciso siguiente.”.
El señor Subsecretario de Deportes acotó que al pasar el Instituto al Sistema de Alta Dirección Pública, la Asignación de Dirección Superior que recibe el Director Nacional cesa, dado que recibirá las asignaciones propias del referido Sistema.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero


Su texto es el siguiente:

“Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal del Ministerio del Deporte. El encasillamiento en esta planta considerará sólo personal titular de la correspondiente al Instituto Nacional de Deportes de Chile. 

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata al Ministerio del Deporte, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile. El traspaso del personal, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. Del mismo modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. A contar de esa misma fecha, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Asimismo, la dotación máxima de personal del Instituto Nacional de Deportes de Chile se disminuirá en el número de funcionarios traspasados.

En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y encasillado cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno.

3) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta que fije y, en especial, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Asimismo, determinará el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.

En todo caso, los requisitos que se fijen para el desempeño de los cargos no serán exigibles a los funcionarios que se traspasen conforme lo señalado en el numeral anterior, en la medida que continúen ejerciendo los empleos a los que fueron transferidos. 

4) Fijar la dotación máxima de personal del Ministerio del Deporte, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la citada ley N° 18.834.

5) Determinar una fecha única para la entrada en vigencia del articulado permanente de la presente ley, de la planta que fije, el traspaso y encasillamiento que se practique y la iniciación de actividades del Ministerio del Deporte.

6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b. No podrá significar pérdida  del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

c. Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7) Determinar, para el Instituto Nacional de Deportes, los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en artículo 8° de la ley Nº 18.834, cuyo texto  refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. Los funcionarios que, a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública o de carrera, acorde con las referidas normas, mantendrán su nombramiento y remuneraciones mientras no se produzca la vacancia, por cualquier causa, de los cargos de los que son titulares.

8) Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile al Fisco, para que sean destinados al Ministerio del Deporte.”.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que después de escuchar a los representantes de las asociaciones de funcionarios y dialogar con el señor Subsecretario, como una manera de reforzar lo que ya se consigna en las disposiciones del proyecto de ley, han consensuado, también con los representantes de los funcionarios, un protocolo de acuerdo que garantiza el respecto de los derechos de los funcionarios.
El referido Protocolo, firmado por los Honorables Senadores señores Lagos y Zaldívar, y por el Subsecretario de Deportes, señor Ruiz-Tagle, es del siguiente tenor:

“PROTOCOLO DE ACUERDO
En Valparaíso, a nueve días del mes de julio de 2013 el Gobierno, representado por el Subsecretario de Deporte, Gabriel Ruiz-Tagle y los Senadores abajo firmantes acuerdan, en el marco de la tramitación del proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte, lo siguiente:

1. Que la creación del Ministerio del Deporte y la consecuencial sustracción de competencias del Instituto Nacional del Deporte (en adelante IND) no afectará la continuidad laboral del personal del precitado Servicio, cautelándose que no se produzca cesación del empleo con ocasión de la referida sustracción.

2. La implementación del nuevo Ministerio del Deporte se ajustará al modelamiento base informado en el marco de la tramitación del proyecto, debiendo informarse en lo sucesivo tanto a los representantes de las Asociaciones de Funcionarios del IND como a los Senadores de las Comisiones de Educación y Hacienda los hitos más relevantes de dicho proceso.”.


El Honorable Senador señor Kuschel observó que entendía que este documento no impide la desvinculación de un funcionario por razones fundadas en su mal desempeño.
El Honorable Senador señor Zaldívar confirmó que habían firmado el documento en ese entendido.
El señor Subsecretario de Deportes destacó que más allá del contenido del Protocolo de Acuerdo, tanto el texto del proyecto de ley como la sentencia del Tribunal Constitucional confirman que no habrá menoscabo en la situación laboral de los funcionarios, lo que reitera y ratifica en este momento para efectos de la historia de la ley, porque la voluntad del Ejecutivo es no remover funcionarios y tampoco provocar algún detrimento de la función del personal.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que el documento busca despejar dudas que persisten entre los funcionarios.

El Honorable Senador señor Novoa indicó no tener inconveniente en que se firme el referido Protocolo, pero que en su entender el texto del proyecto de ley se basta a sí mismo y no presenta dudas respecto de la situación de los funcionarios.
El Honorable Senador señor Lagos acotó que la situación específica que se busca aclarar y garantizar es la de personas que se mantendrán en el Instituto Nacional de Deportes y que ven que tareas que desarrollaban se traspasan al nuevo Ministerio.
Pasando a otra materia, el Honorable Senador señor Novoa observó que se entrega la facultad de regular ciertas materias mediante decretos con fuerza de ley por el plazo de un año, una de ellas, contemplada en el número 2), se refiere a “Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata al Ministerio del Deporte, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile”, lo que estimó presenta dudas respecto de ser materia propia de un decreto con fuerza de ley. Señaló que, respecto de la misma disposición, le provoca dudas como operará “La individualización del personal traspasado y encasillado cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno”, una vez que ya se encuentre en funciones el Ministerio del Deporte en relación a que los decretos sean expedidos por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno.

El asesor jurídico del Instituto Nacional de Deportes, señor Juan Andrés Dezulovic, explicó que el decreto con fuerza de ley va a establecer el número de cargos que serán traspasados y en qué calidad jurídica, y luego dichos traspasos se materializaran individualmente en decretos supremos, más ahora que existirá una gradualidad en la implementación de las secretarías regionales ministeriales que excederá del plazo de un año contemplado para los decretos con fuerza de ley.

El Honorable Senador señor Novoa señaló que en base a la explicación precedente cobra importancia la segunda parte de su pregunta, dado que tres años después que se inicie la vigencia de la ley el Ministerio Secretaría General de Gobierno no tendrá injerencia en el proceso.
El asesor jurídico, señor Dezulovic, señaló que efectivamente existe una situación no contemplada anteriormente debido a la gradualidad en el establecimiento de las secretarías regionales ministeriales, y los primeros decretos serán expedidos por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno y los de los años siguientes por intermedio del Ministerio del Deporte.
Puesto en votación fue aprobado, con una enmienda, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo segundo


Establece que el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio del Deporte y transferirá a éste los fondos del Instituto Nacional de Deportes de Chile necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo tercero





Dispone que el mayor gasto que se derive de la aplicación de lo dispuesto en los numerales 1) a 7) del artículo primero transitorio, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $881.604 miles.
En este artículo recayó la indicación 2 bis de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo tercero.- La implementación de las Secretarías Regionales Ministeriales del Ministerio del Deporte y la provisión de los cargos de Secretarios Regionales Ministeriales que se fijen en su planta, se hará en forma gradual, en el siguiente orden:

1. El primer año de vigencia entrarán en funcionamiento las Secretarías correspondientes a las Regiones de Antofagasta, de Valparaíso, del Biobío y de la Araucanía.

2. El segundo año de vigencia, entrarán en funcionamiento las Secretarías correspondientes a las Regiones de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Maule y de Los Lagos.

3. El tercer año de vigencia, entrarán en funcionamiento las Secretarías correspondientes a las Regiones de Tarapacá, de Atacama, de Magallanes y la Antártica Chilena y de Arica y Parinacota.

4. El cuarto año de vigencia, entrarán en funcionamiento las Secretarías correspondientes a las Regiones de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Los Ríos. 

El mayor gasto que se derive de lo dispuesto en el presente artículo, para el primer año de aplicación, así como lo señalado en los numerales 1) a 7) del artículo primero transitorio, considerando su efecto año completo, no podrá exceder de $ 881.604 miles.

Para los efectos del presente artículo, el primer año de vigencia corresponderá al de la fecha única que se determine en conformidad al numeral 5) del artículo primero transitorio.”.
En votación, la indicación fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos y Zaldívar, y la abstención del Honorable Senador señor Novoa.
Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos y Zaldívar, y la abstención del Honorable Senador señor Novoa.
Artículo cuarto





Establece que el mayor gasto fiscal  que signifique la aplicación de esta ley en su primer año de vigencia, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio del Deporte, de conformidad a lo dispuesto en el artículo segundo transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.
En este artículo recayó la indicación 3 bis de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Para los años posteriores, el mayor gasto, se financiará con cargo a los recursos que contemplen los respectivos presupuestos.”.

En votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar
Artículo quinto





Dispone que los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes de Chile que hubieren sido seleccionados y nombrados conforme a las reglas establecidas en el Titulo VI de la ley N° 19.882 y cuyas designaciones y nombramientos se encuentren vigentes a la fecha que se determine acorde con lo prescrito en el numeral 5) del artículo primero transitorio, se mantendrán en sus cargos, conforme a lo establecido en los artículos quincuagésimo séptimo y quincuagésimo octavo de la ley N° 19.882.
Artículo sexto





Prescribe que el funcionario que, a la data señalada en el artículo quinto, se encuentre desempeñando el cargo de Director Nacional del Instituto y mientras mantenga dicho nombramiento, continuará percibiendo las remuneraciones que por ley le correspondían, incluida la asignación de dirección superior.

Artículo séptimo





Los miembros del Consejo Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, cuyas designaciones se encuentren vigentes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, cesarán en sus cargos por su solo ministerio y a contar de la fecha que se fije en virtud del numeral 5) del artículo primero transitorio.

Artículo octavo





Dispone lo siguiente:

“Artículo octavo.- En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar del Ministerio del Deporte, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al del Instituto Nacional de Deportes de Chile.

Los funcionarios de planta y a contrata del Instituto Nacional de Deportes de Chile, que sean traspasados al Ministerio del Deporte, podrán conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios del señalado Instituto. Dicha afiliación se mantendrá vigente hasta que en el Ministerio del Deporte haya constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años contados desde la fecha única de entrada en vigencia a que se refiere el N°5) del artículo primero transitorio, cesará, por el solo ministerio de la ley, su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.”.
Puestos en votación los artículos quinto, sexto, séptimo y octavo transitorios, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.


- - -

INFORME FINANCIERO 

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 28 de noviembre de 2011, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I Antecedentes.

1. El presente proyecto de ley tiene por objeto crear el Ministerio del Deporte, que será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas a la Política Nacional del Deporte. El Ministerio del Deporte tendrá a su cargo el diseño, coordinación de la implementación y evaluación de la política nacional del deporte. El Instituto Nacional de Deportes, por su parte, será el Servicio Público encargado de implementar la política nacional deportiva.

2. La organización del Ministerio comprenderá al Ministro del Deporte, a la Subsecretaría del Deporte y al Instituto Nacional de Deportes.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales.

1. El gasto fiscal anual estimado que significará la aplicación del presente proyecto de ley, se financiará principalmente con reasignaciones de recursos desde el presupuesto aprobado del Instituto Nacional de Deportes (IND), considerando tanto los recursos para financiar el gasto en personal como los otros rubros de gastos que se requieren para el funcionamiento de este nuevo Ministerio.

2. El mayor costo fiscal estimado por la aplicación de esta iniciativa legal, asciende a $899 millones para el primer año y en régimen a $579 millones. Los gastos de instalación por una sola vez ascienden a $134 millones. Todo lo anterior conforme al siguiente detalle:
                        Millones de $ 2011

	Concepto
	Primer Año
	2do Año y

Régimen

	Gastos de Personal
	399
	399

	Gastos de Operación
	366
	171

	Inversiones
	134
	9

	Total
	899
	579


3. El gasto fiscal que represente la aplicación durante el primer año de vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones efectuadas desde el presupuesto del Instituto Nacional de Deportes (IND) y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria del Tesoro Público. Para los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que consulten anualmente las respectivas leyes de presupuestos.”.

Posteriormente, con fecha 10 de mayo de 2012, la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero Complementario que señala, textualmente, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El presente proyecto de ley tiene por objeto crear el Ministerio del Deporte, que será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas a la Política Nacional del Deporte. El Ministerio del Deporte tendrá a su cargo el diseño, coordinación de la implementación y evaluación de la política nacional del deporte. El Instituto Nacional de Deportes, por su parte, será el Servicio Público encargado de implementar la política nacional deportiva.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales.
1. En el mayor gasto anual que signifique la aplicación de esta ley, debe considerarse un monto adicional equivalente a $227.447 miles para otros componentes remuneratorios, por lo que corresponde incrementar en dicho monto el mayor costo fiscal estimado ya informado en el IF del 28 de noviembre de 2011, tanto para el primer año como en régimen.

2. El gasto fiscal que represente la aplicación durante el primer año de vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones efectuadas desde el presupuesto del Instituto Nacional de Deportes (IND) y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria del Tesoro Público. Para los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que consulten anualmente las respectivas leyes de presupuestos.”.

Con posterioridad, la Dirección de Presupuestos remitió un nuevo Informe Financiero Complementario, de 11 de marzo de 2013. El tenor literal del nuevo informe financiero es el que sigue:

“I. Antecedentes.

El proyecto de ley en análisis tiene por objeto crear el Ministerio del Deporte, que será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas a la Política Nacional del Deporte. El Ministerio del Deporte tendrá a su cargo el diseño, coordinación de la implementación y evaluación de la política nacional del deporte. El Instituto Nacional de Deportes, por su parte, será el Servicio Público encargado de implementar la política nacional deportiva.

La indicación que se cuantifica en este Informe Financiero establece una serie de precisiones en el ámbito organizacional, genera la facultad para crear cuatro Secretarías Regionales Ministeriales, deja afecto al IND al sistema de Alta Dirección Pública en forma permanente (actualmente es por glosa de la ley de presupuestos), modifica las funciones legales del IND definiéndolo como "unidad técnica mandataria de otros organismos públicos en la construcción de recintos e instalaciones deportivas" y da continuidad al Servicio de bienestar durante la transición. Asimismo, fija un máximo al gasto adicional de personal.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales.

1. Esta indicación implica mayor gasto correspondiente a las remuneraciones de cuatro nuevos cargos de SEREMIS, cada uno con una renta bruta mensual grado 4, igual a $2.882.421. Esto implica $138.356 miles anuales en régimen, por lo que corresponde incrementar en ese monto el costo fiscal estimado para este proyecto de ley en el IF del mes de mayo de 2012.

2. El gasto fiscal que represente la aplicación durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones efectuadas desde el presupuesto del Instituto Nacional de Deportes (IND) y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria del Tesoro Público. Para los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que consulten anualmente las respectivas leyes de presupuestos.”.
Finalmente, la Dirección de Presupuestos remitió un nuevo Informe Financiero Complementario, de 9 de julio de 2013. El tenor literal del nuevo informe financiero es el que sigue:
“I. Antecedentes.

El proyecto de ley en análisis tiene por objeto crear el Ministerio del Deporte, que será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas a la Política Nacional del Deporte. El Ministerio del Deporte tendrá a su cargo el diseño, coordinación de la implementación y evaluación de la política nacional del deporte. El Instituto Nacional de Deportes, por su parte, será el Servicio Público encargado de implementar la política nacional deportiva.

La presente indicación establece una gradualidad para la implementación de catorce Secretarías Regionales Ministeriales en cuatro años, una vez que se apruebe el presente proyecto de ley y entre en vigencia.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales.

El mayor gasto corresponde a las remuneraciones de diez nuevos cargos de SEREMIS, cada uno con una renta bruta mensual grado 4, igual a $2.882.421 y de 3 profesionales de apoyo con una renta bruta mensual grado 9, igual a $1.803.269 y, de acuerdo a la gradualidad establecida en la indicación, los montos incrementales son de $243.929 miles para el segundo año, $166.027 miles para el tercer año y $83.014 miles para el cuarto año. Dado lo anterior, esta indicación implica un mayor gasto en régimen de $492.970 miles, que incrementan los gastos ya informados anteriormente.

El mayor gasto fiscal que represente la aplicación durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones efectuadas desde el presupuesto del Instituto Nacional de Deportes (IND) y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria del Tesoro Público. Para los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que consulten anualmente las respectivas leyes de presupuestos.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país. 

- - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley despachado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, con las siguientes enmiendas:

Artículo 3°

Inciso tercero
Eliminarlo. 

Inciso cuarto
Pasa a ser inciso tercero, reemplazándolo por el siguiente:

“En la Región Metropolitana, no tendrá aplicación lo dispuesto en el artículo 26 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”. (Mayoría de votos, tres a favor por una abstención. Indicación 1 bis).

---

Artículo primero transitorio

Inciso primero
Número 2)

Párrafo segundo

Sustituir la expresión “Secretaría General de Gobierno” por la palabra “respectivo”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo tercero transitorio

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo tercero.- La implementación de las Secretarías Regionales Ministeriales del Ministerio del Deporte y la provisión de los cargos de Secretarios Regionales Ministeriales que se fijen en su planta, se hará en forma gradual, en el siguiente orden:

1. El primer año de vigencia entrarán en funcionamiento las Secretarías correspondientes a las Regiones de Antofagasta, de Valparaíso, del Biobío y de la Araucanía.

2. El segundo año de vigencia, entrarán en funcionamiento las Secretarías correspondientes a las Regiones de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Maule y de Los Lagos.

3. El tercer año de vigencia, entrarán en funcionamiento las Secretarías correspondientes a las Regiones de Tarapacá, de Atacama, de Magallanes y la Antártica Chilena y de Arica y Parinacota.

4. El cuarto año de vigencia, entrarán en funcionamiento las Secretarías correspondientes a las Regiones de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Los Ríos. 

El mayor gasto que se derive de lo dispuesto en el presente artículo, para el primer año de aplicación, así como lo señalado en los numerales 1 a 7 del artículo primero transitorio, considerando su efecto año completo, no podrá exceder de $ 881.604 miles.

Para los efectos del presente artículo, el primer año de vigencia corresponderá al de la fecha única que se determine en conformidad al numeral 5) del artículo primero transitorio.”. (Mayoría de votos, tres a favor por una abstención. Indicación 2 bis).
Artículo cuarto transitorio

Inciso segundo, nuevo
Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Para los años posteriores, el mayor gasto, se financiará con cargo a los recursos que contemplen los respectivos presupuestos.”. (Unanimidad 4x0. Indicación 3 bis).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones precedentemente señaladas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“TITULO I

DEL MINISTERIO DEL DEPORTE

Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones

Artículo 1°.- Créase el Ministerio del Deporte, que será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias referidas a la Política Nacional del Deporte.

Artículo 2°.- Corresponderá especialmente al Ministerio del Deporte:

1) Proponer y evaluar la Política Nacional del Deporte y los planes generales en materia deportiva e informar periódicamente sobre sus avances y cumplimiento.

2) Formular programas y acciones destinadas al desarrollo de la actividad física y deportiva de la población.

De igual forma, formular programas y acciones, con este mismo objeto, destinados al deporte de alto rendimiento.

3) Coordinar las acciones vinculadas al deporte que los Ministerios y los servicios públicos desarrollen en sus respectivos ámbitos de competencia, considerando las distintas perspectivas regionales y comunales en su implementación.
4) Informar al Ministerio de Educación la pertinencia de los planes y programas del sector de aprendizaje de Educación Física, Deportes y Recreación con el diseño de políticas para el mejoramiento de la calidad de la formación para el deporte y de la práctica deportiva en el sistema educacional, en todos sus niveles.

5) Establecer mecanismos que promuevan la ejecución de programas de interés sectorial, con organizaciones públicas y privadas.

6) Estudiar y proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas conducentes al fomento y desarrollo de la actividad deportiva y, en general, todo otro tipo de normas e iniciativas que tiendan a mejorar las bases del desarrollo de la educación física y del deporte.

7) Definir las estrategias para difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, y para el incentivo de su práctica permanente y sistemática en todos los sectores de la población.

8) Proponer las normas preventivas para la práctica del deporte, la prevención del dopaje y todas aquellas materias relativas a la salud física y mental de los deportistas, requiriendo su aprobación por parte del Ministerio de Salud.

9) Administrar un catastro de infraestructura deportiva a nivel nacional y regional, distinguiendo aquellas cuya construcción, reparación, mantención o administración se financie total o parcialmente con recursos públicos. 

10) Informar al Ministerio de Desarrollo Social, a requerimiento de éste, si las iniciativas de inversión en infraestructura deportiva, sometidas a evaluación, son coherentes con la política nacional de infraestructura deportiva, y acerca de la disponibilidad de recintos para la práctica del deporte en el sector territorial de cada una de las referidas iniciativas.

11) Participar en programas de cooperación internacional en materia deportiva y actuar como contraparte nacional en convenios y acuerdos bilaterales o multilaterales sobre dichas materias.

12) Reconocer fundadamente para los programas de su sector y para todos los demás efectos legales, una actividad física como especialidad o modalidad deportiva.

13) Proponer programas y planes tendientes a fomentar la práctica deportiva de personas en proceso de rehabilitación por drogadicción y alcoholismo en instituciones especializadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad en recintos penitenciarios y la población menor de edad considerada en situación de riesgo social que esté bajo el cuidado o protección de organismos dependientes del Ministerio de Justicia o de instituciones privadas de beneficencia.

14) Ejecutar las acciones y ejercer las facultades que sean necesarias para el cumplimiento de los fines que la ley le asigna, pudiendo al efecto celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

15) Elaborar, ejecutar y difundir estudios y programas de investigación y metodología sobre las distintas modalidades deportivas y sobre la actividad física de la población.

16) Velar por el cumplimiento de las políticas sectoriales por parte del Instituto Nacional de Deportes de Chile, asignarle recursos y fiscalizar sus actividades.

17) En general, cumplir y ejercer las atribuciones que le encomiende la ley.

Párrafo 2°

De la organización

Artículo 3°.- La Organización del Ministerio será la siguiente:

1. El Ministro del Deporte.

2. La Subsecretaría del Deporte.

3. Las Secretarías Regionales Ministeriales.

Un reglamento determinará la distribución temática en las divisiones del Ministerio, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado ha sido fijado mediante el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

En la Región Metropolitana, no tendrá aplicación lo dispuesto en el artículo 26 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
Artículo 4°.- La conducción del Ministerio corresponderá al Ministro del Deporte, en conformidad con las políticas e instrucciones que imparta el Presidente de la República.

En el ejercicio de sus atribuciones, el Ministro del Deporte contará con la colaboración inmediata de la Subsecretaría del Deporte.

La Subsecretaría del Deporte será el órgano de colaboración del Ministro en el ejercicio de las funciones que competen al Ministerio dentro del ámbito deportivo. El Subsecretario del Deporte subrogará al Ministro en primer orden, tendrá a su cargo la administración y servicio interno del Ministerio y coordinará la acción del Ministerio con el Instituto Nacional de Deportes de Chile.

Párrafo 3°

Del personal

Artículo 5°.- El personal del Ministerio del Deporte estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Párrafo 4°

Del Consejo Nacional de Deporte


Artículo 6°.- El Ministerio tendrá un Consejo Nacional, el cual estará integrado por los siguientes miembros:

a) El Ministro del Deporte, quien lo presidirá;

b) Dos consejeros designados por el Plenario de Federaciones del Comité Olímpico de Chile;

c) Dos consejeros designados por el Presidente de la República a propuesta en terna de las organizaciones deportivas nacionales no afiliadas al Comité Olímpico de Chile, las que serán convocadas por el Ministro del Deporte para tal efecto;

d) Dos consejeros designados por el Presidente de la República que sean personas de destacada trayectoria en el ámbito deportivo;

e) Un consejero designado por el Presidente de la República a propuesta en terna de las instituciones de educación superior formadoras de profesionales y técnicos de la educación física y el deporte, las que serán convocadas por el Ministro del Deporte para tal efecto;

f) Un consejero designado por el Presidente de la República perteneciente a los ámbitos de las ciencias o la salud;

g) Dos consejeros designados por el Presidente de la República a propuesta en terna de la Asociación de Municipalidades que aquél determine de entre las más representativas a nivel nacional, uno de los cuales tendrá que ser de una región distinta a la Metropolitana; 

h) Un consejero designado por la organización gremial de carácter empresarial que el Presidente de la República determine de entre las más representativas a nivel nacional;

i) Dos consejeros designados por la central sindical que el Presidente de la República determine de entre las más representativas a nivel nacional, y

j) Un consejero designado por el Presidente de la República perteneciente a la Confederación Deportiva de la Defensa Nacional, a propuesta del Ministro de Defensa Nacional.

Para los efectos de la determinación de las entidades a que se refieren las letras g), h) e i), el Presidente de la República dictará un decreto supremo expedido a través del Ministerio del Deporte, con una antelación mínima de treinta días a la fecha en que deban hacerse las respectivas designaciones.

Los miembros del consejo, con excepción de su presidente, durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser designados hasta por dos nuevos períodos, y se renovarán por mitades, cada dos años. Para estos efectos, la integración del consejo se formalizará mediante decreto supremo del Presidente de la República, expedido a través del Ministerio del Deporte.
Las vacantes que se produzcan serán llenadas y formalizadas según lo dispuesto en los incisos anteriores, y se extenderán sólo por el tiempo que reste para completar el período del consejero que provocó la vacancia.

El ejercicio del cargo de consejero será ad honorem e incompatible con cualquier cargo directivo de organizaciones deportivas.

La calidad de miembro del Consejo se pierde por cualquiera de las siguientes causales:

i) 
Renuncia voluntaria; 

ii) 
Inasistencia injustificada a tres sesiones ordinarias consecutivas del Consejo, o a cinco alternadas;

iii) Por haber sido condenado a una pena de crimen o simple delito, y

iv) Por haber sido nombrado en un cargo incompatible.

Artículo 7°.- Corresponderá al Consejo Nacional, asesorar, absolver consultas y elaborar informes e iniciativas a solicitud del Ministro, para el mejor cumplimiento de las funciones señaladas en el artículo 2°

En el desempeño de su labor, el Consejo Nacional deberá considerar las observaciones o proposiciones de los Consejos a que se refiere el Párrafo VI, del Título II, de la ley N° 19.712.

TÍTULO II

MODIFICACIONES A LA LEY Nº 19.712, LEY DEL DEPORTE

Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.712:

1) En su artículo 5°:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión "de la Secretaría Regional Ministerial respectiva" por "del Ministerio del Deporte".

b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión "Instituto Nacional de Deportes de Chile" por "Ministerio del Deporte".

2) En su artículo 10:

a)
Reemplázase, en el inciso primero del artículo 10, la expresión "Secretaría General de Gobierno" por "del Deporte" y agrégase, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “El Instituto estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.”. 

b)
Suprímese el inciso tercero.

3) Reemplázase en su artículo 11 la expresión “proponer” por “ejecutar”. 

4) En su artículo 12:

a) Reemplázase la letra a) por la siguiente:

"a) Ejecutar las políticas destinadas al desarrollo de la actividad física y el deporte en sus diversas modalidades, en coordinación con las organizaciones deportivas, las municipalidades y los demás organismos públicos y privados pertinentes;".

b) Reemplázase la letra b) por la siguiente:

"b) Ejecutar las estrategias destinadas a difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, incentivando su práctica permanente y sistemática en todos los sectores de la población;".

c) Suprímense las letras d), f) e i).

d) Reemplázase su letra h) por la siguiente:

“h) Actuar como unidad técnica mandataria de otros organismos públicos en la construcción de recintos e instalaciones deportivos, funciones todas que deberán cumplirse en los términos establecidos en el artículo 16 de la ley N° 18.091. Le corresponderá, asimismo, fomentar la modernización y el desarrollo de la infraestructura deportiva nacional, así como la gestión eficiente de la capacidad instalada.”.
e) Reemplázase la letra m) por la siguiente:

"m) Vincularse con organismos nacionales y, en general, con toda institución o persona cuyos objetivos se relacionen con los asuntos de su competencia y celebrar con ellos convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés común;".

f) Suprímanse las letras p) y q).

g) Suprímase en la letra s) la expresión “N°2) del”.

5) Suprímase el Párrafo 3° del Título II.

6) Suprímase, en el inciso primero del artículo 19, la frase: “y tendrá el rango y atribuciones de Subsecretario".

7) En su artículo 20:

a) Reemplázase, en la letra d), la expresión "acuerdo del Consejo Nacional" por "autorización del Subsecretario de Deportes".

b) Suprímase la letra f).

c) Reemplázase la letra g) por la siguiente:

"g) Dar cuenta pública anual de la memoria y balance del ejercicio anterior;".

d) Suprímanse las letras h) e i).

8) Reemplazáse, en el artículo 21, la expresión "a propuesta en terna del Intendente regional respectivo” por “conforme al procedimiento establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.”.
9) Reemplázase en la letra a) del artículo 22, la expresión "políticas y metas" por "acciones a ejecutar".

10) Reemplázase la letra b) del artículo 23 por la siguiente:

“b) Proponer al Director Nacional el plan de actividades e inversiones de la región, así como el presupuesto anual necesario para su financiamiento;”.

11) Reemplázase en la letra a) del artículo 26 la expresión “Subsecretaría de Guerra” por “Subsecretaría para las Fuerzas Armadas”.

12) Reemplázase en el inciso tercero de su artículo 44 la frase "Consejo Nacional del Instituto, a propuesta de su Director Nacional" por "Ministerio del Deporte". 

13) Reemplázanse, en el inciso segundo del artículo 49, las expresiones “Instituto” por “Ministerio del Deporte” y “Dirección Regional” por “Secretaría Regional Ministerial”.

14) Reemplázase, en el inciso final del artículo 51, la frase "ministerio respectivo" por "Ministerio del Deporte".

15) Reemplázase, en el inciso final del artículo 68, la frase "Consejo Nacional del Instituto, a propuesta de su Director Nacional" por "Ministerio del Deporte".

16) Reemplázase, en el artículo 69, la expresión "Instituto" por "Ministerio del Deporte".

17) En su artículo 70:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "Instituto" por "Ministerio del Deporte".

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "deportista de destacada trayectoria, designado por el Presidente de la República" por "representante del Ministro del Deporte, designado por éste, que la presidirá".

18) Reemplázase, en el artículo 71, letra e), la frase "Director Nacional del Instituto" por "Ministro del Deporte".

19) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 79, la frase "de Educación" por "del Deporte, quien la presidirá".

TÍTULO III

MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.882, QUE REGULA NUEVA POLÍTICA DE PERSONAL A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS QUE INDICA

Artículo 9°.- Suprímese, en el artículo trigésimo sexto de la ley N°19.882, la frase “Instituto Nacional de Deportes de Chile,”.
TÍTULO IV

MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.863, SOBRE REMUNERACIONES DE AUTORIDADES DE GOBIERNO Y CARGOS CRITICOS DE LA ADMINISTRACION PUBLICA Y DA NORMAS SOBRE GASTOS RESERVADOS

Artículo 10.- Reemplázase la letra f) del artículo 1° de la ley N°19.863, por la siguiente:

“f) Director del Servicio Nacional de la Mujer: 135% de dicha remuneración, quien no tendrá derecho a percibir los montos señalados en el inciso siguiente.”. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal del Ministerio del Deporte. El encasillamiento en esta planta considerará sólo personal titular de la correspondiente al Instituto Nacional de Deportes de Chile. 

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata al Ministerio del Deporte, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile. El traspaso del personal, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. Del mismo modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. A contar de esa misma fecha, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Asimismo, la dotación máxima de personal del Instituto Nacional de Deportes de Chile se disminuirá en el número de funcionarios traspasados.

En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y encasillado cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio respectivo.

3) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta que fije y, en especial, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Asimismo, determinará el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.

En todo caso, los requisitos que se fijen para el desempeño de los cargos no serán exigibles a los funcionarios que se traspasen conforme lo señalado en el numeral anterior, en la medida que continúen ejerciendo los empleos a los que fueron transferidos. 

4) Fijar la dotación máxima de personal del Ministerio del Deporte, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la citada ley N° 18.834.

5) Determinar una fecha única para la entrada en vigencia del articulado permanente de la presente ley, de la planta que fije, el traspaso y encasillamiento que se practique y la iniciación de actividades del Ministerio del Deporte.

6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b. No podrá significar pérdida  del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

c. Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7) Determinar, para el Instituto Nacional de Deportes, los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en artículo 8° de la ley Nº 18.834, cuyo texto  refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. Los funcionarios que, a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública o de carrera, acorde con las referidas normas, mantendrán su nombramiento y remuneraciones mientras no se produzca la vacancia, por cualquier causa, de los cargos de los que son titulares.
8) Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde el Instituto Nacional de Deportes de Chile al Fisco, para que sean destinados al Ministerio del Deporte.

Artículo segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio del Deporte y transferirá a éste los fondos del Instituto Nacional de Deportes de Chile necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo tercero.- La implementación de las Secretarías Regionales Ministeriales del Ministerio del Deporte y la provisión de los cargos de Secretarios Regionales Ministeriales que se fijen en su planta, se hará en forma gradual, en el siguiente orden:

1. El primer año de vigencia entrarán en funcionamiento las Secretarías correspondientes a las Regiones de Antofagasta, de Valparaíso, del Biobío y de la Araucanía.

2. El segundo año de vigencia, entrarán en funcionamiento las Secretarías correspondientes a las Regiones de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Maule y de Los Lagos.

3. El tercer año de vigencia, entrarán en funcionamiento las Secretarías correspondientes a las Regiones de Tarapacá, de Atacama, de Magallanes y la Antártica Chilena y de Arica y Parinacota.

4. El cuarto año de vigencia, entrarán en funcionamiento las Secretarías correspondientes a las Regiones de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Los Ríos. 

El mayor gasto que se derive de lo dispuesto en el presente artículo, para el primer año de aplicación, así como lo señalado en los numerales 1) a 7) del artículo primero transitorio, considerando su efecto año completo, no podrá exceder de $ 881.604 miles.

Para los efectos del presente artículo, el primer año de vigencia corresponderá al de la fecha única que se determine en conformidad al numeral 5) del artículo primero transitorio.
Artículo cuarto.- El mayor gasto fiscal  que signifique la aplicación de esta ley en su primer año de vigencia, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio del Deporte, de conformidad a lo dispuesto en el artículo segundo transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.
Para los años posteriores, el mayor gasto, se financiará con cargo a los recursos que contemplen los respectivos presupuestos.
Artículo quinto.- Los Directores Regionales del Instituto Nacional de Deportes de Chile que hubieren sido seleccionados y nombrados conforme a las reglas establecidas en el Titulo VI de la ley N° 19.882 y cuyas designaciones y nombramientos se encuentren vigentes a la fecha que se determine acorde con lo prescrito en el numeral 5) del artículo primero transitorio, se mantendrán en sus cargos, conforme a lo establecido en los artículos quincuagésimo séptimo y quincuagésimo octavo de la ley N° 19.882.

Artículo sexto.- El funcionario que, a la data señalada en el artículo anterior, se encuentre desempeñando el cargo de Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile y mientras mantenga dicho nombramiento, continuará percibiendo las remuneraciones que por ley le correspondían, incluida la asignación de dirección superior del artículo 1° de la ley N° 19.863.

Artículo séptimo.- Los miembros del Consejo Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, cuyas designaciones se encuentren vigentes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, cesarán en sus cargos por su solo ministerio y a contar de la fecha que se fije en virtud del numeral 5) del artículo primero transitorio.
Artículo octavo.- En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar del Ministerio del Deporte, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al del Instituto Nacional de Deportes de Chile.

Los funcionarios de planta y a contrata del Instituto Nacional de Deportes de Chile, que sean traspasados al Ministerio del Deporte, podrán conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios del señalado Instituto. Dicha afiliación se mantendrá vigente hasta que en el Ministerio del Deporte haya constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años contados desde la fecha única de entrada en vigencia a que se refiere el N°5) del artículo primero transitorio, cesará, por el solo ministerio de la ley, su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 18 de junio y 3 y 9 de julio de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), señora Ximena Rincón González (Presidenta Accidental), y señores Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 10 de julio de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,
Secretario de la Comisión
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� Inciso tercero y números 2° y 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República en relación con el artículo 24 de la Carta Fundamental.


� Artículo 4° de la ley N° 19.712, Ley del Deporte.


� La disposición constitucional citada establece que la determinación de las atribuciones o funciones de los servicios públicos es una materia de iniciativa legal exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.





� La norma que considera este numeral es de un sentido similar al que contempla actualmente la letra d) del artículo 12 de la ley N° 19.712, del Deporte.


� En efecto, con ocasión de la discusión del artículo primero transitorio de este proyecto de ley, en lo referido al denominado “modelamiento” del Ministerio,  el señor Subsecretario de Deportes precisó que existirán Secretarios Regionales Ministeriales del Deporte en la II, V, VIII y IX Regiones. 


� Numeral 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República y de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional existente al respecto.


� Artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional 


� La indicación en estudio se refiere a una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República de conformidad a lo dispuesto en el numeral 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.





� De acuerdo al referido precepto, la integración actual del Consejo es la siguiente: a) El Director Nacional del Instituto, quien lo presidirá; b) Dos consejeros designados por el Plenario de Federaciones del Comité Olímpico de Chile; c) Un consejero designado por el Presidente de la República, a propuesta en terna de las organizaciones deportivas nacionales no afiliadas al Comité Olímpico de Chile, las que serán convocadas por el Director Nacional del Instituto para tal efecto; d) Dos consejeros designados por el Presidente de la República, que sean personas de destacada trayectoria en el ámbito deportivo; e) Un consejero designado por el Presidente de la República, a propuesta en terna de las instituciones de educación superior formadoras de profesionales y técnicos de la educación física y el deporte, las que serán convocadas por el Director Nacional para tal efecto; f) Un consejero designado por el Presidente de la República, perteneciente a los ámbitos de las ciencias o la salud; g) Un consejero designado por el Presidente de la República, a propuesta en terna de la Asociación de Municipalidades, que aquél determine de entre las más representativas a nivel nacional; h) Un consejero designado por la organización gremial de carácter empresarial, que el Presidente de la República determine de entre las más representativas a nivel nacional; i) Un consejero designado por la central sindical, que el Presidente de la República determine de entre las más representativas a nivel nacional, y j) Un consejero designado por el Presidente de la República, perteneciente a la Confederación Deportiva de la Defensa Nacional, a propuesta del Ministro de Defensa Nacional.





� Dicho precepto dispone que “los miembros del Consejo Nacional, con excepción de su presidente, tendrán derecho a percibir, con cargo al presupuesto del Instituto, una asignación equivalente a cuatro unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan. Con todo, cada consejero no podrá percibir un monto superior a doce unidades tributarias mensuales en cada mes calendario.”.


� Se refiere a los Consejos Consultivos Regionales, que existen en cada Región del país, y que tienen por función evacuar consultas, sugerencias, observaciones o proposiciones, respecto de materias de competencia de las Direcciones Regionales en las que el respectivo Director Regional les solicite su opinión (artículo 24 de la ley N° 19.712, Ley del Deporte)


� El citado precepto dispone que el “Instituto tendrá, en especial, las siguientes funciones: a) Proponer al Presidente de la República las políticas destinadas al desarrollo de la actividad física y el deporte en sus diversas modalidades, en coordinación con las organizaciones deportivas, las municipalidades y los demás organismos públicos y privados pertinentes; b) Difundir los valores, ideales y conocimientos relativos a la actividad física y al deporte, incentivando su práctica permanente y sistemática en todos los sectores de la población; c) Proporcionar orientaciones técnicas y metodológicas a las personas y organizaciones que lo soliciten, para la formulación de estrategias, planes y proyectos de desarrollo deportivo, así como para el diseño de programas de actividades físicas y deportivas en sus diferentes modalidades; d) Coordinar con el Ministerio de Educación la pertinencia de los planes y programas del sector de aprendizaje Educación Física, Deportes y Recreación con el diseño de políticas para el mejoramiento de la calidad de la formación para el deporte y de la práctica deportiva en el sistema educacional, en todos sus niveles. Asimismo, se pronunciará respecto de las modificaciones o ajustes que se introduzcan en los planes y programas de estudio referidos a los temas mencionados; e) Promover la constitución y desarrollo de clubes y demás organizaciones deportivas y mantener un registro nacional de ellos; f) Elaborar las normas preventivas para la práctica del deporte, la prevención del dopaje y todas aquellas materias relativas a la salud física y mental de los deportistas, requiriendo su aprobación por parte del Ministerio de Salud; g) Impulsar el desarrollo de los sistemas de entrenamiento y fomento del alto rendimiento deportivo, pudiendo para este efecto integrar y participar en la formación de corporaciones privadas, o incorporarse a las ya formadas; h) Fomentar la construcción de recintos e instalaciones deportivos, su modernización y desarrollo, y contribuir con la información técnica para estos efectos, así como para la gestión eficiente de la capacidad instalada; i) Mantener un banco de proyectos nacionales y regionales con evaluación técnica y económica, proporcionando cooperación técnica para la preparación de proyectos de inversión; j) Administrar los recintos e instalaciones que formen parte de su patrimonio, pudiendo encargar la gestión del todo o parte de ellos a las municipalidades o a personas naturales o a personas jurídicas de derecho público o privado a través de convenios o concesiones en los que deberá establecerse y asegurarse el cumplimiento de los fines de la institución y el debido resguardo de su patrimonio; k) Transferir recursos en dinero, bienes o servicios para la realización de proyectos relativos a la difusión, fomento y desarrollo de las modalidades deportivas que establece esta ley; l) Financiar o contribuir al financiamiento de becas a deportistas, profesionales de la educación física y del deporte y dirigentes de organizaciones deportivas, para su capacitación, perfeccionamiento y especialización, en la forma que determine el Reglamento; m) Participar en programas de cooperación internacional en materia deportiva, y actuar como contraparte nacional en convenios y acuerdos deportivos bilaterales o multilaterales; n) Instituir, en favor de deportistas o ex deportistas y de dirigentes o ex dirigentes deportivos nacionales, que tengan o hayan tenido destacada participación regional, nacional o internacional, según determine el reglamento respectivo, premios que podrán consistir en estímulos en dinero, con cargo al presupuesto del Instituto; ñ) Financiar o contribuir a financiar, de acuerdo a sus disponibilidades presupuestarias, los gastos de traslado y mantención de delegaciones de las federaciones nacionales y del Comité Olímpico de Chile que deban concurrir a participar, en representación del país, en competencias deportivas internacionales realizadas dentro y fuera del país; o) Ejecutar las acciones y ejercer las facultades que sean necesarias para el cumplimiento de los fines que la ley le asigna, pudiendo al efecto celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado; p) Reconocer para sus propios programas y para todos los demás efectos legales, mediante resolución fundada, una actividad física como especialidad o modalidad deportiva; q) Elaborar programas y planes tendientes a fomentar la práctica deportiva, incluso competitiva, de mujeres dueñas de casa, adultos mayores, personas en proceso de rehabilitación por drogadicción en instituciones especializadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad en recintos penitenciarios y la población menor de edad considerada en situación de riesgo social que esté bajo cuidado o protección de organismos dependientes del Ministerio de Justicia o de instituciones privadas de beneficencia; r) Participar, a través de acciones deportivas, en la realización de programas de seguridad ciudadana desarrollados por los organismos de la Administración del Estado; s) Calificar los fines deportivos de los proyectos a que se refiere el Nº 2) del artículo 62, y t) Asesorar a las organizaciones deportivas de menores recursos, en la elaboración de los proyectos que se postulen al Fondo Nacional para el Fomento del Deporte.  El Instituto podrá, asimismo, destinar recursos para financiar seguros por riesgos de accidentes, sufridos con motivo de la práctica deportiva no profesional. 





� Conocido también como Estadio Playa Ancha.


� “h) Fomentar la construcción de recintos e instalaciones deportivos, su modernización y desarrollo, y contribuir con la información técnica para estos efectos, así como para la gestión eficiente de la capacidad instalada”.


� Esta indicación en coincidente con la indicación número 29).


� Es concordante con las indicaciones números 29) y 31).


� Normas referentes a la organización básica de la Administración del Estado y la carrera funcionaria.


� Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el requerimiento de inconstitucionalidad presentado por un grupo de diputados en contra del proyecto de ley en informe, de fecha 16 de enero de 2013, Rol 2367/12. Considerandos quincuagesimoprimero y siguientes.


� Esta norma del Estatuto Administrativo prevé que “el número de funcionarios a contrata de una institución no podrá exceder de una cantidad equivalente al veinte por ciento del total de los cargos de la planta de personal de ésta.”.


� Sentencia ya citada en este informe.
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